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PRESENTACIÓN                

Me enseñaron a amar la historia y, a comprender que de alguna u otra 
forma todas y todos, incluso con nuestras acciones más simples, ayuda-
mos a construirla. Sin embargo, hay mujeres y hombres que se hacen 
parte de ella y juegan un rol decisivo, no solamente en su construcción, 
sino en el rumbo y el nivel de desarrollo que alcanzan nuestras sociedades.

Mujeres y hombres visionarios, a cuyas capacidades y constante búsque-
da  del  saber no ponen  límites. Una  de estas  personas  en  Chile  fue   el   
Dr. Jorge Tapia Valdés, diplomático, político y académico que con su 
legado dio un giro a cómo se miraba, se hacían y se enseñaban las relacio-
nes internacionales, tanto en nuestro país como también fuera de el.  
 
Con el libro, El Vuelo de la Parina: Paradiplomacia, Descentralización 
y Relaciones Internacionales, la Universidad Arturo Prat le rinde un 
homenaje que da cuenta de su trayectoria y de la �rmeza de sus conviccio-
nes, no solamente como parte de esta Institución, sino en cada una de sus 
acciones de vida.

Este homenaje póstumo, compilado por el Premio Nacional de Historia, 
Dr. Sergio  González  Miranda y el académico, Dr. Cristian Ovando Santa-

na, reúne a diez especialistas de diversas áreas; quiénes desde distintas 
miradas, nos muestran la riqueza de este hombre que acuñó y de�nió 
términos decisivos para lo que en la actualidad es el campo jurídico y 
político, y que forman parte del saber internacional, como el concepto de 
Paradiplomacia, fundamental en un territorio transfronterizo como el 
nuestro.

Jorge Tapia Valdés, a través de sus posiciones en la intensidad de la 
historia, junto a sus publicaciones, artículos y re�exiones políticas, fue 
capaz de trascender a las futuras generaciones. Así como ministro de 
Estado, embajador, intendente y, en el mundo académico, como doctor, 
académico, investigador, director de institutos y escuelas, entre otros, 
enriqueció los saberes de muchas y muchos durante su vida, siendo 
merecedor del aprecio y admiración por su persona y obra.

A quienes tengan en sus manos este libro, editado por nuestra Casa de 
Estudios Superiores, a su familia, amigos y colegas, las y los invito a 
valorar cada uno de los testimonios que se presentan y que nos muestran 
que el espíritu y tenacidad de un hombre como Jorge Tapia Valdés, está 
más vivo que nunca.
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PRÓLOGO

¿Puede alguien dejar un legado, una huella cultural, un aporte intelectual, 
un “don” académico en tan solo una década? 

Aproximadamente una década estuvo Jorge Antonio Tapia Valdés 
habitando estas playas de la región de Tarapacá, que entonces incluía a la 
actual región de Arica y Parinacota. Y también habitó, en el sentido 
heideggeriano, los dos principales espacios académicos de este territorio: 
la universidad Arturo Prat, donde fue profesor y director de un Instituto 
de Estudios Internacionales y de un departamento de ciencias Jurídicas y 
Sociales; y la Universidad de Tarapacá, donde fue profesor de Filosofía del 
derecho.

En ese mundo que es la universidad la pregunta es por esa relación de 
maestro y discípulo, o, el legado del profesor, palabra maravillosa que 
hace mención del verbo “profesar”, relacionado con un sentimiento o 
convicción hacia una creencia o doctrina. En el caso universitario se 
re�ere a las ciencias, las artes y las humanidades.

Quienes escribimos este Prólogo no podríamos de�nirnos discípulos de 
Jorge Tapia, puesto que no fuimos sus alumnos ni sus ayudantes, por lo 
tanto,   no  tuvimos   la  alegría estar  en el aula o en algún proyecto 
compartiendo/aprendiendo de su sabiduría. Sin embargo, recibimos algo 
de ese “don” que es el regalo que ofrece el maestro/profesor a las genera-

ciones siguientes en la academia . Quizás, porque fuimos privilegiados de 
recibir/compartir ese “don” debido a la proximidad del trabajo conjunto y 
de las lecturas de su obra.
     
El “don” es simbólico, por ello, toma su nombre porque se asemeja al 
intercambio ritual de presentes en las comunidades indígenas. 

¿Qué nos legó Jorge Tapia? ¿Cuál fue ese “don” o regalo intelectual que 
nos ofreció como la generación siguiente a la suya?

El reconocimiento académico no tiene relación con el mercado capitalis-
ta, donde los intereses suelen ser el motor que dinamiza la economía. Allí 
pasan de mano en mano las falsas monedas de las que nos habla Charles 
Baudelaire. Aunque, tememos que, en estos años que corren, también 
circulan en el mundo académico, porque han comenzado a desaparecer 
los profesores, entendidos como aquellos maestros que profesan, o, 
como lo dirán Derrida: han hecho profesión de la verdad, porque tienen 
un compromiso sin límite para con la verdad.  Jorge Tapia nos enseñó 
precisamente esto, el compromiso con la verdad.

Siguiendo a W.O. Hagstrom, en la ciencia “el status del cientí�co solo 
puede alcanzarse mediante tal concesión de dones, y le asegura prestigio 
dentro de la comunidad cientí�ca”.  Sabemos que la calidad de cientí�co, 
profesor o académico no se alcanza solamente con los libros, artículos 

publicados o con las clases magistrales que realizó en vida, es preciso 
-como diría Derrida- “dar (el) tiempo”, porque el don requiere tiempo y da 
tiempo.  “La diferencia del don y cualquier otra forma de intercambio es 
que da tiempo.  Es preciso que la cosa no sea restituida inmediatamente ni 
al instante.  Es preciso (el) tiempo, es preciso que dure, es preciso la espera 
sin olvido”.  Como nos recuerda Hagstrom, en la ciencia es común el mito 
del héroe reconocido después de la muerte, como Galois, Abel, Copérnico, 
Mendel.  De cierto modo, la entrega de los dones es ritual.

Jorge Tapia Valdés, por razones que solo él podría explicar con claridad, se 
dedicó también a la política, donde alcanzó reconocimientos quizás 
mayores que aquellos obtenidos en el mundo de la academia, fue embaja-
dor, ministro, intendente. Por lo mismo, creemos que a Jorge Tapia es 
necesario “dar (el) tiempo”, para que exista el ritual necesario de la recipro-
cidad de dones. 

Creemos que, aunque no sea en vida (probablemente es más meritorio 
que sea de este modo), reciba el reconocimiento con el prestigio asociado, 
por su aporte a la academia. Este libro contiene una pequeña muestra de 
su obra. Hemos creído, además, que es necesario ofrecer un pequeño 
análisis de un fragmento de su pensamiento en el campo de las relaciones 
internacionales, puesto que es aquel que conocemos. Otros fragmentos 
de su pensamiento como jurista o �lósofo del derecho, quedará para otros 
homenajes, pues escapan de nuestro dominio.

Jorge Tapia Valdés, en el ámbito de las Relaciones Internacionales, fue 
pionero en los estudios chilenos sobre Paradiplomacia, siendo mentor de 
muchos de quienes nos dedicamos a estos temas. A inicios del siglo XXI, 

acorde a una tendencia mundial marcada por la apertura del quehacer 
internacional a nuevos actores, el profesor Tapia convoca a una serie de 
especialistas a discutir, entre otros temas, la posibilidad de que la política 
exterior chilena pudiese dar cauce a la participación de actores subna-
cionales en el concierto internacional.  Cuestiones como el marco 
jurídico para la integración subregional; las posibilidades de que las leyes 
orgánicas de gobiernos regionales y locales pudiesen operativizar su 
gestión internacional, fueron temas singulares que el profesor Tapia 
instaló en el debate académico. Para los internacionalistas chilenos, 
educados bajo un marco “estadocéntrico”, sus sugerentes propuestas 
resultaban exóticas. Como toda idea original, a muchos causaron sorpre-
sa, rechazo, pero a otros, sobre todos a los de regiones, nos resultaban un 
mundo a explorar. Se trataba de una arista que nos hacía replantear 
nuestras convicciones de estudiante y proyectar posibilidades de enten-
dimiento de un escenario que, majaderamente, nos los exponían como 
globalizado e interdependiente, pero siempre digitado por el Estado y 

sus agentes o�ciales. Paradojalmente, contribuyó también a este acerca-
miento el posicionamiento de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo, SUBDERE, quien, en el mismo período, inaugura el 
programa de inserción internacional de las regiones, iniciativa promete-
dora, pero de corta duración que instaló este debate, sobre todo en el 
ámbito de los gobiernos regionales.
 
Siguiendo la experiencia europea, que conocía detalladamente , planteó 
la necesidad de que el Estado debía regresar al ciudadano a partir de 
discutir los denominados principios de neo subsidiariedad y de devolu-
ción. El primero, inspirado en valores como solidaridad y coordinación, 
debía ordenar los ajustes necesarios del régimen político federal, para dar 
cauce a competencias subnacionales en materia internacional . Al respec-
to dos consideraciones clave: la primera es que, con un acierto notable 
para la discusión chilena , el profesor Tapia buscaba quitarle la connota-
ción negativa (neoliberal) a la categoría. La segunda, es que a través de 
sus notas buscaba ajustarlo a la realidad latinoamericana, siendo una 
entrada para problematizar el marco institucional chileno en materia 
internacional. El otro principio, complementario al de neo subsidiariedad, 
planteaba en clave descentralización, la delegación o restitución de 
poder originalmente tenido por un gobierno central, a autoridades 

regionales o locales, que sean sus titulares primigenios. En suma, ambos 
criterios deberían incidir en la de�nición y reparto de poder y competen-
cias dentro del Estado.

Esta rica discusión encontraría un espacio privilegiado de aplicación a 
través de la inserción internacional de los gobiernos regionales y munici-
pios chilenos, especialmente los del norte por su condición fronteriza y de 
puente entre el centro del continente y el nuevo mercado asiático. Siempre 
destacó y promovió que Tarapacá era y será clave para la integración 
subregional Sudamericana. En efecto, describía el contexto del centro 
oeste de Sudamérica como un espacio proclive para la de integración: 
 “donde existen áreas más cercanas e integradas, pero también grandes 
complementariedades entre otras que todavía no han formalizado 
acuerdos de integración, y también de éstas con las anteriores, de manera 
que se trata de una especie de encadenamientos que dan forma a una 
lógica de conjunto, sudamericana, identi�cable”
  
Desde esta premisa, profundizó en los alcances de la paradiplomacia en el 
país; del mismo modo, continuó con lucidez y entusiasmo estudiando el 
marco jurídico institucional chileno, junto con incentivar la gestión interna-
cional subnacional, tema que pudo concretar al diseñar la primera estrate-
gia de inserción internacional del gobierno Regional de Tarapacá en su 
calidad de Intendente.       
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PRÓLOGO

¿Puede alguien dejar un legado, una huella cultural, un aporte intelectual, 
un “don” académico en tan solo una década? 

Aproximadamente una década estuvo Jorge Antonio Tapia Valdés 
habitando estas playas de la región de Tarapacá, que entonces incluía a la 
actual región de Arica y Parinacota. Y también habitó, en el sentido 
heideggeriano, los dos principales espacios académicos de este territorio: 
la universidad Arturo Prat, donde fue profesor y director de un Instituto 
de Estudios Internacionales y de un departamento de ciencias Jurídicas y 
Sociales; y la Universidad de Tarapacá, donde fue profesor de Filosofía del 
derecho.

En ese mundo que es la universidad la pregunta es por esa relación de 
maestro y discípulo, o, el legado del profesor, palabra maravillosa que 
hace mención del verbo “profesar”, relacionado con un sentimiento o 
convicción hacia una creencia o doctrina. En el caso universitario se 
re�ere a las ciencias, las artes y las humanidades.

Quienes escribimos este Prólogo no podríamos de�nirnos discípulos de 
Jorge Tapia, puesto que no fuimos sus alumnos ni sus ayudantes, por lo 
tanto,   no  tuvimos   la  alegría estar  en el aula o en algún proyecto 
compartiendo/aprendiendo de su sabiduría. Sin embargo, recibimos algo 
de ese “don” que es el regalo que ofrece el maestro/profesor a las genera-

ciones siguientes en la academia . Quizás, porque fuimos privilegiados de 
recibir/compartir ese “don” debido a la proximidad del trabajo conjunto y 
de las lecturas de su obra.
     
El “don” es simbólico, por ello, toma su nombre porque se asemeja al 
intercambio ritual de presentes en las comunidades indígenas. 

¿Qué nos legó Jorge Tapia? ¿Cuál fue ese “don” o regalo intelectual que 
nos ofreció como la generación siguiente a la suya?

El reconocimiento académico no tiene relación con el mercado capitalis-
ta, donde los intereses suelen ser el motor que dinamiza la economía. Allí 
pasan de mano en mano las falsas monedas de las que nos habla Charles 
Baudelaire. Aunque, tememos que, en estos años que corren, también 
circulan en el mundo académico, porque han comenzado a desaparecer 
los profesores, entendidos como aquellos maestros que profesan, o, 
como lo dirán Derrida: han hecho profesión de la verdad, porque tienen 
un compromiso sin límite para con la verdad.  Jorge Tapia nos enseñó 
precisamente esto, el compromiso con la verdad.

Siguiendo a W.O. Hagstrom, en la ciencia “el status del cientí�co solo 
puede alcanzarse mediante tal concesión de dones, y le asegura prestigio 
dentro de la comunidad cientí�ca”.  Sabemos que la calidad de cientí�co, 
profesor o académico no se alcanza solamente con los libros, artículos 

publicados o con las clases magistrales que realizó en vida, es preciso 
-como diría Derrida- “dar (el) tiempo”, porque el don requiere tiempo y da 
tiempo.  “La diferencia del don y cualquier otra forma de intercambio es 
que da tiempo.  Es preciso que la cosa no sea restituida inmediatamente ni 
al instante.  Es preciso (el) tiempo, es preciso que dure, es preciso la espera 
sin olvido”.  Como nos recuerda Hagstrom, en la ciencia es común el mito 
del héroe reconocido después de la muerte, como Galois, Abel, Copérnico, 
Mendel.  De cierto modo, la entrega de los dones es ritual.

Jorge Tapia Valdés, por razones que solo él podría explicar con claridad, se 
dedicó también a la política, donde alcanzó reconocimientos quizás 
mayores que aquellos obtenidos en el mundo de la academia, fue embaja-
dor, ministro, intendente. Por lo mismo, creemos que a Jorge Tapia es 
necesario “dar (el) tiempo”, para que exista el ritual necesario de la recipro-
cidad de dones. 

Creemos que, aunque no sea en vida (probablemente es más meritorio 
que sea de este modo), reciba el reconocimiento con el prestigio asociado, 
por su aporte a la academia. Este libro contiene una pequeña muestra de 
su obra. Hemos creído, además, que es necesario ofrecer un pequeño 
análisis de un fragmento de su pensamiento en el campo de las relaciones 
internacionales, puesto que es aquel que conocemos. Otros fragmentos 
de su pensamiento como jurista o �lósofo del derecho, quedará para otros 
homenajes, pues escapan de nuestro dominio.

Jorge Tapia Valdés, en el ámbito de las Relaciones Internacionales, fue 
pionero en los estudios chilenos sobre Paradiplomacia, siendo mentor de 
muchos de quienes nos dedicamos a estos temas. A inicios del siglo XXI, 

acorde a una tendencia mundial marcada por la apertura del quehacer 
internacional a nuevos actores, el profesor Tapia convoca a una serie de 
especialistas a discutir, entre otros temas, la posibilidad de que la política 
exterior chilena pudiese dar cauce a la participación de actores subna-
cionales en el concierto internacional.  Cuestiones como el marco 
jurídico para la integración subregional; las posibilidades de que las leyes 
orgánicas de gobiernos regionales y locales pudiesen operativizar su 
gestión internacional, fueron temas singulares que el profesor Tapia 
instaló en el debate académico. Para los internacionalistas chilenos, 
educados bajo un marco “estadocéntrico”, sus sugerentes propuestas 
resultaban exóticas. Como toda idea original, a muchos causaron sorpre-
sa, rechazo, pero a otros, sobre todos a los de regiones, nos resultaban un 
mundo a explorar. Se trataba de una arista que nos hacía replantear 
nuestras convicciones de estudiante y proyectar posibilidades de enten-
dimiento de un escenario que, majaderamente, nos los exponían como 
globalizado e interdependiente, pero siempre digitado por el Estado y 

sus agentes o�ciales. Paradojalmente, contribuyó también a este acerca-
miento el posicionamiento de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo, SUBDERE, quien, en el mismo período, inaugura el 
programa de inserción internacional de las regiones, iniciativa promete-
dora, pero de corta duración que instaló este debate, sobre todo en el 
ámbito de los gobiernos regionales.
 
Siguiendo la experiencia europea, que conocía detalladamente , planteó 
la necesidad de que el Estado debía regresar al ciudadano a partir de 
discutir los denominados principios de neo subsidiariedad y de devolu-
ción. El primero, inspirado en valores como solidaridad y coordinación, 
debía ordenar los ajustes necesarios del régimen político federal, para dar 
cauce a competencias subnacionales en materia internacional . Al respec-
to dos consideraciones clave: la primera es que, con un acierto notable 
para la discusión chilena , el profesor Tapia buscaba quitarle la connota-
ción negativa (neoliberal) a la categoría. La segunda, es que a través de 
sus notas buscaba ajustarlo a la realidad latinoamericana, siendo una 
entrada para problematizar el marco institucional chileno en materia 
internacional. El otro principio, complementario al de neo subsidiariedad, 
planteaba en clave descentralización, la delegación o restitución de 
poder originalmente tenido por un gobierno central, a autoridades 

regionales o locales, que sean sus titulares primigenios. En suma, ambos 
criterios deberían incidir en la de�nición y reparto de poder y competen-
cias dentro del Estado.

Esta rica discusión encontraría un espacio privilegiado de aplicación a 
través de la inserción internacional de los gobiernos regionales y munici-
pios chilenos, especialmente los del norte por su condición fronteriza y de 
puente entre el centro del continente y el nuevo mercado asiático. Siempre 
destacó y promovió que Tarapacá era y será clave para la integración 
subregional Sudamericana. En efecto, describía el contexto del centro 
oeste de Sudamérica como un espacio proclive para la de integración: 
 “donde existen áreas más cercanas e integradas, pero también grandes 
complementariedades entre otras que todavía no han formalizado 
acuerdos de integración, y también de éstas con las anteriores, de manera 
que se trata de una especie de encadenamientos que dan forma a una 
lógica de conjunto, sudamericana, identi�cable”
  
Desde esta premisa, profundizó en los alcances de la paradiplomacia en el 
país; del mismo modo, continuó con lucidez y entusiasmo estudiando el 
marco jurídico institucional chileno, junto con incentivar la gestión interna-
cional subnacional, tema que pudo concretar al diseñar la primera estrate-
gia de inserción internacional del gobierno Regional de Tarapacá en su 
calidad de Intendente.       
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PRÓLOGO

¿Puede alguien dejar un legado, una huella cultural, un aporte intelectual, 
un “don” académico en tan solo una década? 

Aproximadamente una década estuvo Jorge Antonio Tapia Valdés 
habitando estas playas de la región de Tarapacá, que entonces incluía a la 
actual región de Arica y Parinacota. Y también habitó, en el sentido 
heideggeriano, los dos principales espacios académicos de este territorio: 
la universidad Arturo Prat, donde fue profesor y director de un Instituto 
de Estudios Internacionales y de un departamento de ciencias Jurídicas y 
Sociales; y la Universidad de Tarapacá, donde fue profesor de Filosofía del 
derecho.

En ese mundo que es la universidad la pregunta es por esa relación de 
maestro y discípulo, o, el legado del profesor, palabra maravillosa que 
hace mención del verbo “profesar”, relacionado con un sentimiento o 
convicción hacia una creencia o doctrina. En el caso universitario se 
re�ere a las ciencias, las artes y las humanidades.

Quienes escribimos este Prólogo no podríamos de�nirnos discípulos de 
Jorge Tapia, puesto que no fuimos sus alumnos ni sus ayudantes, por lo 
tanto,   no  tuvimos   la  alegría estar  en el aula o en algún proyecto 
compartiendo/aprendiendo de su sabiduría. Sin embargo, recibimos algo 
de ese “don” que es el regalo que ofrece el maestro/profesor a las genera-

ciones siguientes en la academia . Quizás, porque fuimos privilegiados de 
recibir/compartir ese “don” debido a la proximidad del trabajo conjunto y 
de las lecturas de su obra.
     
El “don” es simbólico, por ello, toma su nombre porque se asemeja al 
intercambio ritual de presentes en las comunidades indígenas. 

¿Qué nos legó Jorge Tapia? ¿Cuál fue ese “don” o regalo intelectual que 
nos ofreció como la generación siguiente a la suya?

El reconocimiento académico no tiene relación con el mercado capitalis-
ta, donde los intereses suelen ser el motor que dinamiza la economía. Allí 
pasan de mano en mano las falsas monedas de las que nos habla Charles 
Baudelaire. Aunque, tememos que, en estos años que corren, también 
circulan en el mundo académico, porque han comenzado a desaparecer 
los profesores, entendidos como aquellos maestros que profesan, o, 
como lo dirán Derrida: han hecho profesión de la verdad, porque tienen 
un compromiso sin límite para con la verdad.  Jorge Tapia nos enseñó 
precisamente esto, el compromiso con la verdad.

Siguiendo a W.O. Hagstrom, en la ciencia “el status del cientí�co solo 
puede alcanzarse mediante tal concesión de dones, y le asegura prestigio 
dentro de la comunidad cientí�ca”.  Sabemos que la calidad de cientí�co, 
profesor o académico no se alcanza solamente con los libros, artículos 

publicados o con las clases magistrales que realizó en vida, es preciso 
-como diría Derrida- “dar (el) tiempo”, porque el don requiere tiempo y da 
tiempo.  “La diferencia del don y cualquier otra forma de intercambio es 
que da tiempo.  Es preciso que la cosa no sea restituida inmediatamente ni 
al instante.  Es preciso (el) tiempo, es preciso que dure, es preciso la espera 
sin olvido”.  Como nos recuerda Hagstrom, en la ciencia es común el mito 
del héroe reconocido después de la muerte, como Galois, Abel, Copérnico, 
Mendel.  De cierto modo, la entrega de los dones es ritual.

Jorge Tapia Valdés, por razones que solo él podría explicar con claridad, se 
dedicó también a la política, donde alcanzó reconocimientos quizás 
mayores que aquellos obtenidos en el mundo de la academia, fue embaja-
dor, ministro, intendente. Por lo mismo, creemos que a Jorge Tapia es 
necesario “dar (el) tiempo”, para que exista el ritual necesario de la recipro-
cidad de dones. 

Creemos que, aunque no sea en vida (probablemente es más meritorio 
que sea de este modo), reciba el reconocimiento con el prestigio asociado, 
por su aporte a la academia. Este libro contiene una pequeña muestra de 
su obra. Hemos creído, además, que es necesario ofrecer un pequeño 
análisis de un fragmento de su pensamiento en el campo de las relaciones 
internacionales, puesto que es aquel que conocemos. Otros fragmentos 
de su pensamiento como jurista o �lósofo del derecho, quedará para otros 
homenajes, pues escapan de nuestro dominio.

Jorge Tapia Valdés, en el ámbito de las Relaciones Internacionales, fue 
pionero en los estudios chilenos sobre Paradiplomacia, siendo mentor de 
muchos de quienes nos dedicamos a estos temas. A inicios del siglo XXI, 

acorde a una tendencia mundial marcada por la apertura del quehacer 
internacional a nuevos actores, el profesor Tapia convoca a una serie de 
especialistas a discutir, entre otros temas, la posibilidad de que la política 
exterior chilena pudiese dar cauce a la participación de actores subna-
cionales en el concierto internacional.  Cuestiones como el marco 
jurídico para la integración subregional; las posibilidades de que las leyes 
orgánicas de gobiernos regionales y locales pudiesen operativizar su 
gestión internacional, fueron temas singulares que el profesor Tapia 
instaló en el debate académico. Para los internacionalistas chilenos, 
educados bajo un marco “estadocéntrico”, sus sugerentes propuestas 
resultaban exóticas. Como toda idea original, a muchos causaron sorpre-
sa, rechazo, pero a otros, sobre todos a los de regiones, nos resultaban un 
mundo a explorar. Se trataba de una arista que nos hacía replantear 
nuestras convicciones de estudiante y proyectar posibilidades de enten-
dimiento de un escenario que, majaderamente, nos los exponían como 
globalizado e interdependiente, pero siempre digitado por el Estado y 

sus agentes o�ciales. Paradojalmente, contribuyó también a este acerca-
miento el posicionamiento de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo, SUBDERE, quien, en el mismo período, inaugura el 
programa de inserción internacional de las regiones, iniciativa promete-
dora, pero de corta duración que instaló este debate, sobre todo en el 
ámbito de los gobiernos regionales.
 
Siguiendo la experiencia europea, que conocía detalladamente , planteó 
la necesidad de que el Estado debía regresar al ciudadano a partir de 
discutir los denominados principios de neo subsidiariedad y de devolu-
ción. El primero, inspirado en valores como solidaridad y coordinación, 
debía ordenar los ajustes necesarios del régimen político federal, para dar 
cauce a competencias subnacionales en materia internacional . Al respec-
to dos consideraciones clave: la primera es que, con un acierto notable 
para la discusión chilena , el profesor Tapia buscaba quitarle la connota-
ción negativa (neoliberal) a la categoría. La segunda, es que a través de 
sus notas buscaba ajustarlo a la realidad latinoamericana, siendo una 
entrada para problematizar el marco institucional chileno en materia 
internacional. El otro principio, complementario al de neo subsidiariedad, 
planteaba en clave descentralización, la delegación o restitución de 
poder originalmente tenido por un gobierno central, a autoridades 

regionales o locales, que sean sus titulares primigenios. En suma, ambos 
criterios deberían incidir en la de�nición y reparto de poder y competen-
cias dentro del Estado.

Esta rica discusión encontraría un espacio privilegiado de aplicación a 
través de la inserción internacional de los gobiernos regionales y munici-
pios chilenos, especialmente los del norte por su condición fronteriza y de 
puente entre el centro del continente y el nuevo mercado asiático. Siempre 
destacó y promovió que Tarapacá era y será clave para la integración 
subregional Sudamericana. En efecto, describía el contexto del centro 
oeste de Sudamérica como un espacio proclive para la de integración: 
 “donde existen áreas más cercanas e integradas, pero también grandes 
complementariedades entre otras que todavía no han formalizado 
acuerdos de integración, y también de éstas con las anteriores, de manera 
que se trata de una especie de encadenamientos que dan forma a una 
lógica de conjunto, sudamericana, identi�cable”
  
Desde esta premisa, profundizó en los alcances de la paradiplomacia en el 
país; del mismo modo, continuó con lucidez y entusiasmo estudiando el 
marco jurídico institucional chileno, junto con incentivar la gestión interna-
cional subnacional, tema que pudo concretar al diseñar la primera estrate-
gia de inserción internacional del gobierno Regional de Tarapacá en su 
calidad de Intendente.       
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PRÓLOGO

¿Puede alguien dejar un legado, una huella cultural, un aporte intelectual, 
un “don” académico en tan solo una década? 

Aproximadamente una década estuvo Jorge Antonio Tapia Valdés 
habitando estas playas de la región de Tarapacá, que entonces incluía a la 
actual región de Arica y Parinacota. Y también habitó, en el sentido 
heideggeriano, los dos principales espacios académicos de este territorio: 
la universidad Arturo Prat, donde fue profesor y director de un Instituto 
de Estudios Internacionales y de un departamento de ciencias Jurídicas y 
Sociales; y la Universidad de Tarapacá, donde fue profesor de Filosofía del 
derecho.

En ese mundo que es la universidad la pregunta es por esa relación de 
maestro y discípulo, o, el legado del profesor, palabra maravillosa que 
hace mención del verbo “profesar”, relacionado con un sentimiento o 
convicción hacia una creencia o doctrina. En el caso universitario se 
re�ere a las ciencias, las artes y las humanidades.

Quienes escribimos este Prólogo no podríamos de�nirnos discípulos de 
Jorge Tapia, puesto que no fuimos sus alumnos ni sus ayudantes, por lo 
tanto,   no  tuvimos   la  alegría estar  en el aula o en algún proyecto 
compartiendo/aprendiendo de su sabiduría. Sin embargo, recibimos algo 
de ese “don” que es el regalo que ofrece el maestro/profesor a las genera-

ciones siguientes en la academia . Quizás, porque fuimos privilegiados de 
recibir/compartir ese “don” debido a la proximidad del trabajo conjunto y 
de las lecturas de su obra.
     
El “don” es simbólico, por ello, toma su nombre porque se asemeja al 
intercambio ritual de presentes en las comunidades indígenas. 

¿Qué nos legó Jorge Tapia? ¿Cuál fue ese “don” o regalo intelectual que 
nos ofreció como la generación siguiente a la suya?

El reconocimiento académico no tiene relación con el mercado capitalis-
ta, donde los intereses suelen ser el motor que dinamiza la economía. Allí 
pasan de mano en mano las falsas monedas de las que nos habla Charles 
Baudelaire. Aunque, tememos que, en estos años que corren, también 
circulan en el mundo académico, porque han comenzado a desaparecer 
los profesores, entendidos como aquellos maestros que profesan, o, 
como lo dirán Derrida: han hecho profesión de la verdad, porque tienen 
un compromiso sin límite para con la verdad.  Jorge Tapia nos enseñó 
precisamente esto, el compromiso con la verdad.

Siguiendo a W.O. Hagstrom, en la ciencia “el status del cientí�co solo 
puede alcanzarse mediante tal concesión de dones, y le asegura prestigio 
dentro de la comunidad cientí�ca”.  Sabemos que la calidad de cientí�co, 
profesor o académico no se alcanza solamente con los libros, artículos 

publicados o con las clases magistrales que realizó en vida, es preciso 
-como diría Derrida- “dar (el) tiempo”, porque el don requiere tiempo y da 
tiempo.  “La diferencia del don y cualquier otra forma de intercambio es 
que da tiempo.  Es preciso que la cosa no sea restituida inmediatamente ni 
al instante.  Es preciso (el) tiempo, es preciso que dure, es preciso la espera 
sin olvido”.  Como nos recuerda Hagstrom, en la ciencia es común el mito 
del héroe reconocido después de la muerte, como Galois, Abel, Copérnico, 
Mendel.  De cierto modo, la entrega de los dones es ritual.

Jorge Tapia Valdés, por razones que solo él podría explicar con claridad, se 
dedicó también a la política, donde alcanzó reconocimientos quizás 
mayores que aquellos obtenidos en el mundo de la academia, fue embaja-
dor, ministro, intendente. Por lo mismo, creemos que a Jorge Tapia es 
necesario “dar (el) tiempo”, para que exista el ritual necesario de la recipro-
cidad de dones. 

Creemos que, aunque no sea en vida (probablemente es más meritorio 
que sea de este modo), reciba el reconocimiento con el prestigio asociado, 
por su aporte a la academia. Este libro contiene una pequeña muestra de 
su obra. Hemos creído, además, que es necesario ofrecer un pequeño 
análisis de un fragmento de su pensamiento en el campo de las relaciones 
internacionales, puesto que es aquel que conocemos. Otros fragmentos 
de su pensamiento como jurista o �lósofo del derecho, quedará para otros 
homenajes, pues escapan de nuestro dominio.

Jorge Tapia Valdés, en el ámbito de las Relaciones Internacionales, fue 
pionero en los estudios chilenos sobre Paradiplomacia, siendo mentor de 
muchos de quienes nos dedicamos a estos temas. A inicios del siglo XXI, 

acorde a una tendencia mundial marcada por la apertura del quehacer 
internacional a nuevos actores, el profesor Tapia convoca a una serie de 
especialistas a discutir, entre otros temas, la posibilidad de que la política 
exterior chilena pudiese dar cauce a la participación de actores subna-
cionales en el concierto internacional.  Cuestiones como el marco 
jurídico para la integración subregional; las posibilidades de que las leyes 
orgánicas de gobiernos regionales y locales pudiesen operativizar su 
gestión internacional, fueron temas singulares que el profesor Tapia 
instaló en el debate académico. Para los internacionalistas chilenos, 
educados bajo un marco “estadocéntrico”, sus sugerentes propuestas 
resultaban exóticas. Como toda idea original, a muchos causaron sorpre-
sa, rechazo, pero a otros, sobre todos a los de regiones, nos resultaban un 
mundo a explorar. Se trataba de una arista que nos hacía replantear 
nuestras convicciones de estudiante y proyectar posibilidades de enten-
dimiento de un escenario que, majaderamente, nos los exponían como 
globalizado e interdependiente, pero siempre digitado por el Estado y 

sus agentes o�ciales. Paradojalmente, contribuyó también a este acerca-
miento el posicionamiento de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo, SUBDERE, quien, en el mismo período, inaugura el 
programa de inserción internacional de las regiones, iniciativa promete-
dora, pero de corta duración que instaló este debate, sobre todo en el 
ámbito de los gobiernos regionales.
 
Siguiendo la experiencia europea, que conocía detalladamente , planteó 
la necesidad de que el Estado debía regresar al ciudadano a partir de 
discutir los denominados principios de neo subsidiariedad y de devolu-
ción. El primero, inspirado en valores como solidaridad y coordinación, 
debía ordenar los ajustes necesarios del régimen político federal, para dar 
cauce a competencias subnacionales en materia internacional . Al respec-
to dos consideraciones clave: la primera es que, con un acierto notable 
para la discusión chilena , el profesor Tapia buscaba quitarle la connota-
ción negativa (neoliberal) a la categoría. La segunda, es que a través de 
sus notas buscaba ajustarlo a la realidad latinoamericana, siendo una 
entrada para problematizar el marco institucional chileno en materia 
internacional. El otro principio, complementario al de neo subsidiariedad, 
planteaba en clave descentralización, la delegación o restitución de 
poder originalmente tenido por un gobierno central, a autoridades 

regionales o locales, que sean sus titulares primigenios. En suma, ambos 
criterios deberían incidir en la de�nición y reparto de poder y competen-
cias dentro del Estado.

Esta rica discusión encontraría un espacio privilegiado de aplicación a 
través de la inserción internacional de los gobiernos regionales y munici-
pios chilenos, especialmente los del norte por su condición fronteriza y de 
puente entre el centro del continente y el nuevo mercado asiático. Siempre 
destacó y promovió que Tarapacá era y será clave para la integración 
subregional Sudamericana. En efecto, describía el contexto del centro 
oeste de Sudamérica como un espacio proclive para la de integración: 
 “donde existen áreas más cercanas e integradas, pero también grandes 
complementariedades entre otras que todavía no han formalizado 
acuerdos de integración, y también de éstas con las anteriores, de manera 
que se trata de una especie de encadenamientos que dan forma a una 
lógica de conjunto, sudamericana, identi�cable”
  
Desde esta premisa, profundizó en los alcances de la paradiplomacia en el 
país; del mismo modo, continuó con lucidez y entusiasmo estudiando el 
marco jurídico institucional chileno, junto con incentivar la gestión interna-
cional subnacional, tema que pudo concretar al diseñar la primera estrate-
gia de inserción internacional del gobierno Regional de Tarapacá en su 
calidad de Intendente.       
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PRÓLOGO

¿Puede alguien dejar un legado, una huella cultural, un aporte intelectual, 
un “don” académico en tan solo una década? 

Aproximadamente una década estuvo Jorge Antonio Tapia Valdés 
habitando estas playas de la región de Tarapacá, que entonces incluía a la 
actual región de Arica y Parinacota. Y también habitó, en el sentido 
heideggeriano, los dos principales espacios académicos de este territorio: 
la universidad Arturo Prat, donde fue profesor y director de un Instituto 
de Estudios Internacionales y de un departamento de ciencias Jurídicas y 
Sociales; y la Universidad de Tarapacá, donde fue profesor de Filosofía del 
derecho.

En ese mundo que es la universidad la pregunta es por esa relación de 
maestro y discípulo, o, el legado del profesor, palabra maravillosa que 
hace mención del verbo “profesar”, relacionado con un sentimiento o 
convicción hacia una creencia o doctrina. En el caso universitario se 
re�ere a las ciencias, las artes y las humanidades.

Quienes escribimos este Prólogo no podríamos de�nirnos discípulos de 
Jorge Tapia, puesto que no fuimos sus alumnos ni sus ayudantes, por lo 
tanto,   no  tuvimos   la  alegría estar  en el aula o en algún proyecto 
compartiendo/aprendiendo de su sabiduría. Sin embargo, recibimos algo 
de ese “don” que es el regalo que ofrece el maestro/profesor a las genera-

ciones siguientes en la academia . Quizás, porque fuimos privilegiados de 
recibir/compartir ese “don” debido a la proximidad del trabajo conjunto y 
de las lecturas de su obra.
     
El “don” es simbólico, por ello, toma su nombre porque se asemeja al 
intercambio ritual de presentes en las comunidades indígenas. 

¿Qué nos legó Jorge Tapia? ¿Cuál fue ese “don” o regalo intelectual que 
nos ofreció como la generación siguiente a la suya?

El reconocimiento académico no tiene relación con el mercado capitalis-
ta, donde los intereses suelen ser el motor que dinamiza la economía. Allí 
pasan de mano en mano las falsas monedas de las que nos habla Charles 
Baudelaire. Aunque, tememos que, en estos años que corren, también 
circulan en el mundo académico, porque han comenzado a desaparecer 
los profesores, entendidos como aquellos maestros que profesan, o, 
como lo dirán Derrida: han hecho profesión de la verdad, porque tienen 
un compromiso sin límite para con la verdad.  Jorge Tapia nos enseñó 
precisamente esto, el compromiso con la verdad.

Siguiendo a W.O. Hagstrom, en la ciencia “el status del cientí�co solo 
puede alcanzarse mediante tal concesión de dones, y le asegura prestigio 
dentro de la comunidad cientí�ca”.  Sabemos que la calidad de cientí�co, 
profesor o académico no se alcanza solamente con los libros, artículos 

publicados o con las clases magistrales que realizó en vida, es preciso 
-como diría Derrida- “dar (el) tiempo”, porque el don requiere tiempo y da 
tiempo.  “La diferencia del don y cualquier otra forma de intercambio es 
que da tiempo.  Es preciso que la cosa no sea restituida inmediatamente ni 
al instante.  Es preciso (el) tiempo, es preciso que dure, es preciso la espera 
sin olvido”.  Como nos recuerda Hagstrom, en la ciencia es común el mito 
del héroe reconocido después de la muerte, como Galois, Abel, Copérnico, 
Mendel.  De cierto modo, la entrega de los dones es ritual.

Jorge Tapia Valdés, por razones que solo él podría explicar con claridad, se 
dedicó también a la política, donde alcanzó reconocimientos quizás 
mayores que aquellos obtenidos en el mundo de la academia, fue embaja-
dor, ministro, intendente. Por lo mismo, creemos que a Jorge Tapia es 
necesario “dar (el) tiempo”, para que exista el ritual necesario de la recipro-
cidad de dones. 

Creemos que, aunque no sea en vida (probablemente es más meritorio 
que sea de este modo), reciba el reconocimiento con el prestigio asociado, 
por su aporte a la academia. Este libro contiene una pequeña muestra de 
su obra. Hemos creído, además, que es necesario ofrecer un pequeño 
análisis de un fragmento de su pensamiento en el campo de las relaciones 
internacionales, puesto que es aquel que conocemos. Otros fragmentos 
de su pensamiento como jurista o �lósofo del derecho, quedará para otros 
homenajes, pues escapan de nuestro dominio.

Jorge Tapia Valdés, en el ámbito de las Relaciones Internacionales, fue 
pionero en los estudios chilenos sobre Paradiplomacia, siendo mentor de 
muchos de quienes nos dedicamos a estos temas. A inicios del siglo XXI, 

acorde a una tendencia mundial marcada por la apertura del quehacer 
internacional a nuevos actores, el profesor Tapia convoca a una serie de 
especialistas a discutir, entre otros temas, la posibilidad de que la política 
exterior chilena pudiese dar cauce a la participación de actores subna-
cionales en el concierto internacional.  Cuestiones como el marco 
jurídico para la integración subregional; las posibilidades de que las leyes 
orgánicas de gobiernos regionales y locales pudiesen operativizar su 
gestión internacional, fueron temas singulares que el profesor Tapia 
instaló en el debate académico. Para los internacionalistas chilenos, 
educados bajo un marco “estadocéntrico”, sus sugerentes propuestas 
resultaban exóticas. Como toda idea original, a muchos causaron sorpre-
sa, rechazo, pero a otros, sobre todos a los de regiones, nos resultaban un 
mundo a explorar. Se trataba de una arista que nos hacía replantear 
nuestras convicciones de estudiante y proyectar posibilidades de enten-
dimiento de un escenario que, majaderamente, nos los exponían como 
globalizado e interdependiente, pero siempre digitado por el Estado y 

sus agentes o�ciales. Paradojalmente, contribuyó también a este acerca-
miento el posicionamiento de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo, SUBDERE, quien, en el mismo período, inaugura el 
programa de inserción internacional de las regiones, iniciativa promete-
dora, pero de corta duración que instaló este debate, sobre todo en el 
ámbito de los gobiernos regionales.
 
Siguiendo la experiencia europea, que conocía detalladamente , planteó 
la necesidad de que el Estado debía regresar al ciudadano a partir de 
discutir los denominados principios de neo subsidiariedad y de devolu-
ción. El primero, inspirado en valores como solidaridad y coordinación, 
debía ordenar los ajustes necesarios del régimen político federal, para dar 
cauce a competencias subnacionales en materia internacional . Al respec-
to dos consideraciones clave: la primera es que, con un acierto notable 
para la discusión chilena , el profesor Tapia buscaba quitarle la connota-
ción negativa (neoliberal) a la categoría. La segunda, es que a través de 
sus notas buscaba ajustarlo a la realidad latinoamericana, siendo una 
entrada para problematizar el marco institucional chileno en materia 
internacional. El otro principio, complementario al de neo subsidiariedad, 
planteaba en clave descentralización, la delegación o restitución de 
poder originalmente tenido por un gobierno central, a autoridades 

regionales o locales, que sean sus titulares primigenios. En suma, ambos 
criterios deberían incidir en la de�nición y reparto de poder y competen-
cias dentro del Estado.

Esta rica discusión encontraría un espacio privilegiado de aplicación a 
través de la inserción internacional de los gobiernos regionales y munici-
pios chilenos, especialmente los del norte por su condición fronteriza y de 
puente entre el centro del continente y el nuevo mercado asiático. Siempre 
destacó y promovió que Tarapacá era y será clave para la integración 
subregional Sudamericana. En efecto, describía el contexto del centro 
oeste de Sudamérica como un espacio proclive para la de integración: 
 “donde existen áreas más cercanas e integradas, pero también grandes 
complementariedades entre otras que todavía no han formalizado 
acuerdos de integración, y también de éstas con las anteriores, de manera 
que se trata de una especie de encadenamientos que dan forma a una 
lógica de conjunto, sudamericana, identi�cable”
  
Desde esta premisa, profundizó en los alcances de la paradiplomacia en el 
país; del mismo modo, continuó con lucidez y entusiasmo estudiando el 
marco jurídico institucional chileno, junto con incentivar la gestión interna-
cional subnacional, tema que pudo concretar al diseñar la primera estrate-
gia de inserción internacional del gobierno Regional de Tarapacá en su 
calidad de Intendente.       
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En noviembre de 2001 el Instituto de estudios Internacionales realizó un seminario 
denominado “El marco jurídico-institucional de la integración transfronteriza subregio-
nal” que convoca a especialistas en el campo intermedio entre el  Derecho Constitucional 
y el Derecho Internacional Público. Hasta ese momento no se había estudiado en Chile el 
tema de la integración transfronteriza subregional, pese que la Subsecretaria de Desarrollo 
Regional había organizado varias actividades en torno a la internacionalización de las 
regiones. Tampoco se había planteado el tema de las competencias a que pudieren acceder 
instituciones políticas, regionales o locales en materia de desarrollo en materia de 
relaciones con el exterior. Por añadidura el término "Paradiplomacia" era virtualmente 
desconocido, así como ignorando los muchos casos de integración transfronteriza 
subregional conocidos en el ámbito de las relaciones económicas internacionales Tampoco 
se había hecho un análisis comparado de los efectos de la diferencia de forma de Estado - 
Federal o Unitario - en la distribución de las competencias para el manejo de las 
relaciones internacionales
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Esta combinación entre teoría erudita y práctica gubernamental, les dieron 
a los trabajos del profesor Tapia una riqueza singular para un campo acadé-
mico colmado por la corriente realista, que daba escaso espacio para 
innovaciones académicas. En efecto, una de las innovaciones más ricas al 
debate nacional que realizó, fue la discusión sobre los alcances de la 
soberanía y la descentralización, planteando la idea de soberanías perfora-
das y la profundización de la descentralización como ejes de una nueva 
agenda internacional subnacional:
 
Los nuevos conceptos de subsidiariedad y de fronteras están estrechamen-
te ligados con la solución al problema planteado por la noción clásica de 
soberanía(…) No obstante, el país no ha avanzado un milímetro para 
adecuar su  mentalidad y sus normas al hecho de que esa noción no tiene 
aceptación en la doctrina y es  modi�cada y superada diariamente en la 
práctica por el a�anzamiento de la integración como instrumento de 
desarrollo y paci�cación, y la consecuente creación de órganos dotados de  
poderes supranacionales; por la frecuencia de las operaciones de paz en 
que participan nuestras fuerzas armadas en territorios extranjeros; por la 
creación de jurisdicciones internacionales y supranacionales en materia de 
derechos humanos y de Derecho Penal Internacional, y por actividades de 
cooperación horizontal. A esos conocidos indicadores de cambio y renova-
ción de los conceptos jurídico-políticos hay que sumar, como cuestión de 
lógica y de hecho, la profundización de la descentralización mediante su – 
para algunos dolorosa- extensión al ámbito de las relaciones internaciona-
les.

Repensar la descentralización: 
Aportes del profesor Tapia al debate actual.

Este año y sobre todo el próximo, el país aborda un conjunto de reformas 
políticas. En este marco, la profundización del proceso de descentralización
que se aproxima se concretaría a través de elección de Gobernador Regional

con nuevas atribuciones. Por ello resulta plausible plantear la profundiza-
ción del rol de las regiones en materia de gestión transfronteriza e 
internacional, cuestión que nos lleva a ponderar los aportes del profesor 
Tapia.
       
En uno de sus análisis señalaba que en el articulado de la ley Nº 19.175, 
sobre Gobierno y Administración   Regional, se in�eren   actividades 
relacionadas con la acción exterior de la Región. En concreto, plantea el 
desafío de empoderar a los gobiernos regionales materia de cooperación 
fronteriza desde varias aristas: “la adecuada administración de los 
complejos fronterizos lleva implícita la facultad de llegar a acuerdos con 
servicios extranjeros, acuerdos que no necesariamente son simple aplica-
ción de normas generales dictadas por Santiago, sino elaboración hecha 
a partir de las concretas condiciones empíricas del uso del complejo 
fronterizo”  

También en el ámbito de las atribuciones y funciones del Gobierno 
Regional en materia de cooperación internacional, señalaba que resulta 
relevante revisar lo que se dispone con la intención de perfeccionar sus 
opciones. Por ejemplo, indicaba enfático que celebrar tratados y conve-
nios, desde las respectivas cancillerías, de ejecución regional, normal-
mente dará lugar a actividades del Gobierno Regional que corresponde-
ría clasi�car como transfronterizas. Al respecto se puede agregar que en 
el art. 18 se establecen las competencias del Gobierno Regional en 
materia de ordenamiento territorial, señalando las funciones especi�ca-
das sobre fomento de las actividades productivas que llevan a cabo   los 
gobiernos  regionales,  particularmente  los  de  las zonas extremas que 
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forman parte de regiones fronterizas, como es el caso de Arica. Se trata de 
abordar los desafíos de las regiones chilenas con carácter de fronteras 
interiores críticas, cuestión que demanda estar en cotidiano contacto con 
sus pares de las áreas transfronterizas.  

Estas iniciativas, en al actual contexto político chileno de profundización 
de la democracia y particularmente del fomento de la equidad territorial, 
suponen aceptar un grado de autonomía relativa de los actores regiona-
les, para conducir sus relaciones con sus pares de otros países fronterizos, 
en las materias en que se les han dado facultades.

Al concluir, queremos dar una breve explicación respecto del título de 
fantasía de este libro que compila algunos de los escritos de Jorge Tapia 
Valdés. 

        

Cuando estuvimos con Jorge trabajando codo a codo hace ya más de dos 
décadas, siempre nos llamó la atención esa hermosa y muy estilizada ave 
que en el mundo occidental es conocida como Flamenco, pero que en el 
mundo andino es conocida como Parina, palabra que nos suena más bella 
al oído, especialmente porque cuando se encuentra en pleno vuelo la 
combinación de pluma blancas y rojas dan la impresión de una �echa en 
llamas. Siempre vimos a la Parina en pleno vuelo como un símbolo de la 
integración de los pueblos americanos, como una �echa que podía llegar 
hasta los más lejanos rincones del altiplano con ese mensaje que nos 
heredaron los Padres de la Independencia.

La Parina tiene en las lagunas de aguas salobres sus lugares privilegiados. 
No le temen a los geisers ni a la puna. Son transfronterizas. Visitan los 
salares bolivianos y chilenos en propiedad, porque es su ambiente, mucho 
antes de la llegada del ser humano. Las repúblicas de Bolivia y Chile han 
sido y son para las Parinas, solo un breve instante. 
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GLOBALIZACIÓN, 
DESCENTRALIZACIÓN 
Y PARADIPLOMACIA: 

Jorge Tapia Valdés

Publicado en: Paradiplomacia: las relaciones internacionales de los 
órganos subnacionales de gobierno, en: El marco jurídico-institucional de la 
Integración transfronteriza subregional, INTE, UNAP, Iquique-Chile, 2013.
Este tema ha sido por primera vez analizado a fondo en Chile con ocasión 
del Seminario de Integración Transfronteriza, realizado por el Instituto de 
Estudios Internacionales de la UNAP en noviembre de 2001. 3 Esteva 
Gallicchio, Eduardo, “La cuestión constitucional en los cuatro Estados 
Parte del Mercosur, en El Mercosur después de Ouro Pret. Aspectos 
jurídicos”, en Revista Uruguaya de Derecho Constitucional y Político 
(Montevideo 1997).

35

INTRODUCCIÓN

Llamar a re�exionar sobre la Constitución de 1980 “ 20 años después” de 
su adopción es, en esencia, un eufemismo que soslaya el hecho de que la 
real interacción entre ella y la sociedad chilena data solo de 1989, de 
modo que ha tenido hasta la fecha apenas 10 años de vigencia. A partir de 
ese año, su aplicación ha sido aparejada con las evidencias de su carácter 
efímero y frágil, en la medida que se ha convertido en la Constitución que 
mayor número de cambios ha tenido en la historia política de Chile como 
consecuencia de su generalizada contradicción con los principios demo-
cráticos de gobierno. Pese a esas modi�caciones y debido a su carácter 
rígido, en sí y en razón de las cortapisas que interpuso al principio de 
representatividad, la Constitución de 1980 ha mantenido su naturaleza 
conservadora, militarista y antidemocrática y sigue representando el más 

grave y duradero retroceso que el país ha sufrido en materia político-insti-
tucional, una conclusión de tipo técnico de la que nadie podría disentir 
seriamente.

A raíz de ello, predomina el criterio de que subsisten grandes temas que 
exigen una reforma, a saber, primero la supresión de los enclaves autori-
tarios y neo-conservadores, y segundo, la modernización del aparato del 
Estado. 

Esto último abarca cambios en la estructura de poder y en la división de 
competencias tanto dentro del Estado, sensu estricto, cuanto, en el 
sistema de sus relaciones con la sociedad civil, particularmente con 
aquellos de sus sectores que cumplen funciones como unidades subna-
cionales de gobierno. Nuestro trabajo se sitúa en el marco del segundo 
tipo de reformas fundamentales, y más especí�camente en el campo de 
la descentralización y la regionalización y de su in�uencia en la rede�ni-
ción de las competencias en materia de relaciones internacionales. 
Exploramos a este respecto la posibilidad de otorgar facultades en ese 
último ámbito a las regiones y a otros órganos descentralizados de 
gobierno. Como es sabido, esta nueva área de actividades ha sido 
denominada paradiplomacia. 

El análisis de estos tópicos identi�ca, a poco andar, dos problemas de 
carácter general. El primero, es la enorme fuerza centrípeta de la ideolo-
gía centralista, y el segundo, la mani�esta inadecuación de la actual Carta 
Fundamental a los principios del constitucionalismo en materia de 
relaciones entre derecho interno y Derecho Internacional. Mirado desde 
la Región, el centralismo aparece, simplemente dicho, como otra y pesada 
forma de enclave autoritario, y el de más antigua data. Eso pasa inadverti-
do, a causa de la enorme fuerza enajenadora del centralismo en cuanto 
ideología, incluso respecto de quienes desde    Santiago     y    al   interior 
de la SUBDERE   o   en   las universidades,   hacen de  buena fe  esfuerzos   
para avanzar    hacia  una    verdadera   regionalización    como    condición

35 
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grave y duradero retroceso que el país ha sufrido en materia político-insti-
tucional, una conclusión de tipo técnico de la que nadie podría disentir 
seriamente.

A raíz de ello, predomina el criterio de que subsisten grandes temas que 
exigen una reforma, a saber, primero la supresión de los enclaves autori-
tarios y neo-conservadores, y segundo, la modernización del aparato del 
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Esto último abarca cambios en la estructura de poder y en la división de 
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cionales de gobierno. Nuestro trabajo se sitúa en el marco del segundo 
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ideología, incluso respecto de quienes desde    Santiago     y    al   interior 
de la SUBDERE   o   en   las universidades,   hacen de  buena fe  esfuerzos   
para avanzar    hacia  una    verdadera   regionalización    como    condición
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de la modernización del Estado. Parafraseando a Esteva Gallicchio  
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II. GLOBALIZACIÓN E INTERNACIONALIZACIÓN DEL DERECHO 
     PÚBLICO INTERNO 
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co. La primera cuestión se relaciona con el hecho de que la globalización 
ha signi�cado un cambio de visión del mundo hasta ahora vigente, es 
decir, un cambio de paradigma que importa, en términos epistemológi-
cos, el cambio de modelos o tipos de problemas y soluciones propuestas 
a una comunidad cientí�ca. En otras palabras, hoy debemos partir de 
premisas distintas de –no necesariamente contradictorias con—aquellas 
que servían de base al análisis cientí�co y valórico de los problemas 
jurídico-políticos, e intentar una nueva síntesis entre tradición y cambio 
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Lasogabaster, Iñalzi, El ordenamiento jurídico comunitario, el estatal y el 
autonómico (Madrid, 2002), p. 18. También, Ríos de  Marimon, Hernán, 
Relaciones entre el Derecho Internacional Público y el Derecho Internacional 
Privado, en Revista de Derecho de la Universidad Finis Terrae 3 (1999). Ver 
además Manuel Antonio Núñez, Integración y Constitución (Valparaíso, 
2000); Antonio del Cabo - Gerardo Pisarello (editores), Constitucionalismo, 
mundialización y crisis del concepto de soberanía (Universidad de Alicante, 
2000).
Ortiz, Eduardo, El estudio de las Relaciones Internacionales (Santiago, 2000), 
p. 135.

El tema se presta para entrar en el análisis de los factores políticos circunstan-
ciales que influyeron en los constituyentes de 1980 para evitar cualquier 
concesión frente a tendencias ya consagradas en el Derecho Comparado en lo 
relativo a las relaciones entre derecho internacional y derecho interno y para 
hacer un tratamiento del tema que simplemente reiteró los principios del 
constitucionalismo clásico. Pero la definición del propósito de este trabajo nos 
obliga a limitar nuestra exposición a la forma en que fueron asignadas las 
competencias en materia de conducción de las relaciones exteriores, haciendo 
una lectura que sitúe el tema en una perspectiva más actual y vigente y que 
permita proponer nuevos y más realistas principios.
Ríos Alvarez, Lautaro - Núñez, Manuel, Chile, una Constitución Insular, en 
Revista Chilena de Derecho, Número especial (1998), pp. 229-236.

Paradójicamente, al tiempo que se produce una mayor internacionaliza-
ción del derecho interno podríamos ser testigos de una relativa declina-
ción de la importancia del Derecho Internacional Público, no por el 
debilitamiento o relativización de sus principios, sino porque su esfera 
abarca solamente el campo de las relaciones internacionales de carácter 
estatal. Sabemos que no puede hoy hacerse el estudio de las relaciones 
internacionales centrándose en el análisis de las relaciones entre gobier-
nos . Del mismo modo, hoy no toda la juridicidad que regula la actividad 
internacional está contenida en los tratados suscritos y puestos en 
vigencia por los Estados. Pese a la acumulación de in�uencias y efectos 
provenientes, primero, de los procesos de integración y enseguida, de la 
globalización la Constitución chilena sigue apartándose de las tenden-
cias innovadoras que el Derecho Comparado pone de mani�esto y 
adscribe a la teoría clásica de asignación de competencias: en materia de 
relaciones exteriores, la conducción y realización de la política exterior, el 
ejercicio del ius contrahendi y el ejercicio del derecho de representación 
internacional y legación, siguen en las manos exclusivas del Presidente 
de la República. Para ello no es óbice el hecho de que, aunque en el 
mundo globalizado de hoy día siga siendo cierto que sólo los Estados-Na-
ción pueden �rmar tratados y tener política internacional, todo el mundo 
puede tener presencia internacional y relaciones internacionales 
vinculantes. 
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III. EL MANEJO DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES BAJO LA 
CONSTITUCIÓN DE 1980
  
El tema ha sido abordado en profundidad por Lautaro Ríos y M. A. Núñez 
en su artículo “Chile, una Constitución Insular”, en donde exponen el 
“hermetismo” nacionalista de que adolece la Carta Fundamental en una 
época en que la integración se ha transformado en un tópico de Derecho 
Constitucional no solo en Europa sino en América Latina. En resumen, 
ellos ponen de mani�esto que la Constitución de 1980 presenta las 
siguientes carencias: a) No existe norma constitucional que recoja los 
principios del Derecho Internacional como parte integrante del ordena-
miento jurídico; b) la Constitución no especi�ca de modo claro la 
jerarquía jurídica de los tratados internacionales dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico ni las reglas para su aprobación parlamentaria ya 
puesta en vigencia; c) No existe norma constitucional que proclame a 
algún nivel siquiera una idea sobre la vocación integracionista de Chile, o 
que permita la transferencia de ciertas competencias soberanas a 
órganos supranacionales, ni menos que admita la eventual aplicación 
directa del derecho de tipo comunitario.  
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competencias que el Derecho Constitucional clásico otorgó al Poder 
Ejecutivo en el siglo XIX. El Estado ha pasado a tener un rol subsidiario no 
solo en la economía interna, sino también en las relaciones económicas 
internacionales, lo cual supone una reducción de su rol de intermediación 
y representación. Otro tanto acontece en materia de gobierno interior la 
aceptación del principio de subsidiariedad y su extensión al campo de las 
competencias territoriales por el Tratado de Maastrich, que ha reforzado 
la legitimidad de los procesos de descentralización y constituye otra 
razón para que se apliquen nuevos criterios en la de�nición y reparto de 
poder y competencias dentro del Estado. Todo lo recién expresado es, en 
gran medida consecuencia de la globalización, un proceso que es tanto 
efecto como causa de cierta homogeneización a escala planetaria, que 
invita a pasar desde un mundo internacional hasta ahora dominado por 
el derecho público de los Estados y caracterizado por el uso frecuente del 
poder y la fuerza, a otro mundo en que tiende a prevalecer el derecho 
privado y a imperar el principio de la autonomía de la voluntad, debido a 
que las acciones son realizadas por individuos o colectividades de 
carácter particular, por ello cada vez es más difícil encontrar el fundamen-
to de la diplomacia en la unidad de criterio e intereses que representaba 
el Estado-Nación. Se avecinda una rede�nición de lo que llamamos 
“interés nacional”, porque éste ya no admite como su�ciente la de�nición 
de origen sólo estatal. La posibilidad de acción internacional, de una 
parte, de los individuos y empresas, y de otra, de las Regiones, empieza a 
hacer evidente que se requiere una apertura ante la posibilidad de que la 
mejor forma de realizar el interés nacional no dependa de y sea responsa-
bilidad solo del Estado central, y pase por el reconocimiento de la contri-
bución que, de modo directo, pueden hacer las unidades subnacionales 
de gobierno, o los sectores de la sociedad civil involucrados en la 
actividad internacional . Los hechos y razones hasta aquí expuestos hacen 
evidente que hoy es imposible negar ni la fuerte in�uencia del Derecho 
Internacional y, en su caso, del Derecho Comunitario, sobre el derecho 
interno, particularmente sobre el Derecho Constitucional, ni la superiori-
dad jurídica de los primeros sobre las normas nacionales. Desde este 

punto de vista, la comprobación de que el derecho interno no consulta ni 
admite ciertas instituciones o normas, ya no autoriza para simplemente 
negar su existencia, vigencia y aplicabilidad dentro de determinado 
Estado-Nación.  No reparar hoy en estas características de la relación 
entre derecho externo y derecho interno supone no sólo el riesgo de 
aparecer aferrado a concepciones arcaicas del poder y del Derecho, sino 
propiciar la paulatina deslegitimación del derecho interno por su aliena-
ción respecto a un nuevo jus gentium aceptado de modo general por la 
comunidad internacional. 
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Con todo, no suscribimos la tesis de que el Estado-Nación se aproxima a su 
fin. K. Ohmahe, que sí es digno de seria atención cuando expone sus ideas 
sobre el surgimiento de la región como nuevo centro de adopción de decisiones 
dentro del concierto internacional, no es igualmente convincente al plantear 
su tesis del fin del Estado. Razones históricas, culturales, políticas y geopolíti-
cas sustentan la duración indefinida del Estado-Nación, sea como base de la 
identidad de grupo, como marco definitorio de objetivos comunes y fundamen-
tales, o como garantía de seguridad y supervivencia. Kenichi, Ohmae, El fin 
del estado-nación (Santiago de Chile, 1997).
Maus, Didier, A Influecia do Direito Internacional contemporaneo sobre o 
exercicio do Poder Contituireto, en “Direito Constitucional. Estudios en 
Homenagen a Manuel Goncalvez Ferreira Filho (Sao Paulo, 1999).
Curiosamente, la tendencia de la Corte Suprema a declarar la inaplicabilidad 
de un tratado internacional por ser contrario a la Constitución, así como la 
reciente decisión del Tribunal Constitucional que tacha de inconstitucional la 
adhesión al tratado que crea el Tribunal Penal Internacional, podrían 
constituir el tipo de acicate que falta para revisar a fondo nuestra Carta 
Fundamental en el tema de la relación entre derecho externo y derecho 
interno.
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Con Jorge Tapia Valdés compartimos espacios estudiantiles en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Chile y en la esotérica Fraternidad Juvenil 
Alfa Pi Epsilon. Lo recuerdo con ese talante suyo, chacotero y enamoradizo, 
que despistaba sobre su potencia intelectual.

Pese a esas cercanías intercambiamos poco sobre los “temas-país”, que 
después nos absorberían. Quizás se debió a los pocos años que me llevaba 
–que en la juventud parecen muchos- y al distinto nivel de nuestras 
politicidades. Mientras yo era un proyecto de intelectual sin militancia, 
más bien dedicado al cine y la literatura, él era un activo miembro del GUR 
(Grupo Universitario Radical) y pronto sería funcionario técnico del 
Senado. A mayor abundamiento, ya lucía su bigotito recortado, al estilo de 
los próceres adultos de su partido.

47 Verdugo, Mario - Pfeffer, Emilio - Nogueira, Humberto, Manual de Derecho 
Constitucional (Santiago, 1997), I. Esta suma de poderes especiales lleva a 
los comentaristas, usualmente, a concluir que el presidente tiene todo el 
poder para dirigir y guiar al país en materia de política exterior, ya que ha 
sido “facultado para imprimir el curso que él desee a su accionar hacia el 
exterior”. 

En este desolador panorama provocado por el primitivismo de nuestro 
Derecho Constitucional, no parece ser consolación la reforma introduci-
da el año 1989 al inciso 2º del art. 5º, en materia de respeto a los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana garantizados por las 
normas de “los tratados internacionales rati�cados por Chile y que se 
encuentren vigentes”. Lo único que parece haberse logrado con ello es 
limitar el poder del legislador común del futuro para modi�car esas 
normas, convirtiéndolas virtualmente en disposiciones pétreas. M. 
Verdugo et al., han expuesto de modo claro y convincente los alcances 
de las facultad del Presidente de la República para el manejo de las 
relaciones internacionales. Basados en su exposición, nos referimos a 
dicho tema comenzando con la re�exión siguiente: los poderes 
presidenciales vigorizados en materia de política exterior tienen una 
ligazón directa con la percepción de las potencias extranjeras como 
antagonistas o enemigos. Tales relaciones, inspiradas en la descon�anza 
que despiertan los países extranjeros –algo gra�cado en las restrictivas 
normas del art. 19, Nº 15 aplicables a los partidos políticos–, son prima-
riamente, un problema de seguridad nacional y nadie mejor capacitado 
para manejarlas que el máximo responsable de la seguridad nacional en 
el país, el jefe del Poder Ejecutivo. En esta concepción, las fronteras no 
son puntos de contactos sino murallas de una fortaleza, una concepción 
reforzada por una historia limítrofe o territorial caracterizada por el 
con�icto con los países vecinos. Al tenor del art. 32, Nº17, es una de las 
facultades especiales, no exclusiva, del presidente de la República, 
“conducir” las relaciones políticas y llevar a cabo las negociaciones con 
las potencias extranjeras y organismos internacionales.
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En consecuencia, también le corresponde concluir, �rmar y rati�car los 
tratados que estime convenientes para los  intereses del país. Con anterio-
ridad, el Nº 10 ha dicho que es facultad especial del presidente “designar 
a los embajadores y ministros diplomáticos, y a los representantes ante 
organismos internacionales”, funcionarios que son declarados “de la 
con�anza exclusiva del presidente de la República y que se mantendrán 
en sus puestos mientras cuenten con ella”. Se concentran así en el 
presidente el poder para la conducción y realización de la política exterior 
propiamente tal: el lus contrahendi, y el derecho de representación 
internacional y legación. Aún hoy, en el siglo XXI y de la globalización, se 
explica y justi�ca esta suma concentración de poderes en una persona 
como la consecuencia lógica de la unidad de criterio y de acción que se 
requiere para que la nación chilena actúe de modo e�ciente y con una 
sola voz en la política exterior. Esta conclusión habría sido corroborada 
por el art. 61 de la ley Nº 19.175, LOC sobre Gobierno y Administración 
Regional, conforme al cual no se permite la desconcentración territorial 
del Ministerio de Relaciones Exteriores mediante el establecimiento de 
secretarías regionales ministeriales. Podría agregarse a este argumento la 
comprobación de que otras leyes que regulan materia o actividades que 
de modo natural y lógico suponen interacción con el exterior por parte de 
unidades subnacionales de gobierno, tampoco hacen excepción en la 
materia. Nos referimos, por ejemplo, a la Ley Nº 19.300, sobre bases 
generales del medio ambiente –los problemas de medio ambiente son, 
en su inmensa mayoría, problemas de regiones–, que faculta a la 
CONAMA para “coordinar a los organismos competentes en materias 
vinculadas con el apoyo internacional a proyectos así como ser una 
contraparte nacional en proyectos ambientales con �nanciamientos 
internacionales.    
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Con Jorge Tapia Valdés compartimos espacios estudiantiles en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Chile y en la esotérica Fraternidad Juvenil 
Alfa Pi Epsilon. Lo recuerdo con ese talante suyo, chacotero y enamoradizo, 
que despistaba sobre su potencia intelectual.

Pese a esas cercanías intercambiamos poco sobre los “temas-país”, que 
después nos absorberían. Quizás se debió a los pocos años que me llevaba 
–que en la juventud parecen muchos- y al distinto nivel de nuestras 
politicidades. Mientras yo era un proyecto de intelectual sin militancia, 
más bien dedicado al cine y la literatura, él era un activo miembro del GUR 
(Grupo Universitario Radical) y pronto sería funcionario técnico del 
Senado. A mayor abundamiento, ya lucía su bigotito recortado, al estilo de 
los próceres adultos de su partido.

47 Verdugo, Mario - Pfeffer, Emilio - Nogueira, Humberto, Manual de Derecho 
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sido “facultado para imprimir el curso que él desee a su accionar hacia el 
exterior”. 
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de las facultad del Presidente de la República para el manejo de las 
relaciones internacionales. Basados en su exposición, nos referimos a 
dicho tema comenzando con la re�exión siguiente: los poderes 
presidenciales vigorizados en materia de política exterior tienen una 
ligazón directa con la percepción de las potencias extranjeras como 
antagonistas o enemigos. Tales relaciones, inspiradas en la descon�anza 
que despiertan los países extranjeros –algo gra�cado en las restrictivas 
normas del art. 19, Nº 15 aplicables a los partidos políticos–, son prima-
riamente, un problema de seguridad nacional y nadie mejor capacitado 
para manejarlas que el máximo responsable de la seguridad nacional en 
el país, el jefe del Poder Ejecutivo. En esta concepción, las fronteras no 
son puntos de contactos sino murallas de una fortaleza, una concepción 
reforzada por una historia limítrofe o territorial caracterizada por el 
con�icto con los países vecinos. Al tenor del art. 32, Nº17, es una de las 
facultades especiales, no exclusiva, del presidente de la República, 
“conducir” las relaciones políticas y llevar a cabo las negociaciones con 
las potencias extranjeras y organismos internacionales.
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En consecuencia, también le corresponde concluir, �rmar y rati�car los 
tratados que estime convenientes para los  intereses del país. Con anterio-
ridad, el Nº 10 ha dicho que es facultad especial del presidente “designar 
a los embajadores y ministros diplomáticos, y a los representantes ante 
organismos internacionales”, funcionarios que son declarados “de la 
con�anza exclusiva del presidente de la República y que se mantendrán 
en sus puestos mientras cuenten con ella”. Se concentran así en el 
presidente el poder para la conducción y realización de la política exterior 
propiamente tal: el lus contrahendi, y el derecho de representación 
internacional y legación. Aún hoy, en el siglo XXI y de la globalización, se 
explica y justi�ca esta suma concentración de poderes en una persona 
como la consecuencia lógica de la unidad de criterio y de acción que se 
requiere para que la nación chilena actúe de modo e�ciente y con una 
sola voz en la política exterior. Esta conclusión habría sido corroborada 
por el art. 61 de la ley Nº 19.175, LOC sobre Gobierno y Administración 
Regional, conforme al cual no se permite la desconcentración territorial 
del Ministerio de Relaciones Exteriores mediante el establecimiento de 
secretarías regionales ministeriales. Podría agregarse a este argumento la 
comprobación de que otras leyes que regulan materia o actividades que 
de modo natural y lógico suponen interacción con el exterior por parte de 
unidades subnacionales de gobierno, tampoco hacen excepción en la 
materia. Nos referimos, por ejemplo, a la Ley Nº 19.300, sobre bases 
generales del medio ambiente –los problemas de medio ambiente son, 
en su inmensa mayoría, problemas de regiones–, que faculta a la 
CONAMA para “coordinar a los organismos competentes en materias 
vinculadas con el apoyo internacional a proyectos así como ser una 
contraparte nacional en proyectos ambientales con �nanciamientos 
internacionales.    

Con Jorge Tapia Valdés compartimos espacios estudiantiles en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Chile y en la esotérica Fraternidad Juvenil 
Alfa Pi Epsilon. Lo recuerdo con ese talante suyo, chacotero y enamoradizo, 
que despistaba sobre su potencia intelectual.

Pese a esas cercanías intercambiamos poco sobre los “temas-país”, que 
después nos absorberían. Quizás se debió a los pocos años que me llevaba 
–que en la juventud parecen muchos- y al distinto nivel de nuestras 
politicidades. Mientras yo era un proyecto de intelectual sin militancia, 
más bien dedicado al cine y la literatura, él era un activo miembro del GUR 
(Grupo Universitario Radical) y pronto sería funcionario técnico del 
Senado. A mayor abundamiento, ya lucía su bigotito recortado, al estilo de 
los próceres adultos de su partido.

La LOC de Municipalidades, a su vez, no hace otra referencia al tema, pese 
a las incontables acciones exteriores de nuestras municipalidades, que la 
contenida en la letra f ) de su art. 131, de conformidad con la cual uno de 
los objetos de las asociaciones de municipalidades es “la coordinación 
con instituciones nacionales e internacionales, a �n de perfeccionar el 
régimen municipal”. Creemos que este tipo de conclusión puede, y 
merece, ser cuestionado a partir de argumentos, tanto sociopolíticos 
como jurídico formales. 

IV. CONDICIONAMIENTO DEL PODER PRESIDENCIAL EN 
     POLÍTICA EXTERIOR
 
Admitamos que por tan largo tiempo como sea aquel en que exista el 
Estado-Nación, será necesario, por una cuestión de consistencia y elegan-
cia, que todas las decisiones que vinculan al Estado y sus órganos en el 
plano de las obligaciones internacionales se encuadren dentro de las 
líneas �jadas por el poder central. Concedido esto, es de sentido común 
entender que –aparte la fuerza gravitacional y condicionante de la cada 
vez más estrecha interdependencia entre las naciones sobre la libertad 
del Poder Ejecutivo para de�nir la política exterior, tanto la naturaleza de 
los procesos de integración y globalización como la magnitud de los 
cambios en materia de instrumentos y medios para la comunicación y la 
realización del comercio y demás transacciones económicas, han motiva-
do que una buena parte de las actividades que antes desarrollaba el 
poder central hayan pasado a los individuos, las empresas o las unidades 
subnacionales de gobierno, particularmente las dotadas de personalidad 
jurídica y patrimonio propio. Casos de esto último son los numerosos 
acuerdos de integración subregional transfronteriza a que nos referimos 
en la sección siguiente. Demostraciones de que estas son situaciones de 
hecho que no pueden ser ignoradas, son la creación de ProChile y de la 
Dirección de Coordinación de Regiones DICORE, ambas dentro del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. Veamos otros argumentos que 
pueden llevarnos a concluir que el Presidente de la República ni maneja a 

su antojo las relaciones exteriores del país, ni es el único que legítima-
mente puede tomar parte en la actividad exterior. Cualquier estudio 
politicológico o de sociología política demostrará que el proceso de toma 
de decisiones en materia de política exterior, si bien está sujeto a formali-
dades y ritos diferenciadores, no se aparta en esencia de aquellos 
relativos a política interior. Los medios parlamentarios vinculados, sea a 
las comisiones de Relaciones Exteriores, sea a las regiones, y con más 
razón, los personeros de asociaciones gremiales de tipo patrón y laboral, 
están siempre atentos a y ejerciendo in�uencia sobre las prioridades y 
contenidos de las negociaciones con el exterior. Esto, evidente y conoci-
do, demuestra que la pretendida exclusividad en el manejo de las relacio-
nes exteriores no puede confundirse con una suerte de infalibilidad de 
tipo papal a propósito de decisiones tomadas dentro de una torre de 
mar�l. La materia sigue siendo tan política como cualquiera, y está sujeta 
a las respectivas correlaciones de fuerza y reglas del juego. Lo que en 
de�nitiva se busca y debe lograrse, es que la voz presidencial efectiva-
mente tome en cuenta, represente y exprese una versión equilibrada y 
armónica de múltiples intereses que contribuyen a la de�nición de un 
“interés de país”. El problema se hace más complejo en casos en que el 
tipo de interés de que se trata se contraponga, por su naturaleza, a los 
poderes del Estado central o a la noción misma de nación. Nos referimos, 
por una parte, al fortalecimiento de las regiones como parte de un 
proceso nacional de descentralización, vinculado a una inevitable 
transferencia de poderes, y por la otra, a las cuestiones planteadas por las 
minorías étnicas que incluyen competencias para actuar en el plano 
externo en general y especialmente respecto de grupos similares localiza-
dos en territorios de otros Estados. En el terreno jurídico-dogmático, nos 
referimos primero a limitaciones que derivan de la descentralización y 
desconcentración político-administrativa, y luego, a aquellas derivadas 
de la forma en que la Constitución de 1980 aplica el principio de división 
de funciones del Estado. Inspirados en la sabiduría popular que nos indica 
que un vaso no está necesariamente medio vacío, sino ya lleno hasta la 
mitad, podemos mirar como avances en la materia algunas disposiciones 19
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normas constitucionales. Hemos comprobado que ni en el plano jurídico 
ni en el político práctico tiene el Presidente de la República facultades 
exclusivas para el manejo de las relaciones internacionales, aunque sí las 
tiene, justi�cadamente, de carácter especial. No estamos, por tanto, ante 
un dogma constitucional que no pudiere ser tocado sin peligro de 
derrumbe para la catedral constitucional. Por el contrario, dadas las 
actuales características de las relaciones internacionales, la tendencia 
descentralizadora y regionalizadora se ha extendido también al campo 
de las relaciones exteriores, sin perjuicio del mantenimiento de la unidad 
esencial, jurídica y política, del sistema estatal correspondiente. Casos 
concretos de esta tendencia los examinamos sucintamente a continua-
ción.  

V.  COOPERACIÓN E INTEGRACIÓN SUBREGIONAL 
      TRANSFRONTERIZA 

La aspiración de toda política desarrollista de lograr equilibrio y armonía 
en la consecución de sus objetivos en las diferentes regiones involucradas 
no puede detenerse en las fronteras nacionales por el solo hecho de estar 
ante una frontera. Los desequilibrios entre zonas transfronterizas 
contiguas pueden tener in�uencias negativas en la velocidad y tipo del 
desarrollo buscado, crear problemas de desarrollo de las infraestructuras 
físicas, y generar incontrolables olas migratorias de trabajadores. Esto 
hace imperioso coordinar  y armonizar los proyectos de desarrollo a cada 
lado de la frontera, a través de verdaderas políticas transfronterizas cuya 
necesidad y contenido es frecuentemente ignorado o negado por las 
burocracias centrales. El tema ha sido estudiado con profundidad por 
Carlos Conde Martínez, quien nos explica que “la cooperación transfron-
teriza suele tener objetivos relacionados con la ordenación del territorio, 
la política económica regional, la mejora de las infraestructuras, la protec-
ción del medio ambiente y la promoción del ámbito cultural. Su objetivo 
global es que las relaciones entre poderes territoriales vecinos se desarro-

llen con la misma naturalidad que si la frontera no existiese”  . Los contac-
tos transfronterizos adquieren una vasta gama de modalidades, desde 
simples modos informales a instrumentos jurídicos plenamente desarro-
llados. Los países europeos vinculados a través de la ex CEE, hoy Unión 
Europea, suscribieron en 1981, en Madrid, un Convenio-Marco Europeo 
sobre Cooperación Transfronteriza entre Comunidades o Autoridades 
Territoriales, dejando en claro, primero, que las relaciones entre órganos 
subnacionales de gobierno pasaban a ser una característica más del 
proceso de integración, y segundo, que las relaciones transfronterizas 
tenían un avance muy superior al de otras áreas de la acción exterior de 
esos órganos. El claro y fuerte respaldo institucional y jurídico otorgado 
por la UE a las regiones, incluyendo la creación en 1994 del Comité de las 
Regiones, explica el enorme desarrollo que las relaciones transfronterizas 
e interregionales de carácter internacional han tenido entre las naciones 
pertenecientes a la Unión y entre varias de éstas y terceros países. Otro 
tanto cabe decir de las adecuaciones de sus Cartas Fundamentales por 
varios de los Estados europeos, cuando ello ha sido necesario para seguir 
el paso de la integración continental. Esto explica la intensa actividad 
internacional de los Laënder alemanes y austríacos, de las comunidades y 
regiones belgas, de las regiones italianas y de las comunidades españolas  
. Mención aparte merecen euroregiones como la de los Cuatro Motores 
de Europa —fundada como una alianza entre Baden-Württemberg, 
Lombardía,  Ródano-Alpes y  Cataluña , y  la alianza  para  la cooperación 
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de varias leyes complementarias de la Constitución que dan cierta 
injerencia a órganos descentralizados de gobierno en actividades a�nes a 
las relaciones internacionales.

Las disposiciones citadas más arriba se encuentran en esa situación; pero 
con más razón lo están algunas, aunque tímidas, normas contenidas en la 
ley Nº 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional. El art. 2º, letra g) 
pone en manos del Intendente delicadas decisiones en materia de Ley de 
Extranjería, inclusive sobre expulsión de extranjeros, al par que las 
facultades descritas en sus letra i), l) y, particularmente, n) podrían 
eventualmente ser aplicadas en casos en que se realicen actividades 
relacionadas con la acción exterior de la Región. Así, por ejemplo, la 
adopción de medidas “para la adecuada administración de los complejos 
fronterizos” lleva implícita la facultad de llegar a acuerdos con servicios 
extranjeros, acuerdos que no necesariamente son simple aplicación de 
normas generales dictadas por Santiago, sino elaboración hecha a partir 
de las concretas condiciones empíricas del uso del complejo fronterizo. 
En el ámbito de las atribuciones y funciones del Gobierno Regional 
propiamente tal, encontramos en primer lugar la norma de la letra g) del 
art. 16, que lo faculta para “participar en acciones de cooperación interna-
cional en la región, dentro de los marcos establecidos por los tratados y 
convenios que el Gobierno de Chile celebre al efecto y en conformidad a 
los procedimientos regulados en la legislación respectiva”. Aunque la 
norma no hace concesiones en materia de jus contrahendi, deja claramen-
te ver que queda abierta la posibilidad de tratados y convenios de alcance 
y ejecución regionales, lo cual normalmente dará lugar a actividades del 
Gobierno Regional que correspondería clasi�car como “internacionales”. 

Más adelante, la letra d) del art. 17, que establece las competencias del 
Gobierno en materia de ordenamiento territorial, prescribe como compe-
tencia suya fomentar y velar por el buen funcionamiento de la prestación 
de servicios, entre otras, en materia de transporte “internacional fronteri-
zo en la región, cumpliendo las normas de los convenios internacionales 

respectivos”. Al igual que en el caso anterior y como la práctica lo corrobo-
ra, esta función sólo puede cumplirse involucrándose en una intensa y 
permanente actividad internacional. Por último, todas y cada una de las 
funciones especi�cadas en el art. 18 sobre fomento de las actividades 
productivas, llevan a los gobiernos regionales, particularmente a los de 
las zonas extremas multifronterizas con carácter de fronteras internas 
críticas, a estar en cotidiano contacto con sus pares de las áreas transfron-
terizas. A modo de conclusión corresponde a�rmar, por tanto, que la LOC 
sobre Gobierno y Administración Regional ha partido de la base que 
tanto el Intendente como el Gobierno Regional deben tener facultades 
también en áreas propias de las relaciones internacionales, que aunque 
enmarcadas en el jus contrahendi del Presidente de la República y revesti-
das del carácter de mera aplicación de la norma del gobierno central, 
suponen aceptar un indispensable grado de órganos de similar jerarquía 
de otros países, en las materias en que se les ha dado facultades. El 
carácter no exclusivo, aunque ciertamente especial, de las facultades del 
presidente de la República en materia de política exterior, queda de�niti-
vamente de mani�esto al estudiar los mecanismos de checks-and-balan-
ces introducidos por el constituyente. El primero se re�ere a la aprobación 
de los tratados por el Congreso Nacional (art. 50, Nº 2), y el segundo, al 
control de la constitucionalidad del tratado por parte del Tribunal Consti-
tucional (Art. 82, Nº 2). En ambos casos, sí estamos ante facultades exclusi-
vas de los respectivos órganos, es decir, ante una atribución cuyo ejercicio 
termina en una decisión que no es jurídicamente revisable ni refutable 
por parte Poder Ejecutivo ni por otro órgano. 

En términos de lógica jurídica, esto signi�ca que las facultades cuasi-ex-
clusivas del presidente de la República para ejercer los poderes de 
representación, legación y de conducción de la política exterior, no se 
extiende al jus contrahendi. En esta última materia, comparte facultades 
con ambas Cámaras, sin cuya aprobación el tratado no podrá ser rati�ca-
do ni entrar en vigencia, y con el Tribunal Constitucional, que tiene la 
última palabra acerca de si el tratado suscrito se enmarca dentro de las 
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normas constitucionales. Hemos comprobado que ni en el plano jurídico 
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actuales características de las relaciones internacionales, la tendencia 
descentralizadora y regionalizadora se ha extendido también al campo 
de las relaciones exteriores, sin perjuicio del mantenimiento de la unidad 
esencial, jurídica y política, del sistema estatal correspondiente. Casos 
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ción.  
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      TRANSFRONTERIZA 
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físicas, y generar incontrolables olas migratorias de trabajadores. Esto 
hace imperioso coordinar  y armonizar los proyectos de desarrollo a cada 
lado de la frontera, a través de verdaderas políticas transfronterizas cuya 
necesidad y contenido es frecuentemente ignorado o negado por las 
burocracias centrales. El tema ha sido estudiado con profundidad por 
Carlos Conde Martínez, quien nos explica que “la cooperación transfron-
teriza suele tener objetivos relacionados con la ordenación del territorio, 
la política económica regional, la mejora de las infraestructuras, la protec-
ción del medio ambiente y la promoción del ámbito cultural. Su objetivo 
global es que las relaciones entre poderes territoriales vecinos se desarro-

llen con la misma naturalidad que si la frontera no existiese”  . Los contac-
tos transfronterizos adquieren una vasta gama de modalidades, desde 
simples modos informales a instrumentos jurídicos plenamente desarro-
llados. Los países europeos vinculados a través de la ex CEE, hoy Unión 
Europea, suscribieron en 1981, en Madrid, un Convenio-Marco Europeo 
sobre Cooperación Transfronteriza entre Comunidades o Autoridades 
Territoriales, dejando en claro, primero, que las relaciones entre órganos 
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tenían un avance muy superior al de otras áreas de la acción exterior de 
esos órganos. El claro y fuerte respaldo institucional y jurídico otorgado 
por la UE a las regiones, incluyendo la creación en 1994 del Comité de las 
Regiones, explica el enorme desarrollo que las relaciones transfronterizas 
e interregionales de carácter internacional han tenido entre las naciones 
pertenecientes a la Unión y entre varias de éstas y terceros países. Otro 
tanto cabe decir de las adecuaciones de sus Cartas Fundamentales por 
varios de los Estados europeos, cuando ello ha sido necesario para seguir 
el paso de la integración continental. Esto explica la intensa actividad 
internacional de los Laënder alemanes y austríacos, de las comunidades y 
regiones belgas, de las regiones italianas y de las comunidades españolas  
. Mención aparte merecen euroregiones como la de los Cuatro Motores 
de Europa —fundada como una alianza entre Baden-Württemberg, 
Lombardía,  Ródano-Alpes y  Cataluña , y  la alianza  para  la cooperación 
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de varias leyes complementarias de la Constitución que dan cierta 
injerencia a órganos descentralizados de gobierno en actividades a�nes a 
las relaciones internacionales.

Las disposiciones citadas más arriba se encuentran en esa situación; pero 
con más razón lo están algunas, aunque tímidas, normas contenidas en la 
ley Nº 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional. El art. 2º, letra g) 
pone en manos del Intendente delicadas decisiones en materia de Ley de 
Extranjería, inclusive sobre expulsión de extranjeros, al par que las 
facultades descritas en sus letra i), l) y, particularmente, n) podrían 
eventualmente ser aplicadas en casos en que se realicen actividades 
relacionadas con la acción exterior de la Región. Así, por ejemplo, la 
adopción de medidas “para la adecuada administración de los complejos 
fronterizos” lleva implícita la facultad de llegar a acuerdos con servicios 
extranjeros, acuerdos que no necesariamente son simple aplicación de 
normas generales dictadas por Santiago, sino elaboración hecha a partir 
de las concretas condiciones empíricas del uso del complejo fronterizo. 
En el ámbito de las atribuciones y funciones del Gobierno Regional 
propiamente tal, encontramos en primer lugar la norma de la letra g) del 
art. 16, que lo faculta para “participar en acciones de cooperación interna-
cional en la región, dentro de los marcos establecidos por los tratados y 
convenios que el Gobierno de Chile celebre al efecto y en conformidad a 
los procedimientos regulados en la legislación respectiva”. Aunque la 
norma no hace concesiones en materia de jus contrahendi, deja claramen-
te ver que queda abierta la posibilidad de tratados y convenios de alcance 
y ejecución regionales, lo cual normalmente dará lugar a actividades del 
Gobierno Regional que correspondería clasi�car como “internacionales”. 

Más adelante, la letra d) del art. 17, que establece las competencias del 
Gobierno en materia de ordenamiento territorial, prescribe como compe-
tencia suya fomentar y velar por el buen funcionamiento de la prestación 
de servicios, entre otras, en materia de transporte “internacional fronteri-
zo en la región, cumpliendo las normas de los convenios internacionales 

respectivos”. Al igual que en el caso anterior y como la práctica lo corrobo-
ra, esta función sólo puede cumplirse involucrándose en una intensa y 
permanente actividad internacional. Por último, todas y cada una de las 
funciones especi�cadas en el art. 18 sobre fomento de las actividades 
productivas, llevan a los gobiernos regionales, particularmente a los de 
las zonas extremas multifronterizas con carácter de fronteras internas 
críticas, a estar en cotidiano contacto con sus pares de las áreas transfron-
terizas. A modo de conclusión corresponde a�rmar, por tanto, que la LOC 
sobre Gobierno y Administración Regional ha partido de la base que 
tanto el Intendente como el Gobierno Regional deben tener facultades 
también en áreas propias de las relaciones internacionales, que aunque 
enmarcadas en el jus contrahendi del Presidente de la República y revesti-
das del carácter de mera aplicación de la norma del gobierno central, 
suponen aceptar un indispensable grado de órganos de similar jerarquía 
de otros países, en las materias en que se les ha dado facultades. El 
carácter no exclusivo, aunque ciertamente especial, de las facultades del 
presidente de la República en materia de política exterior, queda de�niti-
vamente de mani�esto al estudiar los mecanismos de checks-and-balan-
ces introducidos por el constituyente. El primero se re�ere a la aprobación 
de los tratados por el Congreso Nacional (art. 50, Nº 2), y el segundo, al 
control de la constitucionalidad del tratado por parte del Tribunal Consti-
tucional (Art. 82, Nº 2). En ambos casos, sí estamos ante facultades exclusi-
vas de los respectivos órganos, es decir, ante una atribución cuyo ejercicio 
termina en una decisión que no es jurídicamente revisable ni refutable 
por parte Poder Ejecutivo ni por otro órgano. 

En términos de lógica jurídica, esto signi�ca que las facultades cuasi-ex-
clusivas del presidente de la República para ejercer los poderes de 
representación, legación y de conducción de la política exterior, no se 
extiende al jus contrahendi. En esta última materia, comparte facultades 
con ambas Cámaras, sin cuya aprobación el tratado no podrá ser rati�ca-
do ni entrar en vigencia, y con el Tribunal Constitucional, que tiene la 
última palabra acerca de si el tratado suscrito se enmarca dentro de las 
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o Comisión de Desarrollo Fronterizo, que enlaza los municipios del sector 
�uvial a lo largo del Río Uruguay, en la frontera entre Uruguay y Argentina.
La ITS suele aparecer como una reacción frente a la comprobación empíri-
ca de que el desarrollo exitoso de una región al interior del propio país no 
es necesaria y mecánicamente el resultado de alguna política seguida por 
el gobierno central. Por el contrario, existen muchas evidencias del subde-
sarrollo de las regiones causada por esas políticas centralistas. La respues-
ta representada por la ITS demanda la existencia y combinación “virtuosa” 
de individuos o líderes, instituciones, culturas y ventajas comparativas a 
ambos lados de las fronteras. Estas y otras cualidades especí�cas de los 
territorios –como su posición geoestratégica con respecto a las grandes 
corrientes del trá�co comercial– se convierten en factores claves para la 
creación de ventajas competitivas y el desarrollo de un regionalismo no 
proteccionista sino integracionista y globalizante. La gestación de los 
casos de ITS generalmente se produce por la existencia de elites regiona-
les con nueva mentalidad y formación, capaces de crear y recrear vínculos 
a partir de factores generalmente preexistentes de tipo cultural, histórico, 
económico, geográ�co e infraestructural. Pero también pueden contribuir 
a su desarrollo ciertas políticas de los gobiernos centrales o estrategias de 
determinadas empresas transnacionales, y aún los planes tácticos de 
organizaciones no gubernamentales. Por último, favorecerá su realización 
la existencia de un marco geográ�co y jurídico-político de integración más 
amplio, entre países de los cuales forman parte las regiones involucradas, 

fronteriza establecida entre Alemania, Francia, Luxemburgo y la Confede-
ración Helvética, a partir del Tratado-Marco de Karlsruhe, de 1996 . Como 
lo comprobamos en  los casos  recién  citados,  se está frente a un tipo de 
integración distinta de la tradicional y simple “integración fronteriza”. La 
integración subregional transfronteriza es una que abarca territorios que 
se extienden largo más allá de las áreas contiguas a las fronteras, 
comprendiendo incluso territorios vecinos a aquéllas. Se materializa en la 
alianza de regiones, provincias o, llegado el caso, Estados en su totalidad 
(como sucede, por ejemplo, con Luxemburgo), de modo que se trata de 
un (sub) regionalismo que abarca unidades subnacionales de gobierno de 
dos o más países vecinos. Aunque con marcos y objetivos diferentes de 
aquellos en que se fundan las alianzas estratégicas representadas por la 
euroregiones, caen dentro de la misma órbita otras experiencias de 
integración subregional transfronteriza, como el Triángulo del Crecimien-
to de Singapur; el Gran Triángulo del Crecimiento del Estrecho de Málaca, 
que vincula a Penang (Malasia), Medan (Indonesia) y Phuket (Tailandia), 
así como los vínculos entre Hong Kong, Shenzhen y Guangzhou, en el 
sudeste asiático . El continente americano también nos entrega nuevos 
pero dinámicos procesos de integración transfronteriza interregional, 
especialmente en las fronteras norteamericano-canadiense y mejica-
no-norteamericana. Menos institucionalizados, pero igualmente signi�ca-
tivos son los casos que se producen en nuestra América del Sur, como el 
CRECENEA-CODESUL —que vincula las provincias argentinas de Chaco, 
Corrientes, Santa Fe y Entre Ríos con los Estados brasileños de Mato 
Grosso do Sul, Paraná, Santa Catarina y Rio Grande do Sul—; y CODEFRO, 

  Pérez Tremps, op. cit., p. 53
  K. Ohamae, pp. 109 ss

Estamos convencidos de que, además, se gesta un nuevo y poderoso sistema de 
ITS, formado por Bolivia; los Estados brasileños de Mato Grosso, Mato 
Grosso do Sul y Rondonia; Paraguay; el Noroeste argentino; el sur del Perú y 
el Norte Grande de Chile. En esos territorios se divisa el comienzo de la 
existencia de un Mercado del Centro Oeste y del Pacífico de América del Sur, 
o MERCOPAS
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Boissier, S, Crónica de una muerte frustrada: el territorio en la globalización, 
conferencia dictada en el Instituto de Postgrado en Estudios Urbanos, Arquitec-
tónicos y de Diseño, Universidad Católica de Chile, 27/ 7/ 2001, mimeo. p.10.
K. Ohmae, op. cit., p. 18.

como podría ser el caso de un Mercosur exitoso respecto de los procesos de 
ITS como CRECENEA-CODESUL y el naciente MERCOPAS. El período de la 
globalización es al mismo tiempo el de la sociedad del conocimiento, un 
hecho que según Boissier establece una relación entre territorio y conoci-
miento que ha dado origen a una suerte de nuevo lenguaje en el que es 
posible encontrar términos como aprendizaje colectivo, conocimiento 
codi�cado y tácito, regiones que aprenden, regiones inteligentes, medios 
innovadores, “clusters”, tecnópolis, “valles de silicona” y otros . Ello está, sin 
duda, ligado al proceso de necesaria elevación, por parte de las regiones, 
de su grado de complejidad, es decir, de su capacidad para cambiar su 
estructura y roles en relación con los requerimientos de una economía 
globalizada. Ello requiere tanto el “despertar” de las propias regiones como 
su fortalecimiento a través de políticas provenientes del poder central, a �n 
de mejorar sus condiciones para la industrialización, el comercio, los 
servicios y la innovación. Meros incentivos tarifarios o tributarios pueden 
ser irrelevantes para el inversionista extranjero, quien, como lo hace notar 
K. Ohmae, se desplaza a ciertos lugares (China o India) no porque el Gobier-
no an�trión “haya agitado de repente una zanahoria delante de su nariz” 
sino porque allí está el futuro. Eso se hace más evidente y atractivo cuando 
la región es una que aprende y es “inteligente” .

Keating, adoptando el nuevo concepto de desarrollo económico, que 
concede menos importancia a los políticos de los estados centrales y más a 
los factores presente en las propias regiones, cree que se ha producido un 
cambio en el rol de intermediación que cumplía el Estado entre sus 
regiones y el mercado global.  

Se abre paso un sistema de relaciones de mayor complejidad, conforme al 
cual las regiones actúan dentro del Estado, pero también dentro de los 
regímenes transnacionales y de la economía global. Al interior del aérea 
geográ�ca formada por cada caso del ITS puede producirse relaciones de 
cooperación fronteriza de variada forma e intensidad, que van desde 
contactos concretos entre gobiernos locales – los conocidos hermanamien-
tos de ciudades– a la formalización de contactos periódicos o permanentes 
y la creación de marcos estables de coordinación y cooperación. Estos 
contactos externos de conocimiento, acercamiento y consenso suelen 
referirse a materias que naturalmente están en la agenda de la relación 
transfronteriza, como: i) Actividades de promoción económica, turística y 
cultural; ii) Promoción de inversiones; iii) Promoción de servicios �nancieros 
y bancarios; iv) Cooperación en materia de transporte y vías de comunica-
ción; v) Promoción de infraestructuras logísticas y portuaria; vi) Coopera-
ción en materia de medio ambiente, control sanitario y control �tosanitario; 
vii) Coordinación o manejo integrado de los complejos fronterizos impor-
tantes; viii) Apertura de o�cinas o agencias de representación y promoción; 
ix) Acuerdos o compromisos más generales, de alcance limitado, en materia 
de cooperación al desarrollo.

VI. PARADIPLOMACIA: LA DIPLOMACIA DE LA ITS
                                                                                                                
 Se denomina Paradiplomacia al conjunto de actividades conducentes al 
establecimiento y mantenimiento de relaciones de coordinación, coopera-
ción y alianza para el desarrollo económico y socio-cultural conjunto, entre 
instituciones regionales o locales de gobiernos de dos o más países, realiza-
das directamente entre éstos o con la participación de grupos intermedios, 
mediante contactos, negociaciones, convenios y acuerdos, dentro del 
marco de sus competencias y para aplicación en los respectivos territorios. 
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  Keating, M., op.cit., p. 14.
  Pérez Tremps, P., op.cit., p. 44 y ss.
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o Comisión de Desarrollo Fronterizo, que enlaza los municipios del sector 
�uvial a lo largo del Río Uruguay, en la frontera entre Uruguay y Argentina.
La ITS suele aparecer como una reacción frente a la comprobación empíri-
ca de que el desarrollo exitoso de una región al interior del propio país no 
es necesaria y mecánicamente el resultado de alguna política seguida por 
el gobierno central. Por el contrario, existen muchas evidencias del subde-
sarrollo de las regiones causada por esas políticas centralistas. La respues-
ta representada por la ITS demanda la existencia y combinación “virtuosa” 
de individuos o líderes, instituciones, culturas y ventajas comparativas a 
ambos lados de las fronteras. Estas y otras cualidades especí�cas de los 
territorios –como su posición geoestratégica con respecto a las grandes 
corrientes del trá�co comercial– se convierten en factores claves para la 
creación de ventajas competitivas y el desarrollo de un regionalismo no 
proteccionista sino integracionista y globalizante. La gestación de los 
casos de ITS generalmente se produce por la existencia de elites regiona-
les con nueva mentalidad y formación, capaces de crear y recrear vínculos 
a partir de factores generalmente preexistentes de tipo cultural, histórico, 
económico, geográ�co e infraestructural. Pero también pueden contribuir 
a su desarrollo ciertas políticas de los gobiernos centrales o estrategias de 
determinadas empresas transnacionales, y aún los planes tácticos de 
organizaciones no gubernamentales. Por último, favorecerá su realización 
la existencia de un marco geográ�co y jurídico-político de integración más 
amplio, entre países de los cuales forman parte las regiones involucradas, 

fronteriza establecida entre Alemania, Francia, Luxemburgo y la Confede-
ración Helvética, a partir del Tratado-Marco de Karlsruhe, de 1996 . Como 
lo comprobamos en  los casos  recién  citados,  se está frente a un tipo de 
integración distinta de la tradicional y simple “integración fronteriza”. La 
integración subregional transfronteriza es una que abarca territorios que 
se extienden largo más allá de las áreas contiguas a las fronteras, 
comprendiendo incluso territorios vecinos a aquéllas. Se materializa en la 
alianza de regiones, provincias o, llegado el caso, Estados en su totalidad 
(como sucede, por ejemplo, con Luxemburgo), de modo que se trata de 
un (sub) regionalismo que abarca unidades subnacionales de gobierno de 
dos o más países vecinos. Aunque con marcos y objetivos diferentes de 
aquellos en que se fundan las alianzas estratégicas representadas por la 
euroregiones, caen dentro de la misma órbita otras experiencias de 
integración subregional transfronteriza, como el Triángulo del Crecimien-
to de Singapur; el Gran Triángulo del Crecimiento del Estrecho de Málaca, 
que vincula a Penang (Malasia), Medan (Indonesia) y Phuket (Tailandia), 
así como los vínculos entre Hong Kong, Shenzhen y Guangzhou, en el 
sudeste asiático . El continente americano también nos entrega nuevos 
pero dinámicos procesos de integración transfronteriza interregional, 
especialmente en las fronteras norteamericano-canadiense y mejica-
no-norteamericana. Menos institucionalizados, pero igualmente signi�ca-
tivos son los casos que se producen en nuestra América del Sur, como el 
CRECENEA-CODESUL —que vincula las provincias argentinas de Chaco, 
Corrientes, Santa Fe y Entre Ríos con los Estados brasileños de Mato 
Grosso do Sul, Paraná, Santa Catarina y Rio Grande do Sul—; y CODEFRO, 

  Pérez Tremps, op. cit., p. 53
  K. Ohamae, pp. 109 ss

Estamos convencidos de que, además, se gesta un nuevo y poderoso sistema de 
ITS, formado por Bolivia; los Estados brasileños de Mato Grosso, Mato 
Grosso do Sul y Rondonia; Paraguay; el Noroeste argentino; el sur del Perú y 
el Norte Grande de Chile. En esos territorios se divisa el comienzo de la 
existencia de un Mercado del Centro Oeste y del Pacífico de América del Sur, 
o MERCOPAS
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Nos hemos preocupado de la historia y usos del concepto de seguridad en 
nuestro National Security, State of Emergency and The Rule of the Exception 
(Rotterdam, 1989), pp. 451 ss.

simplemente políticas, y como instrumentos para promover la con�anza, 
construir bases para la misma, favorecer la concertación internacional y 
a�anzar la seguridad internacional. Esto fue de gran importancia en las 
relaciones entre Europa Oriental y Occidental en los años que precedieron 
a la caída del Muro de Berlín. 

VII. CONDICIONES JURÍDICO-INSTITUCIONALES PARA EL DESARROLLO 
       DE LA PARADIPLOMACIA

Establecido que la paradiplomacia encuentra su sustrato histórico-socio-
lógico en los factores y efectos de los procesos contemporáneos de 
integración y globalización, corresponde examinar, en relación con 
nuestra realidad, qué condiciones se requieren para que ella pueda 
ponerse en práctica de modo regular y permanente. Un inevitable punto 
de partida es la comprobación que la Carta Fundamental de 1980, por 
mucho que “se la exprima”, tiene un marcado carácter decimonónico en 
esta materia y necesita urgente e indispensables reformas. En otras 
palabras, es indispensable que nuestras elites políticas y académicas 
terminen de convencerse que no es posible, en aras de la grandeza y 
bienestar actuales y futuros del país y su gente, seguir aferrados a ideas 
constitucionales en materia de soberanía y distribución de competencias, 
que parten de la hoy insostenible separación tajante entre los campos 
interno y externo de la política y el derecho. Toda reforma que pretenda 
transformar la Constitución de 1980 en una verdadera constitución 
chilena del siglo XXI ha de incorporar normas sobre la transferencia 
voluntaria de ciertas competencias a órganos supranacionales, y la 
descentralización al menos desconcentración de ciertas facultades en 
materia de relaciones internacionales. Quienes han tenido la posibilidad 
de conocer el campo diplomático de los últimos 30 años saben que, de 
hecho, hace ya tiempo que el mantenimiento de relaciones internaciona-
les no es monopolio del Estado central ni del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

En los cambios constitucionales que se deben llevar a cabo en esta 
materia in�uirán tres variables, de cuya existencia en la forma de realida-
des empíricas y/o principios institucionales, es difícil dudar. Nos referimos, 
primero, a la aplicación del principio de subsidiariedad en el ámbito de las 
relaciones territoriales de poder y de las relaciones internacionales; en 
segundo término, a los cambios producidos en el concepto y efectos de la 
noción de fronteras, y �nalmente, a la vinculación entre descentralización 
y complejización de las regiones como condición de la modernización del 
Estado. El concepto de subsidiariedad  ha adquirido carta de ciudadanía 
en el Derecho Internacional y en el Derecho Comunitario a partir del 
Tratado de Ámsterdam, al aplicarse al campo de la distribución territorial 
de competencias. De concepto separador de las esferas de lo público y lo 
privado, pasó a ser el punto de in�exión entre poder central y poder 
regional. Macrocomunidades, a favor de las comunidades intermedias, 
que en razón de su más directa proximidad en relación a las personas 
demuestran poseer una mayor aptitud para la realización adecuada de 
ciertas tareas. La subsidiariedad, al juridizarse y al igual de lo  que aconte-
ció al formarse el derecho del Estado Federal, ha pasado a funcionar 
también como criterio inspirador y legitimador de la descentralización de 
competencias dentro del Estado Unitario -en la relación entre gobierno 
central y gobiernos de comunidades, departamentos o regiones- y como 
la base de la extensión de los poderes de las unidades subnacionales de 
gobierno a �n de que puedan mantener transfronterizas internacionales 
en general. Además de legitimar el restablecimiento de competencias a 
las unidades regionales y locales de poder interno, la aplicación del 
principio de subsidiariedad en el campo de las relaciones entre Estado y 
sociedad   civil  debe  manifestarse  también  en  nuevas  modalidades de 
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  Rhi-Sausi, J. L., La cooperación internacional en los procesos de descentrali-
zación y regionalización de los países latinoamericanos. La Experiencia 
Italia-Región de Atacama, en Subsecretaría de Desarrollo Regional, Seminario 
España, Francia, Italia, Chile: Experiencias de descentralización y desarrollo 
regional (Valparaíso, 2001), pp. 95 y ss.; Ortiz, E., op. cit. pp. 9,15 y 16; 
Keating, M., op.cit., p. 26; Hocking, B., Vigilando la “Frontera”: Globaliza-
ción, localización y capacidad de actuación de los gobiernos no centrales, en, 
Aldecoa, F. - Keating, M., op.cit., pp. 30, 33 y 49. 

Der Derian, J., On Diplomacy. A Genealogy of Western Estrangement (Oxford, 
O.U.P. 1987); Soldatos, P., An Explanatory Framework for the Study of Federal 
States as Foreign Policy Actors, en Michelman, H.J. - Soldatos, P. (editores), 
Federalism and International Relations (Oxford, O.U.P., 1990).
Aguirre Zabala, I., ¿Qué sentido tiene hablar de Paradiplomacia? Una encues-
ta intertectual en torno a un neologismo polisémico, en Aldecoa, F. - Keating 
M., op. cit, pp. 207 y ss.
Ibíd., pp. 207 y ss.

Las actividades paradiplomáticas son el resultado del ejercicio de potesta-
des ejecutivas por parte de  autoridades regionales o locales, tanto en 
materias en las cuales se les ha otorgado competencia por vía de descentrali-
zación o desconcentración, como al adoptar políticas de desarrollo regional o 
local vinculadas a relaciones transfronterizas o internacionales. Puede llegar a 
expresarse en la concertación de acuerdos jurídicamente vinculantes en la 
medida que exista entre los estados centrales un adecuado convenio marco 
o de bases, o si los respectivos sistemas constitucionales hubieren dotado 
de su�ciente autonomía a los respectivos sub-gobiernos territoriales. No 
obstante, la existencia de una clara voluntad política en las respectivas 
autoridades, con su�ciente respaldo de la sociedad civil, puede resultar en el 
desarrollo de relaciones transfronterizas relevantes incluso en el caso de 
ausencia de facultades expresas. Miradas desde el ángulo del Derecho 
Internacional Público y del Derecho Constitucional tradicionales, estas 
actividades no deberían catalogarse como de “relaciones internacionales”, no 
serían parte de la “política exterior” del país, y no podrían ser fuentes de 
Derecho Internacional. Esta opinión formalista se contrapone a la opinión 
hoy general y prevaleciente, en el sentido de que las relaciones internaciona-
les están constituidas por “un vasto rango de actividades, ideas y bienes que 
atraviesan o pueden atravesar las fronteras nacionales y que abrazan los 
intercambios sociales, culturales, económicos y políticos que ocurren en 
contextos institucionales o circunstanciales”. En ellas caben, por tanto, aún 
acciones individuales y colectivas de particulares o entidades de los 
Estados-Nación, cuando ellas tienen una signi�cación internacional. 60       

La denominación misma de Paradiplomacia –que fue usada simultánea-
mente, a mediados de los 80’s por Der Derian y Soldatos  – no satisface a 
todo el mundo, como tampoco lo hacían los nombres dados primeramen-
te a este sector de la actividad internacional, “microdiplomacia” y “protodi-
plomacia”. Con todo, expresa bien la idea de un campo distinto, diferencia-
do, no opuesto sino complementario al de la Diplomacia propiamente tal, 
solo que a veces pasa a ser tan relevante como la diplomacia. “Para” 
expresa la idea de “paralelo a, a menudo coordinado con, complementario 
a, y, a veces, en con�icto con”, idea que la asocia a la noción de capacidad 
accesoria o subsidiaria.

En la época de la globalización y atendido el hecho que ella, en esencia, es 
también una “privatización” de la economía mundial, el Estado se ha visto 
forzado, para sobrepasar barreras formales, jerárquicas y burocráticas, a 
aceptar y aún recurrir al uso de redes más �exibles y �uidas, con capacida-
des y objetivos distintos a los del Estado central. Se produce así una 
rede�nición del modelo de política exterior a nivel nacional, lo que favore-
ce el regionalismo a nivel internacional.

Con todo, en este proceso ha in�uido no solo la globalización misma. Con 
frecuencia, ciertas formas de paradiplomacia han servido como 
instrumentos  para  la   reducción  de   tensiones   étnicas,  nacionalistas  o 
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Nos hemos preocupado de la historia y usos del concepto de seguridad en 
nuestro National Security, State of Emergency and The Rule of the Exception 
(Rotterdam, 1989), pp. 451 ss.

simplemente políticas, y como instrumentos para promover la con�anza, 
construir bases para la misma, favorecer la concertación internacional y 
a�anzar la seguridad internacional. Esto fue de gran importancia en las 
relaciones entre Europa Oriental y Occidental en los años que precedieron 
a la caída del Muro de Berlín. 

VII. CONDICIONES JURÍDICO-INSTITUCIONALES PARA EL DESARROLLO 
       DE LA PARADIPLOMACIA

Establecido que la paradiplomacia encuentra su sustrato histórico-socio-
lógico en los factores y efectos de los procesos contemporáneos de 
integración y globalización, corresponde examinar, en relación con 
nuestra realidad, qué condiciones se requieren para que ella pueda 
ponerse en práctica de modo regular y permanente. Un inevitable punto 
de partida es la comprobación que la Carta Fundamental de 1980, por 
mucho que “se la exprima”, tiene un marcado carácter decimonónico en 
esta materia y necesita urgente e indispensables reformas. En otras 
palabras, es indispensable que nuestras elites políticas y académicas 
terminen de convencerse que no es posible, en aras de la grandeza y 
bienestar actuales y futuros del país y su gente, seguir aferrados a ideas 
constitucionales en materia de soberanía y distribución de competencias, 
que parten de la hoy insostenible separación tajante entre los campos 
interno y externo de la política y el derecho. Toda reforma que pretenda 
transformar la Constitución de 1980 en una verdadera constitución 
chilena del siglo XXI ha de incorporar normas sobre la transferencia 
voluntaria de ciertas competencias a órganos supranacionales, y la 
descentralización al menos desconcentración de ciertas facultades en 
materia de relaciones internacionales. Quienes han tenido la posibilidad 
de conocer el campo diplomático de los últimos 30 años saben que, de 
hecho, hace ya tiempo que el mantenimiento de relaciones internaciona-
les no es monopolio del Estado central ni del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

En los cambios constitucionales que se deben llevar a cabo en esta 
materia in�uirán tres variables, de cuya existencia en la forma de realida-
des empíricas y/o principios institucionales, es difícil dudar. Nos referimos, 
primero, a la aplicación del principio de subsidiariedad en el ámbito de las 
relaciones territoriales de poder y de las relaciones internacionales; en 
segundo término, a los cambios producidos en el concepto y efectos de la 
noción de fronteras, y �nalmente, a la vinculación entre descentralización 
y complejización de las regiones como condición de la modernización del 
Estado. El concepto de subsidiariedad  ha adquirido carta de ciudadanía 
en el Derecho Internacional y en el Derecho Comunitario a partir del 
Tratado de Ámsterdam, al aplicarse al campo de la distribución territorial 
de competencias. De concepto separador de las esferas de lo público y lo 
privado, pasó a ser el punto de in�exión entre poder central y poder 
regional. Macrocomunidades, a favor de las comunidades intermedias, 
que en razón de su más directa proximidad en relación a las personas 
demuestran poseer una mayor aptitud para la realización adecuada de 
ciertas tareas. La subsidiariedad, al juridizarse y al igual de lo  que aconte-
ció al formarse el derecho del Estado Federal, ha pasado a funcionar 
también como criterio inspirador y legitimador de la descentralización de 
competencias dentro del Estado Unitario -en la relación entre gobierno 
central y gobiernos de comunidades, departamentos o regiones- y como 
la base de la extensión de los poderes de las unidades subnacionales de 
gobierno a �n de que puedan mantener transfronterizas internacionales 
en general. Además de legitimar el restablecimiento de competencias a 
las unidades regionales y locales de poder interno, la aplicación del 
principio de subsidiariedad en el campo de las relaciones entre Estado y 
sociedad   civil  debe  manifestarse  también  en  nuevas  modalidades de 
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acción internacional de los grupos intermedios. Esto último es un supues-
to lógico y empírico del desarrollo de una sociedad civil internacional, 
llamada a trascender los marcos de pensamiento y acción de la sociedad 
civil ideológicamente limitada por su pertenencia exclusiva a un 
Estado-Nación. En la paradiplomacia deberían tener un alto grado de 
participación la sociedad civil y el sector privado, poniendo en uso de 
manera creativa y dinamizante las instituciones del derecho privado para 
la consecución de sus objetivos en el plano de una economía integrada y 
globalizada. El segundo elemento que debe in�uir en una reforma consti-
tucional que amplíe el campo de las relaciones internacionales de Chile, 
es el nuevo concepto de fronteras o límites. La realidad de un mundo en 
que se multiplican los procesos de integración y que se globaliza, no 
admite la permanencia del concepto de fronteras como barreras y 
con�nes cuya única función es delimitar territorialmente los antagonis-
mos. Una vez que se ha cumplido el período en que ellas sirvieron en el 
proceso de construcción de la nación, deben convertirse en meridianos 
de la cooperación para funcionar como bisagras de los procesos de 
construcción de la integración. Como lo ha propuesto M. Baud, se necesita 
un cambio de actitud para estudiar el futuro de los límites en América 
Latina. “Esto supondrá el análisis de los procesos de integración regional 
en América Latina contemporánea, del signi�cado cambiante de las 
fronteras y de la posible nueva dinámica dentro de las naciones latinoa-
mericanas fronterizas” ,  “State-Building and Borderlands”, en CEDLA pág., 
69). 

Solo de esta manera se superará la situación actual, en la cual las fronteras 
políticas permanecen de tipo decimonónico mientras la economía, la 
cultura y la propia gente comienza a moverse en un mundo futuro sin 
fronteras. Hoy más que nunca el Estado necesita fronteras vivas. Los 
nuevos conceptos de subsidiariedad y de fronteras están estrechamente 
ligados con la solución al problema planteado por la noción clásica de 
soberanía. Hace ya 40 años que, juntamente con Francisco Cumplido, 
examinamos este problema en una de las primeras Jornadas de Derecho 
Público. No obstante, el país no ha avanzado un milímetro para adecuar su 
mentalidad y sus normas al hecho de que esa noción no tiene aceptación 
en la doctrina y es modi�cada y superada diariamente en la práctica.

De Morais, Carlos, O principio de Subsidiariedade na Ordem Constitucional 
Portuguesa, en de Barros, Sergio R. - Zilveti, Fernando A. (coord.), Direito 
Constitucional. Estudos em Homenagem a Manoel Goncalvez Ferreira Filho 
(Sao Paulo, 1999), pp. 31 y 32.
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DESCENTRALIZACIÓN, 
DIPLOMACIA Y PARADIPLOMACIA EN 

LA ÉPOCA DE LA GLOBALIZACIÓN
Jorge Tapia

Sorensen, una especialista danés, se re�ere al punto a partir de una tipolo-
gía de los actuales Estados nación,  que divide entre “modernos”,  “posco-
loniales” –en línea con los por G. Myrdal denominados soft states-, y 
“posmodernos” . Cada tipo posee un sistema económico de características 
de�nidas. En el moderno, encontramos una economía nacional de 
tendencia autárquica, autosostenible en cuanto comprende los sectores 
principales que necesita para su reproducción, de modo que la mayor 
parte de la actividad económica tiene lugar internamente. Por el contra-
rio, en el posmodernista la mayor de la actividad económica está integra-
da en redes transfronterizas, y la economía nacional es mucho menos 
autosustentable. En estos estados es posible, si median tratados de 
integración, que otros estados miembros pueda “intervenir” en los 
asuntos internos; pero, aunque no los haya, se produce una dependencia 
(relativa) del poder interno de decisión en materias de carácter económi-
co con respecto a las estrategias de grandes empresas o conglomerados 
de carácter transnacional. En un mundo en el cual los aparatos políticos, 
las economías y las sociedades están cada vez más integrados por efectos 
de o como reacción frente a la globalización, el control de fronteras tiende 
a ser reemplazado por intensivas formas de cooperación regional y local 
“a través” de las fronteras. Más aún, “el desarrollo de elites transnacionales 
ha disminuido la posibilidad de los gobiernos de jugar a dos niveles 
(adoptar doble estándar)”, porque los grupos directivos de las dos o más 
naciones se sobreponen, intercambian información, forman coaliciones  
transgubernamentales y responden a lobbies o grupos de presión 
transnacionales. 
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Cambios en el Manejo de las Relaciones Internacionales en 
La Época de la Globalización

Al comenzar el siglo XXI se ha hecho patente una fuerza que impulsa a 
revisar los criterios políticos constitucionales de los siglos XVIII y XIX en 
materia de competencias y responsabilidad por el manejo de las relaciones 
exteriores. Hoy se necesita no sólo  hacer compatible con la Constitución la 
discrecionalidad propia del quehacer diplomático, sino compatibilizar la 
Constitución con los cambios producidos por el proceso de globalización 
en las materias, actores, procedimientos e instrumentos de la política 
exterior. La globalización, asentada, aunque no sólo en la liberalización del 
comercio exterior, y factor causal de la creciente desvinculación teórica y 
práctica entre fronteras políticas y fronteras económicas, ha forzado la 
puesta en marcha de un proceso de reestructuración y modernización del 
Estado, que en parte principal se expresa en los procesos de descentraliza-
ción, regionalización y autonomización territorial relativa, que se extiende, 
incluso, al campo de las relaciones con el exterior.
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G. Sorensen, Changes in Statehooh. The Transformations of International 
Relations, p. 90. La aplicación del calificativo “posmoderno” la aceptamos 
sólo para efectos explicativos
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En consecuencia, en los Estados posmodernos las relaciones entre lo 
interno y lo internacional han adquirido modalidades especí�cas, lo que 
modi�ca el juego de las reglas y principios de la soberanía y, por tanto, 
agregamos, de las relaciones con el exterior y su conducción.

La globalización, un proceso que es tanto efecto como causa de cierta 
homogeneización a escala planetaria, invita a pasar desde un mundo 
internacional hasta ahora dominado por el derecho público de los 
Estados y caracterizado por el uso frecuente del poder y la fuerza, a otro 
mundo en que tiende a prevalecer el derecho privado y a imperar el 
principio de la autonomía de la voluntad, debido a que las acciones son 
realizadas por individuos o colectividades de carácter particular. Por ello 
cada vez es más difícil encontrara el fundamento de la diplomacia en la 
unidad de criterio e interesas que representa el Estado nación. Se avecina 
una rede�nición de lo que llamamos  “interés nacional”, porque éste ya no 
admite como su�ciente la de�nición de origen sólo estatal. La posibilidad 
de acción internacional, de una parte, de los individuos y empresas, y de 
otra, de las regiones, empieza a hacer evidente que se requiere una 
apertura ante la posibilidad de que la mejor forma de realizar hoy el 
interés nacional no dependa de y sea responsabilidad sólo del Estado 
central, y pase por el reconocimiento de la contribución que, de modo 
directo, puedan hacer las unidades subnacionales de gobierno, o los 
sectores de la sociedad civil involucrados en la actividad internacional.

Pérez Gil , siguiendo a Merle, de�ne como actor no estatal de las relacio-
nes internacionales, a toda autoridad, organismo, grupo o, en el caso 
límite, toda persona capaz de desempeñar una función en el campo social 
internacional. Dicha capacidad de desempeño es reconocible en cuanto 
el actor resulte capaz para actuar con autonomía y ejercer in�uencia en el 
sistema internacional con la �nalidad de obtener unos objetivos propios. 
Esta forma de de�nición ubica dentro de tales actores y desde ya, a los 
llamados organismos internacional, así como también a las organizacio-
nes no gubernamentales u ONG’s; pero  hoy también abarcaría a las 
empresa multinacionales –en 1998, cincuenta y seis Estados y cuarenta y 
cuatro empresas formaban el grupo de las cien unidades productivas más 
importantes del mundo- y, decimos nosotros, a las universidades, asocia-
ciones profesionales y políticas internacionales, y a las unidades subnacio-
nales de gobierno regional y local.

Paradójicamente, al tiempo que se produce una mayor internacionaliza-
ción del derecho interno podríamos ser testigos de una relativa declina-
ción de la importancia del Derecho Internacional Público, no por el 
debilitamiento o relativización de sus principios, sino porque su esfera 
abarca solamente el campo de las relaciones internacionales de carácter 
estatal. Sabemos que no puede hoy hacerse el estudio de las relaciones 
internacionales centrándose sólo en el análisis de las relaciones entre 
gobiernos . Del mismo modo, hoy no toda la juridicidad que regula la 
actividad internacional está contenida en los tratados suscritos y puestos 
en vigencia por los Estados.

Luis V. Pérez Gil, “El concepto de actor no estatal de las Relaciones internacio-
nal”, pp. 2 y 3. La obra de Merle a que se hace referencia es Sociología de las 
relaciones internacionales. Veáse también Eric Suy, “New Players in Interna-
tional Relations”.
Eduardo Ortiz, El estudio de las relaciones internacionales, p. 135.
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Pese a lo anterior, no compartimos la tesis de que el Estado nación se aproxi-
ma a su fin, en el sentido en que afirma Kenichi Ohmae en El fin del Estado 
nación o John Naisbitt en Global Paradox. Ohmae, cuyos planteamientos 
acerca del surgimiento de la región como nuevo centro de adopción de decisio-
nes dentro del concierto internacional merecen mucha atención, no es 
igualmente convincente al plantear su idea de fin del Estado. Creemos que 
razones históricas, políticas y geopolíticas sustentan la duración indefinida 
del Estado nación, sea como base de la identidad colectiva del grupo, sea 
como marco definitorio de objetivos comunes fundamentales o como garantía 
de seguridad y supervivencia.
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Párrafos provenientes del documento Programa para el desarrollo internacio-
nal de las regiones, Período 2002-2004, Primera Etapa

Los hechos y razones hasta aquí expuestos hacen evidente que hoy es 
imposible negar ni la fuerte in�uencia del Derecho Internacional y, en su 
caso, del Derecho Comunitario, sobre el derecho interno, particularmente 
sobre el Derecho Constitucional, ni la superioridad jurídica de los primeros 
sobre las normas nacionales.

La conclusión que corresponde extraer es que, en la actualidad, el campo 
de la actividad internacional tiene agentes y objetivos que rebasan el 
ámbito de las simples relaciones con “potencias extranjeras”, y exceden las 
competencias que el Derecho Constitucional clásico otorgó al Poder 
Ejecutivo en el siglo XIX. El Estado ha pasado a tener un papel subsidiario 
no sólo en la economía interna sino, también, en las relaciones económicas 
internacionales, lo cual supone una reducción  de su papel de intermedia-
ción y representación. Otro tanto acontece en materia de gobierno 
interior: la aceptación del principio de subsidiariedad y su extensión al 
campo de las competencias territoriales por los tratados de Maastrich y 
Ámsterdam, han reforzado la legitimidad de los procesos de descentraliza-
ción  y constituye otra razón para que se apliquen nuevos criterios en la 
de�nición y reparto de poder y competencias dentro del Estado. Puede 
a�rmarse que el nuevo tipo de nexos entre lo interno y lo internacional 
depende de y contribuye al reforzamiento de identidades y comunidades 
tanto por debajo del nivel del Estado –lo regional- como sobre dicho nivel, 
como en los casos de integración transfronteriza.

Descentralización, Internacionalización y Complejización 
de la Sociedad Civil

Pertenece a la esencia de la descentralización que el Estado central, en 
lugar de hacerlo todo, deje a otros órganos que hagan todo aquello para lo 
cual su carácter descentralizado los coloca y los dota mejor, democratizan-
do la relación de poder y gobierno mediante el acercamiento de la toma 
de decisiones a aquellos que deben ejecutarlas y asumirlas. Así, por 
ejemplo, todo el campo de la atención médica o de la protección del 

ambiente en relación con las características de la región, así como el 
turismo, o el estímulo a las PYMES, podrían ventajosamente colocarse en el 
ámbito de las competencias de las autoridades regionales o locales, sin 
perjuicio de su enmarcamiento en y coordinación con los principios 
generales de las respectivas políticas nacionales y de los recursos disponi-
bles.

Toda real descentralización supone que los propios actores territoriales se 
constituyan en un subsistema político y social sólido y e�caz, con poder de 
representación y con e�cacia, que les dé poder de negociación respecto del 
traspaso de poder y de recursos, y capacidades de regulación y ejecución. 
En cuanto la descentralización supone un traspaso de poder, la tarea de 
convencer a los operadores del sistema nacional para que trans�eran poder 
político debe hacerse también y principalmente a partir de la región, y no 
sólo desde el Centro. Esta tarea debe involucrar a todos los habitantes y 
crear capacidades de autogobierno en lo propositivo, normativo y ejecuti-
vo. Las instituciones regionales deben desarrollarse al máximo y asumir un 
efectivo liderazgo regional. El sector privado propiamente tal, o empresa-
rial, debe también aumentar su compromiso con la descentralización, 
instalándose efectivamente en regiones.  Hay que generar, en una palabra, 
la capacidad crítica y la inteligencia, “que permitan que desde las regiones 
se puedan pensar sus territorios, hacer propuestas y demandas creativas 
que tengan sobre todo que ver con la vida del conjunto de los ciudadanos 
de la región”. Es de vital  importancia comprender, a propósito del origen y 
destino del esfuerzo descentralizador, “que los procesos de descentraliza-
ción no son necesariamente el resultado de un determinado proceso 
histórico, ni son una fase de desarrollo político, sino que es el producto de 
nuestras propias sociedades para producir  mejores y más elevador niveles 
de vida, y, por sobre todo, es una exigencia que nos impone la internacio-
nalización y la globalización”. 72 
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En consecuencia, en los Estados posmodernos las relaciones entre lo 
interno y lo internacional han adquirido modalidades especí�cas, lo que 
modi�ca el juego de las reglas y principios de la soberanía y, por tanto, 
agregamos, de las relaciones con el exterior y su conducción.

La globalización, un proceso que es tanto efecto como causa de cierta 
homogeneización a escala planetaria, invita a pasar desde un mundo 
internacional hasta ahora dominado por el derecho público de los 
Estados y caracterizado por el uso frecuente del poder y la fuerza, a otro 
mundo en que tiende a prevalecer el derecho privado y a imperar el 
principio de la autonomía de la voluntad, debido a que las acciones son 
realizadas por individuos o colectividades de carácter particular. Por ello 
cada vez es más difícil encontrara el fundamento de la diplomacia en la 
unidad de criterio e interesas que representa el Estado nación. Se avecina 
una rede�nición de lo que llamamos  “interés nacional”, porque éste ya no 
admite como su�ciente la de�nición de origen sólo estatal. La posibilidad 
de acción internacional, de una parte, de los individuos y empresas, y de 
otra, de las regiones, empieza a hacer evidente que se requiere una 
apertura ante la posibilidad de que la mejor forma de realizar hoy el 
interés nacional no dependa de y sea responsabilidad sólo del Estado 
central, y pase por el reconocimiento de la contribución que, de modo 
directo, puedan hacer las unidades subnacionales de gobierno, o los 
sectores de la sociedad civil involucrados en la actividad internacional.

Pérez Gil , siguiendo a Merle, de�ne como actor no estatal de las relacio-
nes internacionales, a toda autoridad, organismo, grupo o, en el caso 
límite, toda persona capaz de desempeñar una función en el campo social 
internacional. Dicha capacidad de desempeño es reconocible en cuanto 
el actor resulte capaz para actuar con autonomía y ejercer in�uencia en el 
sistema internacional con la �nalidad de obtener unos objetivos propios. 
Esta forma de de�nición ubica dentro de tales actores y desde ya, a los 
llamados organismos internacional, así como también a las organizacio-
nes no gubernamentales u ONG’s; pero  hoy también abarcaría a las 
empresa multinacionales –en 1998, cincuenta y seis Estados y cuarenta y 
cuatro empresas formaban el grupo de las cien unidades productivas más 
importantes del mundo- y, decimos nosotros, a las universidades, asocia-
ciones profesionales y políticas internacionales, y a las unidades subnacio-
nales de gobierno regional y local.

Paradójicamente, al tiempo que se produce una mayor internacionaliza-
ción del derecho interno podríamos ser testigos de una relativa declina-
ción de la importancia del Derecho Internacional Público, no por el 
debilitamiento o relativización de sus principios, sino porque su esfera 
abarca solamente el campo de las relaciones internacionales de carácter 
estatal. Sabemos que no puede hoy hacerse el estudio de las relaciones 
internacionales centrándose sólo en el análisis de las relaciones entre 
gobiernos . Del mismo modo, hoy no toda la juridicidad que regula la 
actividad internacional está contenida en los tratados suscritos y puestos 
en vigencia por los Estados.

Luis V. Pérez Gil, “El concepto de actor no estatal de las Relaciones internacio-
nal”, pp. 2 y 3. La obra de Merle a que se hace referencia es Sociología de las 
relaciones internacionales. Veáse también Eric Suy, “New Players in Interna-
tional Relations”.
Eduardo Ortiz, El estudio de las relaciones internacionales, p. 135.
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Pese a lo anterior, no compartimos la tesis de que el Estado nación se aproxi-
ma a su fin, en el sentido en que afirma Kenichi Ohmae en El fin del Estado 
nación o John Naisbitt en Global Paradox. Ohmae, cuyos planteamientos 
acerca del surgimiento de la región como nuevo centro de adopción de decisio-
nes dentro del concierto internacional merecen mucha atención, no es 
igualmente convincente al plantear su idea de fin del Estado. Creemos que 
razones históricas, políticas y geopolíticas sustentan la duración indefinida 
del Estado nación, sea como base de la identidad colectiva del grupo, sea 
como marco definitorio de objetivos comunes fundamentales o como garantía 
de seguridad y supervivencia.
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Lo expuesto nos coloca ya en el tema de la complejización de la región 
como base del éxito de toda descentralización. La complejización  lo es de 
la llamada “sociedad civil”, es decir, esa parte de la sociedad nacional 
distinta del Estado. Contemporáneamente, debemos asumir que esta 
división es puramente metodológica, aunque con re�namientos gramscia-
nos   tengamos que reconocer que sociedad civil y Estado tienen una 
estructura y funciones que reproducen de modo similar, aunque con 
distinta funcionalidad, las relaciones reales de poder imperante en la 
sociedad. Pero, adicionalmente y por aplicación del principio de subsidia-
riedad al campo de la división territorial de competencias, la sociedad civil 
ha pasado a estar integrado por la sociedad privada y corporativa y por 
una parte de propia sociedad estatal, dejando del otro lado al puro aparato 
central del Estado. En este sentido, debemos entender que entre los 
“grupos intermedios” a que se re�ere la Constitución de 1980 se encuen-
tran los órganos subnacionales de gobierno, como gobiernos regionales, y 
municipalidades, y aún ciertos servicios territorialmente descentralizados. 
La descentralización supone devolverles poderes que originalmente 
pudieran haber tenido, y sobre todo, dejar entre sus competencias y para 
el manejo de modo más próximos al ciudadano y a las personas, materias 
en que pueden ser más e�caces que el Estado central. Comprendemos 
ahora qué lo que signi�ca que la sociedad civil aumente el grado de su 
complejidad: ella se hace más moderna, grande y poderosa, particular-
mente en el ámbito regional y local.

El recurso más relevante y decisivo para avanzar en el desarrollo institucio-
nal y regional es el capital aparentemente intangible, es decir, “el que 
guarda relación con la capacidad profesional de los encargados, autorida-
des y actores regionales del desarrollo, con formación y con compromiso 
público, que constituye equipos respaldados por el respeto y la con�anza 
de las autoridades y de la comunidad institucional de la región. 

Más aún, la complejización equivale al adecuado desarrollo de toda la 
infraestructura material e inmaterial, en manos de las autoridades o del 
sector privado o de los grupos intermedios, desarrollo que permita 
compararlos en modernidad y e�ciencia con las estructuras del complejo 
capitalino de poder y con sus referentes extranjeros. Éste es el tipo de 
desarrollo que es reclamado por y útil al proceso de internacionalización 
que el ente descentralizado experimenta a causa de su inserción en una 
economía y cultura que se globalizan.
        
Este efecto reestructurador de la economía mundial sobre partes del 
territorio del mundo en desarrollo se ha manifestado con anterioridad, 
asumiendo la forma de “enclaves económicos o industriales”. De ellos es 
muestra privilegiada el mundo de la industria salitrera en chilena, que en 
su tiempo conoció las tecnologías más avanzadas y las más progresistas 
formas de organización dentro de la sociedad civil. El sistema de enclaves 
no ha pasado de moda, y probablemente subsistirá en todo aquello 
territorio en que, por el carácter primitivo, atrasado y tradicional de la 
respectiva estructura socioeconómica, falta  la complejidad que los opera-
dores contemporáneos del capitalismo internacional exigen. De ser así, 
esos territorios serán simplemente globalizados, y no sólo no tendrán 
parte alguna como globalizadores sino que escasamente gozarán de los 
bene�cios de la economía global. Esto último exige la creación de 
condiciones, primero que nada para el autogobierno, el ejercicio autonó-
mico de la autoridad y la disponibilidad de recursos su�cientes-todo sin 
perjuicio de las políticas centrales-, y segundo y sobre todo, de una infraes-
tructura, de un tipo de bienes y servicios y de una cultura que permitan el 
paso de economías de mera subsistencia y de interés local, a economías 
dirigidas al mercado global. En otras palabras, se requiere de un shock 
modernizante, que no es dado por más McDonald´s, Coca-Cola o whisky y 
champaña, sino por más computadores, Internet, correo electrónico, o 
mejores sistemas de comunicaciones y, sobre todo, por un cambio de 
mentalidad, no para olvidar las tradiciones, sino para entender y operar en 
la modernidad. La complejización exige, en suma,  habilitar a la sociedad 73
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civil y a sus órganos y elites dirigentes para, tanto de modo general cuanto 
en los casos concretos, pensar localmente y actuar globalmente. Así, la 
sociedad civil global “internacionalizada” la sociedad civil regional y la 
conecta de manera más permanente y sistemática a las sociedades civiles 
vecinas.

Constitucionalización de la Política Exterior

Con frecuencia, la práctica de la diplomacia choca con el constitucionalis-
mo, porque sus necesidades de mayor e�ciencia y constancia, vinculadas a 
la reserva, el secreto y la seguridad, a menudo prevalecen por sobre los 
intereses y principio del Estado de Derecho. Esta idea, expuesta por M. 
Glennon y avalada nada menos que por el ex senador W.

Fulbright en un relativamente reciente libro , adquiere mayor importancia 
hoy, en momentos en que la lucha internacional contra el terrorismo 
amenaza a veces los principios fundamentales del Estado de Derecho. 
Glennon busca someter la diplomacia, del mismo modo que lo está la 
seguridad nacional, a una equilibrada normativa constitucional que 
garantice que, sin perjuicio de seguir siendo e�caz  y producir resultados, 
permanezca dentro de los principios de constitucionalismo y de la 
representatividad democrática. 
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Más aún, la complejización equivale al adecuado desarrollo de toda la 
infraestructura material e inmaterial, en manos de las autoridades o del 
sector privado o de los grupos intermedios, desarrollo que permita 
compararlos en modernidad y e�ciencia con las estructuras del complejo 
capitalino de poder y con sus referentes extranjeros. Éste es el tipo de 
desarrollo que es reclamado por y útil al proceso de internacionalización 
que el ente descentralizado experimenta a causa de su inserción en una 
economía y cultura que se globalizan.
        
Este efecto reestructurador de la economía mundial sobre partes del 
territorio del mundo en desarrollo se ha manifestado con anterioridad, 
asumiendo la forma de “enclaves económicos o industriales”. De ellos es 
muestra privilegiada el mundo de la industria salitrera en chilena, que en 
su tiempo conoció las tecnologías más avanzadas y las más progresistas 
formas de organización dentro de la sociedad civil. El sistema de enclaves 
no ha pasado de moda, y probablemente subsistirá en todo aquello 
territorio en que, por el carácter primitivo, atrasado y tradicional de la 
respectiva estructura socioeconómica, falta  la complejidad que los opera-
dores contemporáneos del capitalismo internacional exigen. De ser así, 
esos territorios serán simplemente globalizados, y no sólo no tendrán 
parte alguna como globalizadores sino que escasamente gozarán de los 
bene�cios de la economía global. Esto último exige la creación de 
condiciones, primero que nada para el autogobierno, el ejercicio autonó-
mico de la autoridad y la disponibilidad de recursos su�cientes-todo sin 
perjuicio de las políticas centrales-, y segundo y sobre todo, de una infraes-
tructura, de un tipo de bienes y servicios y de una cultura que permitan el 
paso de economías de mera subsistencia y de interés local, a economías 
dirigidas al mercado global. En otras palabras, se requiere de un shock 
modernizante, que no es dado por más McDonald´s, Coca-Cola o whisky y 
champaña, sino por más computadores, Internet, correo electrónico, o 
mejores sistemas de comunicaciones y, sobre todo, por un cambio de 
mentalidad, no para olvidar las tradiciones, sino para entender y operar en 
la modernidad. La complejización exige, en suma,  habilitar a la sociedad 

civil y a sus órganos y elites dirigentes para, tanto de modo general cuanto 
en los casos concretos, pensar localmente y actuar globalmente. Así, la 
sociedad civil global “internacionalizada” la sociedad civil regional y la 
conecta de manera más permanente y sistemática a las sociedades civiles 
vecinas.

Constitucionalización de la Política Exterior

Con frecuencia, la práctica de la diplomacia choca con el constitucionalis-
mo, porque sus necesidades de mayor e�ciencia y constancia, vinculadas a 
la reserva, el secreto y la seguridad, a menudo prevalecen por sobre los 
intereses y principio del Estado de Derecho. Esta idea, expuesta por M. 
Glennon y avalada nada menos que por el ex senador W.

Fulbright en un relativamente reciente libro , adquiere mayor importancia 
hoy, en momentos en que la lucha internacional contra el terrorismo 
amenaza a veces los principios fundamentales del Estado de Derecho. 
Glennon busca someter la diplomacia, del mismo modo que lo está la 
seguridad nacional, a una equilibrada normativa constitucional que 
garantice que, sin perjuicio de seguir siendo e�caz  y producir resultados, 
permanezca dentro de los principios de constitucionalismo y de la 
representatividad democrática. 

El problema abordado por Glennon tiene su origen en el predominio que 
aún mantiene la idea Hamiltoniana de que el manejo de las relaciones 
internacionales debe con�arse a la rama ejecutiva, en vista de que esa 
conducción exigiría “unidad, e�ciencia y �rmeza”. El Presidente de la 
República, responsable ante toda la nación, dispone de fuentes de 
información, acción y reacción, públicas o con�denciales, permanentes o 
ad hoc, que le otorgan una posición privilegiada para conducir las relacio-
nes con el resto del mundo. La esencia de la �losofía de Hamilton en este 
punto fue recogida  por el texto constitucional de 1778, pero relativiza a 
través de la intervención del Senado y de la Corte Suprema en materia de 
aprobación  de tratados y constitucionalidad de los mismos. Nos obstante, 
el desarrollo de la noción y práctica de los llamados “convenios ejecutivos” 
– no mencionados en la Constitución, pero aceptados por la Corta Supre-
ma en cuanto instrumentos para llevar a cabo facultades presidenciales 
exclusivas o “plenarias” – ha ampliado los márgenes  de discrecionalidad 
del Poder Ejecutivo para actuar en la arena internacional.

La visión teórica y práctica “a la Hamilton” a que nos referimos supone 
seguir adhiriendo hoy, 225 años después de formulada, a una concepción  
de las relaciones internacionales basada en la descon�anza entre poten-
cias  actual o latentemente hostiles, enmarcadas por tanto en considera-
ciones de defensa y seguridad. Aquí sigue vigente la idea de que si quieres 
la paz, debes prepararte para la guerra, una falacia que preocupó, desde 
que las ideas humanistas comenzaron a imponerse, tanto a un Erasmo 
como a un Kant. Es esta tendencia y sus consecuencias en la segunda 
mitad de siglo pasado – es decir, la “globalización”  de la inseguridad en el 
período de la Guerra Fría-, lo que llevó a Glennon a realizar su estudio y 
proponer se “aclaren” constitucionalmente aspectos como los vinculados a 
la “competitiva” relación  entre Congreso y Presidente en materia de 
tratados; relaciones entre tratados y convenios ejecutivos, y facultades 
para el uso exterior de la fuerza.

Glennon plantea un problema que podríamos denominar de “constitucio-

M. Glennon, Diplomacia Constitucional. Es importante conocer los términos 
en que se refiere al problema al propio ex senador W. Fulbright, en el Prólogo 
al libro de Glennon: “... en gran medida como resultado de mi experiencia 
durante la Guerra de Vietnam, modifiqué mi posición respecto al papel que 
den cumplir el Congreso y los Tribunales dentro de nuestro esquema constitu-
cional. Tras haber vivido los frenéticos vaivenes e inestabilidad de la política 
norteamericana en los años posteriores a 1950, y tras haber presenciado casi 
tres décadas de activismos excesivo, mesianismo global y militarismo 
injustificado, llegué a apreciar el mérito que pueden tener ocasionales 
aplazamientos o efectos de inercia”, p. 15. 
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nalización” del ejercicio de las facultades propias del Poder Ejecutivo en 
una época de constitucionalismo en que su esencia está constituida por el 
Estado de Derecho o the rule of law. Tal problema también existe dentro del 
constitucionalismo chileno y queda cada vez más de relieve, sea por efecto 
de la toma de posición que Congreso o Tribunal Constitucional hacen en 
materia de, respectivamente, mérito o conveniencia,  y constitucionalidad 
de tratados, sea por los cuellos de botella que la estructura burocrática de 
relaciones exteriores signi�ca para el avance de la descentralización y 
desconcentración político-administrativas. Este artículo se propone 
plantear la urgencia y marco de una discusión necesaria APRA ayudar que 
el manejo de las relaciones exteriores en el Chile del siglo XXI no sea un 
riesgo para el Estado de Derecho ni un freno para la modernización y 
descentralización del Estado –y de la sociedad- chilenos.

Bases Constitucionales del Manejo de las 
Relaciones Exteriores en Chile

La suma de in�uencias y efectos provenientes, primero, de los procesos de 
integración y enseguida de la globalización, no ha sido capaz de evitar que 
la Constitución chilena siga apartándose de las tendencias innovadoras 
que el Derecho Comparado pone de mani�esto, y adscriba a la teoría 
clásica de asignación de competencias: en materia de relaciones exterio-
res, la conducción y realización de la política exterior, siguen en las manos 
del Presidente de la República. 

El tema ha sido abordado en profundidad por Lautaro Ríos y M. A. Núñez 
en su artículo “Chile, una Constitución Insular” , y en especial por Manuel a 
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Lo expuesto nos coloca ya en el tema de la complejización de la región 
como base del éxito de toda descentralización. La complejización  lo es de 
la llamada “sociedad civil”, es decir, esa parte de la sociedad nacional 
distinta del Estado. Contemporáneamente, debemos asumir que esta 
división es puramente metodológica, aunque con re�namientos gramscia-
nos   tengamos que reconocer que sociedad civil y Estado tienen una 
estructura y funciones que reproducen de modo similar, aunque con 
distinta funcionalidad, las relaciones reales de poder imperante en la 
sociedad. Pero, adicionalmente y por aplicación del principio de subsidia-
riedad al campo de la división territorial de competencias, la sociedad civil 
ha pasado a estar integrado por la sociedad privada y corporativa y por 
una parte de propia sociedad estatal, dejando del otro lado al puro aparato 
central del Estado. En este sentido, debemos entender que entre los 
“grupos intermedios” a que se re�ere la Constitución de 1980 se encuen-
tran los órganos subnacionales de gobierno, como gobiernos regionales, y 
municipalidades, y aún ciertos servicios territorialmente descentralizados. 
La descentralización supone devolverles poderes que originalmente 
pudieran haber tenido, y sobre todo, dejar entre sus competencias y para 
el manejo de modo más próximos al ciudadano y a las personas, materias 
en que pueden ser más e�caces que el Estado central. Comprendemos 
ahora qué lo que signi�ca que la sociedad civil aumente el grado de su 
complejidad: ella se hace más moderna, grande y poderosa, particular-
mente en el ámbito regional y local.

El recurso más relevante y decisivo para avanzar en el desarrollo institucio-
nal y regional es el capital aparentemente intangible, es decir, “el que 
guarda relación con la capacidad profesional de los encargados, autorida-
des y actores regionales del desarrollo, con formación y con compromiso 
público, que constituye equipos respaldados por el respeto y la con�anza 
de las autoridades y de la comunidad institucional de la región. 

Más aún, la complejización equivale al adecuado desarrollo de toda la 
infraestructura material e inmaterial, en manos de las autoridades o del 
sector privado o de los grupos intermedios, desarrollo que permita 
compararlos en modernidad y e�ciencia con las estructuras del complejo 
capitalino de poder y con sus referentes extranjeros. Éste es el tipo de 
desarrollo que es reclamado por y útil al proceso de internacionalización 
que el ente descentralizado experimenta a causa de su inserción en una 
economía y cultura que se globalizan.
        
Este efecto reestructurador de la economía mundial sobre partes del 
territorio del mundo en desarrollo se ha manifestado con anterioridad, 
asumiendo la forma de “enclaves económicos o industriales”. De ellos es 
muestra privilegiada el mundo de la industria salitrera en chilena, que en 
su tiempo conoció las tecnologías más avanzadas y las más progresistas 
formas de organización dentro de la sociedad civil. El sistema de enclaves 
no ha pasado de moda, y probablemente subsistirá en todo aquello 
territorio en que, por el carácter primitivo, atrasado y tradicional de la 
respectiva estructura socioeconómica, falta  la complejidad que los opera-
dores contemporáneos del capitalismo internacional exigen. De ser así, 
esos territorios serán simplemente globalizados, y no sólo no tendrán 
parte alguna como globalizadores sino que escasamente gozarán de los 
bene�cios de la economía global. Esto último exige la creación de 
condiciones, primero que nada para el autogobierno, el ejercicio autonó-
mico de la autoridad y la disponibilidad de recursos su�cientes-todo sin 
perjuicio de las políticas centrales-, y segundo y sobre todo, de una infraes-
tructura, de un tipo de bienes y servicios y de una cultura que permitan el 
paso de economías de mera subsistencia y de interés local, a economías 
dirigidas al mercado global. En otras palabras, se requiere de un shock 
modernizante, que no es dado por más McDonald´s, Coca-Cola o whisky y 
champaña, sino por más computadores, Internet, correo electrónico, o 
mejores sistemas de comunicaciones y, sobre todo, por un cambio de 
mentalidad, no para olvidar las tradiciones, sino para entender y operar en 
la modernidad. La complejización exige, en suma,  habilitar a la sociedad 73
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civil y a sus órganos y elites dirigentes para, tanto de modo general cuanto 
en los casos concretos, pensar localmente y actuar globalmente. Así, la 
sociedad civil global “internacionalizada” la sociedad civil regional y la 
conecta de manera más permanente y sistemática a las sociedades civiles 
vecinas.

Constitucionalización de la Política Exterior

Con frecuencia, la práctica de la diplomacia choca con el constitucionalis-
mo, porque sus necesidades de mayor e�ciencia y constancia, vinculadas a 
la reserva, el secreto y la seguridad, a menudo prevalecen por sobre los 
intereses y principio del Estado de Derecho. Esta idea, expuesta por M. 
Glennon y avalada nada menos que por el ex senador W.

Fulbright en un relativamente reciente libro , adquiere mayor importancia 
hoy, en momentos en que la lucha internacional contra el terrorismo 
amenaza a veces los principios fundamentales del Estado de Derecho. 
Glennon busca someter la diplomacia, del mismo modo que lo está la 
seguridad nacional, a una equilibrada normativa constitucional que 
garantice que, sin perjuicio de seguir siendo e�caz  y producir resultados, 
permanezca dentro de los principios de constitucionalismo y de la 
representatividad democrática. 
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El problema abordado por Glennon tiene su origen en el predominio que 
aún mantiene la idea Hamiltoniana de que el manejo de las relaciones 
internacionales debe con�arse a la rama ejecutiva, en vista de que esa 
conducción exigiría “unidad, e�ciencia y �rmeza”. El Presidente de la 
República, responsable ante toda la nación, dispone de fuentes de 
información, acción y reacción, públicas o con�denciales, permanentes o 
ad hoc, que le otorgan una posición privilegiada para conducir las relacio-
nes con el resto del mundo. La esencia de la �losofía de Hamilton en este 
punto fue recogida  por el texto constitucional de 1778, pero relativiza a 
través de la intervención del Senado y de la Corte Suprema en materia de 
aprobación  de tratados y constitucionalidad de los mismos. Nos obstante, 
el desarrollo de la noción y práctica de los llamados “convenios ejecutivos” 
– no mencionados en la Constitución, pero aceptados por la Corta Supre-
ma en cuanto instrumentos para llevar a cabo facultades presidenciales 
exclusivas o “plenarias” – ha ampliado los márgenes  de discrecionalidad 
del Poder Ejecutivo para actuar en la arena internacional.

La visión teórica y práctica “a la Hamilton” a que nos referimos supone 
seguir adhiriendo hoy, 225 años después de formulada, a una concepción  
de las relaciones internacionales basada en la descon�anza entre poten-
cias  actual o latentemente hostiles, enmarcadas por tanto en considera-
ciones de defensa y seguridad. Aquí sigue vigente la idea de que si quieres 
la paz, debes prepararte para la guerra, una falacia que preocupó, desde 
que las ideas humanistas comenzaron a imponerse, tanto a un Erasmo 
como a un Kant. Es esta tendencia y sus consecuencias en la segunda 
mitad de siglo pasado – es decir, la “globalización”  de la inseguridad en el 
período de la Guerra Fría-, lo que llevó a Glennon a realizar su estudio y 
proponer se “aclaren” constitucionalmente aspectos como los vinculados a 
la “competitiva” relación  entre Congreso y Presidente en materia de 
tratados; relaciones entre tratados y convenios ejecutivos, y facultades 
para el uso exterior de la fuerza.

Glennon plantea un problema que podríamos denominar de “constitucio-

Núñez en su reciente obra Integración y constitución. Ellos hablan del 
“hermetismo nacionalistoide” de que adolece la Carta Fundamental en una 
época en que la integración se ha transformado en un tópico de Derecho 
Constitucional no sólo en Europa sino en América latina. En resumen, 
ponen de mani�esto que la Constitución de 1980 presenta la siguientes 
carencias: a) No existe norma constitucional que recoja los principios del 
Derecho Internacional como parte integrante del ordenamiento jurídico; 
b) la Constitución no especi�ca de modo claro la jerarquía de los tratados 
internacionales dentro de nuestro ordenamiento jurídico ni las reglas para 
su aprobación  parlamentaria una vez ya puestos en vigencia; c) No existe 
norma constitucional que proclame a algún nivel siquiera una idea sobre 
la vocación integracionista de Chile, o que permita la transferencia de 
ciertas competencias soberanas a órganos supranacionales, ni menos que 
admita la eventual aplicación directa del derecho del tipo comunitario. En 
este desolador panorama provocados por el primitivismo de nuestro 
Derecho Constitucional no parece ser consolación la reforma introducida 
el año 1989 al inciso 2º del art.5º, en materia de respeto a los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana garantizados por las 
normas de “los tratados internacionales rati�cados por Chile y que se 
encuentran vigentes”. Lo único que parece haberse logrado con ello es 
limitar el poder del legislador común del futuro para modi�car esas 
normas, convirtiéndolas virtualmente en disposiciones pétreas.

El discurso académico habitual expone de modo claro y convincente los 
alcances de la facultad del Presidente de la República para el manejo de las 
relaciones internacionales . 
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nalización” del ejercicio de las facultades propias del Poder Ejecutivo en 
una época de constitucionalismo en que su esencia está constituida por el 
Estado de Derecho o the rule of law. Tal problema también existe dentro del 
constitucionalismo chileno y queda cada vez más de relieve, sea por efecto 
de la toma de posición que Congreso o Tribunal Constitucional hacen en 
materia de, respectivamente, mérito o conveniencia,  y constitucionalidad 
de tratados, sea por los cuellos de botella que la estructura burocrática de 
relaciones exteriores signi�ca para el avance de la descentralización y 
desconcentración político-administrativas. Este artículo se propone 
plantear la urgencia y marco de una discusión necesaria APRA ayudar que 
el manejo de las relaciones exteriores en el Chile del siglo XXI no sea un 
riesgo para el Estado de Derecho ni un freno para la modernización y 
descentralización del Estado –y de la sociedad- chilenos.

Bases Constitucionales del Manejo de las 
Relaciones Exteriores en Chile

La suma de in�uencias y efectos provenientes, primero, de los procesos de 
integración y enseguida de la globalización, no ha sido capaz de evitar que 
la Constitución chilena siga apartándose de las tendencias innovadoras 
que el Derecho Comparado pone de mani�esto, y adscriba a la teoría 
clásica de asignación de competencias: en materia de relaciones exterio-
res, la conducción y realización de la política exterior, siguen en las manos 
del Presidente de la República. 

El tema ha sido abordado en profundidad por Lautaro Ríos y M. A. Núñez 
en su artículo “Chile, una Constitución Insular” , y en especial por Manuel a 

Lautaro Ríos Álvarez y Manuel A. Núñez, Chile, una constitución insular, 
pp. 229-239. 
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Nos referimos, por ejemplo, a la ley Nº 19.300, sobre base General del Medio 
Ambiente –ya que como sabemos, los problemas del ambiente son, en su 
inmensa mayoría, de regiones y se transforman con facilidad en problemas bi 
o multinacionales-, y a la LOC de Municipalidades, que no hace otra referen-
cia al tema que la contenida en la letra f) del art. 135, según el cual uno de 
los objetos de las Asociaciones de Municipalidades es “la coordinación con 
instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen 
municipal”. Ello, pese a las incontables acciones internacionales de 
alrededor de cuarenta municipalidades que mantienen activas relaciones 
internacionales.
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  Verdugo et al., op. cit. p. 71.
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Al tenor del art. 32. Nº 17, es una de las facultades “especiales” del 
Presidente de la República, “conducir” las relaciones políticas y llevar a 
cabo las negociaciones con las potencias extranjeras y los organismos 
internacionales. En consecuencia, también le corresponde concluir, �rmar 
y rati�car los tratados que estime convenientes para los intereses del país. 
Con anterioridad, el Nº 10 ha dicho que es facultad especial del Presidente 
“designar a los embajadores y ministros diplomáticos, y a los representan-
tes ante organismos internacionales”,  funcionarios que son declarados 
“de la con�anza exclusiva del presidente de la república y que se manten-
drán en sus puestos mientras cuenten con ella”. Se concentra así en el 
Presidente el poder para: 1) la conducción y realización de la política 
exterior propiamente tal; 2) el Ius contrahendi; 3) el derecho de represen-
tación internacional y 4) el derecho de legación.

Esta suma de poderes especiales lleva a los comentaristas, usualmente, a 
concluir que el  Presidente concentra en sí y de manera exclusiva el poder 
para dirigir al país en materia de política exterior, ya que ha sido “faculta-
do para imprimir el curso que él desee a su accionar hacia el exterior” .  De 
este modo, en pleno siglo XXI y de la globalización, se explica y justi�ca 
esa concentración de poderes en una persona como consecuencia lógica 
de la unidad de criterio y de acción que se requiere para que la nación 
chilena actúe de modo e�ciente y con una sola voz en la política exterior.  
Esta conclusión podrían entenderse corroborada por el art. 61 de la ley Nº 
19.175, LOC sobre Gobierno y Administración Regional, conforme al cual  
no se permite la desconcentración territorial del Ministerio de Relaciones 
Exteriores mediante el establecimiento se secretarías regionales ministe-
riales. Podría reforzarse este argumento con la comprobación de que 
otras   leyes  que  también    regulan   actividades  que  de  modo  natural 
y   lógico   suponen   interacción  con  el  exterior  por  parte  de unidades
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de gobierno, mantienen la unicidad y exclusividad del poder presiden-
cial.

Creemos que este tipo de conclusión puede, y merece, ser cuestionado a 
partir de argumentos tanto sociopolíticos como jurídico-formales que 
exponemos más adelante.

Causales de la Vigorización del Ejecutivo en Materias Internacionales

Inicialmente, el Derecho Constitucional proporcionó numerosos 
ejemplos de la aceptación  de la tendencia inaugurada por Hamilton y 
que ubicó al Jefe del Estado al centro de la conclusión de las relaciones 
exteriores. En la segunda mitad del siglo XX esta tendencia fue reforzada 
sin duda reforzada por la comprobación de la creciente complejidad y 
tecni�cación del manejo de las relaciones internacionales, expresada 
principalmente en una red de organismos internacionales y de política 
multilateral vinculada a temas como desarrollo y derechos humanos, que 
requería de mayor especialización burocrático-profesionales, sólo 
disponible en la cantidad y calidad adecuadas dentro del Poder Ejecutivo. 
Reconocido dicho proceso, lo que aquí interesa en cuanto novedoso es el 
proceso de vigorización de las facultades del poder Ejecutivo que se 
produce en la Constitución de 1980, así como las causas del mismo.
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El problema abordado por Glennon tiene su origen en el predominio que 
aún mantiene la idea Hamiltoniana de que el manejo de las relaciones 
internacionales debe con�arse a la rama ejecutiva, en vista de que esa 
conducción exigiría “unidad, e�ciencia y �rmeza”. El Presidente de la 
República, responsable ante toda la nación, dispone de fuentes de 
información, acción y reacción, públicas o con�denciales, permanentes o 
ad hoc, que le otorgan una posición privilegiada para conducir las relacio-
nes con el resto del mundo. La esencia de la �losofía de Hamilton en este 
punto fue recogida  por el texto constitucional de 1778, pero relativiza a 
través de la intervención del Senado y de la Corte Suprema en materia de 
aprobación  de tratados y constitucionalidad de los mismos. Nos obstante, 
el desarrollo de la noción y práctica de los llamados “convenios ejecutivos” 
– no mencionados en la Constitución, pero aceptados por la Corta Supre-
ma en cuanto instrumentos para llevar a cabo facultades presidenciales 
exclusivas o “plenarias” – ha ampliado los márgenes  de discrecionalidad 
del Poder Ejecutivo para actuar en la arena internacional.

La visión teórica y práctica “a la Hamilton” a que nos referimos supone 
seguir adhiriendo hoy, 225 años después de formulada, a una concepción  
de las relaciones internacionales basada en la descon�anza entre poten-
cias  actual o latentemente hostiles, enmarcadas por tanto en considera-
ciones de defensa y seguridad. Aquí sigue vigente la idea de que si quieres 
la paz, debes prepararte para la guerra, una falacia que preocupó, desde 
que las ideas humanistas comenzaron a imponerse, tanto a un Erasmo 
como a un Kant. Es esta tendencia y sus consecuencias en la segunda 
mitad de siglo pasado – es decir, la “globalización”  de la inseguridad en el 
período de la Guerra Fría-, lo que llevó a Glennon a realizar su estudio y 
proponer se “aclaren” constitucionalmente aspectos como los vinculados a 
la “competitiva” relación  entre Congreso y Presidente en materia de 
tratados; relaciones entre tratados y convenios ejecutivos, y facultades 
para el uso exterior de la fuerza.

Glennon plantea un problema que podríamos denominar de “constitucio-

Núñez en su reciente obra Integración y constitución. Ellos hablan del 
“hermetismo nacionalistoide” de que adolece la Carta Fundamental en una 
época en que la integración se ha transformado en un tópico de Derecho 
Constitucional no sólo en Europa sino en América latina. En resumen, 
ponen de mani�esto que la Constitución de 1980 presenta la siguientes 
carencias: a) No existe norma constitucional que recoja los principios del 
Derecho Internacional como parte integrante del ordenamiento jurídico; 
b) la Constitución no especi�ca de modo claro la jerarquía de los tratados 
internacionales dentro de nuestro ordenamiento jurídico ni las reglas para 
su aprobación  parlamentaria una vez ya puestos en vigencia; c) No existe 
norma constitucional que proclame a algún nivel siquiera una idea sobre 
la vocación integracionista de Chile, o que permita la transferencia de 
ciertas competencias soberanas a órganos supranacionales, ni menos que 
admita la eventual aplicación directa del derecho del tipo comunitario. En 
este desolador panorama provocados por el primitivismo de nuestro 
Derecho Constitucional no parece ser consolación la reforma introducida 
el año 1989 al inciso 2º del art.5º, en materia de respeto a los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana garantizados por las 
normas de “los tratados internacionales rati�cados por Chile y que se 
encuentran vigentes”. Lo único que parece haberse logrado con ello es 
limitar el poder del legislador común del futuro para modi�car esas 
normas, convirtiéndolas virtualmente en disposiciones pétreas.

El discurso académico habitual expone de modo claro y convincente los 
alcances de la facultad del Presidente de la República para el manejo de las 
relaciones internacionales . 
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nalización” del ejercicio de las facultades propias del Poder Ejecutivo en 
una época de constitucionalismo en que su esencia está constituida por el 
Estado de Derecho o the rule of law. Tal problema también existe dentro del 
constitucionalismo chileno y queda cada vez más de relieve, sea por efecto 
de la toma de posición que Congreso o Tribunal Constitucional hacen en 
materia de, respectivamente, mérito o conveniencia,  y constitucionalidad 
de tratados, sea por los cuellos de botella que la estructura burocrática de 
relaciones exteriores signi�ca para el avance de la descentralización y 
desconcentración político-administrativas. Este artículo se propone 
plantear la urgencia y marco de una discusión necesaria APRA ayudar que 
el manejo de las relaciones exteriores en el Chile del siglo XXI no sea un 
riesgo para el Estado de Derecho ni un freno para la modernización y 
descentralización del Estado –y de la sociedad- chilenos.

Bases Constitucionales del Manejo de las 
Relaciones Exteriores en Chile

La suma de in�uencias y efectos provenientes, primero, de los procesos de 
integración y enseguida de la globalización, no ha sido capaz de evitar que 
la Constitución chilena siga apartándose de las tendencias innovadoras 
que el Derecho Comparado pone de mani�esto, y adscriba a la teoría 
clásica de asignación de competencias: en materia de relaciones exterio-
res, la conducción y realización de la política exterior, siguen en las manos 
del Presidente de la República. 

El tema ha sido abordado en profundidad por Lautaro Ríos y M. A. Núñez 
en su artículo “Chile, una Constitución Insular” , y en especial por Manuel a 

Lautaro Ríos Álvarez y Manuel A. Núñez, Chile, una constitución insular, 
pp. 229-239. 

76

77

 Manuel Antonio Núñez, Integración y Constitución
Mario Verdugo, Emilio Pfeffer y Humberto Nogueira, Manual de Derecho 
Constitucional. 33

Vuelo de la Parina



80

80

El texto de la Constitución de 1980 re�eja, estructura y contexto las 
razones que llevaron al constituyente de ese momento a no sólo mante-
ner el criterio clásico heredado del constitucionalismo estadounidense, 
sino a intensi�car la primacía del presidente de la República en materias 
internacionales. Nos referimos a un período en que predominó una visión 
ideológica de la seguridad nacional, expresada en la denominada Doctri-
na de la Seguridad Nacional en esencia fundada en la concepción schmi-
tiana de la política como una relación “amigo-enemigo”  y durante el cual 
el país se vio dentro de una comunidad internacional que le mostró 
hostilidad ante las violaciones sistemáticas y permanentes en los 
derechos humanos que tuvieron lugar en Chile a partir de 1973. Dentro 
de tal escenario las potencias extranjeras son percibidas fundamental-
mente como antagonistas o enemigas, y las relaciones con ellas se basan 
en la descon�anza y son parte de un problema de seguridad nacional. Las 
fronteras son vistas como murallas de una fortaleza, al otro lado de las 
cuales comienza un mundo hostil, preparado para provocar con�ictos, 
siempre dispuesto a apoyar el “enemigo interno”. Nada más obvio, en 
consecuencia, que con�ar las relaciones con un mundo “no amigo”, al 
máximo responsable de la seguridad nacional, al Presidente de la 
República. Ello quedó expresado en el bloque de normas que, dentro del 
art. 32 de la Constitución, fundieron en manos del Ejecutivo el manejo de 
las relaciones exteriores y el manejo de la seguridad (Nº 17 al 21), convir-
tiéndolo en cuanto Jefe del Estado y generalísimo de las fuerzas armadas, 
en la �gura “trópico-cesarista”, habilitada para manejar, de este modo, el 
proceso de relaciones con las potencias extranjeras, que comienza con el 
mantenimiento de relaciones políticas conforme al Nº 17 del art. 32, pero 
que puede concluir perfectamente, a la luz del Nº 21 del mismo artículo 
con la declaración de guerra.

Nos referimos, por supuesto a Karl Schmitt y su obra Teología Política.

El mismo cuadro ideológico y fáctico tipo real politiek que llevó a la 
solución recién explicada in�uyó, sin duda, para que en el tratamiento del 
problema de las relaciones de Derecho Interno  con el Derecho Interna-
cional, y de cara a los procesos de integración y creación de organismos y 
normativas supranacionales, el constituyente respondiere con un 
silencio prohibitivo. En consecuencia, se mantuvo el concepto clásico y 
arcaico de soberanía absoluta, y se mantuvo la oscuridad sobre el valor 
interno o jerarquía jurídica de la norma establecida por tratados interna-
cionales suscritos, aprobados y rati�cados por Chile. De ese modo, la 
Constitución chilena pasó a ser, junto con la boliviana, la única que 
dentro de América latina sigue cerrada frente a los avances e innovacio-
nes que en materia de soberanía y de relaciones internacionales anticipa-
ron el arribo de la globalización.

Limitaciones Actuales al Poder del Presidente en Política Exterior

Veamos algunos argumentos que pueden llevarnos a concluir que el 
presidente de la República ni maneja a su antojo las relaciones exteriores 
del país, ni es el único que legítimamente puede tomar parte en la 
actividad exterior.

Condicionamientos sociológicos-políticos

Cualquier estudio politicológico o de sociología demostrará que el 
proceso de toma de decisiones en materia de política exterior, si bien está 
sujeto a formalidades y ritos diferenciadores, no se aparta en esencia de 
aquel relativo a la política interior. Los medios parlamentarios vinculados, 
sea a las comisiones de relaciones exteriores, sea a las regiones, y con más 
razón, los personeros de asociaciones gremiales de tipo patronal y laboral 
están siempre atentos y ejerciendo in�uencia sobre las prioridades y 
contenidos de las negociaciones con el exterior. Esto, vidente y conocido, 
demuestra que la pretendida exclusividad en el  manejo de las relacio-
nes exteriores no puede confundirse con una suerte de  infalibilidad  de
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Nuestra conceptualización actualizada de integración y globalización puede 
verse en Kuhn, Thomas, La estructura de las resoluciones científicas (México, 
1986), p. 16. La segunda cuestión metodológica dice relación con el distingo 
que debe hacerse, a partir de su diferente naturaleza y objetivos, entre cuatro 
actividades humanas que ocurren en el plano internacional. Nos referimos al 
Derecho Internacional Público, a la política exterior, a las relaciones interna-
cionales y a la economía política internacional. Ilustra este criterio diferencia-
dor la opinión dada en su momento por Jordi Pujol, presidente de la Generali-
tat de Cataluña, quien afirmó que “Cataluña no tiene una política exterior, 
pero sí tiene y puede tener presencia internacional”, y esto, a través de 
relaciones internacionales. En el mismo orden de cosas tengamos presente que 
la economía política internacional ya no es materia exclusiva de los Estados, 
y que por la misma circunstancia, las instituciones de derecho privado que la 
caracterizan empiezan a complementar e invadir el arsenal del Derecho 
Internacional Público tradicional. 

de tipo papal   a propósito de decisiones tomadas dentro de una torre de 
mar�l. La materia sigue siendo tan política como cualquiera, y está sujeta 
a las respectivas correlaciones de fuerza y reglas de juego. Lo que en 
de�nitiva se busca y debe lograrse, es que la voz presidencial efectiva-
mente tome en cuenta, represente y exprese una versión equilibrada y 
armónica de múltiples intereses que contribuyen a la de�nición de un 
“interés de país”, que pasa a ser manejado a través de una “política de 
Estado”. El problema se acentúa y se hace más complejo en casos en que 
el tipo de intereses de que se trata se contrapone, por su naturaleza, a la 
de�nición vigente en materia de división de competencias estatales o a la 
noción misma de nación. Nos referimos, por un lado al fortalecimiento de 
las regiones como parte de un proceso nacional de descentralización, 
vinculado a una inevitable transferencia de poderes – o re división de 
competencias- y, por otro, a las cuestiones planteadas por las minorías 
étnicas, que incluyen demandas de competencias para actuar en el plano 
externo en general y especialmente respecto de y junto a grupos 
similares localizados en territorios de otros Estados.

Limitaciones Constitucionales

El carácter no exclusivo, aunque ciertamente especial, de las facultades 
del presidente de la república en materia de política exterior, queda 
de�nitivamente de mani�esto al estudiar los mecanismos de checks – 
and- balances introducidos por el constituyente. El primero se re�ere a la 
aprobación de los tratados por parte del Congreso Nacional en los 
términos establecidos por el art. 50,Nº 1, y el segundo a la atribución del 
Tribunal Constitucional para pronunciarse sobre cuestiones de constitu-
cionalidad que se susciten durante la tramitación de los tratados someti-
dos a la aprobación del Congreso (Art. 82, Nº 2). En ambos casos, sí 
estamos ante facultades exclusivas de los respectivos órganos, es decir, 
ante una atribución cuyo ejercicio termina en una decisión que no es 
jurídicamente revisable ni refutable por parte del poder Ejecutivo o de 

otro órgano. En términos de lógica jurídica, esto signi�ca que las faculta-
des cuasiexclusivas del Presidente de la República para ejercer los 
poderes de representación, legación y de conducción de la política 
exterior, no se extienden al jus contrahendi. En esta  última materia, 
comparte facultades con ambas cámaras, sin cuya aprobación el tratado 
no podrá ser rati�cado ni entrara en vigencia, y con el Tribunal Constitu-
cional, que tiene la última palabra acerca de sí el tratado suscrito se 
enmarca dentro de las normas constitucionales.

Hemos comprobado que ni en el plano jurídico ni el político tiene el 
Presidente de la República facultades exclusivas para el manejo de las 
relaciones internacionales, aunque si las tiene, justi�cadamente, de 
carácter especial. No estamos, por tanto, ante un dogma constitucional 
que no pudiere ser tocado sin peligro de derrumbe de la catedral consti-
tucional. Por el contrario, dadas las actuales características de las relacio-
nes internacionales, la tendencia descentralizadora se ha extendido 
también al campo de las relaciones exteriores, sin perjuicio del manteni-
miento de la unidad esencial, jurídica y política, del sistema estatal corres-
pondiente. Casos   concretos de esta tendencia los hemos examinado en 
otros artículos.

¿Admiten regulación legal las atribuciones del presidente de la República en 
materias de Relaciones Exteriores?

El carácter “especial”, pero no “exclusivo” del manejo de las relaciones 
exteriores por el presidente de la República implica que la materia puede 
ser regulada por el legislador en los aspectos que la Constitución permite, 

Véase a propósito de estos desarrollos, lo expuesto con relación a las nuevas 
aplicaciones del principio de subsidiariedad dentro de la Unión Europea, en 
este artículo.
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El texto de la Constitución de 1980 re�eja, estructura y contexto las 
razones que llevaron al constituyente de ese momento a no sólo mante-
ner el criterio clásico heredado del constitucionalismo estadounidense, 
sino a intensi�car la primacía del presidente de la República en materias 
internacionales. Nos referimos a un período en que predominó una visión 
ideológica de la seguridad nacional, expresada en la denominada Doctri-
na de la Seguridad Nacional en esencia fundada en la concepción schmi-
tiana de la política como una relación “amigo-enemigo”  y durante el cual 
el país se vio dentro de una comunidad internacional que le mostró 
hostilidad ante las violaciones sistemáticas y permanentes en los 
derechos humanos que tuvieron lugar en Chile a partir de 1973. Dentro 
de tal escenario las potencias extranjeras son percibidas fundamental-
mente como antagonistas o enemigas, y las relaciones con ellas se basan 
en la descon�anza y son parte de un problema de seguridad nacional. Las 
fronteras son vistas como murallas de una fortaleza, al otro lado de las 
cuales comienza un mundo hostil, preparado para provocar con�ictos, 
siempre dispuesto a apoyar el “enemigo interno”. Nada más obvio, en 
consecuencia, que con�ar las relaciones con un mundo “no amigo”, al 
máximo responsable de la seguridad nacional, al Presidente de la 
República. Ello quedó expresado en el bloque de normas que, dentro del 
art. 32 de la Constitución, fundieron en manos del Ejecutivo el manejo de 
las relaciones exteriores y el manejo de la seguridad (Nº 17 al 21), convir-
tiéndolo en cuanto Jefe del Estado y generalísimo de las fuerzas armadas, 
en la �gura “trópico-cesarista”, habilitada para manejar, de este modo, el 
proceso de relaciones con las potencias extranjeras, que comienza con el 
mantenimiento de relaciones políticas conforme al Nº 17 del art. 32, pero 
que puede concluir perfectamente, a la luz del Nº 21 del mismo artículo 
con la declaración de guerra.

Nos referimos, por supuesto a Karl Schmitt y su obra Teología Política.

El mismo cuadro ideológico y fáctico tipo real politiek que llevó a la 
solución recién explicada in�uyó, sin duda, para que en el tratamiento del 
problema de las relaciones de Derecho Interno  con el Derecho Interna-
cional, y de cara a los procesos de integración y creación de organismos y 
normativas supranacionales, el constituyente respondiere con un 
silencio prohibitivo. En consecuencia, se mantuvo el concepto clásico y 
arcaico de soberanía absoluta, y se mantuvo la oscuridad sobre el valor 
interno o jerarquía jurídica de la norma establecida por tratados interna-
cionales suscritos, aprobados y rati�cados por Chile. De ese modo, la 
Constitución chilena pasó a ser, junto con la boliviana, la única que 
dentro de América latina sigue cerrada frente a los avances e innovacio-
nes que en materia de soberanía y de relaciones internacionales anticipa-
ron el arribo de la globalización.

Limitaciones Actuales al Poder del Presidente en Política Exterior

Veamos algunos argumentos que pueden llevarnos a concluir que el 
presidente de la República ni maneja a su antojo las relaciones exteriores 
del país, ni es el único que legítimamente puede tomar parte en la 
actividad exterior.

Condicionamientos sociológicos-políticos

Cualquier estudio politicológico o de sociología demostrará que el 
proceso de toma de decisiones en materia de política exterior, si bien está 
sujeto a formalidades y ritos diferenciadores, no se aparta en esencia de 
aquel relativo a la política interior. Los medios parlamentarios vinculados, 
sea a las comisiones de relaciones exteriores, sea a las regiones, y con más 
razón, los personeros de asociaciones gremiales de tipo patronal y laboral 
están siempre atentos y ejerciendo in�uencia sobre las prioridades y 
contenidos de las negociaciones con el exterior. Esto, vidente y conocido, 
demuestra que la pretendida exclusividad en el  manejo de las relacio-
nes exteriores no puede confundirse con una suerte de  infalibilidad  de
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Véase, por ejemplo, Contraloría General de la República, Recopilación de 
leyes, tomo 75, pp. 531 a 593.

y lo permite cada vez que da margen a la intervención de otra voluntad 
institucional en el proceso.

A este respecto es útil tener presente que la redacción de la actual norma 
del Art. 32, Nº 17 proviene de un período de constitucionalismo en que 
sólo los Estados naciones y los organismos internacionales eran actores 
de la política y el Derecho Internacionales. Ignora, por tanto,  y como se 
ha explicado, que hoy son también reconocidas las actividades interna-
cionales de ONG’S, empresas multinacionales, universidades y organis-
mos subnacionales de gobierno de carácter regional y local. Esto plantea 
desde perspectivas nuevas y reales la cuestión de quién y cuándo debe 
actuar, en qué nivel de autoridad y representación, cuando de las relacio-
nes de un país de trata.

Una respuesta añejamente formal podría consistir en que en todos esos 
casos debería seguir actuando el Presidente de la República, directamen-
te, por interpósita persona o por delegación permanente, Pero la solución 
generalmente aceptada hoy en Derecho Constitucional Comparado y 
Derecho Comunitario es distinta y pasa por el reconocimiento u otorga-
miento de facultades propias, regladas y sobre materias determinadas, a 
órganos como Comunidades Autónomas y Laenders, así como a los 
Municipios. Se comprueba, a este respecto, que más que fundarse en una 
teoría general y de principios, las soluciones suelen adoptar un carácter 
concreto y casuístico.

Otra materia que evidentemente reclama y admite regulación legal es la 
especi�cación de los acuerdos que, por su carácter “ejecutivo” y en cuanto 
sirven al cumplimiento de un tratado ya en vigor sin implicar materias 
propias de ley, no requieren aprobación del Congreso. La posibilidad está 
reconocida por el constituyente, quien ya ha dispuesto que el Congreso, 
ni siquiera a través de una ley sino simplemente por medio del propio 
acuerdo aprobatorio de un tratado , pueda delegar facultades legislativas 

APRA la ejecución del tratado, con las limitaciones que establecen los 
incisos segundo y siguientes del art. 61 de la Constitución.

Desde luego y por aplicación del principio general de legalidad, la organi-
zación y funciones del Ministerio de Relaciones Exteriores y de varios de sus 
servicios están legalmente reguladas .

Además, el uso legítimo de la ley para regular y hacer más e�caz el poder 
exterior del Presidente de la República es reconocido en la legislación 
vigente, que exhibe numerosos e interesantes avances en materia de 
desconcentración del manejo de las relaciones internacionales. A este 
respecto es útil tener presente que la no desconcentración actual del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, que respecto de los demás Ministerios 
de produjo mediante la creación de las Secretarias regionales Ministeriales, 
emana  no de la Constitución sino de una simple disposición legal (art. 61 
de la Ley Nº 19175, LOCGAR) la cual sentó una regla general en la materia 
que podría perfectamente aplicarse a la chancillería.

Avances en Materia de Desconcentración del Manejo de
 las relaciones Internacionales

Hoy es de sentido común entender que –aparte de la fuerza gravitacional 
y condicionante de la cada vez más estrecha interdependencia entre las 
naciones-, tanto la naturaleza de los procesos de integración y globaliza-
ción como la magnitud de los cambios en materia de instrumentos y 
medios para la comunicación y la realización del comercio y demás 
transacciones económicas, han motivado que una buena parte de las 
actividades que antes desarrollaba el poder central hayan pasado a los 
individuos,  las  empresas  o  las  unidades   subnacionales  de  gobierno,  
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Lasogabaster, Iñalzi, El ordenamiento jurídico comunitario, el estatal y el 
autonómico (Madrid, 2002), p. 18. También, Ríos de  Marimon, Hernán, 
Relaciones entre el Derecho Internacional Público y el Derecho Internacional 
Privado, en Revista de Derecho de la Universidad Finis Terrae 3 (1999). Ver 
además Manuel Antonio Núñez, Integración y Constitución (Valparaíso, 
2000); Antonio del Cabo - Gerardo Pisarello (editores), Constitucionalismo, 
mundialización y crisis del concepto de soberanía (Universidad de Alicante, 
2000).
Ortiz, Eduardo, El estudio de las Relaciones Internacionales (Santiago, 2000), 
p. 135.

El tema se presta para entrar en el análisis de los factores políticos circunstan-
ciales que influyeron en los constituyentes de 1980 para evitar cualquier 
concesión frente a tendencias ya consagradas en el Derecho Comparado en lo 
relativo a las relaciones entre derecho internacional y derecho interno y para 
hacer un tratamiento del tema que simplemente reiteró los principios del 
constitucionalismo clásico. Pero la definición del propósito de este trabajo nos 
obliga a limitar nuestra exposición a la forma en que fueron asignadas las 
competencias en materia de conducción de las relaciones exteriores, haciendo 
una lectura que sitúe el tema en una perspectiva más actual y vigente y que 
permita proponer nuevos y más realistas principios.
Ríos Alvarez, Lautaro - Núñez, Manuel, Chile, una Constitución Insular, en 
Revista Chilena de Derecho, Número especial (1998), pp. 229-236.

particularmente las dotadas de personalidad jurídica y patrimonio 
propio. Casos de esto son los numerosos acuerdos de integración 
subregional transfronteriza. Que éstas son situaciones de hecho que no 
pueden ser ignoradas, lo demuestra la creación de PROCHILE y de la 
Dirección de Coordinación de Regiones (DICORE), ambas dentro del 
Ministerio de relaciones Exteriores. Esta tendencia ha sido con�rmada 
tanto por el protocolo de Acuerdo de Coordinación y Colaboración entre 
el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio del Interior, suscrito 
el 7 de noviembre de 2001, como por el D.S.Nº 368, de 11 de junio de 
2002, que creó la Comisión Asesora presidencial para la Cooperación 
Internacional en Regiones.

Facultades de los Gobiernos Regionales en Materias Internacionales

Podemos mirar como avances en la materia algunas disposiciones de 
varias leyes complementarias de la Constitución que dan cierta injerencia 
a órganos descentralizados de gobierno en actividades a�nes a las 
relaciones internacionales. Las disposiciones citadas más arriba se 
encuentran en esa situación; pero con más razón lo están  algunas 
normas, aunque tímidas, contenidas en la ley Nº 19.175, sobre Gobierno y 
Administración Regional. El art. 2º, letra g), pone en manos del Intendente 
delicadas decisiones en materia de ley de Extranjería, incluso sobre 
expulsión de extranjeros, al par que las facultades descritas en sus letras 
i), 1) y, particularmente, n) podrían eventualmente ser aplicadas en casos 
en que se realicen actividades relacionadas con la acción exterior de la 
región. Así, por ejemplo, la adopción de medidas “para la adecuada 
administración de los complejos fronterizos” lleva implícita la facultad de 
llegar a acuerdos con servicios extranjeros, acuerdos que no necesaria-
mente son simple aplicación de normas generales dictadas por Santiago, 
sino elaboración hecha a partir de las concretas condiciones empíricas 
del uso del complejo fronterizo.  
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En el ámbito de las atribuciones y funciones del Gobierno regional 
propiamente tal, encontramos en primer lugar la norma de la letra g) del 
art. 16, que lo faculta para “participar en acciones de cooperación interna-
cional en la región, dentro de los marcos establecidos por los tratados y 
convenios que el gobierno de Chile celebre al efecto y en conformidad a 
los procedimientos en la legislación respectiva”. Aunque la norma no hace 
concesiones en materia de jus contrahendi, deja claramente ver que 
queda abierta la posibilidad de celebrar tratados y convenios de alcance 
y ejecución regional, lo cual normalmente dará lugar a actividades del 
Gobierno regional que correspondería clasi�car como “internacionales”. 
Más adelante, la letra d) del art. 17, que establece las competencias del 
Gobierno regional en materia de ordenamiento territorial, prescribe 
como competencia suya fomentar y velar por el buen funcionamiento de 
la prestación de servicios, entre otras, en materia de transporte “interna-
cional fronterizo en la región, cumpliendo las normas de los convenios 
internacionales respectivos”. Al igual que en el caso anterior y como la 
práctica lo corrobora, esta función sólo puede cumplirse involucrándose 
en una intensa y permanente actividad internacional. Por último, todas y 
cada una de las funciones especi�cadas en el art. 18 sobre fomento de las 
actividades productivas, llevan a los gobiernos regionales, particularmen-
te a los de las zonas extremas multifronterizas con carácter de fronteras 
internas críticas, a estar en cotidiano contacto  con sus pares de las áreas 
transfronterizas. A modo de conclusión corresponde a�rmar, por tanto, 
que la LOC sobre Gobierno y Administración regional ha partido de la 
base que tanto el Intendente como el Gobierno regional deben tener 
facultades también en áreas propias de las relaciones internacionales, 
que, aunque enmarcadas en el jus contrahendi del presidente de la 
república y revestidas del carácter de mera aplicación de la norma del 
gobierno central, suponen aceptar un indispensable grado de autonomía 
relativa de dichos órganos, para conducir sus relaciones con órganos de 
similar jerarquía de otros países, en las materias en que se les han dado 
facultades.Véase, por ejemplo, Contraloría General de la República, Recopilación de 

leyes, tomo 75, pp. 531 a 593.

y lo permite cada vez que da margen a la intervención de otra voluntad 
institucional en el proceso.

A este respecto es útil tener presente que la redacción de la actual norma 
del Art. 32, Nº 17 proviene de un período de constitucionalismo en que 
sólo los Estados naciones y los organismos internacionales eran actores 
de la política y el Derecho Internacionales. Ignora, por tanto,  y como se 
ha explicado, que hoy son también reconocidas las actividades interna-
cionales de ONG’S, empresas multinacionales, universidades y organis-
mos subnacionales de gobierno de carácter regional y local. Esto plantea 
desde perspectivas nuevas y reales la cuestión de quién y cuándo debe 
actuar, en qué nivel de autoridad y representación, cuando de las relacio-
nes de un país de trata.

Una respuesta añejamente formal podría consistir en que en todos esos 
casos debería seguir actuando el Presidente de la República, directamen-
te, por interpósita persona o por delegación permanente, Pero la solución 
generalmente aceptada hoy en Derecho Constitucional Comparado y 
Derecho Comunitario es distinta y pasa por el reconocimiento u otorga-
miento de facultades propias, regladas y sobre materias determinadas, a 
órganos como Comunidades Autónomas y Laenders, así como a los 
Municipios. Se comprueba, a este respecto, que más que fundarse en una 
teoría general y de principios, las soluciones suelen adoptar un carácter 
concreto y casuístico.

Otra materia que evidentemente reclama y admite regulación legal es la 
especi�cación de los acuerdos que, por su carácter “ejecutivo” y en cuanto 
sirven al cumplimiento de un tratado ya en vigor sin implicar materias 
propias de ley, no requieren aprobación del Congreso. La posibilidad está 
reconocida por el constituyente, quien ya ha dispuesto que el Congreso, 
ni siquiera a través de una ley sino simplemente por medio del propio 
acuerdo aprobatorio de un tratado , pueda delegar facultades legislativas 

APRA la ejecución del tratado, con las limitaciones que establecen los 
incisos segundo y siguientes del art. 61 de la Constitución.

Desde luego y por aplicación del principio general de legalidad, la organi-
zación y funciones del Ministerio de Relaciones Exteriores y de varios de sus 
servicios están legalmente reguladas .

Además, el uso legítimo de la ley para regular y hacer más e�caz el poder 
exterior del Presidente de la República es reconocido en la legislación 
vigente, que exhibe numerosos e interesantes avances en materia de 
desconcentración del manejo de las relaciones internacionales. A este 
respecto es útil tener presente que la no desconcentración actual del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, que respecto de los demás Ministerios 
de produjo mediante la creación de las Secretarias regionales Ministeriales, 
emana  no de la Constitución sino de una simple disposición legal (art. 61 
de la Ley Nº 19175, LOCGAR) la cual sentó una regla general en la materia 
que podría perfectamente aplicarse a la chancillería.

Avances en Materia de Desconcentración del Manejo de
 las relaciones Internacionales

Hoy es de sentido común entender que –aparte de la fuerza gravitacional 
y condicionante de la cada vez más estrecha interdependencia entre las 
naciones-, tanto la naturaleza de los procesos de integración y globaliza-
ción como la magnitud de los cambios en materia de instrumentos y 
medios para la comunicación y la realización del comercio y demás 
transacciones económicas, han motivado que una buena parte de las 
actividades que antes desarrollaba el poder central hayan pasado a los 
individuos,  las  empresas  o  las  unidades   subnacionales  de  gobierno,  
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Verdugo, Mario - Pfeffer, Emilio - Nogueira, Humberto, Manual de Derecho 
Constitucional (Santiago, 1997), I. Esta suma de poderes especiales lleva a 
los comentaristas, usualmente, a concluir que el presidente tiene todo el 
poder para dirigir y guiar al país en materia de política exterior, ya que ha 
sido “facultado para imprimir el curso que él desee a su accionar hacia el 
exterior”. 

Originalmente disponían de este tipo de oficinas sólo las regiones Primera y 
Segunda. En la actualidad las han creado las regiones Cuarta, Quinta, Sexta, 
Octava, Novena, Décima y Duodécima.

La toma de conciencia por parte de los gobiernos regionales de la impor-
tancia que tienen para sus territorios el proceso de globalización e 
internacionalización, así como la vinculación entre desconcentración de 
materias internacionales y autenticidad de la descentralización, queda de 
mani�esto en el hecho de que, en el lapso de un año, el número de depar-
tamentos y o�cinas creadas especialmente por las regiones para el 
manejo de la actividad internacional se elevó de dos a nueve . Esto es, a 
su vez,  consecuencia del hecho de que al aumentar la actividad interna-
cional de la región, aumenta su di�cultad para coordinar la acción de sus 
distintos departamentos, entre estos y el poder central y en las activida-
des con operadores extranjeros. La respuesta es crear una administración 
especializada en relaciones internacionales.

Facultades de la Municipalidades en Materias Internacionales

La mayor autonomía de que disponen las municipalidades las coloca en 
mejor posición que los Gobiernos Regionales para entablar relaciones de 
variado tipo con organismos u organizaciones de otros países, en el 
plano bilateral o multilateral. Diversas leyes han reconocido esta facultad, 
directa o indirectamente, y dispuesto se destinen los fondos para 
�nanciar  la ejecución de las obligaciones que asuma la municipalidad 
con el exterior. La capacidad de las municipalidades para actuar de 
manera directa en el plano internacional ha sido reiteradamente recono-
cida; pero su fundamento jurídico se encuentra disperso a lo largo de los 
textos legales correspondientes y debe ser inferido del contexto. 

La propia Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (ley Nº 18.695, 
según texto  actual �jado  por  el DFL 2/19602,  de 11  de  enero de 2000) 
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se re�ere en tres oportunidades a tópicos relacionados con la actividad 
internacional. La primera, a propósito de la aprobación del presupuesto 
municipal, materia en la cual exige que el proyecto incluya un anexo 
informativo sobre “los proyectos presentados a otras instituciones 
nacionales o internacionales” (art. 65, inciso cuarto, Nº 3). La segunda, al 
establecer las facultades del Consejo Municipal, expresando que le corres-
ponde “autorizar los cometidos del alcalde y de los concejales que signi�-
quen ausentarse del territorio nacional” (art. 79, letra ll). La  tercera al 
de�nir los objetivos de las asociaciones que pueden formar dos o más 
municipalidades, especi�cando que uno de ellos puede ser “la coordina-
ción con instituciones nacionales e internacionales, a �n de perfeccionar 
el régimen municipal” (art. 135, inciso segundo, letra f ).

Se re�ere también a la materia una serie de disposiciones de la Ley Nº 
18.883 (29-12-1989), que aprueba el Estatuto Administrativo para los 
Empleados Municipales. A propósito de la capacitación del personal, el 
inciso segundo del art. 25 establece que esas actividades “podrán también 
llevarse a cabo mediante convenios con organismos públicos o privados, 
nacionales, extranjeros o internacionales”. A su vez, los artículos 72 y 73 y, 
especialmente, 74 establecen normas sobre comisiones de servicio de los 
funcionarios al extranjero, para desempeñar funciones ajenas al cargo.

Del conjunto de estas disposiciones puede válidamente concluirse que el 
legislador ha reconocido y consagrado la facultad general de los munici-
pios para concertar acuerdos o convenios de distinto tipo con organismos 
extranjeros en materia de su competencia y con efectos su jurisdicción, así 
como para participar en eventos de tipo internacional.
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Paradiplomacia: La Diplomacia de los Órganos Subnacionales de 
Gobierno

Se denomina para diplomacia al conjunto de actividades conducentes al 
establecimiento y mantenimiento de relaciones de coordinación, coope-
ración y alianza para el desarrollo económico y sociocultural, entre institu-
ciones regionales o locales de gobierno de dos o más países, realizadas 
directamente entre éstos o con la participación de grupos intermedios, 
mediante contactos negociaciones, convenios y acuerdos, dentro del 
marco de sus competencias y para aplicación en los respectivos territo-
rios.

Las actividades paradiplomáticas son el resultado del ejercicio de 
potestades ejecutivas por parte de autoridades regionales o locales, tanto 
en materias en las cuales se les ha otorgado competencias por vía de 
descentralización o desconcentración, como al adoptar políticas de 
desarrollo regional o local vinculadas a relaciones transfronterizas o 
internacionales. Pueden llegar a expresarse en la concertación de 
acuerdos jurídicamente vinculantes en la medida que exista entre los 
estados centrales un adecuado convenio-marco o de bases, o si los 
respectivos sistemas constitucionales hubieren dotado de su�ciente 
autonomía a los respectivos subgobiernos territoriales. No obstante, la 
existencia de una clara voluntad política en las respectivas autoridades, 
con su�ciente respaldo de la sociedad civil, puede resultar en el desarrollo 
de relaciones transfronterizas relevantes incluso en el caso de ausencia de 
facultades expresadas.

Miradas desde el ángulo del Derecho Internacional Público y del derecho 
Constitucional tradicionales, estas actividades no deberían catalogarse 
como de “relaciones internacionales”, no serían parte de la “política 
exterior”, del país, y no podrían ser fuentes de Derecho Internacional. Esta 
opinión formalista se contrapone a la opinión hoy general y prevalecien-
te, en el sentido de que las relaciones internacionales están constituidas 

por “un vasto rango de actividades, ideas y bienes que atraviesan o 
pueden atravesar las fronteras nacionales y que abrazan los intercambios 
sociales, culturales, económicos y políticos que ocurren en contextos 
institucionales o circunstanciales”.

En ellas caben, por tanto, aún acciones individuales y colectivas de 
particulares o entidades de los estados Nación, cuando ellas tienen una 
signi�cación internacional.

Empieza a quedar de mani�esto que en la época de la globalización y 
atendiendo el hecho que ella, en esencia es también una “privatización” 
de la economía mundial, el Estado se ha visto forzado, para sobrepasar 
barreras formales, jerárquicas y burocráticas, a aceptar y aún recurrir al 
uso de redes más �exibles y �uidas, con capacidades y objetivos distintos 
a los del Estado central. Se produce así una rede�nición del modelo de 
política exterior en el ámbito nacional, lo que favorece al regionalismo en 
el ámbito internacional . Con todo, en este proceso ha in�uido no sólo la 
globalización misma. Con frecuencia, ciertas formas de paradiplomacia 
han servido como instrumentos para la reducción de tensiones étnicas, 
nacionalistas o simplemente políticas, y como instrumentos para promo-
ver la con�anza o construir bases para la misma; favorecer la concertación 
internacional y a�anzar la seguridad internacional. Esto fue de gran 
importancia en las relaciones entre Europa Oriental y Occidental en los 
años que precedieron a la caída del Muro de Berlín.                                                                
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J.L. Rhi-Sausi, “La cooperación internacional en los procesos de descentra-
lización y regionalización de los países latinoamericanos. La experiencia 
Italia- Región de Atacama”, p. 95 y ss.; Ortiz, op.cit., pp 9,15 y 16. M. 
Keating, M., capítulo I: “Regiones y asuntos internacionales: motivos, 
oportunidades y estrategias”, p. 26 y B. Hocking, “Vigilando la frontera: 
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La denominación misma de paradiplomacia –que fue usada simultánea-
mente, a mediados de los ochenta por Der Derian y Soldatos- no satisface 
a todo el mundo, como tampoco lo hacían los nombres dados primera-
mente a este sector de la actividad internacional “microdiplomacia” y 
“protodiplomacia”. Con todo, expresa bien la idea de un campo distinto, 
diferenciado, no puesto sino complementario al de la diplomacia propia-
mente tal, sólo que a veces pasa ser tan relevante como la diplomacia. 
“Para” expresa la idea de “paralelo a, a menudo coordinado con, comple-
mentario a, y a veces, en con�icto con”, idea que la socia a la noción de 
capacidad accesoria o subsidiaria.

Cabe aclarar a este respecto y además, que el nombre “paradiplomacia” 
de�ne un área y nivel o jerarquía de actividad internacional, a cargo de 
organismos distintos del Gobierno Central; pero no da nombre a quienes 
de modo profesional o habitual, como funcionarios públicos o privados, 
desarrollan la actividad para diplomática, a quienes no puede llamarse 
“paradiplomáticos”. Ellos deben tener una formación y training similar a la 
de los diplomáticos, y en esencia pueden ser denominados como tales. En 
la práctica, estarán en una situación  y estatus comparable al de los funcio-
narios de organismos internacionales e, incluso, algunos, por decisión 
expresa del poder central y en casos que lo ameriten, podrían ser revesti-
dos embajadores especiales. Recibirán habitualmente el nombre de 
representantes, agentes, delegados, apoderados, enviados, jefes de 
o�cina o similar.

Bases Jurídico-Sociológicas para la Desconcentración del Manejo de 
las Relaciones con el Exterior

Establecido que la para diplomacia encuentra su sustrato histórico-socio

I. Aguirre Zabala, “¿Qué sentido tienen hablar de Paradiplomacia? Una 
encuesta intertextual en torno a un neologismo polisemico”, p. 207 y ss.
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lógico en los factores y efectos de los procesos contemporáneos de 
integración y globalización, corresponde examinar, en relación con 
nuestra realidad, qué condiciones se requieren para que la actividad 
internacional que ella supone pueda ponerse en práctica de modo 
regular y permanente y conforme a la Constitución.

Un inevitable punto de partida es la comprobación que la Carta Funda-
mental de 1980, por mucho que “se la exprima”, tiene un marcado carácter 
decimonónico en esta materia y necesita urgente e indispensable 
reformas. Ello hace indispensable que nuestras elites políticas y académi-
cas terminen de convencerse de que no es posible seguir aferrado a ideas 
constitucionales, en materia de soberanía y distribución de competencias, 
que parten de una, hoy insostenible, separación tajante entre los campos 
interno y externo de la política y del derecho. Toda reforma que pretenda 
transformar la Constitución de 1980 en una verdadera Constitución 
Chilena del siglo XXI, ha de incorporar normas sobre la transferencia 
voluntaria de ciertas competencias a órganos supranacionales, y la 
descentralización o al menos desconcentración de ciertas facultades en 
materia de relaciones internacionales. Quienes han tenido la posibilidad 
de conocer el campo diplomático de los últimos 30 años saben que, de 
hecho, hace tiempo que el mantenimiento de relaciones internacionales 
no es monopolio del Estado central ni del Ministerio de relaciones Exterio-
res.

En los cambios constitucionales que se deben llevar a cabo en esta 
materia in�uirán tres variables, de cuya existencia en la forma de realida-
des empíricas, principios institucionales o ambos, es difícil dudar. Nos 
referimos, primero, a la aplicación del principio de subsidiariedad en el 
ámbito de las relaciones territorial   es de poder y de las relaciones interna-
cionales; en segundo término, a los cambios producidos en el concepto 
de fronteras, y a su vinculación con la descentralización y complejización 
de las regiones como condición de la modernización del estado; contexto 
a enunciar ideas generales al respecto.
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Principio de Subsidiariedad

El concepto de subsidiariedad  ha adquirido carta de ciudadanía en el 
Derecho Internacional y en derecho Comentario a partir del tratado de 
Ámsterdam, al aplicarse al campo de la distribución territorial de compe-
tencias. De concepto separador de las esferas de lo público y lo privado, 
pasó a ser el punto de in�exión entre poder central y poder regional.

En esencia se trata del mismo concepto, es decir, de la “limitación relativa 
del ejercicio del poder de las macrocomunidades, a favor de las comuni-
dades intermedias, que en razón de más directa proximidad en relación a 
las personas demuestran poseer una mayor aptitud para la realización 
adecuada de ciertas tareas”. La subsidiariedad, al juridizarse y al igual de lo 
que aconteció al formarse el derecho de Estado Federal, ha pasado a 
funcionar también como criterio inspirador y legitimador de la descentra-
lización de competencias dentro del Estado Unitario –en la relación entre 
gobierno central y gobiernos de comunidades, departamentos o 
regiones- y como la base de la extensión de los poderes de las unidades 
subnacionales de gobierno a �n de que puedan mantener relaciones 
transfronterizas internacionales en general.

Además de legitimar el restablecimiento de competencias a las unidades 
regionales y locales de poder interno, la aplicación del principio de 
subsidiariedad en el campo de las relaciones entre estado y sociedad civil 
debe manifestarse también en nuevas modalidades de acción internacio
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nal de los grupos intermedios, esto último es un supuesto lógico y empíri-
co del desarrollo de una sociedad civil internacional, llamada a trascender 
los marcos de pensamiento y acción de la sociedad civil ideológicamente 
limitada por su  pertenencia exclusiva a un estado nación. En la paradiplo-
macia deberían tener un alto  grado de participación la sociedad civil y el 
sector privado, poniendo en uso de manera creativa y dinamizante las 
instituciones del derecho privado para la consecución de sus objetivos en 
el plano de una economía integrada y globalizada.

Nueva Noción de Fronteras

El segundo elemento que debe in�uir en una reforma constitucional que 
amplíe el campo de las relaciones internacionales es de Chile, es el nuevo 
concepto de fronteras o límites. La realidad de un mundo en que se 
multiplican los procesos de integración y que se globaliza, no admite la 
permanencia del concepto de fronteras como barreras y con�nes cuya 
única función es delimitar territorialmente los antagonismos. Una vez que 
se ha cumplido el período en que ellas sirvieron en el proceso de construc-
ción de la nación, deben convertirse en meridianos de la cooperación para
funcionar como bisagras de los procesos de construcción de la integra-
ción. Como lo ha propuesto M. Baud, se necesita un cambio de actitud 
para estudiar el futuro de los límites de América Latina. “Esto supondrá el 
análisis de los procesos de integración regional en América Latina 
contemporánea, del signi�cado cambiante de las fronteras y de la posible 
nueva dinámica  dentro de las naciones latinoamericanas fronterizas . Sólo
de esta manera se superará la situación actual, en la cual las fronteras 
políticas  permanecen  de  tipo  decimonónico  mientras la  economía,  la  

Michiel Baud, “State-Building and Boerderlands”.
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Nos hemos preocupado de la historia y uso del concepto de subsidiariedad en 
“National Security, State of Emergency and the Rule of the Exception”, p. 451 
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Constitucional portuguesa”, pp. 31 y 32. Ver en particular la reciente obra de 
Alicia Chicharro Lázaro, El principio de subsidiariedad en la Unión Europea, 
p. 80 y ss.40
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cultura y la propia gente comienza a moverse en un mundo futuro sin 
fronteras. Hoy más que nunca el Estado necesita fronteras vivas.

Cambios en el Concepto de Soberanía

Los nuevos conceptos de subsidiariedad y de fronteras están estrecha-
mente ligados con la solución al problema planteado por la noción clásica 
de soberanía. Hace ya cuarenta años que, juntamente con Francisco 
Cumplido, examinamos este problema en una de las primeras Jornadas de 
Derecho Público. No obstante, el país no ha avanzado un milímetro para 
adecuar su mentalidad y sus normas al hecho  de que esa noción no tiene 
aceptación en la doctrina y es modi�cada y superada diariamente en la 
práctica por el a�anzamiento de la integración como instrumento de 
desarrollo y paci�cación, y la consecuente creación de órganos dotados 
de poderes  supranacionales; por la frecuencia de las operaciones de 
pazen que participan nuestras fuerzas armadas en territorios extranjeros; 
por la creación y jurisdicciones internacionales y supranacionales en 
materia de derechos humanos y de Derecho Penal Internacional, y por 
actividades de cooperación horizontal. A esos conocidos indicadores de 
cambio y renovación de los conceptos d jurídico-políticos hay que sumar, 
como cuestión de lógica y de hecho, la profundización de la descentraliza-
ción mediante su –para algunos dolorosa- extensión al ámbito de las 
relaciones internacionales.

Publicado en Corpus Iuris Regionis Revista Jurídica Regional y Subregional 
Andina N° 4, 9-22, 2004. Escuela de Derecho UNAP.

DESCENTRALIZACIÓN Y
 SUBSIDIARIEDAD EN LA ÉPOCA DE LA 

GLOBALIZACIÓN
Dr. Jorge Tapia Valdés

.

1. Principio de la Subsidiariedad. Historia de un concepto clave

1.1. El concepto de subsidiariedad es perfectamente conocido para los 
juristas en sus signi�cados no doctrinales o ideológicos sino técnico 
legislativos. Tanto en Derecho Procesal o Penal, como en Derecho 
Administrativo o Derecho Económico, voces como “subsidio”, “subsidiaria-
mente” o “en subsidio” aparecen de modo frecuente y común en algunos 
de sus tres más habituales signi�cados. El vocablo puede referirse, prime-
ro, a la entrega, generalmente por el Estado, de ayuda en dinero, bienes 
materiales u otros bene�cios, como exenciones o devoluciones de 
impuestos, tasas y cargas equivalentes; en segundo término, a la acción 
que algún órgano, autoridad o persona ejecuta en lugar del principal 
responsable y obligado, y en tercer término, a la condición, actividad o 
decisión de carácter suplementario, auxiliar o dependiente con respecto a 
otra principal, como en la idea de “empresa subsidiaria” o similar. Aunque 
probablemente la segunda de estas acepciones se acerque al signi�cado 
del principio de subsidiariedad, sigue siendo metodológicamente útil 
distinguir entre el sentido técnico jurídico tradicional de “subsidiariedad” y 
su signi�cado ius �losó�co. 
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Véase Chicharro Lázaro, Alicia, op. cit., pp. 37, 42, 43 y 102.
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Dicho de otro modo, hay una importante diferencia entre “empresa 
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Ello explica que, contemporáneamente, los más consistentes partidarios 
del subsidiarismo sean los autores de las escuelas denominadas neoinsti-
tucionalistas .

Por último, nos parece que en este ámbito es también ilustrativo trazar los 
nexos del principio de subsidiariedad con las �losofías existencialistas y 
fenomenológicas en general, en cuanto ellas se oponen al racionalismo de 
inspiración kantiana y a la modernidad, y contribuyen al intento de fundar 
el ideario del postmodernismo.

En su conjunto, estas corrientes contemporáneas de esa �losofía política 
desechan las teorías pactistas y, retrocediendo más allá de la hipótesis del 
pacto social como “rationale” de la distribución de poderes y competen-
cias, retornan a las condiciones hipotéticas o ideales de un estado de 
naturaleza no hobbesiano en que los grupos intermedios se han institucio-
nalizado.

1.4. A partir de �nes de los años 70 el principio fue asociado a las políticas 
económicas y cívicas del régimen de A. Pinochet en Chile. La Constitución 
de 1980 puso en vigencia el principio en su artículo 1º, inciso tercero, 
conforme al cual el Estado reconoce y ampara los grupos intermedios y les 
garantiza una autonomía adecuada a la prosecución de sus �nes especí�-
cos.
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La Constitución hace reiterada aplicación del principio de subsidiariedad 
a lo largo de su texto, sin nombrarlo, especialmente en materia de 
derecho a la salud, a la seguridad social, la educación, la libertad de 
opinión, el derecho de información y, en particular, en lo concerniente a 
los derechos y libertades económicas. Finalmente, establece un sistema 
de separación entre el mundo sindical o gremial y el mundo de los 
partidos políticos. Esta consagración temprana del principio de subsidia-
riedad en una Constitución fue resultado de la in�uencia y presión 
conjunta de los sectores neoliberales de inspiración friedmaniana y de 
los sectores cristiano-tomistas, pero de orientación fundamentalista y 
con claras conexiones con el neoconservantismo norteamericano y los 
conservadores de la línea de Donoso Cortés. El objetivo perseguido por 
el régimen militar y su Constitución era claro y mani�esto: trazar una 
separación estricta entre economía y política, y entre Estado y sociedad 
civil, perfectamente acorde no sólo con el modelo neoliberal que se 
empezó a aplicar desde 1975, sino con el ideal de democracia autoritaria 
y tutelada que se consagró en el texto original de la Constitución de 1980 
(hoy parcialmente modi�cado en la materia). Posteriormente, a partir de 
los años 80, la noción de Estado subsidiario pasó a ser la norma, puesta 
internacionalmente en práctica por las políticas económicas de Margare-
th Thatcher y las de la llamada “Reaganomics”norteamericana.

Dados estos antecedentes, el principio de subsidiariedad mantuvo mala 
fama para el mundo no neoliberal hasta que resurgió en gloria y majes-
tad y para quedarse, en su versión federalista y vertical, dentro de los 
territorios y autoridades de las Comunidades Europeas y a propósito de 
la pugna entre los países que veían con temor el aumento de poderes de 
la Comisión y del Consejo y aquellos que creían indispensable la vigoriza-
ción de las facultades de Bruselas para asegurar   el logro de los objetivos 
de la integración europea.               

Ver sobre la llamada “economía neoinstitucional”, los artículos de Raineri B., 
Ricardo, op. cit., y Huesbe Llanos, Marco A. (1997), La Escuela de la Ley (Coase y 
North). Instituciones y economía, en Revista de Derecho , Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales, Universidad de Concepción, Nº 202, julio-diciembre 1997, p. 
43 ss.

Es este el alcance más novedoso e importante que hoy tiene el principio de 
subsidiariedad, que lo vincula directamente con los procesos de descen-
tralización y federalización  y que será la perspectiva central de este 
trabajo. 

Además, la noción de subsidiariedad adquiere distinto alcance según la 
visión ideológica o político doctrinaria desde la cual se la use. Existe una 
versión social cristiana, una corporativa de tonos fascistas, y otra neoliberal 
de subsidiariedad.

Por otra parte, existen autores para quienes es un Principio de Derecho 
Natural , mientras que en círculos de la UE se lo considera como principio 
de “buen sentido o de sentido común”.    

1.3. Aunque se pueden encontrar aproximaciones al principio de subsidia-
riedad ya en Aristóteles y en Santo Tomás, su origen moderno arranca de 
Althusius. Su expresión contemporánea más conocida lo liga a la Encíclica 
papal Rerum Novarum (León XIII, 1891, subsidiariedad en sentido positivo) 
y especialmente a la Cuadragésimo Anno (Pío XI, l931, subsidiariedad en 
sentido negativo). Pero esa visión suele soslayar el hecho de que el 
principio de subsidiariedad es más antiguo, en cuanto es consustancial 
también  a  la  forma federal  de  Estado y al régimen político democrático      

y pluralista, y aparece, por tanto, a �nes del siglo XVIII. También debe 
tenerse en mente, primero, el concepto hegeliano de sociedad civil y su 
relación generatriz con el Estado, y segundo, la noción gramsciana de 
relaciones de hegemonía.

Cualquier búsqueda objetiva de las raíces y fundamentos �losó�cos del 
principio de subsidiariedad encontrará valiosos antecedentes y aportes en 
la teoría institucional desarrollada por M. Hauriou, la misma que, teocrati-
zada por G. Rennard, servirá de base a la doctrina social de la Iglesia 
Católica a partir de 1931. Es que todo principio de subsidiariedad requiere 
un apoyo histórico y lógico formal en una teoría de la institución. 
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Véase Cass, Deborah, op. cit., p. 1108
Véase Brimo, Albert, (1978), “Les grands courants de la philosophie du droit 
et de l’Etat”, París, p. 335 ss., y Goyard-Fabre, Simone (1997), “Les 
principes philosophiques du droit politique moderne”, Paris, p. 358 ss.
Véase Sánchez Agesta, L. (1962), “El principio de la función subsidiaria”, en 
Revista de Estudios Políticos 121, p. 18.
Calificativo dado a este principio por la propia Comisión Europea en su 
“Opinión formal sobre la Unión Política.”, Bol. CE suplemento 2/91.

Véase Hauriou, Maurice, (1925), La théorie de l’institution et de la fondation, en 
Cahiers de la Nouvelle Journée, Nº 4; y (1929) Precis de droit constitutionnel (2e. 
Edition), Paris. Interesa a este respecto citar algunas opiniones de Hauriou. Luego 
de afirmar que la política debiera ser definida a la vez como la ciencia y el arte de 
los equilibrios entre poderes, explica a qué poderes se refiere. En primer lugar, a 
aquellos que existen antes del Estado y pavimentan el camino para el mismo, como 
las familias, tribus, ciudades, provincias, etc. Luego, en el Estado mismo, al poder 
secular y al religioso, al poder civil y al militar, al poder político y al económico, el 
primero utilizando las instituciones políticas, y el último, las transacciones jurídicas 
sobre la base de relaciones contractuales; en fin, poder central y poder local. Ver 
Hauriou, M., (1929), p. 20.
George Renard, que luego de ser decano de Nantes entró a la Orden Dominica y 
permaneció en ella hasta su muerte, desarrolló sus teorías institucionalistas y 
subsidiaristas en La théorie de l’institution (Paris, 1930), y La philosophie de 
l’institution (Paris, 1939).44
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federalismo y la aspiración de una Europa federalizada; pero posteriormen-
te las referencias a la idea se conectan al  protagonismo que van asumiendo 
los entes territoriales de los Estados con estructura descentralizada, como 
consecuencia del análisis de su propia posición en el con�icto entre el 
centralismo de Bruselas y las competencias tradicionales de los estados 
miembros.

La primera mención expresa y formal se da en el preámbulo del Tratado de 
Maastricht, �rmado en febrero de 1992, en el cual los Estados miembros 
declaran estar “Resueltos a continuar el proceso de creación de una unión 
cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa, en la que las decisiones 
se tomen de la forma más próxima posible a los ciudadanos, de acuerdo 
con el principio de subsidiariedad”.

Corresponde al artículo 3B del Tratado la consagración del principio como 
norma propiamente jurídica y rectora de la Unión, al establecer que la 
Comunidad, en los casos en que no ejerza competencias exclusivas, 
“intervendrá, conforme al principio de subsidiariedad, sólo en la medida en 
que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de 
manera su�ciente por los Estados miembros y por consiguiente, puedan 
lograrse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de la acción contem-
plada, a nivel comunitario”.

El desarrollo de�nitivo del principio se logrará en el Protocolo Nº 30, relativo 
a los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, incorporado al 
Tratado de Ámsterdam y vigente por tanto desde el 1 de mayo de 1999. Nos 
interesa destacar de entre los 13 apartados del Protocolo Nº 30, el apartado 
3, el que a�rma “que la subsidiariedad es un concepto dinámico que permi-
te tanto la ampliación como la restricción de la intervención comunitaria 
dependiendo de las circunstancias que rodeen cada supuesto. Por ello, 
cada norma comunitaria debe ir acompañada de los motivos en que se 
basa con vistas a justi�car que cumple con las exigencias de los principios 
de subsidiariedad y proporcionalidad, es decir, que la acción de los Estados 
no  es  su�ciente  para  alcanzar  los  objetivos  y  la  actuación comunitaria 

puede lograrlos mejor demostrándose mediante “indicadores cualitativos o, 
cuando sea posible, cuantitativos” .

2.2. El principio de subsidiariedad se proyecta, en cuanto principio general 
de organización social, en al menos tres planos: el político, el económico y el 
jurídico.

Esta potencialidad suya revela que ha transcendido el umbral de las visiones 
particulares o subjetivas para convertirse en un principio general de 
derecho y ciencia política. Como magistralmente lo expresó J. Delors, “La 
subsidiariedad así actualizada es liberada de sus pesos históricos, ideológi-
cos o confesionales, y aparece como una invitación a repensar las relaciones 
dentro de un contexto de más grande autonomía y a desplegar de modo 
permanente un equilibrio entre la libertad de las personas y de las diferen-
tes entidades existentes (autoridades locales y regionales en el marco del 
Estado nacional; Estados en el marco de la sociedad internacional y en 
particular de conjuntos regionales) y la autoridad necesaria y tutelar del 
Estado naturalmente a cargo de la seguridad, de la cohesión social y de la 
regulación global de la economía”

El principio de subsidiariedad se inserta en el texto normativo, bien con 
carácter general, bien de forma particular con respecto a determinadas 
materias. En ambos casos, su función será inspirar tanto la división y atribu-
ción de competencias permanentes, cuanto el ejercicio de las mismas en el 
funcionamiento ordinario de los órganos respectivos.  
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Chicharro, Alicia, op. cit., p. 111. El principio de proporcionalidad, también de carácter 
común a los sistemas democráticos, exige una adecuación de los medios o decisiones a 
los fines (comunitarios) que se persiguen. Obliga a verificar, primero, si los medios que 
se emplean para alcanzar un fin corresponden a la importancia de ese fin, y segundo, si 
son necesarios para su consecución.
En el Informe “Definición y límites del principio de subsidiariedad”, del Consejo de 
Europa, en Communes et Régions d’Europe, Nº 55. (Traducción del autor.)
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En 1992 la introducción del principio en 13 medio de la aceptación 
general salvó al Tratado de Maastricht y a la propia Unión Europea. En 
1997 fue de�nitivamente consagrado por el Tratado de Ámsterdam.

Finalmente, hoy, en la fase �nal del estudio y aprobación de la Constitu-
ción para la Unión Europea, el principio de subsidiariedad �gura como 
uno de los tres pilares del nuevo sistema político de la Europa integrada, 
junto al reconocimiento de personalidad jurídica propia para la UE y a la 
Carta de Derechos Fundamentales.

1.5. La patente de legitimidad europea del principio, su extensión al 
campo de la distribución territorial y funcional de poder y competencias 
y su capacidad de adaptación a distintas situaciones y visiones políticas 
en virtud de su ambivalencia, le ha franqueado una aceptación universal. 
En América Latina, en donde adicionalmente campean las corrientes 
favorables a la liberalización (nacional e internacional) de los mercados, el 
principio se ha convertido en bandera o símbolo de muy diversas corrien-
tes en diferentes países. Nos referimos principalmente a México, Guate-
mala, Nicaragua -cuya Ley de Municipalidades recoge y aplica expresa-
mente el principio-, Colombia y Venezuela. En estos países sirve de 
presentación tanto a partidos de derecha o centro derecha, como a 
movimientos social cristianos y aun a partidos de ideario Liberal. 
Lo notable es que también encuentra cabida en el pensamiento y 
políticas  de  sectores  de   centro  izquierda,  que  ven  con  simpatía  las
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posibilidades que la versión positiva y vertical del principio ofrece para 
legitimar la intervención del Estado, vía regulación de actividades o creación 
de subsidios, en las áreas y casos en que la actividad de los grupos interme-
dios y principalmente las empresas crean problemas sociales debido a la 
forma en que desatienden o no atienden las necesidades de servicios de la 
gente.

La forma de interpretar y usar el principio de subsidiariedad en América 
Latina in�uye en que las publicaciones al respecto tengan, en su mayoría y 
con las excepciones del caso, una connotación ideológica y un carácter 
pan�etario. Ello contrasta con la perspectiva vigente en Europa, en donde se 
ha transformado en una de�nición de la �losofía de la UE y sus Estados 
miembros y es objeto de muchísimos trabajos de alto nivel cientí�co en los 
distintos países.  Detrás de esto se encuentra también una diferencia de 
visión en lo que se re�ere al rol del Estado y de la sociedad civil frente a los 
sectores más deprimidos de la población: mientras en Europa la idea de 
subsidiariedad va aparejada con las de coordinación y solidaridad, en Améri-
ca Latina aún prevalece la tendencia a identi�car subsidiariedad con privati-
zación.

2. La Nueva Cara de la Subsidiariedad: División Territorial 
de Competencias

2.1. La serie de documentos producidos por la UE que introducen el principio 
de subsidiariedad -desde el Acta Única Europea de 1987 que lo aplica de 
forma implícita hasta los Tratados de Maastricht y de Ámsterdam, pasando 
por documentos clave como las proposiciones de  la Comisión presidida por 
J. Delors, la Declaración de Birmingham de 1992, y las Conclusiones del 
Consejo de Edimburgo de 1993- se inspiraron inicialmente en su nexo con el  
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federalismo y la aspiración de una Europa federalizada; pero posteriormen-
te las referencias a la idea se conectan al  protagonismo que van asumiendo 
los entes territoriales de los Estados con estructura descentralizada, como 
consecuencia del análisis de su propia posición en el con�icto entre el 
centralismo de Bruselas y las competencias tradicionales de los estados 
miembros.

La primera mención expresa y formal se da en el preámbulo del Tratado de 
Maastricht, �rmado en febrero de 1992, en el cual los Estados miembros 
declaran estar “Resueltos a continuar el proceso de creación de una unión 
cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa, en la que las decisiones 
se tomen de la forma más próxima posible a los ciudadanos, de acuerdo 
con el principio de subsidiariedad”.

Corresponde al artículo 3B del Tratado la consagración del principio como 
norma propiamente jurídica y rectora de la Unión, al establecer que la 
Comunidad, en los casos en que no ejerza competencias exclusivas, 
“intervendrá, conforme al principio de subsidiariedad, sólo en la medida en 
que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de 
manera su�ciente por los Estados miembros y por consiguiente, puedan 
lograrse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de la acción contem-
plada, a nivel comunitario”.

El desarrollo de�nitivo del principio se logrará en el Protocolo Nº 30, relativo 
a los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, incorporado al 
Tratado de Ámsterdam y vigente por tanto desde el 1 de mayo de 1999. Nos 
interesa destacar de entre los 13 apartados del Protocolo Nº 30, el apartado 
3, el que a�rma “que la subsidiariedad es un concepto dinámico que permi-
te tanto la ampliación como la restricción de la intervención comunitaria 
dependiendo de las circunstancias que rodeen cada supuesto. Por ello, 
cada norma comunitaria debe ir acompañada de los motivos en que se 
basa con vistas a justi�car que cumple con las exigencias de los principios 
de subsidiariedad y proporcionalidad, es decir, que la acción de los Estados 
no  es  su�ciente  para  alcanzar  los  objetivos  y  la  actuación comunitaria 

puede lograrlos mejor demostrándose mediante “indicadores cualitativos o, 
cuando sea posible, cuantitativos” .

2.2. El principio de subsidiariedad se proyecta, en cuanto principio general 
de organización social, en al menos tres planos: el político, el económico y el 
jurídico.

Esta potencialidad suya revela que ha transcendido el umbral de las visiones 
particulares o subjetivas para convertirse en un principio general de 
derecho y ciencia política. Como magistralmente lo expresó J. Delors, “La 
subsidiariedad así actualizada es liberada de sus pesos históricos, ideológi-
cos o confesionales, y aparece como una invitación a repensar las relaciones 
dentro de un contexto de más grande autonomía y a desplegar de modo 
permanente un equilibrio entre la libertad de las personas y de las diferen-
tes entidades existentes (autoridades locales y regionales en el marco del 
Estado nacional; Estados en el marco de la sociedad internacional y en 
particular de conjuntos regionales) y la autoridad necesaria y tutelar del 
Estado naturalmente a cargo de la seguridad, de la cohesión social y de la 
regulación global de la economía”

El principio de subsidiariedad se inserta en el texto normativo, bien con 
carácter general, bien de forma particular con respecto a determinadas 
materias. En ambos casos, su función será inspirar tanto la división y atribu-
ción de competencias permanentes, cuanto el ejercicio de las mismas en el 
funcionamiento ordinario de los órganos respectivos.  
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En 1992 la introducción del principio en 13 medio de la aceptación 
general salvó al Tratado de Maastricht y a la propia Unión Europea. En 
1997 fue de�nitivamente consagrado por el Tratado de Ámsterdam.

Finalmente, hoy, en la fase �nal del estudio y aprobación de la Constitu-
ción para la Unión Europea, el principio de subsidiariedad �gura como 
uno de los tres pilares del nuevo sistema político de la Europa integrada, 
junto al reconocimiento de personalidad jurídica propia para la UE y a la 
Carta de Derechos Fundamentales.

1.5. La patente de legitimidad europea del principio, su extensión al 
campo de la distribución territorial y funcional de poder y competencias 
y su capacidad de adaptación a distintas situaciones y visiones políticas 
en virtud de su ambivalencia, le ha franqueado una aceptación universal. 
En América Latina, en donde adicionalmente campean las corrientes 
favorables a la liberalización (nacional e internacional) de los mercados, el 
principio se ha convertido en bandera o símbolo de muy diversas corrien-
tes en diferentes países. Nos referimos principalmente a México, Guate-
mala, Nicaragua -cuya Ley de Municipalidades recoge y aplica expresa-
mente el principio-, Colombia y Venezuela. En estos países sirve de 
presentación tanto a partidos de derecha o centro derecha, como a 
movimientos social cristianos y aun a partidos de ideario Liberal. 
Lo notable es que también encuentra cabida en el pensamiento y 
políticas  de  sectores  de   centro  izquierda,  que  ven  con  simpatía  las
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de subsidios, en las áreas y casos en que la actividad de los grupos interme-
dios y principalmente las empresas crean problemas sociales debido a la 
forma en que desatienden o no atienden las necesidades de servicios de la 
gente.

La forma de interpretar y usar el principio de subsidiariedad en América 
Latina in�uye en que las publicaciones al respecto tengan, en su mayoría y 
con las excepciones del caso, una connotación ideológica y un carácter 
pan�etario. Ello contrasta con la perspectiva vigente en Europa, en donde se 
ha transformado en una de�nición de la �losofía de la UE y sus Estados 
miembros y es objeto de muchísimos trabajos de alto nivel cientí�co en los 
distintos países.  Detrás de esto se encuentra también una diferencia de 
visión en lo que se re�ere al rol del Estado y de la sociedad civil frente a los 
sectores más deprimidos de la población: mientras en Europa la idea de 
subsidiariedad va aparejada con las de coordinación y solidaridad, en Améri-
ca Latina aún prevalece la tendencia a identi�car subsidiariedad con privati-
zación.

2. La Nueva Cara de la Subsidiariedad: División Territorial 
de Competencias

2.1. La serie de documentos producidos por la UE que introducen el principio 
de subsidiariedad -desde el Acta Única Europea de 1987 que lo aplica de 
forma implícita hasta los Tratados de Maastricht y de Ámsterdam, pasando 
por documentos clave como las proposiciones de  la Comisión presidida por 
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Generalmente supondrá la existencia de un ámbito de competencias 
compartidas entre órganos de diferente jerarquía o naturaleza; pero ello no 
será necesariamente así en los casos en que el principio inspira al propio 
poder constituyente y se expresa en diferentes formas y con respecto a 
distintas instituciones en el mismo texto de una Carta Fundamental.
Normalmente, el principio supondrá una distribución de funciones entre 
autoridades de distinto nivel hecha de acuerdo con la capacidad de actuar 
de cada uno, comenzando por el órgano o entidad más cercano al ciudada-
no. La razón de esta regla se encuentra en la comprobación de que entre 
Estado e individuo, si de una sociedad pluralista se trata, existe “una 
multiplicidad compleja de cuerpos intermedios trabados entre sí, dentro 
de los cuales el individuo es la unidad de base y las autoridades políticas las 
unidades de orden. El principio de subsidiariedad viene a organizar el 
reparto de responsabilidades entre los componentes de esa sociedad y, 
sobre todo, entre las autoridades políticas pertenecientes a distintos 
niveles.” 

En cuanto principio jurídico, deriva su fuerza rectora de su relación con el 
valor superior del mundo de la axiología jurídica, la justicia. No es, por 
tanto, sólo una norma técnica de división de funciones; es un principio 
sustantivo de derecho y no una simple regla técnico-jurídica o legislativa. 
Se apoya en una serie de criterios que podríamos cali�car de “abiertos” y 
orienta el reparto de funciones, pero no distribuye matemáticamente los 
campos de intervención. En su aplicación los agentes políticos, los adminis-
trativos y los tribunales correspondientes y aun las instituciones de la 
sociedad civil, deberán tener en cuenta no sólo los criterios “objetivos” 
sobre los que apoya la idea, sino también toda una serie de circunstancias 
de índole más bien política o histórica.
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3. Factores del auge del principio de subsidiariedad

En términos generales, las razones que motivan el reaparecimiento del 
principio de subsidiariedad en la última década, con mayor fuerza y 
extensión que en el resto de su historia, son tributarias de la con�uencia 
de procesos y estrategias relacionadas con cambios radicales en la econo-
mía internacional, que han producido tanto el debilitamiento de las 
fronteras políticas como el �n del rol hegemónico de los Estados naciona-
les en materia de relaciones económicas internacionales.

Nos referimos a la estrategia de modernización del Estado, que da lugar a 
fuertes procesos de descentralización en países como Italia, España y 
Reino Unido, o a más suaves intentos, en el mismo sentido, en países de 
América Latina. Estos procesos obedecen a la presión de la ola de liberali-
zación mundial de mercados, expresada en la OMC, así como en el progre-
so y profundización de ciertos casos de integración económica. El proceso 
es acelerado y modi�cado en algunas de sus objetivos y características al 
hacerse evidente que la economía mundial ha entrado en el período de la 
globalización y que se abren posibilidades de nuevo tipo para el 
crecimiento económico y el desarrollo. Analizaremos dichas razones en 
ese orden.

3.1. Estrategias de modernización del Estado. Tanto en el plano teórico 
como en el de gestión, todo lo concerniente a las competencias y modos 
de acción del Estado entra, en la década de los 80 y a nivel mundial, en una 
fase de “modernización”.

El nombre dado al proceso a veces no deja percibir que en realidad se 
trata de un esfuerzo por rede�nir al Estado mismo y sus relaciones con la 
sociedad civil y la empresa privada. Inicialmente, ello es consecuencia de 
la rebelión neoliberal y neoconservadora contra las formas de Estado 
denominadas como “Estado de bienestar”, que suponen una fuerte 
intervención del Estado en la producción y en la redistribución del 
producto social. 
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Párrafos provenientes del documento Programa para el desarrollo internacio-
nal de las regiones, Período 2002-2004, Primera Etapa

El nombre dado al proceso a veces no deja percibir que en realidad se trata 
de un esfuerzo por rede�nir al Estado mismo y sus relaciones con la 
sociedad civil y la empresa privada. Inicialmente, ello es consecuencia de 
la rebelión neoliberal y neoconservadora contra las formas de Estado 
denominadas como “Estado de bienestar”, que suponen una fuerte 
intervención del Estado en la producción y en la redistribución del 
producto social.

Posteriormente, este marco meramente nacional e interno se expande a 
nivel global, por efecto primero de la liberalización del mercado mundial y 
luego, del paso de la economía mundial a la fase de desarrollo capitalista 
que se ha denominado globalización.

La modernización del Estado conlleva como uno de sus principales 
postulados, al lado de la minimización del Estado y la introducción de 
técnicas de empresa privada para la gestión pública, la descentralización 
político territorial. La globalización, al poner en movimiento nuevas 
fuerzas económicas y perspectivas de negocios, acelera los procesos de 
descentralización, a la vez que renueva el interés por los procesos de 
integración económica. Ambas fuerzas actúan, desde polos distintos, para 
promover el uso del principio de subsidiariedad en cuanto �losofía y 
técnica para la distribución de poderes y facultades, como mejor forma de 
organización para competir en un mundo “descentralizado” por la globali-
zación.

3.2. Principio de subsidiariedad e integración. Los procesos de integración 
económica adquieren mayor y nuevas fuerzas en las décadas de los 80 y 
90 del siglo pasado. Las Comunidades Europeas se transforman gradual-
mente en una cuasi federación, perfeccionando las formas políticas y 
jurídicas en el modo necesario para un mercado común y para mejorar sus 
ventajas competitivas en la economía mundial. A su vez, en el Oeste 
asiático y en el Asia Pací�co, así como en América Latina, muchos países 
descubren en la integración un instrumento adecuado no sólo para el 
crecimiento  y desarrollo de sus economías, sino para posibilitar su mejor 

posicionamiento frente a las ventajas y desventajas de la globalización y 
evitar ser simplemente países “globalizados” en lugar de tomar parte en el 
proceso globalizador.
Estos procesos de integración ponen siempre en jaque, temprano o tarde, 
las demandas y orgullos de cada país involucrado en la integración, en lo 
relativo a la conservación de las tradiciones, diferencias e identidades 
nacionales. Mas aún, al alterar el sistema de división de funciones y 
distribución de poderes entre el Estado central y los gobiernos locales y 
regionales por efecto de la transnacionalización de la toma de decisiones 
se crean órganos y normativas mucho más ajenas y distantes de los 
ciudadanos que los ya alejados mecanismos de toma de decisión por el 
Estado central, sea federal o unitario. Como se comprueba, la integración 
supone el riesgo de alejar cada vez más la toma de decisión y el acto de 
gobierno de las posibilidades de intervención e interés del ciudadano 
común, disminuyendo sus posibilidades de participación y de compromiso 
en el ejercicio del poder, e inclinando el sistema político en la dirección de 
una mayor alienación y desdemocratización.

La solución para estos problemas, que empiezan a ser típicos de los 
procesos auténticos de integración, ha sido encontrada en el principio de 
subsidiariedad. Éste actúa a nivel de la distribución de poderes y compe-
tencias entre estados y comunidad, así como entre estados y órganos 
subnacionales de gobierno, regulando no solo la asignación y ejercicio de 
ellos, sino controlando el cumplimiento de las normas respectivas en cada 
caso concreto a través de las competencias judiciales entregadas a un 
tribunal supranacional y de la competencia complementaria y previa en la 
materia de los parlamentos nacionales, o en su caso, del control ejercido 
también, aunque parcial y localmente, por los órganos subnacionales de 
gobierno, sea a través de su función consultiva, sea mediante el uso de 
recursos judiciales para ante el respectivo tribunal comunitario. (“excep-
ción de subsidiariedad”). Este esquema es el aprobado y puesto en 
vigencia, en su mayor parte, por los tratados que establecieron la UE y en lo 
que aún falta, estarán contenidos en la próxima Constitución de la Unión 
Europea.

Generalmente supondrá la existencia de un ámbito de competencias 
compartidas entre órganos de diferente jerarquía o naturaleza; pero ello no 
será necesariamente así en los casos en que el principio inspira al propio 
poder constituyente y se expresa en diferentes formas y con respecto a 
distintas instituciones en el mismo texto de una Carta Fundamental.
Normalmente, el principio supondrá una distribución de funciones entre 
autoridades de distinto nivel hecha de acuerdo con la capacidad de actuar 
de cada uno, comenzando por el órgano o entidad más cercano al ciudada-
no. La razón de esta regla se encuentra en la comprobación de que entre 
Estado e individuo, si de una sociedad pluralista se trata, existe “una 
multiplicidad compleja de cuerpos intermedios trabados entre sí, dentro 
de los cuales el individuo es la unidad de base y las autoridades políticas las 
unidades de orden. El principio de subsidiariedad viene a organizar el 
reparto de responsabilidades entre los componentes de esa sociedad y, 
sobre todo, entre las autoridades políticas pertenecientes a distintos 
niveles.” 

En cuanto principio jurídico, deriva su fuerza rectora de su relación con el 
valor superior del mundo de la axiología jurídica, la justicia. No es, por 
tanto, sólo una norma técnica de división de funciones; es un principio 
sustantivo de derecho y no una simple regla técnico-jurídica o legislativa. 
Se apoya en una serie de criterios que podríamos cali�car de “abiertos” y 
orienta el reparto de funciones, pero no distribuye matemáticamente los 
campos de intervención. En su aplicación los agentes políticos, los adminis-
trativos y los tribunales correspondientes y aun las instituciones de la 
sociedad civil, deberán tener en cuenta no sólo los criterios “objetivos” 
sobre los que apoya la idea, sino también toda una serie de circunstancias 
de índole más bien política o histórica.
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3. Factores del auge del principio de subsidiariedad

En términos generales, las razones que motivan el reaparecimiento del 
principio de subsidiariedad en la última década, con mayor fuerza y 
extensión que en el resto de su historia, son tributarias de la con�uencia 
de procesos y estrategias relacionadas con cambios radicales en la econo-
mía internacional, que han producido tanto el debilitamiento de las 
fronteras políticas como el �n del rol hegemónico de los Estados naciona-
les en materia de relaciones económicas internacionales.

Nos referimos a la estrategia de modernización del Estado, que da lugar a 
fuertes procesos de descentralización en países como Italia, España y 
Reino Unido, o a más suaves intentos, en el mismo sentido, en países de 
América Latina. Estos procesos obedecen a la presión de la ola de liberali-
zación mundial de mercados, expresada en la OMC, así como en el progre-
so y profundización de ciertos casos de integración económica. El proceso 
es acelerado y modi�cado en algunas de sus objetivos y características al 
hacerse evidente que la economía mundial ha entrado en el período de la 
globalización y que se abren posibilidades de nuevo tipo para el 
crecimiento económico y el desarrollo. Analizaremos dichas razones en 
ese orden.

3.1. Estrategias de modernización del Estado. Tanto en el plano teórico 
como en el de gestión, todo lo concerniente a las competencias y modos 
de acción del Estado entra, en la década de los 80 y a nivel mundial, en una 
fase de “modernización”.

El nombre dado al proceso a veces no deja percibir que en realidad se 
trata de un esfuerzo por rede�nir al Estado mismo y sus relaciones con la 
sociedad civil y la empresa privada. Inicialmente, ello es consecuencia de 
la rebelión neoliberal y neoconservadora contra las formas de Estado 
denominadas como “Estado de bienestar”, que suponen una fuerte 
intervención del Estado en la producción y en la redistribución del 
producto social. 
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Dada esta relación dialéctica, el Estado cumple la esencial tarea histórica 
y lógica de superar el estado de naturaleza, un estado de cosas que ni 
siquiera los partidarios de la noción negativa de subsidiariedad podrían 
aceptar sin riesgo de perder el objetivo central de su forma de racionaliza-
ción del poder.

Pero es indudable que la subsidiariedad modi�ca la noción absoluta de 
soberanía, añadiendo una nueva dosis de relativización al concepto, ya 
limitado por las formas contemporáneas de las relaciones económicas 
internacionales y de la defensa de los derechos humanos. El hecho es 
registrado por el texto de la actual constitución chilena precisamente al 
reconocer la autonomía de los cuerpos intermedios. Este reconocimiento 
supone aceptar otra forma de limitación del poder soberano, el que 
resulta condicionado por la obligación de reconocer y apoyar a los 
cuerpos intermedios para que autónomamente se dediquen al logro de 
sus �nes especí�cos. Vistas así las cosas, debe resultar obvio que quien 
postula el principio de subsidiariedad acepta limitaciones al carácter 
absoluto de la soberanía y, consecuencialmente, debe admitir tanto las 
funciones que los órganos subnacionales de gobierno pasan a asumir en 
materia de generación de normas, cuanto la aplicación directa en Chile de 
normas jurídicas de origen supranacional.

4. Conclusiones

Es posible vaticinar que la ciencia jurídica dedicará mucho de su tiempo y 
páginas en el período venidero al estudio de la nueva forma de entender 
el principio de subsidiariedad y a los efectos de sus nuevas aplicaciones. 
Estos estudios tomarán sin duda en consideración, como “hechos de la 
causa”, las siguientes conclusiones, a las que se llega de modo natural 
siguiendo el curso de los razonamientos precedentes.

1º. El principio de subsidiariedad se ha transformado en un principio 
jurídico general y rector en materia de organización política y económica, 
trascendiendo su origen ideológico, confesional y economicista.

2º. En su versión contemporánea el principio de subsidiariedad supone no 
sólo la separación, interactiva, entre sociedad civil y economía, de una 
parte, y de la otra, Estado, sino entre éste en cuanto poder central y 
nacional, y los organismos territorialmente descentralizados de gobierno 
interior. Obliga, por tanto, al desarrollo de la descentralización �scal y al 
fortalecimiento de la sociedad civil regional y local.

3º. El principio ordena y controla no sólo el reparto de competencias en el 
federalismo, sino el proceso de asignación vertical de competencias en el 
Estado Unitario.

4º. Dada su vinculación, funcional y temporal, con los procesos de globali-
zación, integración y descentralización, el principio facilita la internaciona-
lización del país en general, y la de sus regiones, vigorizando la operativi-
dad y legitimidad de las actividades de cooperación e integración regional 
transfronteriza.

5º. El principio mostrará gran importancia en lo relativo a la defensa de la 
autonomía del municipio y el fortalecimiento de sus funciones y poderes.
 
6º. En su versión contemporánea, el principio de subsidiariedad no se 
expresará más o solamente en la �gura del “Estado Subsidiario”, sino como 
principio general de organización de la sociedad civil y política.

  Ibid

Colocamos énfasis en el punto debido a que la limitación recién descrita es 
típica del modelo de descentralización frustrada vigente en Chile, la que en la 
práctica parece enfrentar un retroceso por oposición de los altos círculos 
políticos santiaguinos.
Véase “Descentralización, diplomacia y paradiplomacia en la época de la 
globalización”, en Revista Estudios Transfronterizos Nº 21, 2003, INTE, UNAP, 
Iquique, p. 28.
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Esto nos permite percibir no sólo que no estamos en el campo de los meros 
proyectos sino en otro en que se transita gradualmente a la puesta en 
vigencia y aplicación efectiva del principio de subsidiariedad en materia de 
atribución de competencias al gobierno regional y local. Comprobamos, 
además, que el avance de la integración vigoriza la aplicación del principio 
de subsidiariedad.

3.3. Subsidiariedad y descentralización. Suele entenderse por descentrali-
zación la asignación o difusión de funciones y poderes desde una autori-
dad central hacia órganos de gobierno regionales y locales17. Enfatizamos 
el hecho de que se trata de la transferencia de “facultades de gobierno”, por 
tanto, de la capacidad para adoptar decisiones en materia de políticas y 
con signi�cativo grado de discrecionalidad, de modo que no cabe confun-
dir la descentralización con una mera desconcentración de facultades 
administrativas, aunque ella sea profunda y sea apoyada con transferen-
cias importantes de recursos �nancieros provenientes del poder central.

Pertenece a la esencia de la descentralización que el Estado central, en 
lugar de hacerlo todo, deje a otros órganos que hagan todo aquello para lo 
cual su carácter descentralizado los coloca y los dota mejor, democratizan-
do la relación de poder y de gobierno mediante el acercamiento de la toma 
de decisiones a aquellos que deben ejecutarlas y asumirlas. Como lo 
hemos expresado en otro artículo,  toda real descentralización exige que 
los propios actores territoriales se constituyan en un subsistema político, 
con función representativa y con capacidades y niveles de e�cacia que hagan   
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factible y legitimen la transferencia de poder que debe hacer el Estado 
central. Con la cooperación de las distintas instituciones de la sociedad 
civil, las instituciones de gobierno regional deben desarrollarse al máximo 
y asumir un efectivo liderazgo regional.

Este, un enfoque clásico de la naturaleza y propósitos de la descentraliza-
ción, debe ser examinado hoy introduciendo en el análisis los distintos 
tipos de efectos que en la institución produce la vigencia del principio de 
subsidiariedad. Este último, en su época usado como factor de estructura-
ción del Estado federal, pasa ahora al campo del propio Estado unitario 
para explicar el cómo y para qué de una importante transferencia de 
poderes internos. No sólo introduce en el campo normativo la distinción 
obligada entre sociedad política o Estado y sociedad civil o grupos 
intermedios, sino que trasciende y modi�ca la propia noción de una y otra 
y culmina en una subdivisión de la sociedad política. Obliga a distinguir 
entre el Estado en cuanto núcleo central, centralista y con poderes de 
alcance nacional, y los cuerpos intermedios de carácter político adminis-
trativo u órganos subnacionales de gobierno. Esto abarca las municipalida-
des y gobiernos regionales o provinciales dotados de real autonomía.

3.4. Subsidiaridad y soberanía. Podría plantearse la duda de si, dados los 
efectos que provoca la vigorización de la descentralización por aplicación 
del principio de subsidiariedad, no estaríamos ante el peligro de un 
desmembramiento del Estado y de una relativización, si no abandono, de 
la noción de soberanía.

En realidad, el principio de subsidiariedad presupone el Estado, no puede 
existir sin su contrario. 
 

Se aproxima este concepto al inglés de “devolución sin perjuciode que el 
idioma inglés también recoge la voz “decentralization”-, que es definida como 
la delegación o restitución de poder originalmente tenido por un gobierno 
central, a autoridades regionales o locales.
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PODER DE SEGURIDAD Y ESTADO DE DERECHO. 
ACERCA DE LA FUNCIÓN MILITAR DE GARANTÍA 

DEL ORDEN INSTITUCIONAL
Dr. Jorge Tapia Valdés. 

1. Poder de Seguridad y Democracia. 
El nombre y resonancias del llamado “Poder de Seguridad” ponen en 
evidencia que se trata de una institución que se aparta de la doctrina 
clásica sobre separación de las funciones del Estado. La real existencia de 
un poder de seguridad al interior de un sistema político de�nido como 
democrático, es un contrasentido. Para hablar en tal caso de democracia, 
habrá que hacerlo apellidándola. Esto es lo que han hecho los autores de la 
Constitución de 1980. En el importante Discurso de Chacarillas (9.7.1977) y 
en el o�cio dirigido a la Comisión de Estudios Constitucionales el 15 de 
noviembre del mismo año, el General A. Pinochet dejó establecido que el 
propósito del gobierno militar era establecer un “democracia protegida, 
autoritaria”, lo que sólo podía entenderse en relación con la decisión de 
asignar en lo sucesivo a las Fuerzas Armadas y de Orden “el papel de 
contribuir a cautelar las bases esenciales de la institucionalidad y la de 
seguridad nacional en su amplia concepción moderna”. Esta función fue 
expresamente denominada como “Poder de Seguridad” en el o�cio 
mencionado.

En el seno de la Comisión de Estudios Constitucionales, las ideas 
propuestas por el General A. Pinochet fueron especialmente de�nidas y 
desarrolladas por los miembros Jaime Guzmán, Raúl Bertelsen y Luz 
Bulnes. A juicio de Guzmán, puede ser insu�ciente reservar la interven-
ción de las Fuerzas Armadas solo para el caso en que el ordenamiento 
jurídico haya hecho crisis. A su juicio, debería buscarse una fórmula, a 
través del Consejo de Seguridad Nacional, para que las Fuerzas Armadas 
puedan  intervenir  de  modo normal, regular y permanente dentro de la  

Publicado en la revista Corpus Iuris Regionis N°1, pp. 51-68, y: N°12, pp. 
135-147. Escuela de Derecho UNAP. Véase Verdugo et al,., op. ch. en Bibliog torno 1, pags. 56 y 82.

vida del país, para así prevenir más que enfrentar las crisis. Posteriormen-
te, al establecerse ya de modo de�nitivo que las “Fuerzas Armadas son 
esenciales para la seguridad  nacional y su garantía última”, se dijo 
expresamente que en ello estaba la clave del poder de Seguridad. Este 
debería plasmarse en una fórmula constitucional que entregue a las 
Fuerzas Armadas la misión expresa de ser la garantía última del orden 
institucional de la República, de modo que cuando han fallado las demás 
garantías constitucionales para la defensa del ordenamiento constitucio-
nal, exista esta salvaguardia última que son las Fuerzas Armadas. Al 
parecer previendo excesos, Guzmán opinó que la materia debía resolver-
se con mucha prudencia y cautela, evitando mezclar a las Fuerzas 
Armadas en política contingente. Por ello prevaleció su opinión acerca de 
la conveniencia de resolver este punto y decidirlo al analizar las faculta-
des del Consejo de Seguridad Nacional (en adelante, CSN).
 
En consecuencia “democracia protegida, o vigilada”, es aquella en que 
existe como función estatal distinta y separada, el Poder de Seguridad. 
Este, a su vez, siguiendo a sus principales preconizadores, -Pinochet y 
Guzmán debe ser entendido como aquel que entrega a Fuerzas Armadas 
dotadas de un alto grado de autonomía frente a los restantes Poderes del 
Estado, el papel de “garantizar la supervivencia del Estado, los principios 
básicos de la institucionalidad, y los grandes y permanentes objetivos de 
la Nación”?

El texto original de la Constitución de 1980 consagró en forma clara y 
amplia el Poder de Seguridad. Hizo esto principalmente a través del Art. 
90, inciso 2° y del Art. 96, letra b). La crítica obvia y general consistió en 
que dicha función militar se contradecía con las bases de la democracia y 
con los fundamentos del Estado de Derecho. En efecto, un Poder de 
Seguridad entregado a la discreción de fuerzas Armadas autónomas 
con�gura la forma típica de “Estado Dual” propio de las formas totalitarias 
de Estado y de algunas formas de autoritarismo. 
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Ideen, Pg. 83 
Sobre el -Estado Dual”, ver Tapia Valdés, Jorge (1989), op cit. En Bibliog., 
Chapter VI, especialmente pgs. 431 a 455

Ello explica que el núcleo de la reforma constitucional pactada en 1989 
entre el gobierno militar y las fuerzas de la oposición democrática, haya 
sido el conjunto de disposiciones que establecían dicho Poder de Seguri-
dad, y más concretamente, los artículos 5°, 8°, 90, 94 y 96, letra b). A partir 
de dicha reforma, la autonomía de las Fuerzas Armadas ha sido enmarca-
da en la forma que es propia de un sistema democrático: ellas aparecen 
como supeditadas a la supremacía de la Constitución y al principio de 
legalidad; las bases institucionales resultan ser compatibles con los 
principios democráticos, y se ha puesto término a la posibilidad de que 
las Fuerzas Armadas se sientan autorizadas para oponerse directamente 
a, o vetar una decisión adoptada válida y legítimamente por otro Poder 
del Estado o autoridad. Esto habría podido acontecer al  tenor de la 
antigua letra b) del 53 art. 96, que otorgaba a un Consejo de Seguridad 
Nacional con predominio castrense la facultad de “representar ciertos 
actos de las autoridades”.

Sin embargo, subsisten justi�cadas dudas acerca de este efecto depura-
dor de la reforma constitucional de 1989, debido a la subsistencia de la 
función de garantizar el orden institucional, que establece el inc. 2° del 
art. 90. Esta norma, que conforme al texto original debía interpretarse y 
aplicarse en relación con las funciones que inicialmente tenía el CSN, ha 
quedado sin ese referente al cambiar radicalmente el - sentido y alcance 
que el art. 96., letra b) otorga a la función del CSN de hacer presente los 
problemas graves que afecten la seguridad nacional. Después de esa 
modi�cación, podría suponerse que la norma del art. 90 inc. 2° adquiere 
vida jurídica independiente y diferente. En concreto, podría estimarse 
que el Poder de Seguridad subsiste en la forma de una facultad excepcio-
nal y discrecional entregado a las Fuerzas Armadas al margen del CSN.    

110

111

110

112

111      

Despejar el problema planteado es el propósito de este trabajo. En su 
curso, procuraremos introducir claridad acerca de ciertos conceptos que 
adquieren importancia en ese contexto, para enfocar luego problemas 
como la naturaleza y contenido de la función; requisitos formales y 
sustantivos a que debe sujetarse su ejercicio, y el contenido concreto que 
puede adoptar la acción de garantía. Nuestra investigación y presentación 
es guiada por la tesis siguiente: después de la reforma constitucional de 
1989 el ejercicio de la función cautelar del orden institucional que corres-
ponde a las fuerzas Armadas es de�nida y limitada por los principios de 
supremacía constitucional y de legalidad, es por tanto una función 
jurídicamente reglada y solo puede cumplirse en el seno del CSN confor-
me los procedimientos que éste ha establecido.

2. El concepto de Orden Institucional
Tomando pie en la historia del establecimiento de la norma, puede 
de�nirse el “orden institucional” como la situación de funcionamiento 
normal y regular de las instituciones de la República producido dentro del 
marco de las bases de la institucionalidad. 
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Aunque la noción de “Institución” en el Capítulo I de la CPE tiene su antece-
dente doctrinario en las concepciones de los institucionalistas francesess y 
católico-romanos de las décadas de 1920 y 1930, en el texto del art. 90 es 
imposible no pensar en la vinculación del concepto de las teorías de S. 
Huntington acerca de la relación entre estabilidad política (en sentido conser-
vador) y desarrollo institucional. Su conocida obra “Political Order in 
Changing Societies” (London, 1968), caracterizada por la permanente 
relativización que hace Huntington de los principios democráticos, fue obre 
obligada, de consulta y estudio, en las escuelas de servicios y academias 
superiores de las fuerzas armadas latinoamericanas de la década de 1970. 
véase sobre la influencia de Huntington en los cultores de la doctrina de la 
seguridad nacional, nuestro “El terrorismo de Estado”, México 1980.
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PODER DE SEGURIDAD Y ESTADO DE DERECHO. 
ACERCA DE LA FUNCIÓN MILITAR DE GARANTÍA 

DEL ORDEN INSTITUCIONAL
Dr. Jorge Tapia Valdés. 

1. Poder de Seguridad y Democracia. 
El nombre y resonancias del llamado “Poder de Seguridad” ponen en 
evidencia que se trata de una institución que se aparta de la doctrina 
clásica sobre separación de las funciones del Estado. La real existencia de 
un poder de seguridad al interior de un sistema político de�nido como 
democrático, es un contrasentido. Para hablar en tal caso de democracia, 
habrá que hacerlo apellidándola. Esto es lo que han hecho los autores de la 
Constitución de 1980. En el importante Discurso de Chacarillas (9.7.1977) y 
en el o�cio dirigido a la Comisión de Estudios Constitucionales el 15 de 
noviembre del mismo año, el General A. Pinochet dejó establecido que el 
propósito del gobierno militar era establecer un “democracia protegida, 
autoritaria”, lo que sólo podía entenderse en relación con la decisión de 
asignar en lo sucesivo a las Fuerzas Armadas y de Orden “el papel de 
contribuir a cautelar las bases esenciales de la institucionalidad y la de 
seguridad nacional en su amplia concepción moderna”. Esta función fue 
expresamente denominada como “Poder de Seguridad” en el o�cio 
mencionado.

En el seno de la Comisión de Estudios Constitucionales, las ideas 
propuestas por el General A. Pinochet fueron especialmente de�nidas y 
desarrolladas por los miembros Jaime Guzmán, Raúl Bertelsen y Luz 
Bulnes. A juicio de Guzmán, puede ser insu�ciente reservar la interven-
ción de las Fuerzas Armadas solo para el caso en que el ordenamiento 
jurídico haya hecho crisis. A su juicio, debería buscarse una fórmula, a 
través del Consejo de Seguridad Nacional, para que las Fuerzas Armadas 
puedan  intervenir  de  modo normal, regular y permanente dentro de la  

Publicado en la revista Corpus Iuris Regionis N°1, pp. 51-68, y: N°12, pp. 
135-147. Escuela de Derecho UNAP. Véase Verdugo et al,., op. ch. en Bibliog torno 1, pags. 56 y 82.

vida del país, para así prevenir más que enfrentar las crisis. Posteriormen-
te, al establecerse ya de modo de�nitivo que las “Fuerzas Armadas son 
esenciales para la seguridad  nacional y su garantía última”, se dijo 
expresamente que en ello estaba la clave del poder de Seguridad. Este 
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institucional de la República, de modo que cuando han fallado las demás 
garantías constitucionales para la defensa del ordenamiento constitucio-
nal, exista esta salvaguardia última que son las Fuerzas Armadas. Al 
parecer previendo excesos, Guzmán opinó que la materia debía resolver-
se con mucha prudencia y cautela, evitando mezclar a las Fuerzas 
Armadas en política contingente. Por ello prevaleció su opinión acerca de 
la conveniencia de resolver este punto y decidirlo al analizar las faculta-
des del Consejo de Seguridad Nacional (en adelante, CSN).
 
En consecuencia “democracia protegida, o vigilada”, es aquella en que 
existe como función estatal distinta y separada, el Poder de Seguridad. 
Este, a su vez, siguiendo a sus principales preconizadores, -Pinochet y 
Guzmán debe ser entendido como aquel que entrega a Fuerzas Armadas 
dotadas de un alto grado de autonomía frente a los restantes Poderes del 
Estado, el papel de “garantizar la supervivencia del Estado, los principios 
básicos de la institucionalidad, y los grandes y permanentes objetivos de 
la Nación”?

El texto original de la Constitución de 1980 consagró en forma clara y 
amplia el Poder de Seguridad. Hizo esto principalmente a través del Art. 
90, inciso 2° y del Art. 96, letra b). La crítica obvia y general consistió en 
que dicha función militar se contradecía con las bases de la democracia y 
con los fundamentos del Estado de Derecho. En efecto, un Poder de 
Seguridad entregado a la discreción de fuerzas Armadas autónomas 
con�gura la forma típica de “Estado Dual” propio de las formas totalitarias 
de Estado y de algunas formas de autoritarismo. 
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Ideen, Pg. 83 
Sobre el -Estado Dual”, ver Tapia Valdés, Jorge (1989), op cit. En Bibliog., 
Chapter VI, especialmente pgs. 431 a 455

Ello explica que el núcleo de la reforma constitucional pactada en 1989 
entre el gobierno militar y las fuerzas de la oposición democrática, haya 
sido el conjunto de disposiciones que establecían dicho Poder de Seguri-
dad, y más concretamente, los artículos 5°, 8°, 90, 94 y 96, letra b). A partir 
de dicha reforma, la autonomía de las Fuerzas Armadas ha sido enmarca-
da en la forma que es propia de un sistema democrático: ellas aparecen 
como supeditadas a la supremacía de la Constitución y al principio de 
legalidad; las bases institucionales resultan ser compatibles con los 
principios democráticos, y se ha puesto término a la posibilidad de que 
las Fuerzas Armadas se sientan autorizadas para oponerse directamente 
a, o vetar una decisión adoptada válida y legítimamente por otro Poder 
del Estado o autoridad. Esto habría podido acontecer al  tenor de la 
antigua letra b) del 53 art. 96, que otorgaba a un Consejo de Seguridad 
Nacional con predominio castrense la facultad de “representar ciertos 
actos de las autoridades”.

Sin embargo, subsisten justi�cadas dudas acerca de este efecto depura-
dor de la reforma constitucional de 1989, debido a la subsistencia de la 
función de garantizar el orden institucional, que establece el inc. 2° del 
art. 90. Esta norma, que conforme al texto original debía interpretarse y 
aplicarse en relación con las funciones que inicialmente tenía el CSN, ha 
quedado sin ese referente al cambiar radicalmente el - sentido y alcance 
que el art. 96., letra b) otorga a la función del CSN de hacer presente los 
problemas graves que afecten la seguridad nacional. Después de esa 
modi�cación, podría suponerse que la norma del art. 90 inc. 2° adquiere 
vida jurídica independiente y diferente. En concreto, podría estimarse 
que el Poder de Seguridad subsiste en la forma de una facultad excepcio-
nal y discrecional entregado a las Fuerzas Armadas al margen del CSN.    
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sustantivos a que debe sujetarse su ejercicio, y el contenido concreto que 
puede adoptar la acción de garantía. Nuestra investigación y presentación 
es guiada por la tesis siguiente: después de la reforma constitucional de 
1989 el ejercicio de la función cautelar del orden institucional que corres-
ponde a las fuerzas Armadas es de�nida y limitada por los principios de 
supremacía constitucional y de legalidad, es por tanto una función 
jurídicamente reglada y solo puede cumplirse en el seno del CSN confor-
me los procedimientos que éste ha establecido.

2. El concepto de Orden Institucional
Tomando pie en la historia del establecimiento de la norma, puede 
de�nirse el “orden institucional” como la situación de funcionamiento 
normal y regular de las instituciones de la República producido dentro del 
marco de las bases de la institucionalidad. 
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De�nido de este modo, el orden institucional, una manifestación del 
“orden constitucional”, se ubica en el plano del funcionamiento de las 
instituciones del y en el Estado. Esto lo diferencia de dos conceptos a�nes: 
orden público y orden interno, referidos principalmente a las acciones o 
interacciones de los ciudadanos o grupos “frente al estado”, sus institucio-
nes o leyes.’ Esta diferencia se percibe mejor mirada desde el ángulo que 
proporcionan las correspondientes situaciones de crisis: una crisis del 
“orden público” es un ataque, de mayor o menor envergadura, contra el 
gobierno del Estado y sus órganos, y es abordada a través de los estados 
de excepción; una crisis del orden institucional es una ruptura de/o 
ataque a las bases o principios de la institucionalidad producida desde el 
interior del Estado y debe ser abordada a través de las propias institucio-
nes estatales en sus relaciones recíprocas; aunque algunos, como 
Duvachaulle y Merino parecen creer que este tipo de crisis encontraría 
también su solución a través de un excepcional estado de excepción: la 
función de garantía asignada a las Fuerzas Armadas.

Existe una clara y recíproca relación entre, de una parte, “orden institucional” y 
de otra, “bases de la institucionalidad” y “seguridad nacional”. Expresado en 
forma simple, la seguridad nacional tiene como una de las variables en que se 
sustenta, el orden institucional, y éste se asienta en el respecto a las bases de 
la institucionalidad. 

La única de�nición con valor jurídico sobre seguridad nacional proviene 
del reglamento del DFL N° 181, de 1960, según el cual, seguridad nacional 
es “toda acción encaminada a procurar la preservación del orden público, 
jurídico, institucional del país, de modo que asegure el libre ejercicio de la 
Soberanía de la Nación en el interior como en el exterior, con arreglo a las 
disposiciones establecidas en la Constitución Política del Estado, a las 
leyes de la República y a las normas del Derecho Internacional, según 
corresponda”.’  Evitando entrar al problema de la de�nición, y del porqué 
de la  inde�nición legal, de seguridad nacional -tema que hemos aborda

en un ensayo hace ya varios años 7 - la única norma jurídica vigente al 
respecto deja en claro que ambos, orden público y orden institucional, 
son condiciones de la seguridad nacional. Por consiguiente, dentro de la 
lógica de la Constitución de 1980, las Fuerzas Armadas, en cuanto institu-
ciones “esenciales para la seguridad nacional” deben, por vía de conse-
cuencia, tomar también a su cargo la función de garantizar “el orden 
institucional de la República” (Art. 90, inc. 2°).    8  Así lo expresa también el 
Libro de la Defensa Nacional, publicado en 1998 . Corresponde precisar el 
tipo de relación y condicionamiento recíproco que existe entre “orden 
institucional” y “Bases de la Institucionalidad”. El punto es de la mayor 
trascendencia, dado que, como ha quedado de mani�esto al exponer los 
antecedentes de la historia del establecimiento de estas normas, dicha 
relación determina a que sea el CSN el órgano dentro del cual las Fuerzas 
Armadas pueden, de modo normal y legítimo, manifestar sus aprehensio-
nes acerca de riesgo o amenazas graves para el orden institucional. 

Las Bases de la Institucionalidad consisten, como sabemos, en el conjunto 
de valores y principios jurídico-políticos rectores de la organización y 
desarrollo de la sociedad y del Estado. En cuanto tales, son guía y marco 
de la acción monogenética y de gobierno y administración de todos los 
órganos del Estado así como el ejercicio de las libertades y derechos de 
los habitantes. Dichas Bases son no sólo las contenidas en el Capítulo I, 
sino también, como convincentemente lo ha demostrado Duvauchelle, 
las establecidas en su capítulo III de la Constitución. “En efecto, desde un 
punto de vista doctrinario, ambos capítulos conforman la parte dogmáti-
ca de la Constitución y, en cuanto al articulado cabe señalar que el inciso 
2°  del  artículo 5°  hace referencia expresa a los derechos esenciales  que   
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Nos referimos a “A Typology of national Security Pollees”, en the yale 
Journal of World Public Order, vol 9. N° I, 1982.
Véase Verdugo, op. cit. Pgs. 293 a 295, en especial nota 9 pgs. 294
Véase op. cit. en Bibliog., pg.73.
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emanan de la naturaleza humana como límite al ejercicio de la soberanía, 
y en la Carta Política, aquéllos reconocidos en su Capítulo.
 
3. Naturaleza jurídica de la función de garantía del orden Institucional
 
Un esfuerzo taxonómico puede ayudar a la más precisa determinación de 
los propósitos y de�nición de las funciones y límites de la competencia 
entregada a las Fuerzas Armadas en esta materia. 5
 
Sobre las acepciones de la expresión “orden público”, véase la sentencia 
de la Corte de Apelaciones de Santiago de 18 de enero de 1996. 6 

Según transcripción en Verdugo, Op. cit, pg. 307, nota 5. 7 
En primer lugar, se trata de una función “conservadora”. En tal sentido, se 
compra a otras funciones e instituciones cuyo objetivo es contrapesar las 
tendencias al cambio que pueda desarrollar el sistema político, a �n de 
evitar que la oportunidad, naturaleza y profundidad del cambio pueda 
alterar las bases del mismo. Cabe recordar que éste es el papel de los 
“senadores designados”; de la renovación parcial del Senado, del Tribunal 
Constitucional y del propio CSN. Entre todas, estas instituciones confor-
man una red que puede, en diferentes instancias, frenar cambios innece-
sarios inoportunos. Por tanto, desvirtuaría la función usarla precisamente 
para provocar cambios en el sistema vigente. Esta característica se 
trasluce en el texto del inciso 2° del artículo 90, cuyo lenguaje per�la las 
funciones de las Fuerzas Armadas no tanto como la heroica defensa 
militar de la soberanía, territorio, independencia e integridad de la Patria, 
sino como órganos político-militares encargados de una fría, racional y 
plani�cada protección del sistema» 

En segundo lugar, y en estrecha relación con la característica anterior, la 
garantía del orden institucional se ubica en el campo de la protección de 

la “seguridad interna” frente  a “enemigos internos”, y es extraña a la 
defensa de la Patria frente a enemigos externos. Como lo expresa el “Libro 
de la Defensa Nacional” al abordar el tema de la relación entre Defensa y 
Desarrollo, “No debe perderse de vista que el desarrollo institucional 
incide directamente en la seguridad interior”. 

En tercer lugar, se trata de una función política, que supone determinado 
grado y nivel de deliberación, y no una función militar propiamente tal, 
que suponga operativos de esa naturaleza. A este respecto, hay que 
destacar con fuerza la relación existente entre el ejercicio de la función de 
garantía del orden institucionales y la facultad que a letra b) del art. 96 
entrega al Consejo de Seguridad Nacional.  Como lo ha expresado 
claramente Guzmán, las Fuerzas Armadas, aplicando el nuevo concepto 
de Seguridad Nacional con enfoque global y con . Duvauchelle  de�ende 
esta posición para dar fundamentos a su opinión de que la derogación del 
artículo 8° original de la Constitución de 1980 -que establecía un sistema 
político de pluralismo limitado-, no ha alterado el hecho de que la prohibi-
ción constitucional de partidos o movimientos políticos que revisten 
ciertas características descritas en la norma suprema, continua siendo una  
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Véase op. cit. en Bibliog., pg.73.
Véase Duvauchelle, op. cit. en bibliog., 75. Duvauchelle defiende esta  
posición para dar fundamentos a su opinión de que la derogación del 
artículo 8° original de la Constituciónde 1980 -que establecía un sistema 
político de pluralismo limitado-, no ha alterado el hecho de que la prohibi-
ción constitucional de partidos o movimientos políticos que revisten
ciertas características descritas en la norma suprema, continua siendo una 
de las Bases de la Institucionalidad, aunque la norma haya sido colocada 
fuera del Capítulo 1. Coincidimos con esta opinión, y le atribuimos toda su 
importancia lógico-jurídica: el total del apítulo III
es parte de las bases de la institucionalidad.
Véase Duvauchelle, op. cit. en bibliog., 75.
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Véase Verdugo, op. cit. Pgs. 293 a 295, en especial nota 9 pgs. 294
Véase op. cit. en Bibliog., pg.73.
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artículo 8° original de la Constitución de 1980 -que establecía un sistema 
político de pluralismo limitado-, no ha alterado el hecho de que la prohibi-
ción constitucional de partidos o movimientos políticos que revisten 
ciertas características descritas en la norma suprema, continua siendo una  
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de las Bases de la Institucionalidad,  fuera del Capítulo 1. Coincidimos con 
esta opinión, y le atribuimos toda su importancia lógico-jurídica: el total 
del Capítulo III es parte de las bases de la institucionalidad. 57 criterio 
profesional y técnico que tendrá una profunda incidencia de carácter 
político”. La misma opinión expresa Duvauchelle, al describir la función 
asignada a los Comandantes en Jefe y Director General de Carabineros 
dentro del CSN-, como “una tarea de carácter político, naturalmente no 
partidista”.   13

La relación que existe entre función de garantía y CSN queda de mani�es-
to al analizar, primero, un antecedente histórico, y en seguida, uno 
lógico-jurídico. El primero: la Junta de Gobierno descartó la posibilidad 
de facultar al CSN para “vetar” actos o medidas adoptadas por el Presiden-
te de la República, y también otra fórmula más conciliadora consistente 
solo en “representar y suspender” dichos actos. más importante aún, 
descartó también la siguiente idea: “establecer que una vez que se hayan 
agotado todas las instancias que la Constitución prevé y subsistan aún 
con�ictos básicos que lleven o puedan llevar al país al quiebre institucio-
nal, el CSN pueda adoptar medidas que permitan resolver la crisis”. En 
de�nitiva, la Junta de Gobierno solo aceptó la idea de facultar al CSN para 
“representar” a las autoridades de los actos o hechos que comprometie-
ron gravemente la seguridad nacional o atentaren gravemente contra el 
orden institucional de la República.14

Es evidente, como consta de estos antecedentes, que el sentido que se 
dio al verbo “representar” no fue el de vetar el acto de autoridad, sino solo 
el de hacer presente alguna inconveniencia grave o ilegalidad, en el 
mismo sentido que el art. 88 inc. 1º de la CPE aplica a la noción al describir 
las facultades de la Contraloría General de la República, aunque sin 
suspender formalmente los efectos del acto. Eso signi�ca que en de�nitiva   
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  Idem, pgs. 67 y 68.

prevalecerá la voluntad del órgano respectivo, si a éste le parece conve-
niente para el país. El segundo argumento a favor de la relación directa y 
condicionante entre garantía del orden institucional y la atribución de la 
letra b) del art. 96 puede expresarse así: repugnaría a la lógica que luego 
que los Comandantes en Jefe han expresado opinión y concurrido a una 
decisión en el seno del CSN respecto de hechos, actos o materias que 
atentan gravemente contra las bases de la institucionalidad, consrven aún 
la facultad de desconocer, ignorar o cambiar su opinión y adoptar un 
curso de acción distinto y “de facto”. Esto signi�caría lisa y llanamente 
colocar a los Comandantes en Jefe y al Director General de Carabineros 
por sobre, incluso, del CSN.

En cuarto lugar, se trata de una atribución cuyo foco es la crítica del 
desempeño de las instituciones del Estado que, sea por acto propio sea 
por fallas de acción u omisión frente a amenazas de hecho a las Bases de 
la institucionalidad, aparecen como responsables de una crisis del orden 
institucional. Hipótesis de situaciones de tal naturaleza podrían ser: 1) el 
rechazo por el Congreso del estado de sitio propuesto por el Presidente 
de le República; 2) la convocatoria a un plebiscito no autorizado por la 
Constitución; 3) un con�icto de poderes sin solución aparente en la 
Constitución; 4) un cambio indirecto o soslayamiento de ciertas bases de 
la institucionalidad (por desviación de poder o fraude a la ley) al dictarse 
leyes como de reforma agraria, nacionalizaciones o similares;   15 y  5) 
Situaciones  de  vacío de  poder,  producido porque uno o varios órganos 
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El cambio de las bases de la institucionalidad realizado conforme a los requisi-
tos formales y de procedimiento que la Constitución establece no podría ser 
invocado como causa de crisis institucional, dado que el establecimiento por la 
ley N° 18.825 de un quórum excepcionalmente alto para aprobar dicho tipo de 
reformas expresa el consenso alcanzado en 1989 entre la Junta de Gobierno y la 
oposición democrática de que esa es una alternativa que no puede negarse en 
una sociedad democrática.

desatienden o no ejercen sus funciones, como en el caso de la negativa 
del Parlamento a dictar leyes, negativa o imposibilidad de los Tribunales 
de hacer cumplir sus sentencias, o sobrepasatiempo general y pleno de la 
autoridad por graves disturbios del orden público.1 6 En quinto y último 
lugar, es la garantía del orden institucional una atribución reglada. Esto es 
resultado no sólo del hecho de que la existencia y subsistencia de la 
sociedad chilena como estado democrático y de derecho es una base 
institucional fundamental -reiterativamente a�rmado en los artículos 4’; 
50 ; 6°; 7°, N° 3; 39; 73 y 90, inc. 3° -sino de la constancia dejada en las actas 
de la Comisión de Estudios Constitucionales, citada opinión expresada 
por el Prof. Alejandro Silva Bascuñán y otros miembros: las Fuerzas 
Armadas son una garantía para todos los poderes del Estado, ya que no 
obedecen a ninguno de ellos sino al ordenamiento jurídico en general!’ En 
concreto, esto signi�ca que las Fuerzas Armadas están sometidas al 
Derecho, en el sentido y forma que establecen - [dem, pág. 67 y 68. 15 El 
cambio de las bases de la institucionalidad realizado conforme a los 
requisitos formales y de procedimiento que la Constitución establece no 
podría ser invocado como causa de crisis institucional, dado que el 
establecimiento por la ley N° 18.825 de un quórum excepcionalmente alto 
para aprobar dicho tipo de reformas expresa el consenso alcanzado en 
1989 entre la Junta de Gobierno y la oposición democrática de que esa es 
una alternativa que no puede negarse en una sociedad democrática. 16 
Ver en este sentido Guzmán, 94. 59 los artículos 6° y 7° de la CPE, dentro 
del contexto y marco sustantivos que resultan de las bases institucionales. 
Veremos a continuación los distintos aspectos del carácter reglado de la 
función de garantía del orden institucional asignada a las Fuerzas 
Armadas. 

4. Sujeción de la función de garantía del orden Institucional a las 
propias Bases Institucionales.
 
En primer lugar, es obvio que esta función, como todas las demás otorga-
das  a  los  órganos  del  Estado,  se somete  a los  principios del Estado 
deDerecho, en particular a los de supremacía de la Constitución, 
legalidad, responsabilidad y control. Es importante a este respecto citar la 
opinión de Duvauchelle: “La misión de garantizar el orden institucional de 
la República signi�ca, para las FF.AA., el velar por el normal funcionamien-
to de las instituciones del Estado, es decir, que en el país rija efectivamente 
un Estado de Derecho”!’ El contenido dado a tal misión hace inaceptable 
toda forma de cumplirla que supusiere no sólo quebrar el Estado de 
Derecho sino colocar a las FF.AA. al margen y por sobre el Derecho.
 
Como consecuencia, la función no exime a quienes la desempeñan de las 
responsabilidades de tipo penal, administrativo y civil en que se puede 
incurrir por transgresión de la normativa constitucional y legal. Signi�ca 
también que los actos respectivos pueden ser objeto de �scalización por 
la Cámara de Diputados. Más importante aún: los Generales y Almirantes 
que ponen en ejercicio la facultad están sometidos a la posibilidad de un 
juicio político por haber comprometido gravemente el honor o la seguri-
dad de la Nación.

’9 Recurriendo tanto al contexto constitucional corno a la historia del 
establecimiento de las normas respectivas, puede concluirse que la 
función de garantizar el orden institucional    se planteará generalmente   
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por causales también propias de la declaración del estado de emergencia 
establecido en el N° 3 del art. 40 de la CPE. Otras hipótesis, como las que 
conducen al estado de asamblea o al estado de sitio caerán fuera de la 
órbita de la función que analizamos, sea por su propia naturaleza (guerra 
externa) o por el hecho de que intervenga en ella el Congreso (estado de 
sitio).

123

123

Esta asimilación entre causales de la puesta en práctica de la función de 
garantía y causales de un estado de excepción supone considerar, aunque 
sólo para los propósitos del análisis, como una suerte de “quinto estado de 
excepción” el ejercicio de dicha función de garantía. De ser así, cabe 
preguntarse si este quinto estado de excepción es o no reglado. Antes de 
responder, tengamos presente que la reforma constitucional de 1989, 
aceptó la interposición de recursos de amparo y de protección en contra 
de medidas adoptadas bajo estado excepción, incluso en el caso de 
estado de asamblea. Este hecho es de enorme importancia para compren-
der el grado en que dicha reforma reforzó los principios de supremacía de 
la Constitución y de legalidad, y con ello el Estado de Derecho en general. 
esa sola circunstancia obliga a responder la pregunta recién planteada de 
manera negativa. De otro modo, habría que admitir que las Fuerzas 
Armadas serían depositarias de un poder supraconstitucional que ejerce-
rían con la discrecionalidad que su alto grado de autonomía les permite. 
Tal principio barrenaría de modo absoluto no solo el Estado de Derecho, 
sino el conjunto de las Bases Institucionales. En este caso como en otros, la 
busca de “absoluta seguridad” para el sistema entraría en contradicción 
con su propio objetivo y con la seguridad misma.

Con todo, al aplicar los principios generales sobre legalidad, responsabili-
dad y control a los actos derivados de la función de garantía del orden 
institucional, habrá que enfrentar obstáculos derivados de la naturaleza 
de la actividad de Inteligencia en que  ellas necesariamente se basarán. 
Nos referimos, en primer lugar, a la inde�nición del concepto “seguridad 
nacional”, que puede así adquirir un carácter ad hoc en relación con el 
problema concreto que se enfrente. En segundo término, cabrá asumir 
que la labor de Inteligencia requiere de un grado de discrecionalidad y de 
secreto directamente vinculados a su e�cacia.   

Duv. Pág. 85. Esta afirmación podría perder su fuerza de convicción si resulta-
re que Duvauchelle comparte el concepto de Estado de Derecho que manejan 
autores como Gonzalo lbáñez Santa María y, basándose en este último, 
Bernardino Bravo. (Véanse obras citadas en bibliografía). En ambos casos se 
confunde, por razones posiblemente ideológicas, el antiguo principio ético y 
político que ordena “obediencia a la ley”, con la moderna institución y sistema 
del Estado de Derecho, propia del pensamiento liberal democrático del Siglo 
XIX. En realidad, el pensamiento neoconservador del que forman parte estos 
autores demuestra una visceral desconfianza respecto del Estado de Derecho. 
Véase nuestro “National Security”, The Dual State and The Rule of the 
Exception. A Study on the Strategocratic Political System”, Chapter VI. Duv. 
pág 85. Esta afirmación podría perder su fuerza de convicción si resultare que 
Duvauchelle comparte el concepto de Estado de Derecho que manejan autores 
como Gonzalo lbañez Santa María y, basándose en este último, Bernardino 
Bravo. (Véanse obras citadas en bibliografía). En ambos casos se confunde, 
por razones posiblemente ideológicas, el antiguo principio ético y político que 
ordena “obediencia a la ley”, con la moderna institución y sistema del Estado 
de Derecho, propia del pensamiento liberal democrático del Siglo XIX. En 
realidad, el pensamiento neoconservador del que forman parte estos autores 
demuestra una visceral desconfianza respecto del Estado de Derecho. Véase 
nuestro “National Security”, The Dual State and The Rule of the Exception. A 
Study on the Strategocratic Political System”, Chapter VI.60
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Duv. Pág. 85. Esta afirmación podría perder su fuerza de convicción si resulta-
re que Duvauchelle comparte el concepto de Estado de Derecho que manejan 
autores como Gonzalo lbáñez Santa María y, basándose en este último, 
Bernardino Bravo. (Véanse obras citadas en bibliografía). En ambos casos se 
confunde, por razones posiblemente ideológicas, el antiguo principio ético y 
político que ordena “obediencia a la ley”, con la moderna institución y sistema 
del Estado de Derecho, propia del pensamiento liberal democrático del Siglo 
XIX. En realidad, el pensamiento neoconservador del que forman parte estos 
autores demuestra una visceral desconfianza respecto del Estado de Derecho. 
Véase nuestro “National Security”, The Dual State and The Rule of the 
Exception. A Study on the Strategocratic Political System”, Chapter VI. Duv. 
pág 85. Esta afirmación podría perder su fuerza de convicción si resultare que 
Duvauchelle comparte el concepto de Estado de Derecho que manejan autores 
como Gonzalo lbañez Santa María y, basándose en este último, Bernardino 
Bravo. (Véanse obras citadas en bibliografía). En ambos casos se confunde, 
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ordena “obediencia a la ley”, con la moderna institución y sistema del Estado 
de Derecho, propia del pensamiento liberal democrático del Siglo XIX. En 
realidad, el pensamiento neoconservador del que forman parte estos autores 
demuestra una visceral desconfianza respecto del Estado de Derecho. Véase 
nuestro “National Security”, The Dual State and The Rule of the Exception. A 
Study on the Strategocratic Political System”, Chapter VI.

A este respecto será útil tener presente que “la discrecionalidad debe 
ejercerse dentro de los límites del Derecho, de la razonabilidad, de los 
principios técnicos que rigen la actividad policial y de inteligencia”?’

Es imprescindible tener en cuenta que la existencia de una saludable 
situación de “orden institucional” en la República es resultado del respeto 
de todas las Bases Institucionales, aún de aquéllas entre las cuales pudiere 
existir contradicción u oposición en algún momento, cual es el caso típico 
de los fundamentos de los estados de excepción. Razonabilidad, 
equilibrio y ecuanimidad en el juicio son indispensables en esta materia, 
mientras que la adopción de posiciones maniqueístas o fundamentalistas 
podrían resultar ser el detonante del real quiebre del orden institucional. 
Garantizar el orden institucional conlleva, por tanto, resguardar la existen-
cia y funcionamiento normal de las instituciones legítimas, así como de la 
más amplia vigencia de las libertades y derechos asegurados a los 
habitantes del país.

5. Sujeción de la función de garantía del orden institucional a los 
     principios orgánicos de las Fuerzas Armadas.

Aquí encontrarnos otro importante aspecto del carácter reglado del 
ejercicio de la función de garantía. Aunque estos principios orgánicos no 
están expresamente incluidos entre las Bases de la Institucionalidad, cabe 
concluir que tienen una jerarquía similar, así no sea porque para su 
reforma se requiere el mismo alto quórum de dos tercios de los miembros    
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Duvauchelle rechaza la idea de que los Comandantes en Jefe y el Director 
General de Carabineros estén sujetos a juicio político, tanto por la inamovili-
dad de que gozan conforme al art. 93 de la CPE, cuanto porque -y esta afirma-
ción reviste inusitada gravedad- atribuye a la institución de los Comandantes 
en Jefes la misma categoría “supraconstitucional” que tiene el tribunal 
Constitucional. Véase pgs.(págs.) 103, 104 y 111.

en ejercicio de cada cámara, según lo establecido por la reforma constitu-
cional de 1989 al agregar un nuevo inciso segundo al art. 116 de la Carta 
Fundamental.
 
El ejercicio de la función de garantía por parte de las Fuerzas Armadas 
podría representar, a primera vista, una excepción de enorme envergadura 
respecto de los principios de obediencia y de no deliberación, al punto que 
pudiere alterar la naturaleza del sistema político y del régimen de gobier-
no. Tal excepción se produciría si pudiere concluirse que la función de 
garantía otorga a los Comandantes en Jefes y al Director General de 
Carabineros la facultad de decidir por sí, de manera autónoma y al margen 
del CSN, cuándo, cómo y por qué se actuaría para garantizar un orden 
institucional presuntamente puesto en jaque» Sin embargo, el texto actual 
de la Constitución de 1980 y  el cambio producido en las relaciones entre 
sociedad civil, Estado y fuerzas Armadas permite una sola interpretación 
dotada de legitimidad: la facultad exige respetar estos principios de 
obediencia y no deliberación, obligando a esos Altos Mandos a actuar sólo 
en la forma que la legislación vigente y sus antecedentes, permiten, y que 
pasaremos a explicar. Veamos primero lo relativo al deber de obediencia.

En el fondo, al tratar del principio de obediencia, se reforzó la autonomía 
interna “sin menoscabo de su obediencia al ordenamiento jurídico 
general”. Aún así, la vaguedad de la fórmula fue objeto de críticas en la 
Comisión,  en   la   medida  que  podía  entenderse “casi  una consagración   

Véase Quintana Benavides, Augusto. “Informe nacional: control democrático 
de los organismos de seguridad interior de Chile”, en Fruhling, op. cit. en 
Bihliog., pg. 71. 61
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Ver en este sentido el importante trabajo de Oscar Godoy, cit. en Biliog., pgs. 
286 a 290. Godoy, con acentos a veces sarcásticos, expone la posición de J. 
Guzmán en la materia, recordando que en su afán de establecer una guardia 
pretoriana de la república, equiparó en los debates la función de las Fuerzas 
Amadas de Chile con el rol del rey o de la Corona en las monarquías (pg. 
290). Godoy estima que la opinión de guzmán y de otros de los miembros de 
la Comisión de Estudios de la Constitución fueron consagradas en el texto de 
1980 y representaría una mutación radical del concepto de obediencia. cita 
el pensamiento de Guzmán, -manifestando en la crucial Sesión 379 de la 
CENC, de 31 de mayo de 1978- en el sentido de que ahora las Fuerzas 
Armadas serán “obedientes al ordenanamiento institucional”, agregando 
enseguida o, como expresa en otras ocasiones, “al ordenamiento jurídico 
general” (pg. 288). La forma en que aborda este punto Godoy indica que no 
ha dado toda su importancia a la terminología empleada y a su consagración 
en la Constitución de 1980 modificada en 1989. Factores que, mirados desde 
un punto de vista, podrían ser elementos secundarios, pasan a convenirse en 
extraordinariamente importantes cuando el análisis se desplaza al plano 
jurídico. de algún modo esto explica la diferencia de approachs entre Godoy 
y el suscrito respecto de unos mismos hechos y unos mismos textos. Este 
autor interpreta la ley suprema no sólo a la luz de la historia de su estableci-
miento, sino conforme a su texto final y vigente, y procura interpretar la 
“voluntad de la ley” más que la “voluntad del autor”, particularmente en un 
caso como el que se analiza, caracterizado por compromisos y contradiccio-
nes que en última instancia conducen a un producto normativo que no 
expresa con fidelidad ninguna de las posiciones en pugna.   

Carmona en Acta Sesión 379 CENC, 31, 5, 1978, cit. Godoy pg.,289.
Véase Godoy, op. cit. pg. 297.
Véase Duvauchelle, op. cit., pg. 87.
Véase Verdugo, op. cit., pg. 299, nota 17.
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institucional de cualquier pronunciamiento de tipo militar”.  22.  EI contexto 
de la discusión del tema deja en claro que ese no fue el propósito de los 
miembros de la CENC, lo que sumado al hecho de que “obediencia a la 
institucionalidad” no es lo mismo que “obediencia al ordenamiento jurídico 
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general”, sino una consecuencia de esto último, permite  no compartir la la 
opinión que Godoy 21             Idea Duv. 87. No carece de importancia que, 
muy recientemente, el diario “El Mercurio” haya editorializado sostenido la 
misma tesis, es decir, sosteniendo que existe una relación directa entre 
atentado a las bases de la institucionalidad y la función de Garantía del 
Orden Institucional (Ed. de 21-4-1999 pg. A3). 63 tiene al respecto23 Aún la 
opinión de Duvauchelle sirve para con�rmar esto. El entiende que las FF.AA 
y Carabineros son esencialmente obedientes en cuanto están “subordina-
dos al poder político en términos que les está vedado, sin comprometer el 
Estado de Derecho, condicionar las determinaciones de los -órganos del 
poder”.  Refuerza esta idea opinando, más adelante, que “el constituyente ha 
establecido la instancia del CSN., con el objeto de hacer presentes aquellas 
situaciones que atenten gravemente en contra de las bases de la institucio-
nalidad”, en un texto que establece una relación directa entre la función de 
garantes del Orden Institucional de la República y el problema del atentado 
contra las bases institucionales”.

El segundo principio que estaría en jaque es el de “no deliberación”. El 
principio jamás ha podido signi�car que está prohibido a las FF.AA o sus 
miembros “pensar” sobre materias políticas y las políticas de la autoridad. Lo 
que está prohibido es que ellos, como cuerpo, “tomen partido” y objeten 
sobre esa base el acto político sujeto a análisis. Cualquiera la opinión de las 
Fuerzas Armadas, el deber de obediencia las obliga a acatar el acto de la 
autoridad legítima. Esta idea y el temor de los propios militares a la 
introducción de la deliberación en los cuarteles explicaría que haya sido 
rechazada una disposición que especi�caba que “el deber de no delibera-
ción cesa en materias propias   ” .” Sin embargo, dada la naturaleza política  
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Carmona en Acta Sesión 379 CENC, 31, 5, 1978, cit. Godoy pg.,289.
Véase Godoy, op. cit. pg. 297.
Véase Duvauchelle, op. cit., pg. 87.
Véase Verdugo, op. cit., pg. 299, nota 17.
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Véase Hauriou, Maurice, (1925), La théorie de l’institution et de la fondation, en 
Cahiers de la Nouvelle Journée, Nº 4; y (1929) Precis de droit constitutionnel (2e. 
Edition), Paris. Interesa a este respecto citar algunas opiniones de Hauriou. Luego 
de afirmar que la política debiera ser definida a la vez como la ciencia y el arte de 
los equilibrios entre poderes, explica a qué poderes se refiere. En primer lugar, a 
aquellos que existen antes del Estado y pavimentan el camino para el mismo, como 
las familias, tribus, ciudades, provincias, etc. Luego, en el Estado mismo, al poder 
secular y al religioso, al poder civil y al militar, al poder político y al económico, el 
primero utilizando las instituciones políticas, y el último, las transacciones jurídicas 
sobre la base de relaciones contractuales; en fin, poder central y poder local. Ver 
Hauriou, M., (1929), p. 20.
George Renard, que luego de ser decano de Nantes entró a la Orden Dominica y 
permaneció en ella hasta su muerte, desarrolló sus teorías institucionalistas y 
subsidiaristas en La théorie de l’institution (Paris, 1930), y La philosophie de 
l’institution (Paris, 1939).

Guzmán, Jaime, “Seguridad Nacional en la Constitución de 1980”, en Revista 
de Derecho Político, vol. 1985, pg. 63, según cita de Godoy, op. cit., pg. 295.

Véase Verdugo, op. cit., pg. 299, nota 17. 27 Guzmán, Jaime, “Seguridad 
Nacional en la Constitución de 1980”, en Revista de Derecho Político, vol. 
1985, pg. 63, según cita de Godoy, op. cit., pg. 295.
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política de la función de garante, texto constitucional admite que hay un 
lugar y un nivel en que se produce deliberación. La historia y el texto 
constitucional permiten concluir que esa única instancia es el CSN, y por 
parte de los Comandantes en Jefe. El CSN fue de�nido por el propio 
Guzmán como “la instancia por medio de la cual las FF.AA. y Carabineros, a 
través de sus jefes máximos, ‘participan en el quehacer nacional de un 
modo e�caz para desempeñar su rol de garantes de las bases de la institu-
cionalidad, pero a la vez prudente para cuidar que la naturaleza profesional 
castrense de tales instituciones, lo mismo que su carácter disciplinado y 
obediente al orden jurídico, sean celosamente preservados” .

6. Causas y objetivo del ejercicio de la función de garantía.
              
1. Dado que la función se cumple a través del CSN, para ponerla en 
ejercicio se requiere la existencia de “hechos, actos o materias” que impor-
ten un atentado grave en contra de las bases de la institucionalidad.

No se requiere que exista infracción del Orden Institucional: bastará un 
juicio, -lo que supone deliberación-, que conduzca a la opinión de que 
determinado hecho, acto o materia “puede” dañar o pone en peligro las 
bases de la institucionalidad. Mientras los sustantivos “hechos” y “actos” 
son de interpretación fácil y casi obvia, no pasa lo mismo con el vocablo 
“materia”. La palabra parece aludir a situaciones en que un tema, punto o 
sujeto de preocupación y estudio por un órgano del Estado como la 
discusión legislativa de determinado proyecto de ley o la venta de capita-
les extranjeros de empresas estratégicas representaría en sí una amenaza a 
una o más bases institucionales. 
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Debe tratarse de actos o hechos imputables a los órganos y agentes del 
Estado. La reforma de 1989 cambió en esta parte, el alcance de la disposi-
ción original, sino que más bien la amplió: el Presidente de la República, el 
Congreso y Tribunal Constitucional son los órganos ante los cuales el CSN 
hace un requerimiento, pero no necesariamente los autores o protagonis-
tas del acto criticado. Dentro de esta amplitud, la función de garantía 
podría ponerse en acción incluso a raíz de hechos o actos ocurridos al 
interior de los cuarteles, comisarías o prefecturas.
 
Sin embargo, no deberían caer en la órbita de esta función los hechos o 
circunstancias que el constituyente ha de�nido como causales de uno o 
más de los estados de excepción. Esto es obvio en casos de guerra externa 
o catástrofe natural, pero menos claro en las circunstancias propias de 
estado de sitio o estado de emergencia. Una respuesta lógico-jurídica 
adecuada sería que dichos estados son, en su caso, la primera y natural 
fase de defensa del orden institucional; pero que si fueren insu�cientes o 
ine�caces para poner remedio a la situación, se podría ejercitar la función 
de garantía -a través del CSN, aunque solo en el sentido de revisar y 
adecuar la estrategia y operaciones llevadas a cabo dentro del marco del 
estado de excepción.
 
Los hechos o actos deben ser de naturaleza tal que pueda verosímilmente 
suponerse que ponen en peligro el orden institucional. El test de la verosi-
militud consiste, por lógica, en la clara percepción y descripción del hecho, 
acto o materia como “atentado grave” en contra de las Bases de la Institu-
cionalidad. En el esquema mental del constituyente, según acreditan 
párrafos  reiteradamente  citados  los  Comandantes  en  Jefes  y el General  
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Director de Carabineros estarían obligados a “hacer presente” esta circuns-
tancia, primero, en el seno del CSN, y luego, a través de éste, al Presidente 
de la República, el Congreso Nacional o el Tribunal Constitucional?.

 7. ¿Cómo se ejerce la función de garantía del orden institucional?

1. Como ya fue explicado, el acto de “hacer presente” cierta opinión respec-
to a algún hecho, acto o materia frente a determinados órganos del poder 
del Estado signi�ca única y exclusivamente “poner en conocimiento” tal 
circunstancia. Aunque la opinión pueda estar acompañada de sugerencias 
respecto a las políticas que podrían adoptarse para poner remedio al 
problema de que se trate, jamás podría consistir en un acto de autoridad, si 
lo impugnado fuere tal tipo de actos. 

La constitución exige que sea el conjunto de los Comandantes en Jefe y 
Director General de Carabineros los que, simultánea y coincidentemente, 
hacen presente su opinión por atentados graves a las bases institucionales 
que importan un peligro de quiebre del orden institucional. De otro modo 
se daría pie al surgimiento de una diferencia de opinión y de acción entre 
las distintas ramas que podría causar un “quiebre, militar” más grave que el 
quiebre o peligro de quiebre institucional que se procura remediar. En 
conclusión, se requerirá siempre unanimidad de las cuatro máximas autori-
dades militares y de Orden. 
La acción se materializa mediante acuerdo del CSN dirigido a uno de los 
tres órganos del Estado que menciona la Constitución en la letra b) del art. 
96. El destinatario dependerá de cual resulte ser el órgano dentro de cuya 
competencia normal cae el acto u omisión constitutivo de la amenaza a las 
bases y el orden constitucional.  

En caso que la opinión se haga presente frente al Tribunal Constitucional, 
cabe pensar en dos hipótesis. En primer lugar, podría tratarse de una 
decisión  de  este  Tribunal  distinta de la esperada por los Comandantes en

Jefe y General Director de Carabineros y que fuere analizada y considera-
da como siendo el  , real punto de partida de un problema para el orden 
institucional. La mera posibilidad de hechos de esta naturaleza pone de 
mani�esto la magnitud de la facultad otorgada a las Fuerzas Armadas en 
esta materia. Colocar frente a frente éstas y el Tribunal Constitucional 
signi�caría simplemente que las Fuerzas Armadas serían el más alto 
tribunal constitucional de la República, una conclusión cuya intrínseca 
perversidad jurídica y política la hace rechazable en todos los planos. Una 
segunda hipótesis, bastante más plausible, consiste en que los Coman-
dantes en Jefe y el General Director de Carabineros piden a través del CSN 
que el Tribunal Constitucional tenga presentes, el ejercer sus facultades o 
decidir sobre una materia, los hechos denunciados en cuanto signi�caren 
un grave peligro para el orden institucional. De algún modo esta es una 
petición que coloca en los hombros del Tribunal Constitucional la 
solución de una crisis. Duvauchelle estima perfectamente procedente 
esta posibilidad. A su juicio, que reproduce los razonamientos de la Junta 
de Gobierno al aprobar la reforma de 1989, “todo acto, hecho o materia 
que implique una infracción grave a las prescripciones del Capítulo 1 de 
la Constitución... constituye, también, motivo su�ciente para que el 
Consejo de Seguridad Nacional pueda acudir al Tribunal Constitucional, a 
�n de que éste determine las responsabilidades que correspondan, 
conforme sus ¿atribuciones”.  La preocupación principal de Duvauchelle 
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Esta interpretación está definitivamente avalada por la, en esta materia, 
importante opinión de Duvauchelle, dada su condición de principal autor de 
la versión escrita de las opiniones de la Junta de Gobierno frente a esta parte 
de las reformas constitucionales de 1989, contenidas en un oficio de su 
redacción que dicha Junta “hizo suyas íntegramente”. Duvauchelle, op. cit. 
Pg. 73, nota 31 
Véase Duvauchelle, op. cit. pg. 79.
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Director de Carabineros estarían obligados a “hacer presente” esta circuns-
tancia, primero, en el seno del CSN, y luego, a través de éste, al Presidente 
de la República, el Congreso Nacional o el Tribunal Constitucional?.
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las distintas ramas que podría causar un “quiebre, militar” más grave que el 
quiebre o peligro de quiebre institucional que se procura remediar. En 
conclusión, se requerirá siempre unanimidad de las cuatro máximas autori-
dades militares y de Orden. 
La acción se materializa mediante acuerdo del CSN dirigido a uno de los 
tres órganos del Estado que menciona la Constitución en la letra b) del art. 
96. El destinatario dependerá de cual resulte ser el órgano dentro de cuya 
competencia normal cae el acto u omisión constitutivo de la amenaza a las 
bases y el orden constitucional.  

En caso que la opinión se haga presente frente al Tribunal Constitucional, 
cabe pensar en dos hipótesis. En primer lugar, podría tratarse de una 
decisión  de  este  Tribunal  distinta de la esperada por los Comandantes en

Jefe y General Director de Carabineros y que fuere analizada y considera-
da como siendo el  , real punto de partida de un problema para el orden 
institucional. La mera posibilidad de hechos de esta naturaleza pone de 
mani�esto la magnitud de la facultad otorgada a las Fuerzas Armadas en 
esta materia. Colocar frente a frente éstas y el Tribunal Constitucional 
signi�caría simplemente que las Fuerzas Armadas serían el más alto 
tribunal constitucional de la República, una conclusión cuya intrínseca 
perversidad jurídica y política la hace rechazable en todos los planos. Una 
segunda hipótesis, bastante más plausible, consiste en que los Coman-
dantes en Jefe y el General Director de Carabineros piden a través del CSN 
que el Tribunal Constitucional tenga presentes, el ejercer sus facultades o 
decidir sobre una materia, los hechos denunciados en cuanto signi�caren 
un grave peligro para el orden institucional. De algún modo esta es una 
petición que coloca en los hombros del Tribunal Constitucional la 
solución de una crisis. Duvauchelle estima perfectamente procedente 
esta posibilidad. A su juicio, que reproduce los razonamientos de la Junta 
de Gobierno al aprobar la reforma de 1989, “todo acto, hecho o materia 
que implique una infracción grave a las prescripciones del Capítulo 1 de 
la Constitución... constituye, también, motivo su�ciente para que el 
Consejo de Seguridad Nacional pueda acudir al Tribunal Constitucional, a 
�n de que éste determine las responsabilidades que correspondan, 
conforme sus ¿atribuciones”.  La preocupación principal de Duvauchelle 
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Esta interpretación está definitivamente avalada por la, en esta materia, 
importante opinión de Duvauchelle, dada su condición de principal autor de 
la versión escrita de las opiniones de la Junta de Gobierno frente a esta parte 
de las reformas constitucionales de 1989, contenidas en un oficio de su 
redacción que dicha Junta “hizo suyas íntegramente”. Duvauchelle, op. cit. 
Pg. 73, nota 31 
Véase Duvauchelle, op. cit. pg. 79.
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al abordar el tema es la prohibición constitucional de partidos o 
movimientos políticos con ciertas características (Art. 19, N° 15 CPE); pero 
tanto la forma en que expresa su opinión cuanto la aplicación de 
principios generales del Derecho fuerzan a concluir que el recurso al 
Tribunal Constitucional puede producirse en otro tipo de casos. Tal podría 
ser el de un Presidente electo o de un Ministro de Estado, miembros de un 
partido que fuere tachado de inconstitucional.

8. Conclusiones
 
La función de garantes del orden institucional que el art. 90, inc. 2° 
entrega a las Fuerzas Armadas, jurídica y �losó�camente considerada, es 
una función reglada y sujeta, formal y sustantivamente, al Estado de 
Derecho. Ella no consiste en una “constitucionalización o institucionaliza-
ción” del golpe de estado o pronunciamiento militar. Luego de la reforma 
constitucional de 1989, predomina de�nitivamente en el constituyente 
una tendencia ya presente en la discusión del texto original de la Constitu-
ción de 1980, y que se concreta 29 Véase Duvauchelle, op. cit. pg. 79. 67 en 
negar la existencia de un “Poder de Seguridad”, como cuarto gran poder y 
función dentro del Estado, equiparable y aún superior a los demás 
órganos. La inherente naturaleza supraconstitucional que tal Poder de 
Seguridad adquiriría ha motivado su rechazo. Por tanto, el ejercicio de la 
función de garante debe cumplir siempre dos requisitos: primero, enmar-
carse estrictamente en la constitucionalidad formal y de fondo, y segundo, 
por vía de consecuencia, jamás consistir en el uso o amenaza de uso de la 
fuerza. En otras palabras, los custodios están custodiados.
 

Iquique, abril de 1999. 
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IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

2

     

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

María Teresa Infante es Embajadora de Chile ante los Países Bajos y Profesora del Instituto 
de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile; Alberto van Klaveren es Profesor 
del Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile y ex Subsecretario de 
Relaciones Exteriores. 
Característica compartida con José Zepeda, comunicador en Radio Media Naranja, Países 
Bajos y antiguo colaborador de Radio Nederland. Julio 2020.
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dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 

y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 

razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 

razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

https://chile.gob.cl/chile/blog/paises-bajos/la-haya/entre-
ga-de-diplomas-a-holandeses-distinguidos-por-su-apoyo-a-los
M. Perry, op.cit.
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IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

2

     

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 
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dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 

y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 

razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  
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comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 

razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

https://chile.gob.cl/chile/blog/paises-bajos/la-haya/entre-
ga-de-diplomas-a-holandeses-distinguidos-por-su-apoyo-a-los
M. Perry, op.cit.
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IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 

razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

https://chile.gob.cl/chile/blog/paises-bajos/la-haya/entre-
ga-de-diplomas-a-holandeses-distinguidos-por-su-apoyo-a-los
M. Perry, op.cit.
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IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

          

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

https://iisg.amsterdam/en/search?search=Instituto%20para%20el%20Nuevo%20Chile
Dukkerij: Universiteit Erasmus, 1989.
La obra 40 Años, 40 Historias, Refugiados chilenos y Solidaridad en Holanda, (2013), 
de Jan de Kievid y otros et al, presenta un conjunto de historias personales de ese tiempo.

IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

     

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 

Jorge Tapia invoca la definición de paradiplomacia como el “conjunto de actividades 
conducentes al establecimiento y mantenimiento de relaciones de coordinación, cooperación 
y alianza para el desarrollo económico y socio-cultural conjunto, entre instituciones 
regionales o locales de gobiernos de dos o más países, realizadas directamente entre éstos o 
con la participación de grupos intermedios, mediante contactos, negociaciones, convenios y 
acuerdos, dentro del marco de sus competencias y para aplicación en los respectivos 
territorios.” “Globalización, Descentralización y Paradiplomacia: la Actividad Internacio-
nal de las Regiones”,  Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, XXIII, 
2002, p. 171.
El artículo de G. Aranda, C. Ovando y A. Corder, “Experiencias paradiplomáticas en la 
región de Tarapacá y su proyección subregional”, publicado en Estudios Internacionales, 
165 (2010), 33-74, plantea un desarrollo de este enfoque. 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  
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IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

          

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

https://iisg.amsterdam/en/search?search=Instituto%20para%20el%20Nuevo%20Chile
Dukkerij: Universiteit Erasmus, 1989.
La obra 40 Años, 40 Historias, Refugiados chilenos y Solidaridad en Holanda, (2013), 
de Jan de Kievid y otros et al, presenta un conjunto de historias personales de ese tiempo.

IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

     

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 

Jorge Tapia invoca la definición de paradiplomacia como el “conjunto de actividades 
conducentes al establecimiento y mantenimiento de relaciones de coordinación, cooperación 
y alianza para el desarrollo económico y socio-cultural conjunto, entre instituciones 
regionales o locales de gobiernos de dos o más países, realizadas directamente entre éstos o 
con la participación de grupos intermedios, mediante contactos, negociaciones, convenios y 
acuerdos, dentro del marco de sus competencias y para aplicación en los respectivos 
territorios.” “Globalización, Descentralización y Paradiplomacia: la Actividad Internacio-
nal de las Regiones”,  Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, XXIII, 
2002, p. 171.
El artículo de G. Aranda, C. Ovando y A. Corder, “Experiencias paradiplomáticas en la 
región de Tarapacá y su proyección subregional”, publicado en Estudios Internacionales, 
165 (2010), 33-74, plantea un desarrollo de este enfoque. 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  
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Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  
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IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  

 

IN MEMORIAM

Recordando a Jorge Tapia Valdés
María Teresa Infante y Alberto van Klaveren 

Jorge Tapia Valdés tuvo la fortuna de desarrollar varias carreras en su vida. 
Estudió en la histórica Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
donde fue compañero de Ricardo Lagos Escobar, para luego especializarse 
en la prestigiosa Universidad de Yale. Su primera carrera le llevó a convertir-
se en e�ciente funcionario del Senado de la República de Chile durante 18 
años, llegando a ser secretario de la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia de la Cámara Alta y aportando en el Senado de Chile su sólida 
formación en derecho público. Simultáneamente, se convirtió en importan-
te político del histórico Partido Radical, llegando a desempeñar el cargo de 
Ministro de Educación en el gobierno del presidente Salvador Allende, para 
luego ocupar un lugar prominente en el exilio chileno. Después de la 
restauración democrática, se convirtió en el primer embajador de Chile 
ante los Países Bajos, ocupando posteriormente el mismo cargo en Israel. A 
su regreso de�nitivo al país, se instaló en Iquique, siendo nombrado 
posteriormente Intendente de Tarapacá. Pero su constante en la vida fue su 
vocación académica, que cultivó en distintas universidades de Chile, los 
Países Bajos y Estados Unidos y que culminó con el establecimiento del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de 
Iquique (INTE).
 
La palabra de Jorge, expresiva, modulada con fuerza y a veces vehemencia, 
llamaba desde el primer momento a que el interlocutor tuviese que 

esforzarse en pensar con claridad y procurase seguir una estructurada 
línea de ideas.  Apreciamos en esa época, la forma y dignidad con las cual 
abordaba el trabajo, público y universitario, a partir del cual generaba 
nuevos espacios de investigación y desarrollo para la Universidad.  Jorge 
Tapia contribuyó a que madurara el ambicioso proyecto del Instituto de 
Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat de Iquique, en 
compañía de selectos especialistas de la Región. Fue el primer y hasta 
hora único centro de esa naturaleza fuera de la Región Metropolitana.
     
Pero Jorge Tapia Valdés era recordado desde mucho años antes, en su 
faceta de constitucionalista y político. En ese ámbito, como miembro del 
partido Radical y de fuerte tradición laica, no cabe duda de que su nombre 
se destacó cuando se planteó el proyecto conocido como la Escuela 
Nacional Uni�cada, impulsado cuando ejercía como ministro de Educa-
ción del gobierno del presidente Allende. El proyecto, innovador y 
polémico, se postergó �nalmente. Más tarde, el golpe de estado cambió el 
curso del gobierno de la Unidad Popular y del país. 

En esta contribución, resaltamos tres aspectos de la vida de Jorge Tapia 
Valdés, donde en cierta forma su personalidad y forma particular de 
discurrir, se relacionan con nuestro propio quehacer en la cancillería 
chilena, en el mundo académico y también con los años de residencia en 
Países Bajos.
 
Primero, Jorge Tapia participó del grupo de políticos chilenos exiliado y 
acogido en Holanda, y que ya en 1976 había de�nido ciertas opciones 

dentro del socialismo y la vuelta a la democracia. Ello implicaría que Jorge 
Tapia se sumase a un proyecto colectivo con otras �guras e intelectuales, 
que renovaron el pensamiento y acción de la izquierda chilena, acercándo-
se al ideario socialdemócrata que Jorge Tapia había abrazado temprana-
mente. Fue esta renovación la que permitió emprender el exitoso proyecto 
de la transición chilena a la democracia y que sirvió de base a los primeros 
gobiernos de la restauración democrática.

Resulta esencial conocer ese período, sus promotores y actuaciones para 
comprender la combinación de dramatismo y seriedad con que abordaron 
los distintos temas, y la capacidad de explicar o reexplicar temas propios 
del pasado político chileno con el aporte de doctrinas y procesos políticos 
que a su vez experimentaba la izquierda europea. En esta tarea, se ubica en 
un lugar preferente el Instituto para el Nuevo Chile, donde Jorge Tapia 
participó desde sus orígenes. Una parte importante de la reconstrucción de 
una forma de concebir la política nacional desde la izquierda se hizo en el 
seno de ese proyecto. 

El Instituto para el Nuevo Chile, que presidió el político Jorge Arrate, 
socialista, fue fruto de una iniciativa que nació en Rotterdam (Países Bajos), 
impulsada por Orlando Letelier y que se concretó con �guras de miembros 
de diversas corrientes políticas de izquierda, incluyendo cristianas. Consti-
tuyó un instrumento donde la acción política holandesa, en ese entonces 
liderada por gobiernos del Partido del Trabajo (PvdA), expresó un apoyo 
decisivo al exilio chileno, y a las personalidades de distintas orientaciones 
obligadas a salir del país 

En el 2016, esa delicada y trascendente asociación entre chilenos y holande-
ses, fue recordada en un acto organizado por la Embajada de Chile con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, con ocasión de la entrega de diplomas 

a 10 personas distinguidas por el gobierno de Chile, por su destacada 
labor en el área de derechos humanos y la extraordinaria solidaridad que 
mantuvieron con la comunidad de exiliados que llegó a Países Bajos desde 
1973 en adelante.  En ese momento, las palabras de quien fuera destacada 
política del PvdA y culminara su carrera pública como Contralora General, 
Saskia Stuiveling y del exministro Jan Pronk, sobrias, directas y afectuosas, 
relataron el profundo vínculo que se estableció entre Países Bajos y las 
personas que conformaban este capítulo del exilio, protagonizado en la 
ciudad puerto de Rotterdam, y que dieron vida al Instituto para el Nuevo 
Chile, creado en 1977.  

Ciertamente, las convicciones en torno a la vigencia plena de los derechos 
humanos, en todo tiempo y lugar, que se expresaban en la política interna 
holandesa y la relación con la de�nición de un Estado democrático y 
pluralista, fueron parte del proceso de intercambio de ideas y cambio. 
También lo fueron la búsqueda permanente del consenso político entre 
fuerzas y el rechazo a la polarización, que era y sigue siendo tan caracterís-
tica de la política holandesa. En el homenaje de 16 de junio de 2016, las 
�guras políticas mencionadas se explayaron sobre cómo se generaron 
nuevas cercanías y mutuos descubrimientos intelectuales, políticos y 
culturales, entre personas que sintonizaron rápidamente en la década de 
los setenta, sin haberse conocido previamente.  El recuerdo del alcalde 
André van der Louw, líder en el PvdA desde el movimiento de la Nueva 
Izquierda, fue puesto de relieve, como un motor en el apoyo a ese trabajo.  

Como lo ha estudiado la historiadora Mariana Perry , el Instituto para el 
Nuevo Chile cumplió un rol clave en el proceso de transferencia y debate 
que vitalizaría la renovación política de la izquierda chilena, para entablar 
nuevas conexiones entre las ideas que circulaban en los partidos de 
izquierda europeos y las re�exiones que se estaban desarrollando en Chile 
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y fuera del país. 

Varios títulos de escritos de Jorge Tapia, desarrollados al alero del Instituto, 
�guran en los registros del Instituto Internacional de Historia Social de Ámster-
dam.   Mencionemos: La doctrina de la seguridad nacional y el rol político de las 
Fuerzas Armadas (1979); El terrorismo de Estado. La doctrina de la seguridad 
nacional en el Cono Sur (Revista Nueva Sociedad, 1980); Civilismo y militarismo. 
el legado de O'Higgins y Portales; Diez tesis sobre la política democrática de 
seguridad nacional, en la obra Dos aproximaciones dos problemas (1985). El 
Instituto desplegó también, acciones en sus famosas Escuelas Internacionales 
de Verano, desde 1981 a 1989, realizadas en Países Bajos y luego en Mendoza, 
Argentina. Estas últimas permitieron aprovechar la cercanía con Chile y vincular 
a la dirigencia política residente en el país con los aportes procedentes del 
exilio.
 
En este periodo, Jorge Tapia continuó con sus actividades académicas en Zulia, 
Venezuela, en Ohio y en la Universidad Erasmus de Rotterdam. En este última se 
doctoró en 1989, con su tesis titulada National security, the dual state and the rule 
of the exception: a study on the strategocratic political system, donde el autor 
encuentra vinculaciones entre la teoría alemana del estado dual y su transposi-
ción al estado de seguridad nacional, presente en los años setenta. La tesis 
sugiere la idea de una cierta descon�anza hacia algunos procesos de democrati-
zación, como los de Uruguay y Chile, que valdría la pena poner a prueba en el 
actual escenario latinoamericano.  

Los trabajos de este periodo desarrollan, desde distintos ángulos, la tesis de que 
el tipo de militarismo en el Cono Sur de América Latina había desa�ado las 
categorías cientí�co-políticas disponibles para su análisis. Jorge Tapia mostraba 
de esta forma, una fuerte ambición de contribuir intelectualmente a ampliar los 

términos y categorías de análisis. El impulso constante por vincular 
esas categorías con los hechos y realidades que enfrentaba, también se 
dejaría ver en sus ponencias constitucionales y politológicas cuando 
retornó a Chile, para asentarse en Iquique. 

Un segundo ámbito de vinculación con Jorge Tapia es su labor en La 
Haya como embajador de Chile en Países Bajos, entre 1990 y 1993; fue 
el primero designado en el periodo democrático. Constituyó otra etapa 
de su vida, esta vez dedicada a promover las relaciones con uno de los 
países europeos que se destacaron en la lucha por la recuperación 
democrática en nuestro país. También se empeñó en la recomposición 
de los vínculos entre la comunidad chilena asentada en ese país por el 
exilio  y canalizar la cooperación holandesa, ahora también a nivel 
o�cial. 

La primera celebración de la �esta nacional, con música y empanadas, 
en septiembre de 1990, fue una ocasión inolvidable en las palabras de 
quien fuera su agregada cultural, Ana María Fernández Parodi.  Jorge 
Tapia Valdés fue una persona congregadora y así lo recuerdan quienes 
fueron sus estrechos colaboradores en La Haya.  

En abril de 1991, le correspondió recibir al presidente Patricio Aylwin, 
en gira por Europa, ocasión en la cual se puso acento en lo político, lo 
económico comercial, la cultura y el encuentro con la comunidad. Era 
Primer Ministro de Países Bajos el político demócrata cristiano Ruud 
Lubbers.  Las escuetas Memorias del Ministerio de Relaciones Exterio-
res de Chile mencionan algunos temas de la agenda de ese período 
diplomático, dejando muchos relatos sin escribir. 

Pero en la prensa holandesa y en el recuerdo de los chilenos, sí quedan 
testimonios que recuerdan que en la Kloosterkerk, ubicada en el Lange 
Voorhout de La Haya, monumento arquitectónico del gótico tardío, el 
embajador Tapia organizó, con ocasión de la vista del presidente 
Aylwin a Holanda, una signi�cativa reunión con los miembros de la 

comunidad expatriada, para escuchar planteamientos y responder sus 
preguntas. 

Una década después, desde el inicio de su gestión como Intendente de 
Tarapacá, Jorge Tapia deseaba impregnar la realidad fronteriza con un 
dinamismo nuevo; formulaba preguntas acerca de cómo se habían decidi-
do ciertas posiciones, y con las mejores intenciones, manifestaba el deseo 
de traer a la práctica modelos que consideraba probados en Europa. Al 
menos teóricamente. Tenía cercanía con la Universidad del País Vasco, 
donde encontraba elementos aptos que creía podían aplicarse a la forma 
en que la Región se relacionara internacionalmente, y eventualmente, 
aprehender cómo se conectaba con la capital. 

Desde Iquique, Jorge Tapia encarnó el interés en aplicar la teoría de la 
paradiplomacia , y con su habitual simpatía invitaba a pensar que ello era 
posible y necesario para que emergieran las capacidades regionales y se 
generaran formas independientes de abordar los diversos temas, algunos 
de ellos de complejo tratamiento. En la de�nición de estos y la selección de 
las formas de abordarlos, la teoría tenía que ser validada y viabilizada.   
Como una manifestación revisionista de la forma de preparar las reuniones 
con Bolivia, especialmente el Comité de Frontera, foro de participación 

multi agencial y donde también se integraban Arica y Antofagasta, las autori-
dades de Iquique no participaron en 2000 en la reunión con Bolivia, que tuvo 
lugar en Antofagasta.  Sí se sumó el famoso alcalde de entonces y ahora 
Senador de la República, Jorge Soria, quien venía a exponer sus proyectos 
para potenciar la vinculación de Iquique con el Cono Sur, mediante corredo-
res. 

Curiosamente, muchos temas que se señalan como hallazgos de la diploma-
cia desde lo regional, habían formado parte de las políticas regionales 
generales acerca de la cooperación e integración fronteriza del país. Cabría 
además considerar, que no siempre las agendas especí�cas despiertan el 
mismo entusiasmo o son igualmente prioritarias desde la perspectiva de un 
país vecino, y que solo un esfuerzo de trabajo integrado entre diplomacia en 
general, y paradiplomacia, más la armonía entre actores locales y regionales, 
logra despertar sinergias y generar acuerdos. Pensemos en temas como 
controles integrados de frontera, cooperación entre municipios fronterizos, 
sanidad vegetal y animal, salud de las personas, movimiento de menores y 
asuntos migratorios, cooperación aduanera, desarrollos locales, entre otros. 

Es conocido que las regiones de Arica, Tarapacá y Antofagasta encarnan 
elementos propicios para inspirar estudios prospectivos. Por tanto, las ideas 
plasmadas en los textos (de orden académico) que elaborase Jorge Tapia, 
explicables por los años vividos fuera del país y trasuntando un genuino 
deseo que las relaciones vecinales con impronta paravecinal, marcharan a un 
ritmo y con intensidades diferentes, fueron siempre leídas y comentadas con 
interés y deferencia. Algunas diferencias de matices o en las conclusiones, no 
afectaron en lo más mínimo el aprecio mutuo y la generosidad con que 
siempre nos acogió en el Instituto de Estudios Internacionales, y en diversas 
ocasiones.  

Esa mirada interrogadora acerca de la forma como se conducían las relacio-
nes con Bolivia y la historia subyacente, se expresaría en la obra de su coauto-
ría que publicó en el 2011, adentrándose en una serie de episodios de la 

relación bilateral.  Al publicarse, se demostró una vez más, como ante 
ciertos acontecimientos y documentos, los chilenos adoptan las más 
diferentes posturas e interpretaciones, dando lugar a una de las mayores 
di�cultades en la forma de concebir y estructurar las relaciones con el país 
vecino. Y ello sin tener en cuenta que la imaginación se dispersa cuando se 
piensa en Perú, como parte de dicha relación. 

Pero, la personalidad y la profundidad de su pensamiento queda plasmado 
de forma más directa, en sus re�exiones sobre los efectos que atribuía a la 
naturaleza unitaria del estado chileno y el deseo de buscar una nueva 
distribución del poder entre centro y las regiones. En el Seminario de 
Integración Transfronteriza, organizado por el Instituto de Estudios Interna-
cionales de la UNAP en 2001, Jorge Tapia invitó a re�exionar sobre el tema.

Esa postura que consideraríamos de orden crítico, tenía - a juicio del autor – 
raíz en un centralismo constitucional que debía ser modi�cado en el futuro. 
La inspiración constitucional de este enfoque no se habría corregido en la 
gran reforma de 2005.  Sin analizar en profundidad las aserciones en que se 
a�rmaría esta tesis, y buscar si ella corresponde a la forma como se entien-
den y practican las normas concretas en el ámbito de las relaciones exterio-
res, el pensamiento de Jorge Tapia es un aporte sincero y vocacional a la 
evaluación de como el Estado articula sus relaciones internas, entre 
unidades de igual poder y que se subordinan a la autoridad del Estado 
como un sujeto central.  

Los aportes de Jorge Tapia en el ámbito de las teorías de las relaciones 
interregionales a través de la frontera de dos Estados también re�ejan esa 
visión crítica.  Tal vez, el hecho de que la vecindad de directa de Tarapacá 
(antes de la creación de la Región de Arica y Parinacota) se diese con dos 
países fronterizos, donde el valor de los tratados es tan importante, así 
como dependiente de acuerdos ulteriores y donde existen realidades 

culturales cercanas, se re�ejaría en el deseo de Jorge Tapia, de lograr 
cambios en la forma de estructurar las competencias regionales y su 
ejercicio, en la esfera interna y en particular, en materia de relaciones 
exteriores. Su legado se mantiene a través de la actividad académica actual 
del INTE, una de cuyas líneas de trabajo sigue concentrada en el estudio de 
las fronteras, como fenómeno dinámico y multidimensional, y en la obra de 
colegas tan destacados como el Premio Nacional de Historia, profesor 
Sergio González. 

Después de algunos años de trabajar en relaciones exteriores, con una 
intensa vinculación con regiones, provincias, municipalidades y entidades 
del ámbito local, podríamos decir que la forma de generar posiciones 
comunes y de negociar acuerdos a nivel internacional, no habría diferido 
mucho si dicho trabajo se hubiese desarrollado entre países europeos. Los 
recursos que se movilizan para hacer más ágil y efectiva una negociación 
podrían ser distintos, y también, la capacidad de coordinación interna que 
puede variar en el tiempo y según los liderazgos presentes, pero la visión 
será siempre de búsqueda de concordancia e integración entre los actores 
internos. Difícilmente se dará e�cacia a los acuerdos donde no se haya 
incorporado a esos actores, de distintas jerarquías y posiciones, y se haya 
evaluado el impacto que aquellos podrán tener regional y localmente. 

La descentralización que han encarnado los Comités de Integración y 
Frontera ha podido avanzar en materia de acuerdos concretos, en la 
medida en que todas las entidades nacionales y regionales (de diversas 
jerarquías inclusive), tienen capacidad para alinearse en torno a intereses 
comunes, y colaborar entre sí.  Y para tal propósito, la práctica – con base 
en reglas negociadas expresas – es que en dichos organismos se expresen 
también, los actores no estatales que tienen propuestas e intereses especí-
�cos en el proceso bilateral. Léase asociaciones, empresarios, transportis-
tas y creadores, educadores. 

Jorge Tapia Valdés fue una persona abierta y generosa, por lo que su contri-
bución a la teoría sobre el rol de las regiones y la paradiplomacia, merece 

ser leída y disfrutada.  Como fenómeno político y social, el regionalismo 
puede ser más o menos fuerte según las tradiciones, capacidades y 
culturas subyacentes que distinguen a unas regiones de otras; a su vez, las 
normas constitucionales deben considerar los distintos aspectos de la 
convivencia entre regiones al interior del E     stado y su capacidad decisora. 
En esa materia, ha habido más evolución en Chile que estancamiento. Al 
respecto, en el caso de nuestro país, la existencia de diálogos interfronteri-
zos entre regiones y provincias vecinas, ha resultado ser útil, especialmente 
para acompañar y fortalecer temas relativos a obras públicas donde las 
decisiones son de larga determinación, recursos naturales, educación, 
cultura y salud, pasos fronterizos (que no son solamente temas de infraes-
tructura, sino que instrumentos de desarrollo), entre otros.
 
El capítulo relativo a la mirada sobre Chile, no podría cerrarse sin recordar 
los aportes teóricos de Jorge Tapia, a las Jornadas de Derecho Público de 
las universidades chilenas y las interrogantes que plantean sus escritos. 
Aquellos relativos a la Constitución de 1980, en especial desde 1990, y las 
sucesivas reformas, son reiterados. De más está decir que no era un Carta 
que gozara de sus simpatías.  La misma, después de la reforma de 1989, ha 
acogido con fuerza el derecho internacional entre las fuentes aplicables 
por los tribunales de justicia, un tema cercano a Jorge Tapia, aunque no se 
visualiza si llegó a apreciar la transformación que ellos ha traído en el 
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razonamiento de los tribunales. En el mismo ámbito constitucional, la 
lectura del complejo texto que recoge su trabajo sobre “Poder Constitu-
yente irregular: los límites metajurídicos del poder constituyente origina-
rio”, podrían ser un adecuado acercamiento a Jorge Tapia, como constitu-
cionalista, ciudadano y académico. Tal vez para invitarlo a continuar el 
diálogo y superar el pesimismo constitucional que dejara ver en los 
últimos años.  
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Jorge Tapia Valdés: 
recuerdo para un 

adelantado
José Rodríguez Elizondo

14

Destacado abogado, profesor, periodista y diplomático chileno. Ha escrito entre otros 
libros: “La ONU en España”, “Democracia y derechos humanos en América Latina”, 
“El papa y sus hermanos judíos”, “Chile-Perú: el siglo que vivimos en peligro”, Las 
crisis vecinales del gobierno de Lagos”, “Crisis y renovación de las izquierdas”, “La 
pasión de Iñaki”, “De Charaña a La Haya”, “Historia de dos demandas: Perú y 
Bolviia”, “Chile, un caso de subdesarrollo exitoso”,“Las Naciones Unidas e 
Iberoamérica”, etc. Es director de la revista Realidad y Perspectivas de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Chile. 

14

Con Jorge Tapia Valdés compartimos espacios estudiantiles en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Chile y en la esotérica Fraternidad Juvenil 
Alfa Pi Epsilon. Lo recuerdo con ese talante suyo, chacotero y enamoradizo, 
que despistaba sobre su potencia intelectual.

Pese a esas cercanías intercambiamos poco sobre los “temas-país”, que 
después nos absorberían. Quizás se debió a los pocos años que me llevaba 
–que en la juventud parecen muchos- y al distinto nivel de nuestras 
politicidades. Mientras yo era un proyecto de intelectual sin militancia, 
más bien dedicado al cine y la literatura, él era un activo miembro del GUR 
(Grupo Universitario Radical) y pronto sería funcionario técnico del 
Senado. A mayor abundamiento, ya lucía su bigotito recortado, al estilo de 
los próceres adultos de su partido.

9                                                                                                                                            

como participantes en unas jornadas organizadas por el eminente 
historiador Sergio González, líder del Instituto de Estudios Internacionales 
(INTE) de la Universidad Arturo Prat. 

En las pocas horas de ese encuentro académico, apenas pudimos compar-
tir el guión breve de nuestros últimos avatares. Así supe que, tras ser 
elegido decano de la Facultad de Derecho de esa universidad regional, se 
había convertido en un “bolivianólogo” competente. Un nuevo tema para 
coincidir.Sobre el resto de nuestras vidas apenas hubo una especie de 
trailer, que nos dejó demasiadas secuencias pendientes.  De ahí que, tras el 
abrazo del estribo, quedamos de acuerdo en seguir la cháchara en Santia-
go, en la primera próxima oportunidad.

Una oportunidad que no llegó y ya no llegará.

9                                                                                                                                            

Por eso, en esta instancia del recuerdo pre�ero atenerme a una simultanei-
dad producida, muchos años después, en nuestros exilios respectivos. 
Jorge, desde Ámsterdam y yo, desde Leipzig, comenzamos a estudiar los 
mismos libros de los mismos autores, sobre el rol sociopolítico de las 
Fuerzas Armadas. Reparábamos, así, nuestra culpa chilensis por haber 
ignorado el decisivo tema de la fuerza institucional en cualquier sistema. 
Por añadidura, descubríamos que la dictadura que nos había exiliado era el 
mero fruto de esa ignorancia. 

Jorge dio cuenta de ese proceso en sus libros El terrorismo de Estado (1980) 
y Estrategocracia: el gobierno de los generales (1986). Por la calidad de su 
investigación y por su experiencia dura –fue uno de los relegados en la isla 
Dawson- ambas obras fueron un aporte notabilísimo. Allí postulaba, sin 
traumas ni rencores, “una nueva forma de entender a los militares”, en 
cuanto chilenos comprometidos con los procesos políticos del país. No 
asumir la vocación castrense o asumirla desde el prejuicio, había signi�ca-
do, en Chile, rendirse a la profecía autocumplida del antagonismo inevita-
ble. Esto es, a “la histórica confrontación entre los militares y las izquierdas”. 

Desgraciadamente, ese aporte, tan importante, dejó impávidos a esos 
políticos y operadores de izquierdas que sólo leen “materiales del partido”. 
Iniciada la transición a la democracia y hasta hoy, ellos siguieron atrinchera-
dos en el prisma receloso de “los militares en sus cuarteles”. Por supuesto, 
nunca se asomaron a la �losofía clásica sobre el poder ni a la Ciencia Política 
realista inaugurada por Maquiavelo. 

Ese irreductible desinterés, propio de lo que he llamado “subdesarrollo 
exitoso”, disuadió a Jorge de perseverar en una veta que lo tuvo entre sus 
adelantados. Así lo percibí las dos últimas veces que nos vimos. La primera, 
en 1997, almorzando en un restorán de Tel Aviv, donde yo llegaba para 
sucederlo como embajador en Israel. La segunda, en Iquique, en 2006, 
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Alejandro Witker

Malas Noticias
19

Viene llegando la noticia, acaba de morir en Madrid un chillanejo de primera, 
Jorge Tapia Valdés (1935-2020), abogado, ministro de Estado, embajador, 
intendente, académico en Chile y en Venezuela, inteligente, culto y de la mejor 
madera de los bosques chilenos.

Fuimos compañeros de curso en el Liceo de Hombres de Chillán, compartimos 
esa increíble hazaña estudiantil que fue el Liceo Nocturno Bernardo O’Higgins 
creado por estudiantes del liceo y del cual Jorge fue rector.

Era un chillanejo de corazón abierto, su padre, Antonio Tapia se pasó la vida en 
La Discusión y fue muy cercano a don Alfonso Lagos a quien Jorge admiraba y 
recordaba, “me enseñó a querer y a sentir orgullo de ser chillanejo”.

Por eso dejó textos conmovedores cuando conoció “La Silla del Sol” y la revista 
“Quinchamalí”.  Cuando recibió el número sobre la inauguración del Teatro 

19

Municipal me envió mensaje salido del alma, llamó y dijo: “lloré de 
emoción… espero no morirme antes de conocerlo…”.  Su salud impidió verlo 
y sentirlo, pero se fue seguro que con esta obra terminaba el terremoto del 
39.

Hace tiempo que me voy quedando más solo; los amigos antiguos se han ido 
casi todos.  Sólo cabe agradecer el privilegio de haber compartido la vida con 
gente de primera.  Ya te alcanzo querido Jorge.

La Discusión, Chillán, el 2 – VII – 2020

Chillanejo. Doctor en historia por la Universidad Autónoma de Barcelona, ha sido 
catedrático universitario en Chile y México, director de difusión cultural en la Universi-
dad de Chile – Chillán y la Universidad de Concepción. Autor de 25 libros y folletos 
sobre historia, política y cultura, es permanente colaborador de la prensa regional. 
Fundador y director de Cuadernos del Bío-Bío, de la revista Quinchamalí. Artes, letras, 
sociedad y director del Taller de Cultura Regional de la Universidad del Bío-Bío. Entre 
sus distinciones cuenta con la beca Unesco, México (1964); el Premio de Ensayo Casa 
de las Américas (1976); Premio Municipal de Cultura «Alfonso Lagos Villar», Chillán 
Viejo (2003); Condecoración Medalla «Intendente Vicente Méndez Urrejola», Goberna-
ción Provincial de Nuble (2007); Reconocimiento por el Consejo Nacional del Instituto 
O’higginiano como «Presidente Destacado» (2008); Premio «Alonso de Ercilla», 
Academia Chilena de la Lengua por el proyecto editorial Cuadernos del Bío-Bío (2009); 
Premio Municipal de Arte, Chillán, (2009); Premio Regional de Ciencias Sociales 
«Enrique Molina» (2012); Premio Cámara de Comercio, Industria y Turismo de Chillán, 
«Personaje Publicó» (2014);  «Medalla Claudio Arrau», Municipalidad de Chillán 
(2017); Reconocimientos en diplomas y galvanos de 42 instituciones educacionales, 
culturales y sociales de Nuble. Pertenece a la Corporación Teatro Pencopolitano de 
Concepción, Instituto O’higginiano de Ñuble y Sociedad de Historia de Concepción.

JORGE TAPIA UN 
DEMÓCRATA VALIENTE Y UN

GRAN PATRIOTA CHILENO

Sergio Bitar15  

Se nos fue un gran chileno que sirvió a su patria y a Tarapacá, un gran amigo 
de esos que uno hace en los momentos duros de la vida, y que no olvida más.

Conocí a Jorge hace muchos años, en esos años que fueron como un tsunami. 
Ya nos veíamos en las reuniones de gabinete del presidente Allende.  Entonces 
Jorge se desempeñaba como ministro de justicia primero y de educación 
después. Fue un dirigente político, activo y leal. Inspirado en los valores del 
radicalismo, proyectó a la vida pública su formación republicana, laica y 
tolerante, buscó siempre avanzar los cambios sociales en democracia y con 
diálogo. Vivimos un sueño, realizar grandes transformaciones, justicia para 
todos, igualdad, desarrollo con nuestros propios recursos naturales. 

El momento cúspide de nuestra amistad ocurrió en un día trágico.  El 13 de 
septiembre de 1973, dos días después del golpe de Estado. Por casualidad del 
destino nos encontramos en el ministerio de defensa, frente a la Moneda, 
rodeados de tanques y militares, cuando concurrimos al llamado de un bando 

de la junta que nos requería como ex ministros del gobierno legítimo. Cada 
uno entró por su cuenta para decir aquí estoy, sin saber por qué ni con quien 
hablar. 

En medio del desconcierto un o�cial del ejército me dijo acá no tenemos 
instrucciones, váyase a la escuela militar por su cuenta. A la salida, me encon-
tré sorpresivamente con Jorge, ambos dubitativos, sin saber qué hacer.  La 
incertidumbre, la violencia y el temor invadían todo. Le ofrecí llevarlo, tengo 
un auto dónde mi mujer y mi madre nos esperan. Subimos al auto, ellas 
estaban pálidas. Inquietas por la demora, mi esposa se había acercado al 
soldado de guardia a consultar por mí.  Este le preguntó quién era al que 
buscaba, un ministro le respondió, y el hombre, a boca de jarro, le espetó: ¡ah!, 
lo habrán apresado o fusilado. 

Cuán extraño fue ese trayecto a la escuela militar.  Nuestra mente no lograba 
captar lo que vivíamos, La Moneda bombardeada y el presidente el presiden-
te Allende muerto. Recuerdo que Jorge me dijo de repente, “mi hermano me 
ha contado que vio ayer y hoy muchos cadáveres en el camino y otros 
�otando en el río Mapocho.” 

Cuando lo pienso con la distancia del tiempo me pregunto cómo es posible 
que siguiéramos camino a la escuela militar. Cómo tanta ingenuidad, por qué 
ese bloqueo mental de no creer ni darnos cuenta que se había acabado la 
democracia, que todo había cambiado y que la muerte se cernía sobre 

Ingeniero civil por la Universidad de Chile. Ha sido Ministro de Minería, Educación, 
Obras Públicas, Senador por Tarapacá, fundador del Partido Por la Democracia. 
Escribió, entre otros libros, “Dawson: Isla 10”. Ha sido uno de los políticos más influyen-
tes desde el retorno de la democracia en Chile.

15

nosotros. El ser humano demora harto en darse cuenta de lo cambios cuando 
estos son profundos y repentinos. Pero así fue, ingresamos a ella, ambos con la 
frente en alto y un pequeño maletín. Esa imagen quedó registrada en la 
primera página de El Mercurio del día 14 de septiembre de 1973.

Vino después Dawson, donde compartimos una experiencia que no olvidaría-
mos jamás, y que cambió nuestra manera de ser.  Allí, y en otros campos de 
concentración, permanecimos prisioneros más de un año, sometidos al 
desprecio, amenazas, injurias, represión, trabajos forzados, como relaté en el 
libro Dawson Isla 10, que felizmente está disponible gratuitamente en la 
Biblioteca Nacional Digital de Chile.  Jorge mostró entereza, coraje y �rmeza, 
nunca lo vi quejarse, ni perder la esperanza, ni doblegarse. Sus convicciones y 
la justicia de su causa eran su fortaleza. 

Vino después él exilio, el partió a Holanda, yo a Estados Unidos y luego 
Venezuela. En 1975, nos reencontramos en un seminario sobre Chile   al que 
nos invitó la Universidad   de North Carolina a realizar una exposición sobre 
Chile y lo que debíamos hacer para recuperar la democracia.  Allí estaba el 
director del Centro de Estudios de América Latina, Federico Gil, gran amigo de 
Chile, y Ricardo Lagos.  De ese encuentro surgió un libro con nuestros a 
artículos “Chile at the Turning Point”.  En los años siguientes, y como director 
del Instituto del Nuevo Chile en Rotterdam, Jorge organizó encuentros para 
reunir a los demócratas y preparar las estrategias de futuro. Entonces nos 
volvimos a encontrar. Siempre desplegó su tarea intelectual y académica para 
servir a la democracia.   

Nos reencontramos a mitad de los 80, cuando pudimos volver a nuestra patria, 
en la lucha contra la dictadura. Y poco después saludamos con alegría el 
triunfo en el plebiscito de 1988.

La democracia nos dio la oportunidad de entregar nuestras vidas a mejorar las 
condiciones de nuestro país. Jorge partió como Embajador a Holanda, donde 
contribuyó a a�anzar las nuevas relaciones del Chile democrático con Europa, 
y lo hizo muy bien, pues tenía in�uencia intelectual, un doctorado en derecho 

en Holanda, donde había estudiado las doctrinas de la seguridad nacional, 
que marcaron la mentalidad de los militares de América Latina que impusie-
ron las dictaduras. 

Y la vida nos brindó otra oportunidad de juntarnos y nos otorgó el privilegio de 
servir al norte de Chile, en la región de Tarapacá. A �nes de los años 90 Jorge ya 
trabajaba en la Universidad Arturo Prat donde había organizado el Instituto 
de estudios internacionales.  Yo era senador.
 
Cuando triunfó Ricardo Lagos en 1999, nombró a Jorge intendente de la 
región. Se desempeñó con gran dedicación y seriedad. Fue un buen intendente 
y juntos conseguimos proyectos fructíferos para la región.  No era fácil, el 
centralismo era intenso, pero la acción colaborativa nos permitió superar 
resistencias y demoras.

Aunque hasta hoy nos mantuvimos en contacto a través de un correo que nos 
comunicaba a todos los ex presos de Dawson, perdimos esa cálida cercanía de 
vernos con frecuencia.  Supe después que su esposa había fallecido y que sus 
hijas, que vivían en Madrid, le pidieron que fuera a vivir con ellas. Jorge 
constituyó una hermosa y unida familia.

Siempre duele saber de la muerte de un ser querido, es que nos creemos 
inmortales y no estamos educados para asimilar la muerte como parte natural 
de nuestras vidas.  Además del dolor, debemos expresar la satisfacción de 
haber compartido ideales y momentos apasionantes de la vida con un gran 
amigo, un hombre siempre activo y entusiasta, que superó la adversidad. 

Jorge hizo una gran contribución para recuperar la democracia en Chile, y 
dedicó su mejor empeño al progreso de la región de Tarapacá, a educar 
jóvenes e investigar. Todos lo recordaremos por su integridad, su vocación de 
servicio público, que en un mundo inundado de individualismo, es un ejemplo 
permanente.  
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Viene llegando la noticia, acaba de morir en Madrid un chillanejo de primera, 
Jorge Tapia Valdés (1935-2020), abogado, ministro de Estado, embajador, 
intendente, académico en Chile y en Venezuela, inteligente, culto y de la mejor 
madera de los bosques chilenos.

Fuimos compañeros de curso en el Liceo de Hombres de Chillán, compartimos 
esa increíble hazaña estudiantil que fue el Liceo Nocturno Bernardo O’Higgins 
creado por estudiantes del liceo y del cual Jorge fue rector.

Era un chillanejo de corazón abierto, su padre, Antonio Tapia se pasó la vida en 
La Discusión y fue muy cercano a don Alfonso Lagos a quien Jorge admiraba y 
recordaba, “me enseñó a querer y a sentir orgullo de ser chillanejo”.

Por eso dejó textos conmovedores cuando conoció “La Silla del Sol” y la revista 
“Quinchamalí”.  Cuando recibió el número sobre la inauguración del Teatro 
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Municipal me envió mensaje salido del alma, llamó y dijo: “lloré de 
emoción… espero no morirme antes de conocerlo…”.  Su salud impidió verlo 
y sentirlo, pero se fue seguro que con esta obra terminaba el terremoto del 
39.

Hace tiempo que me voy quedando más solo; los amigos antiguos se han ido 
casi todos.  Sólo cabe agradecer el privilegio de haber compartido la vida con 
gente de primera.  Ya te alcanzo querido Jorge.

La Discusión, Chillán, el 2 – VII – 2020

Chillanejo. Doctor en historia por la Universidad Autónoma de Barcelona, ha sido 
catedrático universitario en Chile y México, director de difusión cultural en la Universi-
dad de Chile – Chillán y la Universidad de Concepción. Autor de 25 libros y folletos 
sobre historia, política y cultura, es permanente colaborador de la prensa regional. 
Fundador y director de Cuadernos del Bío-Bío, de la revista Quinchamalí. Artes, letras, 
sociedad y director del Taller de Cultura Regional de la Universidad del Bío-Bío. Entre 
sus distinciones cuenta con la beca Unesco, México (1964); el Premio de Ensayo Casa 
de las Américas (1976); Premio Municipal de Cultura «Alfonso Lagos Villar», Chillán 
Viejo (2003); Condecoración Medalla «Intendente Vicente Méndez Urrejola», Goberna-
ción Provincial de Nuble (2007); Reconocimiento por el Consejo Nacional del Instituto 
O’higginiano como «Presidente Destacado» (2008); Premio «Alonso de Ercilla», 
Academia Chilena de la Lengua por el proyecto editorial Cuadernos del Bío-Bío (2009); 
Premio Municipal de Arte, Chillán, (2009); Premio Regional de Ciencias Sociales 
«Enrique Molina» (2012); Premio Cámara de Comercio, Industria y Turismo de Chillán, 
«Personaje Publicó» (2014);  «Medalla Claudio Arrau», Municipalidad de Chillán 
(2017); Reconocimientos en diplomas y galvanos de 42 instituciones educacionales, 
culturales y sociales de Nuble. Pertenece a la Corporación Teatro Pencopolitano de 
Concepción, Instituto O’higginiano de Ñuble y Sociedad de Historia de Concepción.

JORGE TAPIA UN 
DEMÓCRATA VALIENTE Y UN

GRAN PATRIOTA CHILENO

Sergio Bitar15  

Se nos fue un gran chileno que sirvió a su patria y a Tarapacá, un gran amigo 
de esos que uno hace en los momentos duros de la vida, y que no olvida más.

Conocí a Jorge hace muchos años, en esos años que fueron como un tsunami. 
Ya nos veíamos en las reuniones de gabinete del presidente Allende.  Entonces 
Jorge se desempeñaba como ministro de justicia primero y de educación 
después. Fue un dirigente político, activo y leal. Inspirado en los valores del 
radicalismo, proyectó a la vida pública su formación republicana, laica y 
tolerante, buscó siempre avanzar los cambios sociales en democracia y con 
diálogo. Vivimos un sueño, realizar grandes transformaciones, justicia para 
todos, igualdad, desarrollo con nuestros propios recursos naturales. 

El momento cúspide de nuestra amistad ocurrió en un día trágico.  El 13 de 
septiembre de 1973, dos días después del golpe de Estado. Por casualidad del 
destino nos encontramos en el ministerio de defensa, frente a la Moneda, 
rodeados de tanques y militares, cuando concurrimos al llamado de un bando 

de la junta que nos requería como ex ministros del gobierno legítimo. Cada 
uno entró por su cuenta para decir aquí estoy, sin saber por qué ni con quien 
hablar. 

En medio del desconcierto un o�cial del ejército me dijo acá no tenemos 
instrucciones, váyase a la escuela militar por su cuenta. A la salida, me encon-
tré sorpresivamente con Jorge, ambos dubitativos, sin saber qué hacer.  La 
incertidumbre, la violencia y el temor invadían todo. Le ofrecí llevarlo, tengo 
un auto dónde mi mujer y mi madre nos esperan. Subimos al auto, ellas 
estaban pálidas. Inquietas por la demora, mi esposa se había acercado al 
soldado de guardia a consultar por mí.  Este le preguntó quién era al que 
buscaba, un ministro le respondió, y el hombre, a boca de jarro, le espetó: ¡ah!, 
lo habrán apresado o fusilado. 

Cuán extraño fue ese trayecto a la escuela militar.  Nuestra mente no lograba 
captar lo que vivíamos, La Moneda bombardeada y el presidente el presiden-
te Allende muerto. Recuerdo que Jorge me dijo de repente, “mi hermano me 
ha contado que vio ayer y hoy muchos cadáveres en el camino y otros 
�otando en el río Mapocho.” 

Cuando lo pienso con la distancia del tiempo me pregunto cómo es posible 
que siguiéramos camino a la escuela militar. Cómo tanta ingenuidad, por qué 
ese bloqueo mental de no creer ni darnos cuenta que se había acabado la 
democracia, que todo había cambiado y que la muerte se cernía sobre 

Ingeniero civil por la Universidad de Chile. Ha sido Ministro de Minería, Educación, 
Obras Públicas, Senador por Tarapacá, fundador del Partido Por la Democracia. 
Escribió, entre otros libros, “Dawson: Isla 10”. Ha sido uno de los políticos más influyen-
tes desde el retorno de la democracia en Chile.
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nosotros. El ser humano demora harto en darse cuenta de lo cambios cuando 
estos son profundos y repentinos. Pero así fue, ingresamos a ella, ambos con la 
frente en alto y un pequeño maletín. Esa imagen quedó registrada en la 
primera página de El Mercurio del día 14 de septiembre de 1973.

Vino después Dawson, donde compartimos una experiencia que no olvidaría-
mos jamás, y que cambió nuestra manera de ser.  Allí, y en otros campos de 
concentración, permanecimos prisioneros más de un año, sometidos al 
desprecio, amenazas, injurias, represión, trabajos forzados, como relaté en el 
libro Dawson Isla 10, que felizmente está disponible gratuitamente en la 
Biblioteca Nacional Digital de Chile.  Jorge mostró entereza, coraje y �rmeza, 
nunca lo vi quejarse, ni perder la esperanza, ni doblegarse. Sus convicciones y 
la justicia de su causa eran su fortaleza. 

Vino después él exilio, el partió a Holanda, yo a Estados Unidos y luego 
Venezuela. En 1975, nos reencontramos en un seminario sobre Chile   al que 
nos invitó la Universidad   de North Carolina a realizar una exposición sobre 
Chile y lo que debíamos hacer para recuperar la democracia.  Allí estaba el 
director del Centro de Estudios de América Latina, Federico Gil, gran amigo de 
Chile, y Ricardo Lagos.  De ese encuentro surgió un libro con nuestros a 
artículos “Chile at the Turning Point”.  En los años siguientes, y como director 
del Instituto del Nuevo Chile en Rotterdam, Jorge organizó encuentros para 
reunir a los demócratas y preparar las estrategias de futuro. Entonces nos 
volvimos a encontrar. Siempre desplegó su tarea intelectual y académica para 
servir a la democracia.   

Nos reencontramos a mitad de los 80, cuando pudimos volver a nuestra patria, 
en la lucha contra la dictadura. Y poco después saludamos con alegría el 
triunfo en el plebiscito de 1988.

La democracia nos dio la oportunidad de entregar nuestras vidas a mejorar las 
condiciones de nuestro país. Jorge partió como Embajador a Holanda, donde 
contribuyó a a�anzar las nuevas relaciones del Chile democrático con Europa, 
y lo hizo muy bien, pues tenía in�uencia intelectual, un doctorado en derecho 

en Holanda, donde había estudiado las doctrinas de la seguridad nacional, 
que marcaron la mentalidad de los militares de América Latina que impusie-
ron las dictaduras. 

Y la vida nos brindó otra oportunidad de juntarnos y nos otorgó el privilegio de 
servir al norte de Chile, en la región de Tarapacá. A �nes de los años 90 Jorge ya 
trabajaba en la Universidad Arturo Prat donde había organizado el Instituto 
de estudios internacionales.  Yo era senador.
 
Cuando triunfó Ricardo Lagos en 1999, nombró a Jorge intendente de la 
región. Se desempeñó con gran dedicación y seriedad. Fue un buen intendente 
y juntos conseguimos proyectos fructíferos para la región.  No era fácil, el 
centralismo era intenso, pero la acción colaborativa nos permitió superar 
resistencias y demoras.

Aunque hasta hoy nos mantuvimos en contacto a través de un correo que nos 
comunicaba a todos los ex presos de Dawson, perdimos esa cálida cercanía de 
vernos con frecuencia.  Supe después que su esposa había fallecido y que sus 
hijas, que vivían en Madrid, le pidieron que fuera a vivir con ellas. Jorge 
constituyó una hermosa y unida familia.

Siempre duele saber de la muerte de un ser querido, es que nos creemos 
inmortales y no estamos educados para asimilar la muerte como parte natural 
de nuestras vidas.  Además del dolor, debemos expresar la satisfacción de 
haber compartido ideales y momentos apasionantes de la vida con un gran 
amigo, un hombre siempre activo y entusiasta, que superó la adversidad. 

Jorge hizo una gran contribución para recuperar la democracia en Chile, y 
dedicó su mejor empeño al progreso de la región de Tarapacá, a educar 
jóvenes e investigar. Todos lo recordaremos por su integridad, su vocación de 
servicio público, que en un mundo inundado de individualismo, es un ejemplo 
permanente.  
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destino nos encontramos en el ministerio de defensa, frente a la Moneda, 
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uno entró por su cuenta para decir aquí estoy, sin saber por qué ni con quien 
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En medio del desconcierto un o�cial del ejército me dijo acá no tenemos 
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Cuán extraño fue ese trayecto a la escuela militar.  Nuestra mente no lograba 
captar lo que vivíamos, La Moneda bombardeada y el presidente el presiden-
te Allende muerto. Recuerdo que Jorge me dijo de repente, “mi hermano me 
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Cuando lo pienso con la distancia del tiempo me pregunto cómo es posible 
que siguiéramos camino a la escuela militar. Cómo tanta ingenuidad, por qué 
ese bloqueo mental de no creer ni darnos cuenta que se había acabado la 
democracia, que todo había cambiado y que la muerte se cernía sobre 

nosotros. El ser humano demora harto en darse cuenta de lo cambios cuando 
estos son profundos y repentinos. Pero así fue, ingresamos a ella, ambos con la 
frente en alto y un pequeño maletín. Esa imagen quedó registrada en la 
primera página de El Mercurio del día 14 de septiembre de 1973.

Vino después Dawson, donde compartimos una experiencia que no olvidaría-
mos jamás, y que cambió nuestra manera de ser.  Allí, y en otros campos de 
concentración, permanecimos prisioneros más de un año, sometidos al 
desprecio, amenazas, injurias, represión, trabajos forzados, como relaté en el 
libro Dawson Isla 10, que felizmente está disponible gratuitamente en la 
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nunca lo vi quejarse, ni perder la esperanza, ni doblegarse. Sus convicciones y 
la justicia de su causa eran su fortaleza. 

Vino después él exilio, el partió a Holanda, yo a Estados Unidos y luego 
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Nos reencontramos a mitad de los 80, cuando pudimos volver a nuestra patria, 
en la lucha contra la dictadura. Y poco después saludamos con alegría el 
triunfo en el plebiscito de 1988.

La democracia nos dio la oportunidad de entregar nuestras vidas a mejorar las 
condiciones de nuestro país. Jorge partió como Embajador a Holanda, donde 
contribuyó a a�anzar las nuevas relaciones del Chile democrático con Europa, 
y lo hizo muy bien, pues tenía in�uencia intelectual, un doctorado en derecho 

en Holanda, donde había estudiado las doctrinas de la seguridad nacional, 
que marcaron la mentalidad de los militares de América Latina que impusie-
ron las dictaduras. 

Y la vida nos brindó otra oportunidad de juntarnos y nos otorgó el privilegio de 
servir al norte de Chile, en la región de Tarapacá. A �nes de los años 90 Jorge ya 
trabajaba en la Universidad Arturo Prat donde había organizado el Instituto 
de estudios internacionales.  Yo era senador.
 
Cuando triunfó Ricardo Lagos en 1999, nombró a Jorge intendente de la 
región. Se desempeñó con gran dedicación y seriedad. Fue un buen intendente 
y juntos conseguimos proyectos fructíferos para la región.  No era fácil, el 
centralismo era intenso, pero la acción colaborativa nos permitió superar 
resistencias y demoras.

Aunque hasta hoy nos mantuvimos en contacto a través de un correo que nos 
comunicaba a todos los ex presos de Dawson, perdimos esa cálida cercanía de 
vernos con frecuencia.  Supe después que su esposa había fallecido y que sus 
hijas, que vivían en Madrid, le pidieron que fuera a vivir con ellas. Jorge 
constituyó una hermosa y unida familia.

Siempre duele saber de la muerte de un ser querido, es que nos creemos 
inmortales y no estamos educados para asimilar la muerte como parte natural 
de nuestras vidas.  Además del dolor, debemos expresar la satisfacción de 
haber compartido ideales y momentos apasionantes de la vida con un gran 
amigo, un hombre siempre activo y entusiasta, que superó la adversidad. 

Jorge hizo una gran contribución para recuperar la democracia en Chile, y 
dedicó su mejor empeño al progreso de la región de Tarapacá, a educar 
jóvenes e investigar. Todos lo recordaremos por su integridad, su vocación de 
servicio público, que en un mundo inundado de individualismo, es un ejemplo 
permanente.  

JORGE  TAPIA
1935-2020: 

LA PASIÓN POR VIVIR
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Conocí a Jorge Tapia a �nes de la década de los años 1990, cuando yo cursaba 
mis estudios de doctorado en el Instituto de Estudios Avanzados de la Universi-
dad de Santiago de Chile.
 
El Dr. Jorge Tapia Valdés concurrió un sábado, días en que realizábamos 
nuestro Seminario de Investigación y a los que solían asistir expertos y 
personalidades de la academia de entonces.

Aquel día me correspondió presentar uno de mis avances de tesis, tema en el 
que venía trabajando durante varios años y respecto del cual ya había hecho 
varias publicaciones. Mi tesis se trató de las relaciones entre Chile y Japón, 
para los años 1973-1989, un vínculo marcado por las relaciones económicas, 
en donde los empresarios privados y las grandes corporaciones eran protagó-
nicas. Esta era una dimensión que a mis ojos de entonces no tenía contrapeso, 
simplemente porque no había tenido acceso a los archivos reservados del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, donde un par de años después encontré un 
verdadero tesoro.

Aquel día de mi presentación Jorge pidió la palabra y especulativamente, pero 
también basado en su propia trayectoria, me hizo un comentario clave para el 
futuro de mi investigación. Jorge me dijo algo así, “tú investigación y tus 
resultados son muy interesantes, pero creo que deberías tener en cuenta que 
en la cima todas las relaciones son eminentemente políticas”. Pues bien, al 

archivo mencionado terminó por develar una dimensión política que cambió 
mi investigación radicalmente, ganando en complejidad y profundidad, pero 
extendiéndose por al menos dos años más. 
El comentario de Jorge, como aprendí después de él mismo, no era producto 
de su trabajo en dicho archivo, sino que de su profundo conocimiento de la 
política y del poder.

En septiembre de 2000 viajé a Iquique invitado por Carlos Merino, entonces 
Rector de la Universidad Arturo Prat (UNAP), para conversar con diversas 
autoridades, respecto de la posibilidad de migrar laboralmente al Instituto de 
Estudios Internacionales (INTE) de la UNAP, donde además participaba mi 
compañero de doctorado y amigo, Sergio González Miranda.

Ese viaje, al que también fueron los profesores Enrique Díaz, ex Rector de la 
Universidad Arturo Prat y Juan Cisternas, fue una magni�ca oportunidad 
para reencontrar a Jorge, aunque le vi fugazmente, y para conversar en un 
ambiente amistoso y desa�ante. El INTE de entonces estaba en formación y 
tenía grandes desafíos por delante.

Producto de estas conversaciones en Iquique, tomé la decisión de trabajar en 
la UNAP, en su sede de Santiago, a contar de enero de 2001. A partir de 
entonces, tuve la oportunidad de interactuar con Jorge en una experiencia y 
tiempo que aún me parecer insu�ciente. Con una gran naturalidad y sin falsa 
grandilocuencia, Jorge solía hacer planteamientos de fondo y que con los 
años he atesorado como lecciones académicas y de vida.

En 2007 gané un concurso académico en el Instituto de Estudios Avanzados de 
la USACH y a comienzos de 2008 cambié de dirección laboral, pero no de 
campo de estudio ni menos de amigos.

En mi carta de despedida a todas y todos mis colegas de entonces, me compro-
metí a encontrarles en los espacios de siempre: foros académicos, proyectos, 
publicaciones y, de tanto en tanto, en torno a una mesa. Así ha sido hasta el día 
de hoy con casi todos y el ambiente que Jorge potenció fue un gran sustento 
para dicha atmósfera de confraternidad, de amistad cívica, de genuino 
aprecio.

Jorge Tapia, un hombre al que la Dictadura le arrebató tantas cosas, mantuvo 
ese espíritu y una sonrisa siempre alerta, para a�rmar y para contradecir. 
Preservó y desarrolló un espíritu libre, que ni siquiera fue atrapado por la 
maldad de su prisión política (isla Dawson). Jamás le escuché proferir una 
frase de odio, sino que un juicio intelectualizado de todo lo que había ocurrido, 
no solo en el Chile de la Dictadura, sino que en el gobierno de la Unidad 
Popular, donde fue un novel ministro.

Jorge también fue un intelectual sólido y un polemista de fuste. Estaba en su 
espíritu; en su formación de abogado; en su experiencia como practicante el 
en Congreso de los Estados Unidos, en sus años de estudiante de maestría en 
Ciencia Política de la Universidad de Yale, formación que completaría con su 
doctorado en Universidad Erasmo de Róterdam; en su trayectoria política (dos 
veces ministro de Allende e Intendente de Tarapacá); y en su vida académica, 
que él valoraba en extremo. A él le debemos el renovado interés nortino por los 
estudios paradiplomáticos y transfronterizos, una cantera de la que muchos 
hemos nutrido nuestro propio trabajo intelectual y que tiene como su máximo 
exponente nacional a Sergio González Miranda, Premio Nacional de Historia 
2014.

Jorge Tapia fue un académico internacional de lo internacional, lo que queda 
acreditado en una fructífera trayectoria como profesor en la Universidad de 
Chile, la Universidad Arturo Prat, la Universidad de Tarapacá, Universidad La 

Historiador económico. Director del Doctorado en Estudios Americanos del Instituto de 
Estudios Avanzados, IDEA, de la Universidad de Santiago de Chile. Entre sus libros 
anotamos: “El Palacio Riesco: Historia y Restauración”, “Historia Ilustrada de Telex 
Chile S.A”, "Club Hípico de Santiago. 130 años de Historia", "El Comité Empresarial: 20 
años de Relaciones Empresariales Bilaterales: 1979-1999", “Poder, Mercado y Estado:  
los bancos chilenos del siglo XIX”. Ha ganado proyectos Fondecyt como investigador 
principal.
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República, la Universidad del Zulia de Venezuela, la Universidad Estatal de 
Ohio de Estados Unidos y la Universidad Erasmo de Róterdam.

Jorge Tapia también fue un ser social extremadamente dotado, como pocos 
diría. En los ambientes muy formales y en los menos estrictos, Jorge navegaba 
como pez en el agua. Recuerdo nuestros almuerzos en El Parrón, desaparecido 
restaurante situado en Providencia en las inmediaciones de las calles Manuel 
Montt y Miguel Claro, lugar al que solía concurrir lo más granado del llamado 
red set y del extremo opuesto. Pude constatar que todo el mundo de la política 
le conocía y valoraba. Era notable ver como siempre tenía la frase y la cita 
justa, para abordar cada instante pareciendo que lo había preparado desde 
hacía mucho tiempo. En cierto modo, cada día Jorge Tapia era la síntesis de su 
conocimiento y experiencia, puestas al servicio de lo grande y de lo mínimo.

En sus últimos años, Jorge Tapia Valdés, como habría dicho Leopoldo Castedo 
respecto de sí mismo, se convirtió en un transterrado de Chile, primero en 
Madrid y después en Barcelona. Por lo mismo, ya era un ausente de nuestros 
ambientes académicos y sociales. Su envidiada vitalidad se fue apagando 
poco a poco y, es justo decirlo, se fue quedando solo de ese entorno que tanto 
se bene�ció de sus brillantes ideas, que él prodigaba sin mayores miramientos, 
como quien está seguro de compartir aquello que le surge con abundancia. En 
sus últimos días, Sergio González le visitó en España y de regreso a Chile no 
solo me lo contó con sentimiento, sino que con el pesar de saber que muy 
probablemente aquel había sido el último encuentro entre ambos.

A nuestra generación le quedará el recuerdo vívido de Jorge Tapia Valdés, 
maestro y amigo. A las generaciones siguientes, de nosotros depende, le 
quedarán las ideas que Jorge plasmó en una serie de textos relevantes para 
comprender la dimensión paradiplomática y transfronteriza de la triple 
frontera norte de Chile.

Santiago de Chile, Julio 2 de 2020.
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Se nos fue un gran chileno que sirvió a su patria y a Tarapacá, un gran amigo 
de esos que uno hace en los momentos duros de la vida, y que no olvida más.

Conocí a Jorge hace muchos años, en esos años que fueron como un tsunami. 
Ya nos veíamos en las reuniones de gabinete del presidente Allende.  Entonces 
Jorge se desempeñaba como ministro de justicia primero y de educación 
después. Fue un dirigente político, activo y leal. Inspirado en los valores del 
radicalismo, proyectó a la vida pública su formación republicana, laica y 
tolerante, buscó siempre avanzar los cambios sociales en democracia y con 
diálogo. Vivimos un sueño, realizar grandes transformaciones, justicia para 
todos, igualdad, desarrollo con nuestros propios recursos naturales. 

El momento cúspide de nuestra amistad ocurrió en un día trágico.  El 13 de 
septiembre de 1973, dos días después del golpe de Estado. Por casualidad del 
destino nos encontramos en el ministerio de defensa, frente a la Moneda, 
rodeados de tanques y militares, cuando concurrimos al llamado de un bando 

de la junta que nos requería como ex ministros del gobierno legítimo. Cada 
uno entró por su cuenta para decir aquí estoy, sin saber por qué ni con quien 
hablar. 

En medio del desconcierto un o�cial del ejército me dijo acá no tenemos 
instrucciones, váyase a la escuela militar por su cuenta. A la salida, me encon-
tré sorpresivamente con Jorge, ambos dubitativos, sin saber qué hacer.  La 
incertidumbre, la violencia y el temor invadían todo. Le ofrecí llevarlo, tengo 
un auto dónde mi mujer y mi madre nos esperan. Subimos al auto, ellas 
estaban pálidas. Inquietas por la demora, mi esposa se había acercado al 
soldado de guardia a consultar por mí.  Este le preguntó quién era al que 
buscaba, un ministro le respondió, y el hombre, a boca de jarro, le espetó: ¡ah!, 
lo habrán apresado o fusilado. 

Cuán extraño fue ese trayecto a la escuela militar.  Nuestra mente no lograba 
captar lo que vivíamos, La Moneda bombardeada y el presidente el presiden-
te Allende muerto. Recuerdo que Jorge me dijo de repente, “mi hermano me 
ha contado que vio ayer y hoy muchos cadáveres en el camino y otros 
�otando en el río Mapocho.” 

Cuando lo pienso con la distancia del tiempo me pregunto cómo es posible 
que siguiéramos camino a la escuela militar. Cómo tanta ingenuidad, por qué 
ese bloqueo mental de no creer ni darnos cuenta que se había acabado la 
democracia, que todo había cambiado y que la muerte se cernía sobre 

nosotros. El ser humano demora harto en darse cuenta de lo cambios cuando 
estos son profundos y repentinos. Pero así fue, ingresamos a ella, ambos con la 
frente en alto y un pequeño maletín. Esa imagen quedó registrada en la 
primera página de El Mercurio del día 14 de septiembre de 1973.

Vino después Dawson, donde compartimos una experiencia que no olvidaría-
mos jamás, y que cambió nuestra manera de ser.  Allí, y en otros campos de 
concentración, permanecimos prisioneros más de un año, sometidos al 
desprecio, amenazas, injurias, represión, trabajos forzados, como relaté en el 
libro Dawson Isla 10, que felizmente está disponible gratuitamente en la 
Biblioteca Nacional Digital de Chile.  Jorge mostró entereza, coraje y �rmeza, 
nunca lo vi quejarse, ni perder la esperanza, ni doblegarse. Sus convicciones y 
la justicia de su causa eran su fortaleza. 

Vino después él exilio, el partió a Holanda, yo a Estados Unidos y luego 
Venezuela. En 1975, nos reencontramos en un seminario sobre Chile   al que 
nos invitó la Universidad   de North Carolina a realizar una exposición sobre 
Chile y lo que debíamos hacer para recuperar la democracia.  Allí estaba el 
director del Centro de Estudios de América Latina, Federico Gil, gran amigo de 
Chile, y Ricardo Lagos.  De ese encuentro surgió un libro con nuestros a 
artículos “Chile at the Turning Point”.  En los años siguientes, y como director 
del Instituto del Nuevo Chile en Rotterdam, Jorge organizó encuentros para 
reunir a los demócratas y preparar las estrategias de futuro. Entonces nos 
volvimos a encontrar. Siempre desplegó su tarea intelectual y académica para 
servir a la democracia.   

Nos reencontramos a mitad de los 80, cuando pudimos volver a nuestra patria, 
en la lucha contra la dictadura. Y poco después saludamos con alegría el 
triunfo en el plebiscito de 1988.

La democracia nos dio la oportunidad de entregar nuestras vidas a mejorar las 
condiciones de nuestro país. Jorge partió como Embajador a Holanda, donde 
contribuyó a a�anzar las nuevas relaciones del Chile democrático con Europa, 
y lo hizo muy bien, pues tenía in�uencia intelectual, un doctorado en derecho 

en Holanda, donde había estudiado las doctrinas de la seguridad nacional, 
que marcaron la mentalidad de los militares de América Latina que impusie-
ron las dictaduras. 

Y la vida nos brindó otra oportunidad de juntarnos y nos otorgó el privilegio de 
servir al norte de Chile, en la región de Tarapacá. A �nes de los años 90 Jorge ya 
trabajaba en la Universidad Arturo Prat donde había organizado el Instituto 
de estudios internacionales.  Yo era senador.
 
Cuando triunfó Ricardo Lagos en 1999, nombró a Jorge intendente de la 
región. Se desempeñó con gran dedicación y seriedad. Fue un buen intendente 
y juntos conseguimos proyectos fructíferos para la región.  No era fácil, el 
centralismo era intenso, pero la acción colaborativa nos permitió superar 
resistencias y demoras.

Aunque hasta hoy nos mantuvimos en contacto a través de un correo que nos 
comunicaba a todos los ex presos de Dawson, perdimos esa cálida cercanía de 
vernos con frecuencia.  Supe después que su esposa había fallecido y que sus 
hijas, que vivían en Madrid, le pidieron que fuera a vivir con ellas. Jorge 
constituyó una hermosa y unida familia.

Siempre duele saber de la muerte de un ser querido, es que nos creemos 
inmortales y no estamos educados para asimilar la muerte como parte natural 
de nuestras vidas.  Además del dolor, debemos expresar la satisfacción de 
haber compartido ideales y momentos apasionantes de la vida con un gran 
amigo, un hombre siempre activo y entusiasta, que superó la adversidad. 

Jorge hizo una gran contribución para recuperar la democracia en Chile, y 
dedicó su mejor empeño al progreso de la región de Tarapacá, a educar 
jóvenes e investigar. Todos lo recordaremos por su integridad, su vocación de 
servicio público, que en un mundo inundado de individualismo, es un ejemplo 
permanente.  

JORGE  TAPIA
1935-2020: 

LA PASIÓN POR VIVIR
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Conocí a Jorge Tapia a �nes de la década de los años 1990, cuando yo cursaba 
mis estudios de doctorado en el Instituto de Estudios Avanzados de la Universi-
dad de Santiago de Chile.
 
El Dr. Jorge Tapia Valdés concurrió un sábado, días en que realizábamos 
nuestro Seminario de Investigación y a los que solían asistir expertos y 
personalidades de la academia de entonces.

Aquel día me correspondió presentar uno de mis avances de tesis, tema en el 
que venía trabajando durante varios años y respecto del cual ya había hecho 
varias publicaciones. Mi tesis se trató de las relaciones entre Chile y Japón, 
para los años 1973-1989, un vínculo marcado por las relaciones económicas, 
en donde los empresarios privados y las grandes corporaciones eran protagó-
nicas. Esta era una dimensión que a mis ojos de entonces no tenía contrapeso, 
simplemente porque no había tenido acceso a los archivos reservados del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, donde un par de años después encontré un 
verdadero tesoro.

Aquel día de mi presentación Jorge pidió la palabra y especulativamente, pero 
también basado en su propia trayectoria, me hizo un comentario clave para el 
futuro de mi investigación. Jorge me dijo algo así, “tú investigación y tus 
resultados son muy interesantes, pero creo que deberías tener en cuenta que 
en la cima todas las relaciones son eminentemente políticas”. Pues bien, al 

archivo mencionado terminó por develar una dimensión política que cambió 
mi investigación radicalmente, ganando en complejidad y profundidad, pero 
extendiéndose por al menos dos años más. 
El comentario de Jorge, como aprendí después de él mismo, no era producto 
de su trabajo en dicho archivo, sino que de su profundo conocimiento de la 
política y del poder.

En septiembre de 2000 viajé a Iquique invitado por Carlos Merino, entonces 
Rector de la Universidad Arturo Prat (UNAP), para conversar con diversas 
autoridades, respecto de la posibilidad de migrar laboralmente al Instituto de 
Estudios Internacionales (INTE) de la UNAP, donde además participaba mi 
compañero de doctorado y amigo, Sergio González Miranda.

Ese viaje, al que también fueron los profesores Enrique Díaz, ex Rector de la 
Universidad Arturo Prat y Juan Cisternas, fue una magni�ca oportunidad 
para reencontrar a Jorge, aunque le vi fugazmente, y para conversar en un 
ambiente amistoso y desa�ante. El INTE de entonces estaba en formación y 
tenía grandes desafíos por delante.

Producto de estas conversaciones en Iquique, tomé la decisión de trabajar en 
la UNAP, en su sede de Santiago, a contar de enero de 2001. A partir de 
entonces, tuve la oportunidad de interactuar con Jorge en una experiencia y 
tiempo que aún me parecer insu�ciente. Con una gran naturalidad y sin falsa 
grandilocuencia, Jorge solía hacer planteamientos de fondo y que con los 
años he atesorado como lecciones académicas y de vida.

En 2007 gané un concurso académico en el Instituto de Estudios Avanzados de 
la USACH y a comienzos de 2008 cambié de dirección laboral, pero no de 
campo de estudio ni menos de amigos.

En mi carta de despedida a todas y todos mis colegas de entonces, me compro-
metí a encontrarles en los espacios de siempre: foros académicos, proyectos, 
publicaciones y, de tanto en tanto, en torno a una mesa. Así ha sido hasta el día 
de hoy con casi todos y el ambiente que Jorge potenció fue un gran sustento 
para dicha atmósfera de confraternidad, de amistad cívica, de genuino 
aprecio.

Jorge Tapia, un hombre al que la Dictadura le arrebató tantas cosas, mantuvo 
ese espíritu y una sonrisa siempre alerta, para a�rmar y para contradecir. 
Preservó y desarrolló un espíritu libre, que ni siquiera fue atrapado por la 
maldad de su prisión política (isla Dawson). Jamás le escuché proferir una 
frase de odio, sino que un juicio intelectualizado de todo lo que había ocurrido, 
no solo en el Chile de la Dictadura, sino que en el gobierno de la Unidad 
Popular, donde fue un novel ministro.

Jorge también fue un intelectual sólido y un polemista de fuste. Estaba en su 
espíritu; en su formación de abogado; en su experiencia como practicante el 
en Congreso de los Estados Unidos, en sus años de estudiante de maestría en 
Ciencia Política de la Universidad de Yale, formación que completaría con su 
doctorado en Universidad Erasmo de Róterdam; en su trayectoria política (dos 
veces ministro de Allende e Intendente de Tarapacá); y en su vida académica, 
que él valoraba en extremo. A él le debemos el renovado interés nortino por los 
estudios paradiplomáticos y transfronterizos, una cantera de la que muchos 
hemos nutrido nuestro propio trabajo intelectual y que tiene como su máximo 
exponente nacional a Sergio González Miranda, Premio Nacional de Historia 
2014.

Jorge Tapia fue un académico internacional de lo internacional, lo que queda 
acreditado en una fructífera trayectoria como profesor en la Universidad de 
Chile, la Universidad Arturo Prat, la Universidad de Tarapacá, Universidad La 

Historiador económico. Director del Doctorado en Estudios Americanos del Instituto de 
Estudios Avanzados, IDEA, de la Universidad de Santiago de Chile. Entre sus libros 
anotamos: “El Palacio Riesco: Historia y Restauración”, “Historia Ilustrada de Telex 
Chile S.A”, "Club Hípico de Santiago. 130 años de Historia", "El Comité Empresarial: 20 
años de Relaciones Empresariales Bilaterales: 1979-1999", “Poder, Mercado y Estado:  
los bancos chilenos del siglo XIX”. Ha ganado proyectos Fondecyt como investigador 
principal.
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República, la Universidad del Zulia de Venezuela, la Universidad Estatal de 
Ohio de Estados Unidos y la Universidad Erasmo de Róterdam.

Jorge Tapia también fue un ser social extremadamente dotado, como pocos 
diría. En los ambientes muy formales y en los menos estrictos, Jorge navegaba 
como pez en el agua. Recuerdo nuestros almuerzos en El Parrón, desaparecido 
restaurante situado en Providencia en las inmediaciones de las calles Manuel 
Montt y Miguel Claro, lugar al que solía concurrir lo más granado del llamado 
red set y del extremo opuesto. Pude constatar que todo el mundo de la política 
le conocía y valoraba. Era notable ver como siempre tenía la frase y la cita 
justa, para abordar cada instante pareciendo que lo había preparado desde 
hacía mucho tiempo. En cierto modo, cada día Jorge Tapia era la síntesis de su 
conocimiento y experiencia, puestas al servicio de lo grande y de lo mínimo.

En sus últimos años, Jorge Tapia Valdés, como habría dicho Leopoldo Castedo 
respecto de sí mismo, se convirtió en un transterrado de Chile, primero en 
Madrid y después en Barcelona. Por lo mismo, ya era un ausente de nuestros 
ambientes académicos y sociales. Su envidiada vitalidad se fue apagando 
poco a poco y, es justo decirlo, se fue quedando solo de ese entorno que tanto 
se bene�ció de sus brillantes ideas, que él prodigaba sin mayores miramientos, 
como quien está seguro de compartir aquello que le surge con abundancia. En 
sus últimos días, Sergio González le visitó en España y de regreso a Chile no 
solo me lo contó con sentimiento, sino que con el pesar de saber que muy 
probablemente aquel había sido el último encuentro entre ambos.

A nuestra generación le quedará el recuerdo vívido de Jorge Tapia Valdés, 
maestro y amigo. A las generaciones siguientes, de nosotros depende, le 
quedarán las ideas que Jorge plasmó en una serie de textos relevantes para 
comprender la dimensión paradiplomática y transfronteriza de la triple 
frontera norte de Chile.

Santiago de Chile, Julio 2 de 2020.
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Conocí a Jorge Tapia a �nes de la década de los años 1990, cuando yo cursaba 
mis estudios de doctorado en el Instituto de Estudios Avanzados de la Universi-
dad de Santiago de Chile.
 
El Dr. Jorge Tapia Valdés concurrió un sábado, días en que realizábamos 
nuestro Seminario de Investigación y a los que solían asistir expertos y 
personalidades de la academia de entonces.

Aquel día me correspondió presentar uno de mis avances de tesis, tema en el 
que venía trabajando durante varios años y respecto del cual ya había hecho 
varias publicaciones. Mi tesis se trató de las relaciones entre Chile y Japón, 
para los años 1973-1989, un vínculo marcado por las relaciones económicas, 
en donde los empresarios privados y las grandes corporaciones eran protagó-
nicas. Esta era una dimensión que a mis ojos de entonces no tenía contrapeso, 
simplemente porque no había tenido acceso a los archivos reservados del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, donde un par de años después encontré un 
verdadero tesoro.

Aquel día de mi presentación Jorge pidió la palabra y especulativamente, pero 
también basado en su propia trayectoria, me hizo un comentario clave para el 
futuro de mi investigación. Jorge me dijo algo así, “tú investigación y tus 
resultados son muy interesantes, pero creo que deberías tener en cuenta que 
en la cima todas las relaciones son eminentemente políticas”. Pues bien, al 

archivo mencionado terminó por develar una dimensión política que cambió 
mi investigación radicalmente, ganando en complejidad y profundidad, pero 
extendiéndose por al menos dos años más. 
El comentario de Jorge, como aprendí después de él mismo, no era producto 
de su trabajo en dicho archivo, sino que de su profundo conocimiento de la 
política y del poder.

En septiembre de 2000 viajé a Iquique invitado por Carlos Merino, entonces 
Rector de la Universidad Arturo Prat (UNAP), para conversar con diversas 
autoridades, respecto de la posibilidad de migrar laboralmente al Instituto de 
Estudios Internacionales (INTE) de la UNAP, donde además participaba mi 
compañero de doctorado y amigo, Sergio González Miranda.

Ese viaje, al que también fueron los profesores Enrique Díaz, ex Rector de la 
Universidad Arturo Prat y Juan Cisternas, fue una magni�ca oportunidad 
para reencontrar a Jorge, aunque le vi fugazmente, y para conversar en un 
ambiente amistoso y desa�ante. El INTE de entonces estaba en formación y 
tenía grandes desafíos por delante.

Producto de estas conversaciones en Iquique, tomé la decisión de trabajar en 
la UNAP, en su sede de Santiago, a contar de enero de 2001. A partir de 
entonces, tuve la oportunidad de interactuar con Jorge en una experiencia y 
tiempo que aún me parecer insu�ciente. Con una gran naturalidad y sin falsa 
grandilocuencia, Jorge solía hacer planteamientos de fondo y que con los 
años he atesorado como lecciones académicas y de vida.

En 2007 gané un concurso académico en el Instituto de Estudios Avanzados de 
la USACH y a comienzos de 2008 cambié de dirección laboral, pero no de 
campo de estudio ni menos de amigos.

En mi carta de despedida a todas y todos mis colegas de entonces, me compro-
metí a encontrarles en los espacios de siempre: foros académicos, proyectos, 
publicaciones y, de tanto en tanto, en torno a una mesa. Así ha sido hasta el día 
de hoy con casi todos y el ambiente que Jorge potenció fue un gran sustento 
para dicha atmósfera de confraternidad, de amistad cívica, de genuino 
aprecio.

Jorge Tapia, un hombre al que la Dictadura le arrebató tantas cosas, mantuvo 
ese espíritu y una sonrisa siempre alerta, para a�rmar y para contradecir. 
Preservó y desarrolló un espíritu libre, que ni siquiera fue atrapado por la 
maldad de su prisión política (isla Dawson). Jamás le escuché proferir una 
frase de odio, sino que un juicio intelectualizado de todo lo que había ocurrido, 
no solo en el Chile de la Dictadura, sino que en el gobierno de la Unidad 
Popular, donde fue un novel ministro.

Jorge también fue un intelectual sólido y un polemista de fuste. Estaba en su 
espíritu; en su formación de abogado; en su experiencia como practicante el 
en Congreso de los Estados Unidos, en sus años de estudiante de maestría en 
Ciencia Política de la Universidad de Yale, formación que completaría con su 
doctorado en Universidad Erasmo de Róterdam; en su trayectoria política (dos 
veces ministro de Allende e Intendente de Tarapacá); y en su vida académica, 
que él valoraba en extremo. A él le debemos el renovado interés nortino por los 
estudios paradiplomáticos y transfronterizos, una cantera de la que muchos 
hemos nutrido nuestro propio trabajo intelectual y que tiene como su máximo 
exponente nacional a Sergio González Miranda, Premio Nacional de Historia 
2014.

Jorge Tapia fue un académico internacional de lo internacional, lo que queda 
acreditado en una fructífera trayectoria como profesor en la Universidad de 
Chile, la Universidad Arturo Prat, la Universidad de Tarapacá, Universidad La 

República, la Universidad del Zulia de Venezuela, la Universidad Estatal de 
Ohio de Estados Unidos y la Universidad Erasmo de Róterdam.

Jorge Tapia también fue un ser social extremadamente dotado, como pocos 
diría. En los ambientes muy formales y en los menos estrictos, Jorge navegaba 
como pez en el agua. Recuerdo nuestros almuerzos en El Parrón, desaparecido 
restaurante situado en Providencia en las inmediaciones de las calles Manuel 
Montt y Miguel Claro, lugar al que solía concurrir lo más granado del llamado 
red set y del extremo opuesto. Pude constatar que todo el mundo de la política 
le conocía y valoraba. Era notable ver como siempre tenía la frase y la cita 
justa, para abordar cada instante pareciendo que lo había preparado desde 
hacía mucho tiempo. En cierto modo, cada día Jorge Tapia era la síntesis de su 
conocimiento y experiencia, puestas al servicio de lo grande y de lo mínimo.

En sus últimos años, Jorge Tapia Valdés, como habría dicho Leopoldo Castedo 
respecto de sí mismo, se convirtió en un transterrado de Chile, primero en 
Madrid y después en Barcelona. Por lo mismo, ya era un ausente de nuestros 
ambientes académicos y sociales. Su envidiada vitalidad se fue apagando 
poco a poco y, es justo decirlo, se fue quedando solo de ese entorno que tanto 
se bene�ció de sus brillantes ideas, que él prodigaba sin mayores miramientos, 
como quien está seguro de compartir aquello que le surge con abundancia. En 
sus últimos días, Sergio González le visitó en España y de regreso a Chile no 
solo me lo contó con sentimiento, sino que con el pesar de saber que muy 
probablemente aquel había sido el último encuentro entre ambos.

A nuestra generación le quedará el recuerdo vívido de Jorge Tapia Valdés, 
maestro y amigo. A las generaciones siguientes, de nosotros depende, le 
quedarán las ideas que Jorge plasmó en una serie de textos relevantes para 
comprender la dimensión paradiplomática y transfronteriza de la triple 
frontera norte de Chile.

Santiago de Chile, Julio 2 de 2020.
 

Conocí a Jorge Tapia en algún momento en los primeros años de mi vida en 
Paris, que constituían para entonces mi segundo exilio. A comienzos de los 
años de 1980 la izquierda chilena aún estaba muy desperdigada, pese a los 
intentos por uni�carla, desde años antes, por Orlando Letelier. El Instituto para 
el Nuevo Chile (INC), con sus actividades políticas y académicas, desde la 
ciudad holandesa de Rotterdam, se iba consolidando poco a poco como un 
espacio de convergencias. Fueron los congresos de Chantilly, de 1982 y 1983, 
los que favorecieron la unión de los distintos sectores y actores, que en grupo o 
individualmente, trabajaban por el retorno de la democracia en Chile. Si bien 
Francia era más un lugar de paso para aquellos chilenos y holandeses vincula-
dos al INC, éste constituía un eje que conectaba las comunidades en el exilio en 
los Países Bajos, Gran Bretaña, Bélgica, Dinamarca, Noruega y Suecia, con 
aquellas del mediterráneo europeo. En París, la imagen del INC estaba 
representada en la �gura de Jacques Chonchol, elegido luego como Director 
del Institut des Hautes Études de l’Amérique latine, de l’Université de Paris III 
Sorbonne-Nouvelle (IHEAL), quien era miembro del directorio del INC y a quien 
tendría la satisfacción de votar como primer  director extranjero de un instituto 
de la Sorbonne, en mi calidad de representante de los estudiantes del IHEAL. 
Jorge Tapia, trabajando mucho en el INC, compartía su tiempo cursando su 
doctorado. Como recuerdan algunos, no fueron tantos los que dedicamos 
parte del tiempo de exilio en formarnos académicamente, la mayoría hacién-
dolo en lenguas que recién aprendíamos, aunque Jorge sería una excepción, 
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Sociólogo, postgraduado en la Université de Paris III Sorbonne-Nouvelle, Francia, y 
doctorado en la Pontificia Universidad Católica de Argentina. Ha escrito innumerables 
libros, entre ellos, “América Latina en el mundo: el pensamiento latinoamericano y la teoría 
de relaciones internacionales”, “Modelos o esquemas de integración y cooperación en 
curso en América Latina (UNASUR, Alianza del Pacífico, ALBA, CELAC): una mirada 
panorámica”, “Die Zukunft der Beziehungen zwischen der Europäischen Union und 
Lateinamerika”, “América Latina en la economía política mundial”, “Claves del nuevo 
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porque él ya hablaba  inglés, que era la segunda lengua en los ámbitos 
académicos y políticos de los Países Bajos.

El IHEAL nunca se propuso competir con el INC. Al contrario, aquellos que 
teníamos en él a nuestro centro académico y de actividades políticas en Paris 
buscábamos encontrar la oportunidad para desarrollar actividades cultura-
les y académicas que contribuyeran a mantener los vínculos entre los 
chilenos. Fue así que comenzando el año de 1983 le propuse a Jacques 
Chonchol la realización de un encuentro de chilenos dedicados a la cultura y 
el pensamiento. Con su gran apoyo y respaldo, incluso concediéndome una 
pequeña o�cina, en un edi�co donde no sobraba el espacio, me dediqué a 
organizar lo que sería el “Primer encuentro de escritores e intelectuales 
chilenos en el exilio”. Algunos de los renombrados artistas, escritores e intelec-
tuales chilenos, procedentes de toda Europa, Canadá, Estados Unidos y 
América Latina estuvieron presentes en el evento, cuya inauguración hicimos 
en la Unesco, mientras sus sesiones se desarrollaron posteriormente en la 
sede del IHEAL, en la rue Saint- Guillaume. El INC movilizó compatriotas para 
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Conocí a Jorge Tapia a �nes de la década de los años 1990, cuando yo cursaba 
mis estudios de doctorado en el Instituto de Estudios Avanzados de la Universi-
dad de Santiago de Chile.
 
El Dr. Jorge Tapia Valdés concurrió un sábado, días en que realizábamos 
nuestro Seminario de Investigación y a los que solían asistir expertos y 
personalidades de la academia de entonces.

Aquel día me correspondió presentar uno de mis avances de tesis, tema en el 
que venía trabajando durante varios años y respecto del cual ya había hecho 
varias publicaciones. Mi tesis se trató de las relaciones entre Chile y Japón, 
para los años 1973-1989, un vínculo marcado por las relaciones económicas, 
en donde los empresarios privados y las grandes corporaciones eran protagó-
nicas. Esta era una dimensión que a mis ojos de entonces no tenía contrapeso, 
simplemente porque no había tenido acceso a los archivos reservados del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, donde un par de años después encontré un 
verdadero tesoro.

Aquel día de mi presentación Jorge pidió la palabra y especulativamente, pero 
también basado en su propia trayectoria, me hizo un comentario clave para el 
futuro de mi investigación. Jorge me dijo algo así, “tú investigación y tus 
resultados son muy interesantes, pero creo que deberías tener en cuenta que 
en la cima todas las relaciones son eminentemente políticas”. Pues bien, al 

archivo mencionado terminó por develar una dimensión política que cambió 
mi investigación radicalmente, ganando en complejidad y profundidad, pero 
extendiéndose por al menos dos años más. 
El comentario de Jorge, como aprendí después de él mismo, no era producto 
de su trabajo en dicho archivo, sino que de su profundo conocimiento de la 
política y del poder.

En septiembre de 2000 viajé a Iquique invitado por Carlos Merino, entonces 
Rector de la Universidad Arturo Prat (UNAP), para conversar con diversas 
autoridades, respecto de la posibilidad de migrar laboralmente al Instituto de 
Estudios Internacionales (INTE) de la UNAP, donde además participaba mi 
compañero de doctorado y amigo, Sergio González Miranda.

Ese viaje, al que también fueron los profesores Enrique Díaz, ex Rector de la 
Universidad Arturo Prat y Juan Cisternas, fue una magni�ca oportunidad 
para reencontrar a Jorge, aunque le vi fugazmente, y para conversar en un 
ambiente amistoso y desa�ante. El INTE de entonces estaba en formación y 
tenía grandes desafíos por delante.

Producto de estas conversaciones en Iquique, tomé la decisión de trabajar en 
la UNAP, en su sede de Santiago, a contar de enero de 2001. A partir de 
entonces, tuve la oportunidad de interactuar con Jorge en una experiencia y 
tiempo que aún me parecer insu�ciente. Con una gran naturalidad y sin falsa 
grandilocuencia, Jorge solía hacer planteamientos de fondo y que con los 
años he atesorado como lecciones académicas y de vida.

En 2007 gané un concurso académico en el Instituto de Estudios Avanzados de 
la USACH y a comienzos de 2008 cambié de dirección laboral, pero no de 
campo de estudio ni menos de amigos.

En mi carta de despedida a todas y todos mis colegas de entonces, me compro-
metí a encontrarles en los espacios de siempre: foros académicos, proyectos, 
publicaciones y, de tanto en tanto, en torno a una mesa. Así ha sido hasta el día 
de hoy con casi todos y el ambiente que Jorge potenció fue un gran sustento 
para dicha atmósfera de confraternidad, de amistad cívica, de genuino 
aprecio.

Jorge Tapia, un hombre al que la Dictadura le arrebató tantas cosas, mantuvo 
ese espíritu y una sonrisa siempre alerta, para a�rmar y para contradecir. 
Preservó y desarrolló un espíritu libre, que ni siquiera fue atrapado por la 
maldad de su prisión política (isla Dawson). Jamás le escuché proferir una 
frase de odio, sino que un juicio intelectualizado de todo lo que había ocurrido, 
no solo en el Chile de la Dictadura, sino que en el gobierno de la Unidad 
Popular, donde fue un novel ministro.

Jorge también fue un intelectual sólido y un polemista de fuste. Estaba en su 
espíritu; en su formación de abogado; en su experiencia como practicante el 
en Congreso de los Estados Unidos, en sus años de estudiante de maestría en 
Ciencia Política de la Universidad de Yale, formación que completaría con su 
doctorado en Universidad Erasmo de Róterdam; en su trayectoria política (dos 
veces ministro de Allende e Intendente de Tarapacá); y en su vida académica, 
que él valoraba en extremo. A él le debemos el renovado interés nortino por los 
estudios paradiplomáticos y transfronterizos, una cantera de la que muchos 
hemos nutrido nuestro propio trabajo intelectual y que tiene como su máximo 
exponente nacional a Sergio González Miranda, Premio Nacional de Historia 
2014.

Jorge Tapia fue un académico internacional de lo internacional, lo que queda 
acreditado en una fructífera trayectoria como profesor en la Universidad de 
Chile, la Universidad Arturo Prat, la Universidad de Tarapacá, Universidad La 

República, la Universidad del Zulia de Venezuela, la Universidad Estatal de 
Ohio de Estados Unidos y la Universidad Erasmo de Róterdam.

Jorge Tapia también fue un ser social extremadamente dotado, como pocos 
diría. En los ambientes muy formales y en los menos estrictos, Jorge navegaba 
como pez en el agua. Recuerdo nuestros almuerzos en El Parrón, desaparecido 
restaurante situado en Providencia en las inmediaciones de las calles Manuel 
Montt y Miguel Claro, lugar al que solía concurrir lo más granado del llamado 
red set y del extremo opuesto. Pude constatar que todo el mundo de la política 
le conocía y valoraba. Era notable ver como siempre tenía la frase y la cita 
justa, para abordar cada instante pareciendo que lo había preparado desde 
hacía mucho tiempo. En cierto modo, cada día Jorge Tapia era la síntesis de su 
conocimiento y experiencia, puestas al servicio de lo grande y de lo mínimo.

En sus últimos años, Jorge Tapia Valdés, como habría dicho Leopoldo Castedo 
respecto de sí mismo, se convirtió en un transterrado de Chile, primero en 
Madrid y después en Barcelona. Por lo mismo, ya era un ausente de nuestros 
ambientes académicos y sociales. Su envidiada vitalidad se fue apagando 
poco a poco y, es justo decirlo, se fue quedando solo de ese entorno que tanto 
se bene�ció de sus brillantes ideas, que él prodigaba sin mayores miramientos, 
como quien está seguro de compartir aquello que le surge con abundancia. En 
sus últimos días, Sergio González le visitó en España y de regreso a Chile no 
solo me lo contó con sentimiento, sino que con el pesar de saber que muy 
probablemente aquel había sido el último encuentro entre ambos.

A nuestra generación le quedará el recuerdo vívido de Jorge Tapia Valdés, 
maestro y amigo. A las generaciones siguientes, de nosotros depende, le 
quedarán las ideas que Jorge plasmó en una serie de textos relevantes para 
comprender la dimensión paradiplomática y transfronteriza de la triple 
frontera norte de Chile.

Santiago de Chile, Julio 2 de 2020.
 

Conocí a Jorge Tapia en algún momento en los primeros años de mi vida en 
Paris, que constituían para entonces mi segundo exilio. A comienzos de los 
años de 1980 la izquierda chilena aún estaba muy desperdigada, pese a los 
intentos por uni�carla, desde años antes, por Orlando Letelier. El Instituto para 
el Nuevo Chile (INC), con sus actividades políticas y académicas, desde la 
ciudad holandesa de Rotterdam, se iba consolidando poco a poco como un 
espacio de convergencias. Fueron los congresos de Chantilly, de 1982 y 1983, 
los que favorecieron la unión de los distintos sectores y actores, que en grupo o 
individualmente, trabajaban por el retorno de la democracia en Chile. Si bien 
Francia era más un lugar de paso para aquellos chilenos y holandeses vincula-
dos al INC, éste constituía un eje que conectaba las comunidades en el exilio en 
los Países Bajos, Gran Bretaña, Bélgica, Dinamarca, Noruega y Suecia, con 
aquellas del mediterráneo europeo. En París, la imagen del INC estaba 
representada en la �gura de Jacques Chonchol, elegido luego como Director 
del Institut des Hautes Études de l’Amérique latine, de l’Université de Paris III 
Sorbonne-Nouvelle (IHEAL), quien era miembro del directorio del INC y a quien 
tendría la satisfacción de votar como primer  director extranjero de un instituto 
de la Sorbonne, en mi calidad de representante de los estudiantes del IHEAL. 
Jorge Tapia, trabajando mucho en el INC, compartía su tiempo cursando su 
doctorado. Como recuerdan algunos, no fueron tantos los que dedicamos 
parte del tiempo de exilio en formarnos académicamente, la mayoría hacién-
dolo en lenguas que recién aprendíamos, aunque Jorge sería una excepción, 

UN MOMENTO EN LA VIDA 
DE JORGE  TAPIA

Raúl Bernal-Meza17

Sociólogo, postgraduado en la Université de Paris III Sorbonne-Nouvelle, Francia, y 
doctorado en la Pontificia Universidad Católica de Argentina. Ha escrito innumerables 
libros, entre ellos, “América Latina en el mundo: el pensamiento latinoamericano y la teoría 
de relaciones internacionales”, “Modelos o esquemas de integración y cooperación en 
curso en América Latina (UNASUR, Alianza del Pacífico, ALBA, CELAC): una mirada 
panorámica”, “Die Zukunft der Beziehungen zwischen der Europäischen Union und 
Lateinamerika”, “América Latina en la economía política mundial”, “Claves del nuevo 
orden mundial: cambios centrales y condicionamientos estructurales”, “Sistema mundial y 
Mercosur: globalización, regionalismo y políticas exteriores comparadas”, “Integración 
solidaria--seguridad colectiva en América: alternativas para superar la vulnerabilidad 
regional”, “Sistema mundial y Mercosur: globalización, regionalismo y políticas exteriores 
comparadas”, “Mercosur: desafío político”, “El nuevo orden de las relaciones economicas 
internacionales: comercio, finanzas y regionalismo”
Destacado internacionalista, actualmente es profesor titular de la Universidad Arturo Prat. 
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porque él ya hablaba  inglés, que era la segunda lengua en los ámbitos 
académicos y políticos de los Países Bajos.

El IHEAL nunca se propuso competir con el INC. Al contrario, aquellos que 
teníamos en él a nuestro centro académico y de actividades políticas en Paris 
buscábamos encontrar la oportunidad para desarrollar actividades cultura-
les y académicas que contribuyeran a mantener los vínculos entre los 
chilenos. Fue así que comenzando el año de 1983 le propuse a Jacques 
Chonchol la realización de un encuentro de chilenos dedicados a la cultura y 
el pensamiento. Con su gran apoyo y respaldo, incluso concediéndome una 
pequeña o�cina, en un edi�co donde no sobraba el espacio, me dediqué a 
organizar lo que sería el “Primer encuentro de escritores e intelectuales 
chilenos en el exilio”. Algunos de los renombrados artistas, escritores e intelec-
tuales chilenos, procedentes de toda Europa, Canadá, Estados Unidos y 
América Latina estuvieron presentes en el evento, cuya inauguración hicimos 
en la Unesco, mientras sus sesiones se desarrollaron posteriormente en la 
sede del IHEAL, en la rue Saint- Guillaume. El INC movilizó compatriotas para 
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participar del evento y muchos se encontraron después de diez años de exilio. 
Posteriormente y de vez en cuando, en mi pequeño departamento del 15ème 
parisino, recibía la visita de viajeros de paso por Francia, principalmente 
holandeses comprometidos con la causa de la democracia chilena, que traían 
saludos y publicaciones desde el INC, con palabras, entre otros de Jorge Tapia.
No tuve oportunidad de volver a encontrarlo. Años después regresé a Argenti-
na y Jorge Tapia, más tarde retornaría a Chile, entre cuyas signi�cativas 
actividades fundó el Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad 
Arturo Prat, que es, paradojalmente, el ámbito académico con el que hoy me 
encuentro vinculado, en calidad de investigador.

Jorge Tapia, como buen radical, en la tradición de Pedro Aguirre Cerda, nunca 
se despreocupó por el conocimiento y el desarrollo intelectual. Lo hizo ocupán-
dose de sí mismo, hasta alcanzar el grado de académico de doctor, pero 
especialmente dejando para el futuro instituciones que se ocuparan del saber y 
que desarrollaran estudios e investigaciones sobre las relaciones internaciona-
les. Su vida de exilio y las redes de contactos e intereses, en torno a la defensa de 
la democracia, la libertad y el humanismo constituyeron siempre para él una 
preocupación como ciudadano. Su experiencia del exilio y el trabajo en el INC le 
demostraron lo importante que eran las relaciones internacionales y los 
vínculos entre pueblos y sociedades que aspiraban y luchaban por similares 
ideales. Por eso que no fue extraño ni extemporáneo que impulsara la creación 
del Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat

Vayan así estas palabras para recordar a Jorge Tapia, a través de un pequeño 
vínculo que comenzó en Europa y que después de mucho tiempo continuó en el 
espacio académico e intelectual que él fundara, donde pervivía su espíritu 
emprendedor, aunque su vida personal ya transcurría en los tiempos de la 
España democrática.

UN MOMENTO EN LA VIDA 
DE JORGE TAPIA

Aun no reponiéndome de la noticia que llega a mi teléfono del Profesor 
Sergio González Miranda, acudo a escribir estas letras en homenaje del 
amigo y maestro que ha partido, sin aviso, en España a �nes del mes de 
junio. Me re�ero a Don Jorge Antonio Tapia Valdés.

Corría �nes del mes de agosto del año 2000 cuando recibo un llamado del 
entonces Intendente Regional de Tarapacá Jorge Tapia, en que me invitaba 
a ser parte de su Gabinete en el cargo de Director de Integración y Coopera-
ción Internacional del Gobierno Regional. Situación fascinante que me 
alegró mucho, pues un destacado político y académico con�aba en mí las 
plani�caciones y directrices de la agenda internacional de la región muy 
activa en temas de frontera, tanto en Iquique como en Arica e interior de la 
región.

En adelante todo fue experiencia y aprendizaje intenso, pues trabajar en 
estos temas con Jorge Tapia era doblemente apasionante, dada su calidad de 
ex Ministro de Estado y Ex Embajador en Holanda e Israel. Intenso, prodigio-
so, certero, dueño de una inteligencia y una memoria enciclopédica y 
sobretodo de una calidez humana prístina.

Escribir es construir memoria y a esta vienen dos episodios de esta historia. El 
primero cuando en agenda se pauteó la visita de una delegación de empre-
sarios Belgas y Holandeses en el gabinete y cuando todos estábamos 
preparados para interactuar en Inglés, aparece el Intendente Tapia y los 
saluda y desarrolla la reunión en lengua nativa de la delegación, el Neerlan-
dés. Obviamente todos nos sorprendimos dado este recibimiento en lengua 
nativa. La delegación visitante muy feliz, aunque se comprenderá que el resto 
de los presentes tuvimos que tratar de descifrar con poco éxito el desarrollo 
de aquella épica conversación.

El segundo episodio sorprendente de este hombre de mundo ocurrió en Salta 
en la inauguración de un evento de Integración binacional Chile - Argentina. 
Llegado el momento de interpretación del himno patrio Argentino Don Jorge 
sorprendió a todos los presentes incluyendo obviamente a los Gobernadores 
de Salta y Jujuy y al Embajador de Chile en Argentina, entonando con fuerza 
y en todas sus estrofas el himno. Las comitivas presentes sorprendidas 
comentaban que Don Jorge les comentó luego en el ágape, que ese himno se 
lo tuvo que aprender sí o sí cuando era pequeño en sus estudios iniciales en su 
Escuela básica que se llamaba “República Argentina”. Duda despejada y 
momento memorable. La huella académica y política de Jorge Tapia lleva la 
impronta de la resiliencia. Como ex prisionero político en Dawson, nunca ese 
duro aprendizaje fue tema en nuestras pláticas. Si lo fue su pasión por las 
relaciones internacionales, la integración subregional con nuestros países 
hermanos y con orgullo puedo decir que de él conocí el concepto de Paradi-
plomacia. En discursos plegados de una retórica notable que le escuché, en 
textos que me recomendó revisar y en conversaciones sostenidas en reunio-
nes de Directorio en el Instituto de Estudios Internacionales (INTE) de la 

Universidad Arturo Prat, donde luego me delegó la representación del Gobier-
no Regional por mi función. Consideraba vital desarrollar estas agendas 
desconcentradas de nivel internacional en las regiones, asunto con el cual 
asumía una crítica directa al centralismo de nuestro país.

Y de la densidad de su trabajo intelectual al consejo del hombre llano y de 
mundo, de su experiencia política a la humildad y simpleza en el trato con sus 
equipos, transcurrió mi historia con Don Jorge, historia que no estoy dispuesto 
a clausurar ahora que ha partido. Faltarían sin duda innumerables páginas 
para escribir y describir al amigo que hoy descansa junto a su adorada esposa 
Mónica y sus hermanos a lo largo del mundo en el oriente eterno.

El título de estas palabras incorpora los términos de sabiduría y virtud. Y Jorge 
Tapia Valdés ha sido y fue para mí fuente de sabiduría y cargó, a su vez, un don 
propio de esta transmutado en virtud. Esto signi�ca que es una sabia virtud 
transformar lo complejo en simple.

Alas y buen viento, querido Jorge Tapia Valdés. Exjefe, amigo y maestro.

En Arica, Julio, invierno del 2020.
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Aun no reponiéndome de la noticia que llega a mi teléfono del Profesor 
Sergio González Miranda, acudo a escribir estas letras en homenaje del 
amigo y maestro que ha partido, sin aviso, en España a �nes del mes de 
junio. Me re�ero a Don Jorge Antonio Tapia Valdés.

Corría �nes del mes de agosto del año 2000 cuando recibo un llamado del 
entonces Intendente Regional de Tarapacá Jorge Tapia, en que me invitaba 
a ser parte de su Gabinete en el cargo de Director de Integración y Coopera-
ción Internacional del Gobierno Regional. Situación fascinante que me 
alegró mucho, pues un destacado político y académico con�aba en mí las 
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activa en temas de frontera, tanto en Iquique como en Arica e interior de la 
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En adelante todo fue experiencia y aprendizaje intenso, pues trabajar en 
estos temas con Jorge Tapia era doblemente apasionante, dada su calidad de 
ex Ministro de Estado y Ex Embajador en Holanda e Israel. Intenso, prodigio-
so, certero, dueño de una inteligencia y una memoria enciclopédica y 
sobretodo de una calidez humana prístina.

Escribir es construir memoria y a esta vienen dos episodios de esta historia. El 
primero cuando en agenda se pauteó la visita de una delegación de empre-
sarios Belgas y Holandeses en el gabinete y cuando todos estábamos 
preparados para interactuar en Inglés, aparece el Intendente Tapia y los 
saluda y desarrolla la reunión en lengua nativa de la delegación, el Neerlan-
dés. Obviamente todos nos sorprendimos dado este recibimiento en lengua 
nativa. La delegación visitante muy feliz, aunque se comprenderá que el resto 
de los presentes tuvimos que tratar de descifrar con poco éxito el desarrollo 
de aquella épica conversación.

El segundo episodio sorprendente de este hombre de mundo ocurrió en Salta 
en la inauguración de un evento de Integración binacional Chile - Argentina. 
Llegado el momento de interpretación del himno patrio Argentino Don Jorge 
sorprendió a todos los presentes incluyendo obviamente a los Gobernadores 
de Salta y Jujuy y al Embajador de Chile en Argentina, entonando con fuerza 
y en todas sus estrofas el himno. Las comitivas presentes sorprendidas 
comentaban que Don Jorge les comentó luego en el ágape, que ese himno se 
lo tuvo que aprender sí o sí cuando era pequeño en sus estudios iniciales en su 
Escuela básica que se llamaba “República Argentina”. Duda despejada y 
momento memorable. La huella académica y política de Jorge Tapia lleva la 
impronta de la resiliencia. Como ex prisionero político en Dawson, nunca ese 
duro aprendizaje fue tema en nuestras pláticas. Si lo fue su pasión por las 
relaciones internacionales, la integración subregional con nuestros países 
hermanos y con orgullo puedo decir que de él conocí el concepto de Paradi-
plomacia. En discursos plegados de una retórica notable que le escuché, en 
textos que me recomendó revisar y en conversaciones sostenidas en reunio-
nes de Directorio en el Instituto de Estudios Internacionales (INTE) de la 

Universidad Arturo Prat, donde luego me delegó la representación del Gobier-
no Regional por mi función. Consideraba vital desarrollar estas agendas 
desconcentradas de nivel internacional en las regiones, asunto con el cual 
asumía una crítica directa al centralismo de nuestro país.

Y de la densidad de su trabajo intelectual al consejo del hombre llano y de 
mundo, de su experiencia política a la humildad y simpleza en el trato con sus 
equipos, transcurrió mi historia con Don Jorge, historia que no estoy dispuesto 
a clausurar ahora que ha partido. Faltarían sin duda innumerables páginas 
para escribir y describir al amigo que hoy descansa junto a su adorada esposa 
Mónica y sus hermanos a lo largo del mundo en el oriente eterno.

El título de estas palabras incorpora los términos de sabiduría y virtud. Y Jorge 
Tapia Valdés ha sido y fue para mí fuente de sabiduría y cargó, a su vez, un don 
propio de esta transmutado en virtud. Esto signi�ca que es una sabia virtud 
transformar lo complejo en simple.

Alas y buen viento, querido Jorge Tapia Valdés. Exjefe, amigo y maestro.
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participar del evento y muchos se encontraron después de diez años de exilio. 
Posteriormente y de vez en cuando, en mi pequeño departamento del 15ème 
parisino, recibía la visita de viajeros de paso por Francia, principalmente 
holandeses comprometidos con la causa de la democracia chilena, que traían 
saludos y publicaciones desde el INC, con palabras, entre otros de Jorge Tapia.
No tuve oportunidad de volver a encontrarlo. Años después regresé a Argenti-
na y Jorge Tapia, más tarde retornaría a Chile, entre cuyas signi�cativas 
actividades fundó el Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad 
Arturo Prat, que es, paradojalmente, el ámbito académico con el que hoy me 
encuentro vinculado, en calidad de investigador.

Jorge Tapia, como buen radical, en la tradición de Pedro Aguirre Cerda, nunca 
se despreocupó por el conocimiento y el desarrollo intelectual. Lo hizo ocupán-
dose de sí mismo, hasta alcanzar el grado de académico de doctor, pero 
especialmente dejando para el futuro instituciones que se ocuparan del saber y 
que desarrollaran estudios e investigaciones sobre las relaciones internaciona-
les. Su vida de exilio y las redes de contactos e intereses, en torno a la defensa de 
la democracia, la libertad y el humanismo constituyeron siempre para él una 
preocupación como ciudadano. Su experiencia del exilio y el trabajo en el INC le 
demostraron lo importante que eran las relaciones internacionales y los 
vínculos entre pueblos y sociedades que aspiraban y luchaban por similares 
ideales. Por eso que no fue extraño ni extemporáneo que impulsara la creación 
del Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad Arturo Prat

Vayan así estas palabras para recordar a Jorge Tapia, a través de un pequeño 
vínculo que comenzó en Europa y que después de mucho tiempo continuó en el 
espacio académico e intelectual que él fundara, donde pervivía su espíritu 
emprendedor, aunque su vida personal ya transcurría en los tiempos de la 
España democrática.

UN MOMENTO EN LA VIDA 
DE JORGE TAPIA

Aun no reponiéndome de la noticia que llega a mi teléfono del Profesor 
Sergio González Miranda, acudo a escribir estas letras en homenaje del 
amigo y maestro que ha partido, sin aviso, en España a �nes del mes de 
junio. Me re�ero a Don Jorge Antonio Tapia Valdés.

Corría �nes del mes de agosto del año 2000 cuando recibo un llamado del 
entonces Intendente Regional de Tarapacá Jorge Tapia, en que me invitaba 
a ser parte de su Gabinete en el cargo de Director de Integración y Coopera-
ción Internacional del Gobierno Regional. Situación fascinante que me 
alegró mucho, pues un destacado político y académico con�aba en mí las 
plani�caciones y directrices de la agenda internacional de la región muy 
activa en temas de frontera, tanto en Iquique como en Arica e interior de la 
región.

En adelante todo fue experiencia y aprendizaje intenso, pues trabajar en 
estos temas con Jorge Tapia era doblemente apasionante, dada su calidad de 
ex Ministro de Estado y Ex Embajador en Holanda e Israel. Intenso, prodigio-
so, certero, dueño de una inteligencia y una memoria enciclopédica y 
sobretodo de una calidez humana prístina.

Escribir es construir memoria y a esta vienen dos episodios de esta historia. El 
primero cuando en agenda se pauteó la visita de una delegación de empre-
sarios Belgas y Holandeses en el gabinete y cuando todos estábamos 
preparados para interactuar en Inglés, aparece el Intendente Tapia y los 
saluda y desarrolla la reunión en lengua nativa de la delegación, el Neerlan-
dés. Obviamente todos nos sorprendimos dado este recibimiento en lengua 
nativa. La delegación visitante muy feliz, aunque se comprenderá que el resto 
de los presentes tuvimos que tratar de descifrar con poco éxito el desarrollo 
de aquella épica conversación.

El segundo episodio sorprendente de este hombre de mundo ocurrió en Salta 
en la inauguración de un evento de Integración binacional Chile - Argentina. 
Llegado el momento de interpretación del himno patrio Argentino Don Jorge 
sorprendió a todos los presentes incluyendo obviamente a los Gobernadores 
de Salta y Jujuy y al Embajador de Chile en Argentina, entonando con fuerza 
y en todas sus estrofas el himno. Las comitivas presentes sorprendidas 
comentaban que Don Jorge les comentó luego en el ágape, que ese himno se 
lo tuvo que aprender sí o sí cuando era pequeño en sus estudios iniciales en su 
Escuela básica que se llamaba “República Argentina”. Duda despejada y 
momento memorable. La huella académica y política de Jorge Tapia lleva la 
impronta de la resiliencia. Como ex prisionero político en Dawson, nunca ese 
duro aprendizaje fue tema en nuestras pláticas. Si lo fue su pasión por las 
relaciones internacionales, la integración subregional con nuestros países 
hermanos y con orgullo puedo decir que de él conocí el concepto de Paradi-
plomacia. En discursos plegados de una retórica notable que le escuché, en 
textos que me recomendó revisar y en conversaciones sostenidas en reunio-
nes de Directorio en el Instituto de Estudios Internacionales (INTE) de la 

Universidad Arturo Prat, donde luego me delegó la representación del Gobier-
no Regional por mi función. Consideraba vital desarrollar estas agendas 
desconcentradas de nivel internacional en las regiones, asunto con el cual 
asumía una crítica directa al centralismo de nuestro país.

Y de la densidad de su trabajo intelectual al consejo del hombre llano y de 
mundo, de su experiencia política a la humildad y simpleza en el trato con sus 
equipos, transcurrió mi historia con Don Jorge, historia que no estoy dispuesto 
a clausurar ahora que ha partido. Faltarían sin duda innumerables páginas 
para escribir y describir al amigo que hoy descansa junto a su adorada esposa 
Mónica y sus hermanos a lo largo del mundo en el oriente eterno.

El título de estas palabras incorpora los términos de sabiduría y virtud. Y Jorge 
Tapia Valdés ha sido y fue para mí fuente de sabiduría y cargó, a su vez, un don 
propio de esta transmutado en virtud. Esto signi�ca que es una sabia virtud 
transformar lo complejo en simple.

Alas y buen viento, querido Jorge Tapia Valdés. Exjefe, amigo y maestro.

En Arica, Julio, invierno del 2020.
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JORGE TAPIA, UN ADELANTADO A SU TIEMPO 
DEL CHILE CONTEMPORÁNEO

Dr. Pedro Buc  Calderón
Dr. Cristian Jamett Pizarro

Diversas generaciones fueron testigo de los distintos momentos del 
profesor y doctor Jorge Tapia Valdés, ya sea como estudiante, militante, 
académico, ministro, embajador, y después en su regreso a Chile, 
intendente de la región de Tarapacá y directivo de la Universidad Arturo 
Prat, siendo un común denominador la �rmeza de sus convicciones, 
independiente de los costos personales y políticos que ello signi�caría, y 
que dieron cuenta de históricos problemas que tarde o temprano 
nuestra sociedad debe enfrentar y solucionar. 

A la hora de hacer una revisión póstuma de su trayectoria -un ejercicio 
siempre arbitrario de quienes le sobreviven- quisiéramos destacar en 
este homenaje los siguientes hitos que podrían dar cuenta de sus 
personalidad, capacidad intelectual y �gura pública.

Como Ministro de Educación del presidente Salvador Allende, tuvo la 
responsabilidad de hacer un duro diagnóstico de la  educación chilena 
con el objeto de proponer una proyecto refundacional denominado 
“Escuela Nacional Uni�cada” (ENU), basado en un informe de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación y Cultura (UNESCO), cuyos 
principios generales apostaban a crear nuevos horizontes para transfor-
mar la educación chilena, entre otros, a�rmando que la “educación debe 
prolongarse a lo largo de toda la vida”; “hay que suprimir las barreras 
arti�ciales entre los diferentes tipos, ciclos y grados de la enseñanza” y “la 
educación debe tender a facilitar la reconversión profesional”. 

 Sihomara Hormazabal Valdevenito y Esteban Miranda Chávez, en Cuader-
nos chilenos de historia de la educación, Santiago de Chile, N°2, enero 2014, 
ISSN 0719-3483.

3      
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La educación como instrucción en el sentido tradicional del término ya no 
bastaría, lo importante sería aprender a ser en sociedad. Ya nos decía Jorge 
que “…mientras hablamos románticamente de la Nación como un todo, de 
la Patria como un todo, de la necesidad de luchar todos por todos, el 
sistema educacional lo forma de a uno por uno y para ellos mismos, 
creando mentalidades individualistas y necesariamente competitivas”.

Concepción de educación pública integral para un nuevo proyecto 
nacional que tuvo una agresiva reacción por parte de una serie de sectores 
conservadores que vieron amenazada su concepción tradicional de educa-
ción, lo que signi�có un alto costo político y personal para su autor, como 
quedará demostrado con su detención y exilio después del golpe militar. 
Demanda que no obstante, reaparecerá una y otra vez en nuestra historia, 
de la mano de los movimientos sociales vinculados a la educación. 

En el libro “El terrorismo de Estado” (1980), Jorge Tapia señala que “no es 
una novedad, por cierto, la intervención de los militares en política, y ni 
siquiera lo es la concepción de los militares como una fuerza política de 
desarrollo y cambio. Lo peculiar y diferente, es el uso y abuso de la fuerza 
militar y la intensi�cación de la intervención militar en los procesos 
políticos regulares, sobre la base de una doctrina política más o menos 
coherente y con pretensiones de universalidad e internacionalidad” 
(1980:25) , como consecuencia de la hegemonía de EEUU en el cono sur y 
su Doctrina de Seguridad Nacional (DNS), el liberalismo económico y el 
autoritarismo valórico criollo, como se expresará en el proyecto estatal 
neoliberal/neoconservador de la constitución de 1980”.

2

3

“La respuesta chilena, versión del discurso del ministro de Educación Jorge 
Tapia Valdés” 7.3.1973  en <El mundo dice sí a la Escuela Nacional Unifica-
da”,ht tps: / /obt ienearchivo.bcn.cl /obt ienearchivo?id=dcumentos/ 
10221.1/44038/1/25635.pdf>
Tapia, Jorge (1980) “El terrorismo de Estado, la doctrina de seguridad nacional 
en el cono sur”, Revista Nueva Sociedad, Nueva Imagen, México, 
<http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0016008.pdf>
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Jorge Tapia precisará con claridad la relación entre un “Estado mínimo” y 
una “sociedad civil” en términos neoliberales, a partir del principio de 
subsidiaridad establecido por la dictadura y mantenido durante la 
transición a la democracia, hasta que hiciera crisis producto de la acción 
de los movimientos sociales y la rede�nición de la sociedad civil de la 
última década, lo que dio paso al actual proceso constituyente. En tanto, 
el  “principio rector de carácter organizacional y de naturaleza política 
jurídica que se aplica a la distribución de competencias entre el Estado y 
los grupos intermedios y que se resuelve en la a�rmación esencial de que 
el Estado no debe intervenir en las actividades que son de competencia 
de los grupos intermedios, a menos que por inexistencia o de�ciencia de 
la acción de tales grupos y en subsidio de la misma, el Estado deba 
intervenir por convenir el interés general y el Bien Común” 
(2004/2005:12).

Como intendente de la región de Tarapacá durante el año 2000, se 
caracterizó por un compromiso con la promoción de valores laicos, 
democráticos y civiles en un momento político en que los poderes 
fácticos mantenían una importante capacidad de incidencia en la agenda 
pública nacional y regional, como quedara demostrado en la oposición a 
su propuesta de ampliar las actividades extra curriculares de los colegios 
de Iquique, concentrada históricamente en la promoción de bandas de 
guerras como socialización militarista de las nuevas generaciones en las 
regiones fronterizas.

Periodo como intendente que concluyera abruptamente por la responsa-
bilidad estatal en los crímenes del “psicópata de Alto-Hospicio” , al validar  

4

6

Tapia, Jorge (2004-2005) “Descentralización y subsidiaridad en la época de 
la globalización”, en Corpus Iuris Regionis, UNAP (Iquique), Nº 4 y Nº5.
 Caso víctimas psicópata de Alto Hospicio | Las polémicas que acompañaron 
la gestión frente a la Intendencia de Jorge Tapia Valdés “https://elsoldeiqui-
que.cl/las-polemicas-que-acompanron-la-getion-frente-a-la-intendencia-de-
jorge-tapia-valdes/" 
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como primera autoridad regional la versión de las policías respecto a una 
posible fuga de las adolescentes de sus hogares, como lo hiciera la 
mayoría de la población a excepción de los propios familiares. De forma 
previa a esta tragedia, su compromiso con la búsqueda de la justicia para 
la violación a los derechos humanos en democracia quedaría mani�esto 
para las generaciones estudiantiles de la época al conmemorarse un año 
del asesinato del estudiante Daniel Menco en Arica, por parte de carabi-
neros, al ser la primera autoridad política en reconocer que “justicia que 
tarda no es justicia”.  Diez años después el Estado chileno debió indemni-
zar a los padres del estudiante con 180 millones de pesos y 50 millones a 
cada uno de los hermanos, por un actuar desproporcionado y antijurídico 
de las fuerzas policiales. 

La huella del Dr. Jorge Tapia Valdés en la UNAP será imborrable, ya que, 
dentro de su contribución al crecimiento de nuestra Universidad, fue uno 
de los creadores del Instituto de Estudios Internacionales, INTE, el cual 
dirigió entre los años 2001 y 2003.  Además fue Director de la Escuela de 
Derecho y docente de la Escuela de Sociología de la UNAP, donde formó 
decenas de profesionales entre 1997 y 2010, siendo también director de 
“Corpus Iuris Regionis", Revista Jurídica Regional y Subregional Andina.

En cada uno de estos momentos que hemos recordado, es destacable la 
densidad de su pensamiento y de una acción pública coherente con sus 
convicciones, lo que terminó de�niendo su sello distintivo, como aquellas 
grandes �guras que se mantienen incólumes y adelantadas a su tiempo, 
donde la propia historia se encarga de darles la razón.

“A los 85 años muere en Madrid el Dr. Jorge Tapia Valdés ex ministro y 
académico UNAP”
<https://www.unap.cl/prontus_unap/site/artic/20200630/pags/
20200630173434.html>
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